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ctuación política e intelectual de José G. Antuña, lo ha desta- 


ol O ericano. 
e Se ha o en el estudio del to aeraciona, dá 


tinguido hombre Publico: brasileño en la sestón ro tia que 
con ese motivo celebróse en la Universidad de Montevideo, el 22 de 
drzo de este año (1923). En esa oportunidad el señor Antuña hubo 
e leer una monograjía de Ruy Barbosa que por la profundidad de 
s conceptos y la belleza de su forma mereció los plácemes de distin- 
widos intelectuales, dentro y fuera de su patria. En importantes de- 
bates del. Congreso uruguayo y la Asamblea Constituyente, ha inter- 
venido con eficacia nuestro biografiado haciendo resaltar sus exce- 
ss entes condiciones de orador parlamentario. En las diversas cuestio- 
es de orden sociológico, internacional, penal, universitario y finan- 


E ero, ha intervenido con brillo y de aquí sus discursos respecto de 


VETE RETA 


LOS EDITORES 


ci yy 


ciera de los municipios», «Ruptura de relaciones con ' Alemania», 
«Arbitraje amplio», «juegos de azar», «Mandato imperativo», - «Liga 
de las Naciones», «Gobiernos Departamentales, » «Carestía de la vi | 
da», «Libertad anticipada», «Propiedad Mterarta y artistica», <F ri 
tades del Parlamento», eE elo E 
Ha representado en la Cámara a los departamentos de Mon 


deo, Artigas y Aaa habiendo integrado das Comisiones. de. Ha- 


UDS 


La actuación pública de José G. Antuña es muy intensa a pesar 
de su juventud. Desde muy joven comenzó a militar intensamente en 
la política uruguaya, habiendo sido diputado nacional durante varios 
periodos legislativos. Hombre de acción, nunca desdeño, sin embargo, 
las modestas actividades cívicas y así se le ha visto en todo momento 
en que fuera necesaria su intervención, agitarse constantemente en 
los Clubs partidarios para llevar a cabo su organización y propagan= 
da. Orador experimentado, el señor Antuña ya es un viejo conocido de 
la tribuna popular partidaria, y sus discursos, algunos de los cuales 
han sido coleccionados en un tomo, le consagran como un tribuno 
conceptuoso y brillante. Y no solamente en la tribuna partidaria ha ¿a 
triunfado Antuña, sino también con motivo de distintos acontecimien= 
LOS patrióticos, históricos y sociales. Je 

Hombre de estudio, le han preocupado siempre los oLoblemaW 
fundamentales de su país, exteriorizando a menudo sus ideas cc b: 
por medio de la prensa, como en el libro y en el folleto. Sus obras 
«Las juntas de Gobierno», «Estadistas Americanos» y «La fecha de | 
nuestro Centenario», son prueba de ello. ¡ae 

Su actuación en el Parlamento Nacional fué siempre comentada 
favorablemente y respecto de ella un popular diario expresó lo si- Es 
guiente en cierta oportunidad: «El legislador Sr. José G. Antuña es 
bastante conocido en los circulos intelectuales y su labor de literato 
se halla esparcida por diorios y revistas, habiendo merecido por esa. 
labor una justiciera consagración de escritor intenso y galano. Ha es- 
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tudiado con preferencia cuestiones sociológicas e internacionales y 
un exponente de esa preparación es la obra que publicará próxima- 
mente, intitulada «Instituciones y letras americanas». 


Sus aficiones históricas lo han señalado como uno de los más 
afamados investigadores del pasado del país hermano. Autor del 
proyecto sancionado por la Cámara uruguaya, fijando como punto 
q de partida de su Centenario, el 25 de Agosto de 1825, fué también 
Y A Antuña el iniciador del ciclo de conferencias que respecto a ese tema 
se llevó a cabo entonces en el Ateneo de Montevideo, y su trabajo 
mereció grandes elogios de la prensa y la intelectualidad rioplatenses. 
También corrobora este aserto su trabajo histórico-tribunicio 
2 «La Cruzado y sus caudillos”, conferencia pronunciada con motivo de! 
aniversario de la campaña del general Flores de 1863. 
ao 


Ag: Desde su primera juventud José G. Antuña distinguióse como un 
1 literato de honda vocación. Poeta, su producción no es tan copiosa 
como selecta, y se halla diseminada en diarios y revistas, tanto argen- 
tinas como uruguayas. Perteneció a la pléyade de los nuevos que con 
Julio Herrera y Reissig a la cabeza, constituyeron el cenáculo famoso 


«La Torre de los Panoramas» que impuso en el vecino país las nue- 
e vas orientaciones artísticas. Luego de un paréntesis impuesto por la 
dea política a su vocación literaria, Antuña resurgió con motivo del gran- 
== dioso homenaje a Rubén Dario, realizado en Montevideo a raíz de la 
y muerte del cisne. En esta oportunidad dijo su celebrado «Responso * 
Pagano» y entonces, como con motivo de su trabajo sobre Rodó, pudo 
triunfar de nuevo. 
Su labor literaria es aún más vasta, ya que ha cultivado también 


2 1a alta crítica, comentando desde revistas y cuotidianos infinidad de 
E DE producciones nacionales y extranjeras. 

ES Be - Su último trabajo en este sentido se refiere a la personalidad 
intelectual de Leopoldo Lugones. A este respecto, Antuña ha culmi- 
2 nado un estudio completo de nuestro gran poeta, uno de cuyos aspec- 
a tos, su modalidad poética, inspirara la conferencia que hace poco 
Sh 


ofreció en los salones del «Club Argentino», de Montevideo, 
14 


cipe poe el 29 e STAN una. one LES cia 
rica y la hermandad Rioplatense». Ante un público. numer 
eminente orador desarrolló su.tema- logrando electrizarlo y 7 
do los más elogiosos comentarios de nuestra ¡BTEnSOS a 
A su regreso, luego de llenada su delicada misión, el n 
-ternacionalista Dr. José León Suárez lo despidió en estos t 1 
«Vuelva con la convicción de que ha hecho una obra. trascend mi 
confraternidad y ha dejado .altisimamente sentada su de 
telectual.» de 
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( hiedad intelectual, tan sagrado por lo menos, como o otro 
pe o como gs ptra forma de Propiedad. ; 


MO. cuando. el Mo o de París Ea aa a 
o de esa Convención; ya cuando se elaboró € en nuestro. Par- 
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Desde tal punto de vista y teniendo sólo en cuenta con sorpren- 
dente exclusivismo la conveniencia egoísta de estos países, se partía 


de la base de que siendo ya efectivo el beneficio que recaía sobre los 


autores extranjeros por virtud de la venta creciente entre nosotros de 
sus Obras, constituiría una verdadera exageración el reconocimiento 
de sus derechos de autores, somo si esto constituyera una cosa ilusoria 
o despreciable, antagónica con el sagrado e inviolable derecho de 
quienes desde las mismas regiones nos enviaban el producto de sus 
industrias y sus actividades materiales. Negación doblemente injusta 
la de aquel derecho, si se tiene en cuenta que por sobre la cultura 


nacional ella iba a beneficiar a libreros y editores de menor cuantía 
que, negociantes a base de despojos literarios, malas traducciones y 


adulteraciones de todo orden, realizan su lucro con grave perjuicio de 
la ilustración del público y en detrimento de un derecho que no se ha 
reconocido para la defensa del autor contra la usurpación o la profa- 
nación de comerciantes sin escrúpulos amparados por la ley. Esto en 
lo que se refiere a la reproducción literaria. En lo que toca a la obra 
artística el caso no resulta menos injusto, cuando se piensa que la 
explotación industrial, inmoderada e irresponsable, que se hace de las 


obras plásticas de los artistas europeos, tiene como inmediata y fatal 


consecuencia, en este como en aquel caso, la falta absoluta de estímulo 
para la acción literaria o artística nacional. Y ello proviene de la com- 
petencia ruinosa que le establece esa reproducción industrial y el ne- 
gocio fácil que por ella se brinda a los comerciantes que reeditan las 
obras extranjeras sin abonar a sus autores los derechos que le corres- 
pondan, ai tiempo que la ley les exige el pago de esos derechos al 
autor nacional a quien por la misma causa ni se le edita ni se le paga. 
Esto redunda, como es natural, en perjuicio para la producción interna. 

Nadie ignora, en los tiempos que corren, que esa expoliación a 
los autores extranjeros se vuelve contra los países que la cohonestan 
con gran perjuicio para su cultura propia. La misma razón que acaba- 
mos de invocar, es decir, la preferencia por parte de los editores res- 
pecto de las obras extranjeras cuyos derechos se usurpan sobre las 
obras nacionales a las que sólo ampara la ley, era invocada en otros 
países cuando no existía en ellos la protección a los autores extran- 
jeros, para el reconocimiento de aquellos derechos. 


ACCION” PARLAMENTARIA 5 


Así, por ejemplo, en Bélgica, a mediados del siglo pasado, no 
existiendo esta forma de protección como está establecida en la actua- 
lidad, fué necesario que las Cámaras llegaran hasta votar cierta vez 
una suma de dinero para proteger a los autores belgas, absolutamente 
- abandonados por los editores de su país, que sólo se preocupaban en 

reproducir las obras francesas, al punto de que diez años más tarde 
tuvo que ponerse remedio al mal concediendo a los autores extranjeros 
los mismos derechos que a los autores nacionales. 

En el Congreso Literario de París, el novelista ruso Iván Turgue- 
neff declaró que en su país habían sido sustituídos los autores por los 
traductores y que allí solamente vivía la literatura extranjera, porque 
los editores reproducian solamente sus obras, aprovechando, según su 
expresión, de la piratería establecida en la ley. Y en Norte América, 
donde por muchos años se habían resistido los Poderes Públicos al 
reconocimiento de ese derecho, los autores nacionales, en número de 
varios centenares, —lo dice Brooken en su libro sobre esa materia—, 
pidieron al Congreso de su país, a raíz de la Convención de Berna, 
que se garantiera a los autores extranjeros como el medio más eficaz 
para proteger a las letras nacionales. 

No se oculta a vuestra Comisión que el caso de nuestro país no 
es idéntico al de los países nombrados, pero esas razones pueden 
sernos aplicables, sobre todo en un futuro no lejano; esto aparte de: 
que el punto de vista en que nos coloca el principio que defendemos 
es el de la justicia y el respeto a los derechos ajenos. 

En lo que se refiere a las obras teatrales, la disposición contenida 
en el artículo 1.? del proyecto no hará sino consolidar en la ley una 
situación que desde tiempo atrás se viene produciendo en la práctica, 
ya que, debido a la organización en sindicatos de los autores teatrales, 
las compañías sólo representan en estos países aquellas obras por las 
que se han reconocido y abonado de antemano los derechos corres- 
pondientes. Tan es así que con el objeto de legalizar una situación ya 
existente, la Sociedad Uruguaya de Autores se ha apresurado a mani- 
festar públicamente que la ley que haya de dictar V. H. sobre propie- 
dad literaria y artística, debe proteger tanto al autor extranjero como 
al nacional, puesto que dentro del campo teatral «todas las produc- 
ciones se pagan de una misma manera, con un mismo precio y donde 


POS ENIOS ANTUÑA 
sólo existe las diferencias que el propio público deca en favor. cod de 


ECN 


las Dueñas sobre las malas obras», Le referirse luego Aquella: inst 


derechos que Bota las compañías extranjeras para poder repres 
tar una comedia en tres actos, no alcanzan a diez dg or0>, ter 


a este respecto de tan SO Pci excepcional con relació de 
los demás países de América y es excepcional teniendo en cuenta que 
todos, excepto Perú y Venezuela, han celebrado tratados internacio- 
nales con países europeos relativos a la propiedad literaria y artística, 
considerándose, por lo tanto, lejos de los peligros realmente ilusorios 
que se han visto aquí en lo que se refiere a la decadencia de la cultura 
pública por el reconocimiento de los derechos de autor a los extran- 0 
jeros. O 


11 


Pe 


EL DERECHO DE AUTOR EN NUESTRA LEGISLACION 


La EN vigente de propiedad literaria y artística sólo reconoce. da Í 
propiedad particular de las obras «que se escriban, se publiquen o 4 pe 
ejecuten en el país y las procedentes del extranjero cuando sus auto- 
res sean ciudadanos de la República». 19 
: Vino esta ley a llenar un sensible vacío de nuestra legislación en 
lo que toca al reconocimiento interno, por así decirlo, de aquellos de- q: 
rechos, a los que se refiere vagamente el artículo 444 de nuestro 
Código Civil en cuanto establece «que las producciones del talento y 
del ingenio son una propiedad para su autor», agregando que ' esa 9 
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propiedad « «se regirá por leyes especiales». Las disposiciones legales 


0 que interpretaran ese viejo precepto de nuestro Código Civil se hacían 


- necesarias. Así lo entendió el ex diputado Roxlo al presentar el primer 
e proyecto sobre propiedad intelectual, y así lo entendió también la 
| legislatura de la época al dictar la ley que nos rige, bastante com- 
— pleta, salvo el principio a que nos venimos refiriendo, por haber to- 
mado de legislaciones europeas similares, sabias disposiciones y prin- 
- cipios generales ya consignados en el Tratado de 1880. 

Pero en lo que dice a la propiedad intelectual de los autores 
extranjeros ni siquiera se consideró la cuestión. En todo el debate a 
que diera lugar el proyecto sustitutivo de la Comisión de Legislación 
no se registra una sola palabra al respecto, y si no hubiera sido por los 
buenos oficios del ex diputado Rodó ni siquiera se habría ampliado el 
artículo 1.* en el sentido de que alcanzara la protección de la ley para 
las obras de un autor nacional residente en el extranjero. 

Sin embargo, en el informe de la Comisión dictaminante se adu- 
cen las razones que se tuvieron para negar la protección legal a las 
| obras procedentes de otros países que no fueran los países america- 
nos que ratificaron la Convención de 1889. En general, ellas no fue- 

ron otras que las que ya hemos considerado en este informe, pero a 
nuestro entender lo que indujo a aquellos legisladores y en general a 


las pocas personas que en nuestro país, desde el Parlamento o la 


prensa, se han ocupado de esta materia, a no reconocer el derecho de 
propiedad al extranjero, ha sido el concepto erróneo que se ha pade- 
cido siempre, respecto de la naturaleza de ese derecho. 


vI 


NATURALEZA JURIDICA DEL DERECHO DE PROPIEDAD INTELECTUAL 


Compartía la Comisión que redactara aquel interesante documen- 
to legislativo la doctrina según la cual «el autor aprovecha los elemen- 
tos que le suministra el medio social en que vive, según allí se expresa, 
recoge fórmulas e ideas, principios y nociones, investigaciones y estu- 
dios, que flotan, por decirlo así, en el ambiente intelectual de la época, 
que están al alcance de todos, que son bienes libres, como lo son el 
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aire y la luz para el concepto económico. El autor se apropia de esos 
elementos—agrega—, los sintetiza, los reduce a formas literarias O 
artísticas, y sobre estas fórmulas y síntesis, nace su derecho de pro- 
piedad particular». Y del hecho de que éste tenga en su aplicación 
ciertas «limitaciones y reglamentaciones» y no llegue a caracterizarlo 
la perpetuidad como a la propiedad material, parece deducirse, de 
acuerdo con los términos y las ideas del informe, la condición inferior 
del primero y, por lo tanto, su situación desventajosa frente a la ley. 


Esta doctrina ha sido desechada por todos los tratadistas moder- 


nos y no es otra que la preconizada por Proudhon en su famoso libro 
-<«Majorats literaires», en la que llega a negar esta forma de propiedad, 
así como el derecho a la explotación de una obra por su autor, convi- 
niendo en que el derecho de éste debe circunscribirse a una especie de 
subvención que la sociedad le daría para satisfacer sus necesidades 
personales. 

Mejor todavía coincide esta doctrina con el sofisma preconizado 
hace ochenta años por el famoso editor americano H. C. Carey, según 
el cual, el autor está en el mismo caso de aquel que entra a un jardín 


ajeno para recoger flores: el bouquet que haga no pertenece sino al” 


propietario del jardín; de aquí que el libro o la obra de arte cuyas 
ideas él recoge en la historia, en los autores que lo precedieron y en 
la naturaleza, cuya forma toma de la lengua común, es por tanto patri- 
monio de la humanidad, y lo que se supone propiedad del autor no 
es sino de los lectores y del público en general. Lo que es lo mismo 
que afirmar que una casa debe pertenecer a todos por el hecho de 
haber sido construída con las piedras de una cantera que estuviera 


en el dominio público y con el agua pluvial que a nadie pertenece. 


Como se ve, por ese camino se va a la negación rotunda de la propie- 
dad privada, que no otra cosa es la propiedad intelectual. 

Es preciso no olvidar que estos conceptos de la propiedad litera- 
ria y artística, lo mismo que el otro que inspirara a Walevoski en 1860 
el sistema llamado de «Dominio público pagado», según el cual al 
ser publicada una cobra todos podrían reproducirla, siempre que se 


dé a su autor una participación en los rendimientos, procedimiento ' 


adoptado en la ley italiana de 1862 y en la inglesa de 1911, estas doc- 
trinas no han hecho sino desvirtuar el sentido originario de ese derecho 
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. gestado en Francia a fines del siglo XVI y reconocido bajo la Asam- 


blea Constituyente. Fué entonces cuando Chapellier, en la moción que 
presentara a esa Asamblea, le llamara «la más sagrada, la más legíti- 
ma y la más personal de todas las propiedades». «Para los que así 
piensan, —dice un autor comentando esa misma frase—, el gran argu- 
mento consiste en asimilar totalmente el trabajo intelectual al manual 
con objeto de arrancar iguales consecuencias y exigir igual protección 
para el producto de ambos, considerando que la propiedad adquirida 
por medio del estuerzo intelectual es más completa y perfecta, puesto 
que no intervienen los agentes naturales en su formación, y, además, 
aseguran que es el único medio de garantir la subsistencia de los 
autores.» | 

No creemos necesario abundar en mayores teorizaciones doctri- 
narias para demostrar que la propiedad intelectual es tan digna de 
ser amparada por la legislación del país como lo es la propiedad que 
deriva del trabajo manual, y que no es explicable desde el punto de 
vista jurídico, ni correcta desde el punto de vista moral, nuestra insol- 
vencia y nuestra irresponsabilidad frente al derecho de los autores 
extranjeros cuya producción y estuerzo reclama y aprovecha la cultu- 
ra nacional. E 

Es fuerza, por lo tanto, referirse, aunque sea muy suscintamente 
a la naturaleza jurídica del derecho de autor, y para ello hemos de 
volver a aquel informe, ya que sólo allí hemos encontrado claramente 
expuestas las objeciones que se han hecho en nuestro país al principio 
cuya adopción propiciamos. «Para algunos ,expresa, la propiedad inte- 
lectual no es un derecho natural preexistente a la ley positiva y regla- 
mentado solamente por ella. Es más bien un monopolio creado por la 
misma ley y que no puede, en consecuencia, dar nacimiento a un dere- 
cho que pueda ser colocado al mismo nivel que la propiedad de ios 
bienes materiales.» 

- No negamos, en efecto, que el sistema generalizado en las legis- 
laciones de casi todos los países cultos es el que trata de conservar a 
favor del autor el «monopolio de la explotación de su obra». Pero esta 
circunstancia no amengua en absoluto el verdadero carácter de aquel 
derecho. La misión del Estado, se ha dicho con mucha razón, en esta 


_forma de proteger al autor queda reducida a la protección que debe 


10 JOSE G. ANTUÑA 


tener en todo derecho de carácter privado, tiendo su acción a reco- só 
nocer y regular la relación jurídica, garantiendo al autor la intangi- 
bilidad de su obra y la libre utilización industrial de la misma. po 


lectual ha sido NA por «algunos» que no se nombran en E e E 
me, la mayor parte de los autores han sostenido, por el contrario, que 

se trata de un derecho natural al que los legisladores se limitan a re- 
glamentarlo y que existe aún a pesar de ellos. Bastaría recordar las 
opiniones concordantes a este respecto, remitiéndonos a las numerosas | 
que cita Darrás en las páginas 18 y 74 de su conocida obra sobre 
Derecho de los autores y los artistas, opiniones compartidas en la 
Convención de Berna y sobre las cuales se apoyan las leyes de pro-. 
piedad intelectual de todos los países cultos, que no consideran a ésta 
sólo como un derecho civil, sino más bien como un derecho preexisten- 
te al que la ley sólo trata de reglamentar. 


Iv 


DERECHO «SUI GENERIS» 


Es claro que la llamada propiedad inmaterial, —propiedad según 
la doctrina francesa, derecho según la doctrina alemana—, no puede 
considerarse una propiedad conforme al concepto romano. Se trata 
evidentemente de un derecho sui generis que participa de las caracte- 
rísticas de los derechos reales y de los derechos personales de la clá- 
sica diferenciación, por cuanto por él, además de obtener el autor el 
beneficio económico, el lucro que le corresponde, se reserva el derecho 
a la intangibilidad de sus obras como un atributo inherente a la per- 
sonalidad. | 

El señor julio López Quiroga, Director del Registro de la Propie- 
dad Intelectual de Madrid, y que acaba de publicar un trabajo intere- 
santísimo sobre esta materia, se refiere a este derecho sui generis de 
propiedad, y luego de revisar todas las doctrinas que él inspirara llega 
a sintetizar su pensamiento en la forma siguiente: «Consecuencia de 
todo lo expuesto es el que no dudemos en asignar a la propiedad inte- 
lectual un doble fundamento: el primero, de carácter jurídico, derivado 
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del derecho de personalidad; y el segundo, de orden económico, basado 


en la idea del valor creado por el trabajo, consecuencia de todo lo cual 


es el conjunto de derechos que el autor tiene sobre la obra, que le ga- 
rantizan su intangibilidad, en tanto que es una prolongación de su 


persona, y la explotación económica de la misma, como el de un valor 
creado por él; y por tanto, afirmamos que el autor tiene perfecto dere- 


cho al aprovechamiento de su obra desde que la crea y después que 
la entrega a la consideración pública.» 

Planteado el asunto concretamente como se plantea en nuestro 
proyecto, no vemos en qué razones se ha de apoyar el descono- 
cimiento sistemático de esta propiedad que nuestra legislación ampara 
cuando se trata de derechos similares que aportan beneficios muy inte- 
riores a la comunidad social que el que aportan los libros y las obras 
artísticas; y menos aun nos explicamos que se pretenda negar cuando 
“se piensa que el beneficio material que se usurpa al que legítima- 
mente le corresponde y que se usurpa con la complicidad de la ley, 
ha de ser aprovechado con creces por el intermediario nunca autori- 
zado y no siempre respetuoso de la integridad de la obra. Esto es 
inadmisible, sobre todo después de haberse debatido con toda ampli- 
tud esta cuestión por los tratadistas más recibidos en el libro y en 
varios congresos internacionales eminentemente representativos; cuan- 
do se ha llegado hasta considerar a los derechos de autor como a la 
renta de un capital, que no otra cosa es la obra literaria o artística. Se 
ha considerado a ésta dotada de los mismos atributos ¡jurídicos del 
capital y digna, por lo tanto, de confundirse con esa calificación cien- 
tífica en la economía política, siendo la propiedad del autor una rique- 
za que se ejerce no sobre la obra misma, sino sobre los derechos que 
de ella resultan y sobre los productos de su explotación. Se trata, 

pues, de un derecho pecuniario, que hasta fué considerado por Picard 
como un derecho mobiliario. 

Pero el atentado que cohonesta la ley vigente se perpetra en nom- 
bre de la ilustración general y a este pretexto simpático se trata de 
.perpetuarlo entre nosotros. Con ese criterio también debería negarse 
el mismo derecho a los autores y artistas nacionales, más obligados 
que los extranjeros a sacrificarse por la cultura patria, como se les 
negaba anteriormente aquí y en todas partes, cuando todavía se des- 
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conocía el principio hoy universalmente indiscutido de la propiedad 


intelectual. Fuera de duda que el ideal sería que el pueblo recibiera 
gratuitamente su cultura. Las bibliotecas y los museos públicos a ello 
tienden. Pero no siendo posible la gratuidad absoluta, quien necesita 
adquirir una obra artística o literaria debe pagarla, comprendidos los 
derechos de autor, y tiene que ser así porque la obra literaria o artís- 
tica es, desde el punto de vista en que nos coloca esta cuestión, un 
verdadero producto manufacturado, según lo demuestra Chosson, don- 
de se encuentra confundido el trabajo del autor tanto como el del 
editor y los obreros que se han empleado; el precio de esa cosa repre- 
senta a la vez la remuneración de unos y de otros. Y esa ilustración 
general que se invoca no puede obligar a la ley a usurpar al literato o 
al artista, sea de la nacionalidad que fuere, al tiempo que pagamos en 
buena moneda al obrero y al editor. | 

La legislación vigente en nuestro país es, pues, francamente hostil 
a los intelectuales extranjeros y por ende a sus países de origen. Y 
eso no puede tener ninguna excusa lógica ni honorable. El carácter del 
derecho que nos ocupa es de ser esencialmente internacional, y es así 
que se le ha definido como un derecho cosmopolita como el pensa- 
miento mismo, al punto que Laboulaye en su Estudio sobre la propie- 
dad literaria lo consideraba como uno de los vinculos más solidarios 
que han de unir a las naciones puestas en contacto espiritual por las 
letras y las artes, y en virtud de la protección que se debe acordar a 
los autores y artistas entre todos los países civilizados. 


V 
LA RECIPROCIDAD LEGAL Y LA RECIPROCIDAD DIPLOMATICA 


Una de las objeciones que se han formulado al reconocimiento 
del derecho de autor a los extranjeros es la falta de reciprocidad en 
que nos colocaríamos respecto de otros países. Esta observación fué 
formulada por la Comisión dictaminante de la ley de 1912 y también 
en el seno de vuestra Comisión, y ella se funda en el supuesto, eviden- 
temente desfavorable para nosotros, de que al tiempo que nuestro país 
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se apresurara a reconocer esos derechos, otros países no nos los acor- 
daran a su vez. 

Ese escrúpulo, muy respetable, por cierto, no tiene hoy ninguna 
razón de ser. La tuvo evidentemente en la época en que las legislacio- 
nes no estaban uniformadas al respecto y no existían aún los conve- 
nios internacionales de carácter general cuyos beneficios alcanzarán 
a nosotros, según vamos a verlo, inmediatamente que aceptemos el 
derecho extranjero. No estamos en el caso, pues, de renovar ahora el 
viejo debate doctrinario que se produjera en los países que se ocupa- 
ban empeñosamente de esta cuestión en los años anteriores a la Con- 
vención de Berna, y que radicaba en las diferentes teorías sobre la 
reciprocidad: reciprocidad legal y reciprocidad diplomática. Nos- 
otros, tanto en 1912 como en la actualidad, hemos compartido y com- 
partimos la teoría, —sólo por una razón de orden moral, ya que pocas 
han de ser las obras nacionales requeridas por los editores extranje- 
ros—, ya preconizada por Guizot en 1844 en la Cámara Francesa, en 
virtud de la cual exigimos que se nos reconozca en esta materia lo que 
nosotros reconocemos a los demás. Consecuentes con ella, podemos 
conceder confiadamente esta protección a los autores extranjeros. En 
efecto: con anterioridad a la Convención de Berna de 1886 y a las nu- 
merosas leyes internas dictadas en la mayor parte de los países cultos 
desde esa fecha a nuestros días, de acuerdo con las modernas orien- 
taciones jurídicas en esta materia, ya no es imprescindible para ga- 
rantir la reciprocidad, recurrir a tratados internacionales parciales, de 
los que a este respecto están sembrados los anales diplomáticos de las 
. naciones europeas y también de algunas americanas. 

La Convención de Berna de 1886 resuelve en gran parte el pro- 
blema. Veamos. Tendió esa conferencia internacional integrada por 
ilustres representantes de los países de la más alta cultura, a la unifi- 
cación de las legislaciones en materia de propiedad literaria y artís- 
tica. Delegados de las más reputadas asociaciones de letras, universi- 
dades, academias, centros de artistas, escritores, editores, etc., reunié- 
ronse entonces en la capital suiza bajo los auspicios del Gobierno de 
la Confederación «para elaborar, según se dijo, un programa que sit- 
viera de fórmula a una Convención universal». Esta Convención jué 
ratificada el 5 de Setiembre de 1887 y de acuerdo con el artículo 6.* 
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de su protocolo final, se llevó a cabo en 1896 la Conferencia Literaria 


de París que fué a su vez ratificada el 9 de Setiembre de 1897. Con el 


objeto de realizar la redacción del texto único de acuerdo con las con- 


clusiones de la misma, la Conferencia volvió a reunirse en Berlín en 


1908, a.la que concurrieron setenta y tres delegados que suscribieron 


el acta correspondiente. 

Nuestro país, lo mismo que la mayor parte de las naciones ame- 
ricanas, no adhirió a esa Convención, pero de acuerdo con el artículo 
18 del tratado de 1886, que pasó a ser 25 después de la revisación de 
Berlín, «los países que no hayan tomado parte en esa conferencia y 
que aseguren en sus legislaciones la protección legal de los derechos 
objeto de esa Convención, será admitida su adhesión a su sola de- 
manda». Basta, pues, ina vez sancionada esta ley ,que nuestro Go- 
bierno se dirija al bureau internacional de la propiedad intelectual con 
sede en Berna, enterándolo de sus disposiciones, para que de inme- 
diato se establezca la reciprocidad con todos los países signatarios de 
aquella Convención, es decir, con todos los países europeos con la sola 
excepción de Rusia. Respondiendo a este requisito es que vuestra Co- 
misión ha hecho al artículo 1.? del proyecto Vicens - Perotti el agre- 
gado correspondiente. 

La reciprocidad con esos mismos países estará entonces doble- 
mente garantida, teniendo en cuenta que la mayor parte de sus legis- 
laciones aseguran por cláusulas expresas (reconocidas por disposicio- 
nes de la propia Convención de Berna), la más absoluta reciprocidad 
para el caso de que los derechos de sus autores nacionales sean equi- 
parados a los de los nuestros. | 

En cuanto a la reciprocidad con los países americanos, ella está 
garantida en lo que respecta a algunos de ellos por el tratado de Mon- 
tevideo de 1889, concebido sobre el plan general de la Convención de 
Berna en lo que toca a la propiedad literaria y artística, además de 
estarlo por las distintas convenciones panamericanas. Á este respecto, 
y para que no se suponga que la vigencia del tratado de Montevideo 
tiene implicancia con la adhesión a la Convención de Berna, es nece- 
sario advertir que en la revisación de Berlín se confirmó el principio 
ya proclamado en Berna en 1886: «de que el régimen unionista no 
supone más que un minimum de protección, y tendiendo a conseguir 
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para los autores unionistas mayores derechos, reconocen a los Estados 
contratantes y adherentes la facultad de concertar entre sí convenios 


particulares, siempre que concedan derechos más extensos que los 
otorgados por la Unión y no contengan disposiciones contrarias a la 


misma. Y con ese fin se declararon subsistentes los tratados que dd 


cuando se concluyó aquella Convención.» 


Otras naciones americanas que no adhirieron al Congreso ld 
Montevideo, reconocen ,en cambio, a los extranjeros la propiedad lite- 
raria y artística por sus leyes internas, bajo condición de reciprocidad. 
Entre ellos se encuentra Estados Unidos. A este país se le ha presen- 


tado siempre como un adversario decidido de aquel reconocimiento y 
- en realidad lo fué hasta que se dictó la ley del 3 de Marzo de 1891, la 
que a pesar de haber sido modificada por las leyes de fecha 2 de 
Marzo de 1895, 6 de Febrero de 1897 y 3 deMarzo de 1905, se dejó 


siempre subsistente el artículó 13 de la ley primitiva en cuanto protege 
a los extranjeros en las mismas condiciones que a los nacionales, siem- 


pre que aquéllos pertenezcan a una nación que acuerde la reciprocidad 
a los ciudadanos de los Estados Unidos. 


Por los fines que persigue esta ley no tendría necesidad nuestro 


país, como la tuvo Chile, por ejemplo, de concluir tratados internacio- 


nales para obtener la reciprocidad con aquél, puesto que nos basta 


con ponernos legalmente en sus mismas condiciones. 


: vi 
EMBARGABILIDAD DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL 


Por el artículo 8.” de la ley vigente se establece la inembargabií- 


lidad de la propiedad literaria y artística en cuanto al autor y sus he- 
rederos. Es explicable este extraño privilegio teniendo en cuenta el 


concepto que de la propiedad intelectual tuvo entonces el legislador. 
De acuerdo con la definición jurídica que adopta vuestra Comisión, 
se trataría de una excepción inexplicable e injusta que sólo se admite 
entre todas las legislaciones extranjeras en la ley holandesa. Es así 
que en el artículo 7. del proyecto se propone la embargabilidad de 
acuerdo con el principio contenido en el artículo 2372, título 19 del 


ea 
Le 


16 JOSE G: ANTUÑA 


Código Civil, que establece que los bienes del deudor son la garantía 
común de sus acreedores, quedando derogado, por el agregado que 
señala vuestra Comisión, el artículo 2363, título 17 del mismo Código, 
incorporado de acuerdo con la disposición de la ley vigente. 


VII 


DE LAS «EXCLUSIVAS» EN LAS CBRAS TEATRALES 


El autor del proyecto, de acuerdo con la Sociedad Uruguaya de 
Autores, ha incorporado la disposición contenida en el artículo 15 por 
la cual la «exclusiva» o sea «la facultad concedida a una empresa O 
compañía para representar una obra, no excederá de un año, a cuyo 
término podrá ser puesta en escena por cualquier conjunto artístico 
siempre que abone los derechos arancelarios.» 

Esta medida legal que significa una evidente limitación al dere- 
cho de los autores, ha sido, sin embargo, reclamada decididamente 
por ellos mismos. A este respecto, vuestra Comisión ha tenido a la 
vista un interesante memorándum dirigido por la Sociedad de Autores, 
en el que se expone circunstanciadamente las ventajas que esa dispo- 
sición reportaría no tan sólo a los intereses propios de los asociados, 
sino también a la cultura artística nacional. 

«Del uso de lo que pudiera considerarse un derecho del autor, 
se ha hecho un abuso en lo que respecta a esta institución de las ex- 
clusivas. El origen de estas concesiones está en el deseo bien legítimo 
que asiste al autor de una obra, de que sea conocida en determinado 
punto, interpretada por los artistas que le han consagrado el éxito. 
Pero la práctica demuestra que se desnaturaliza ese propósito al 
extremo de que se echa mano de estas exclusivas, no sólo: para lograr 
la selección de un repertorio propio, sino como medio también de 
dificultar la confección del repertorio ajeno. A menudo se adquieren 
las Obras, no para ponerlas en escena, sino con el deliberado fin de 
que otras compañías no puedan representarlas. Bregando por una 
solución que no obstaculice al autor la selección de las compañías que 
han de dar a conocer su obra, puesto que el plazo de un año es tér- 
mino bastante para que un elenco determinado ponga en escena la 
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producción, si es que en realidad tiene el propósito de hacerlo, la So- 
ciedad Uruguaya que propicia una fórmula que en definitiva beneficia 
directamente a los propios autores, cuyas obras que han sido escritas 
para ser representadas, y que tienen que haber sido concebidas tam- 
bién con otras finalidades que no sean exclusivamente las del lucro, 
tendrán así asegurado su conocimiento dentro de un plazo prudencial, 
no quedando libradas, como hasta el presente, a la voluntad de los 
empresarios que las han adquirido.» 

Como se ve, los autores, invocando razones de interés propio y 
de interés general, propician en esa forma la institución de las ex- 
clusivas entre nosotros, a pesar de que ella equivale, como hemos 
dicho, a una seria limitación de sus derechos de propiedad literaria. 
Pero, desde el punto de vista en que se coloca vuestra Comisión de 
acuerdo con las doctrinas más recibidas sobre este género de pro- 
piedad, ¿puede admitirse esta suerte de restricción en la ley, que 
imponga al autor un término preciso para la enajenación de su obra? 
Tratándose de la propiedad material, ¿podría concebirse que una 
ley obligara, por ejemplo, al dueño de una casa a que la arrendara 
por un lapso de tiempo determinado, aun contrariando su voluntad 
individual? 

El régimen de las exclusivas limitadas es, sin embargo, perfec- 
tamente explicable, dada la singularidad del derecho de que se trata. 

«En esta grave cuestión de la propiedad literaria, dijo Víctor 
Hugo, hay dos unidades en presencia: el autor y la sociedad. El 
autor tiene evidentemente un derecho absoluto sobre su Obra; ese 
derecho es completo. El llega hasta la destrucción. Pero entendá- 
monos sobre esta destrucción. Antes de la publicación, el autor tiene 
un derecho incontestable e ilimitado. Pero desde que la obra ha si- 
do dada al público, el autor no es más un dueño exclusivo. El 
puede desde entonces hacerle una corrección de estilo, pero no pue- 
de borrar su conciencia. ¿Por qué? Porque el otro personaje, el pú- 
blico, ha tomado posesión de su obra.» Y un conocido tratadista co- 
mentando esta opinión del genial poeta francés, conceptuaba que 
en lo que a la propiedad literaria respecta hay dos patrimonios dis- 
tintos: el patrimonio particular del autor y el patrimonio público de 
la sociedad. El primero está gravado de una servidumbre en prove- 
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cho del segundo; pero ello no establece ninguna preeminencia del 
uno sobre el otro. Es así que el autor debe contentarse con recibir 
las rentas mediante las cuales ejerce el uso y la servidumbre de 
aquellos a quienes se le ha concedido; son las dobles rentas de su 
bien, rentas morales que constituyen la gloria y la admiración pa- 
ra su nombre y su memoria, y rentas pecuniarias que son el precio 
del volumen, de la tela, de la localidad del teatro, etc. (Chosson). 

Vuestra Comisión encuentra aquí la explicación de esa limita- 
ción al derecho de propiedad intelectual que implican las exclusi- 
vas, tal como las desean nuestros autores nacionales. Esta propie- 
dad del escritor desprovista del derecho del uso y gravada por una 
servidumbre perpetua ¿no es acaso una propiedad ilusoria?, hubo 
de preguntarse en cierta oportunidad. A lo que contestaba un co- 
nocido tratadista francés: «esta objeción sería fundada si el pú- 
blico usara gratuitamente; pero no es así. Un libro, una localidad 
de teatro, se paga. Lo que equivale a un valor comercial, el precio, 
está destinado a remunerar a la vez al autor, al editor, los tipógra- 
fos, el director del teatro, los intérpretes y todos los demás colabo- 
radores en las proporciones debidas. Es el derecho de ese precio 
lo que constituye la sanción de la propiedad literaria.» Y luego 
agregaba esta consideración final: «es indispensable, si se quiere 
llegar a un reconocimiento absoluto, jurídico y a una reglamenta- 
ción lógica y completa de la propiedad literaria, quitar al autor el 
derecho de prohibir la reproducción de una obra; no porque el re- 
conocimiento de ese derecho pudiera engendrar dificultades para el 
porvenir, sino porque él no es de la esencia misma de la propie- 
dad literaria.» | 

El aporte doctrinario que significan estas transcripciones com- 
plementarias de los argumentos de orden práctico expuestos por la 
Sociedad de Autores, demuestra que esa forma de instituir las ex- 
clusivas a que se refiere el artículo 15 del proyecto, encuadra bien 
dentro del carácter jurídico de la propiedad incorpórea. 
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DER 


REPRESION Y PENALIDADES 


La ley vigente de propiedad literaria y artística no establece 
normas legales prácticas, eficaces y expeditivas para la represión 
del fraude, siendo por ello que los señores Perotti - Vicens Thievent 
se han preocupado de llenar en el proyecto el vacío, a juicio de vues- 
tra Comisión acertadamente, en las disposiciones contenidas en el ca- 
pítulo respectivo. (Artículo 23 al 27). 

En él se agravan las penas para la contravención a la propie- 
dad literaria y artística en general y se establecen los procedimien- 
tos para reprimirla, sobre todo en lo que. se refiere a las represen- 
taciones teatrales, actualmente en absoluto desamparadas a este 
respecto por la ley. 

Medidas de la índole de las del proyecto adjunto se han adop- 
tado en todos los países donde se protege eficientemente la propie- 
dad intelectual, siendo así que en España, además de las penalida- 
des establecidas en la ley de propiedad literaria de 10 de enero de 
1879 y en su reglamento de 3 de setiembre de 1880, existen varias 
Reales Ordenes para los mismos fines, siendo la más moderna la 
de 27 de ¡unio de 1896, la que faculta al interesado o a su represen- 
tante para presentarse ante los gobernadores o los alcaldes, quie- 
nes a instancia verbal o por escrito, pueden pedir y aquéllos resol- 
ver de plano e inmediatamente la suspensión de la representación 
de una obra, siempre que la empresa no se haya encuadrado den- 
tro de las disposiciones legales. 

Por este proyecto, esas facultades se otorgan al Juez de Paz 
o al Inspector de Teatros, según los casos, considerando con razón 
que el recurso de los procedimientos generales daría lugar a una in- 
tervención tardía y absolutamente ineficaz. Medidas del carácter de 
las establecidas en este proyecto y que pudieran a primera vista pa- 
recer exageradas o violentas, están consignadas en las legislaciones 
que sobre esta materia se siguen en buena parte de países europeos, 
y Darrás nos demuestra en su libro sobre «El derecho de los auto- 
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res y los artistas», escrito ya hace más de treinta años, y en el ca- 
pítulo referente a los «Caracteres peculiares de cada uno de los ac- 
tos reprensibles», cómo en las leyes modernas sobre este parti- 
cular se ha juzgado conveniente establecer reglas especiales, 
saliendo por tanto del imperio de los principios ordinarios, cuando 
se “trata de la prescripción. de estenieénero de dcltosien 
lo que respecta a la responsabilidad que se hace recaer, de acuer- 
do con el proyecto que está a vuestra consideración, sobre el pro. 
pietario o el arrendatario del teatro en que se efectúa la represen- 
tación ilegal, disposición ésta que mereciera alguna observación 
en el seno de vuestra Comisión, ella está apoyada en hábitos lega- 
les de otros países, donde se sigue idéntico procedimiento. (A este 
respecto puede revisarse una abundante jurisprudencia universal en 
el Tratado de Pouillet de 1908, parágratos 822 bis y siguientes). 


IX 


DERECHO DE TRANSFORMACION 


Vuestra Comisión ha agregado al proyecto una nueva disposi- 
ción, la contenida en el artículo 7.” que consagra lo que los espa- 
noles llaman «derecho de transformación». Resultaba en verdad un 
vacío en la ley vigente el hecho de que concediéndose por el artícu- 
lo 6.* el «Derecho de traducción» y por el inciso 4. del artículo 18, 
el «Derecho de cita», no se reconocía también el derecho de trans- 
tormación, gemelo de los anteriores. 

Entre las personas que pueden gozar de la propiedad intelec- 
tual se hallan algunas que en vez de crear Obras originales, dedican 
su actividad a ejecutar otras, en que tomando como base obras exis- 
tentes con anterioridad, modifican su forma externa conservando 
su elemento ideal. 

Así, el que hace un trabajo sobre una leyenda, — lo dice un 
comentarista de la ley española de la cual sacamos esta disposi- 
ción, — o una melodía musical que más o menos rudimentaria cons- 
tituye una creación artística existente con anterioridad a su obra, 
y el que reuniendo obras O partes de obras ajenas forma una colec- 
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ción ordenada sistemáticamente, ese realiza una transformación, en 
tanto que aquélla, base u objeto de su trabajo no es debido a su 
esfuerzo creador. La transformación puede, de acuerdo con este con- 
cepto, adquirir dos grandes modos, a saber: variando concretamen- 
te la forma de una obra creada con anterioridad, como, por ejem- 
plo, traduciéndola, dando forma dramática a un cuento o novela, o 
creando algo nuevo con elementos no debidos al trabajo del trans- 
tormador como una crestomanía, antología, colección, compilación 
sistemática, etc. 

Es claro que el derecho a transformar la obra original depen- 
de de la voluntad del autor o propietario cuando la obra es del do- 
minio privado y no se supone en éste una separación absoluta de su 
obra; con ello no hace sino enajenar uno de los modos o formas de 
manifestarse la propiedad intelectual. 


Xx 


SINDICATOS DE AUTORES 


Hemos querido dar un carácter más general a la disposición 
que en el proyecto se incorporaba como un simple agregado al 
inciso tercero del artículo 18 de la ley vigente. Es así que se ha 
proyectado el artículo 20 que sometemos a la consideración de 
Vuestra Honorabilidad y que establece el reconocimiento de los sin- 
dicatos O asociaciones de autores para todos los efectos de esa ley. 

En cierto modo, esto no tiende sino a consagrar en la ley si- 
tuaciones ya establecidas entre nosotros, teniendo en cuenta que, 
tratándose de las gentes de teatro, ya están instituídos de tiempo 
atrás en nuestro país, prestando todos los beneficios que supone la 
incorporación del artículo que proponemos. 

Pero la intervención que corresponde a estos organismos era 
necesario establecerla de manera general en la ley, como una con- 
secuencia del nuevo régimen que por ella se establece de tranca 
protección a los escritores y artistas, sea cual fuere su nacionalidad, 
ya que esta forma colectiva para la administración de sus intere- 


VENA Al A MAA a “>” Ñ 
A a 
A . ' pas 

¿e 


99 VOS ESPOSA TISUNSA 


ses es la única posible, teniendo en cuenta la imposibilidad absolu- 

ta en que los autores extranjeros se encontrarían para defender sus 

derechos si tuvieran que hacerlo individualmente en cada caso. Es. 
ese el único medio de protección internacional. Se trata, pues, del 

único modo eficaz de defensa para esos derechos que hacen de es- 

tas asociaciones mandatarios directos de los interesados, al mismo 

tiempo que vínculos fuertes de solidaridad literaria y artística, de 

fecundas proyecciones para la cultura nacional. ; 

Ellas han venido a llenar aquel sensible vacío que señalaba Vol- 
taire en su «Diccionario filosófico», cuando lamentaba el abandono 
en que se encontraba entonces el hombre de letras, respecto de los 
demás componentes de la Sociedad, siendo que mientras cualquier 
trabajador se sentía apoyado por los de su gremio, el intelectual 
carecía del sentimiento colectivo, único eficaz para la defensa de sus 
prerrogativas. Es así que en Francia, desde 1829 funcionan estas 
asociaciones de intelectuales y artistas, las que son consultadas a 
menudo por los Poderes Públicos; tal es el prestigio que han lle- 
gado a conquistar. | 


XI 


DERECHO DE REPRESENTACION Y DERECHO DE PUBLICACION 


Ha agregado, asimismo, vuestra Comisión, al capítulo corres-  : 
pondiente a la reproducción ilícita, el inciso 9.% considerando ile- 
gal la publicación de una obra teatral por parte del empresario o 
director de teatro, siempre que ello no haya sido convenido de an- 
te mano con el propietario de la obra, autor o adquirente. 

En el deseo de que nuestro país tenga una ley completa de pro- 
piedad intelectual, se ha preocupado vuestra Comisión de llenar los 
vacíos de la legislación vigente y era uno de ellos, ese que se sub- 
sana por este nuevo inciso. Todos los tratadistas están contestes 
que son dos cosas diametralmente distintas el derecho de reproduc- 
ción y el derecho de representación y en casi todos los países es- 
tán regidos por disposiciones diferentes en la ley ordinaria y en el 
Código Penal. Así, el derecho de representación no comprende sino 
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el de audición o ejecución de la obra, y no debe confundirse con el 
de reproducción que consiste en reproducir ejemplares del original. 
Trata, pues, esta disposición de limitar el derecho del director de 
teatro o empresario a representar una obra dramática o musical, del 
otro distinto de la reproducción. 

Cuando se trata de obras musicales, esto adquiere una impot- 
tancia mayor, por cuanto ampara el derecho legítimo de los edito- 
res que adquirieron los derechos correspondientes, y luego de ha- 
ber hecho gastos considerables por impresión y edición, bastante- 
abultados cuando se trata de partituras, orquestas, etc., y ven apa- 
recer luego-una nueva edición de otro que adquiriera la obra al ses. 
lo etecto de la ejecución escénica. 


X1 
. TOLERANCIA DEL AUTOR 


La disposición del artículo 19 que se ha establecido no requie- 
re mayores comentarios y tiende a consagrar una regla invariable 
en la doctrina y la jurisprudencia de los países que han legislado mi- 
nuciosamente sobre esta materia, y en las que se establecen que el 
silencio guardado durante un tiempo más o menos largo por el au- 
tor, respecto de reproducciones o representaciones ilícitas de su obra, 
no le hace perder el derecho que le acuerda la ley. 


XI 


OTRAS MODIFICACIONES A LA LEY VIGENTE 


Ya se han detallado en el curso de este dictamen las moditi- 
caciones y agregados fundamentales que tanto en este proyecto 
como por iniciativa de vuestra Comisión se han hecho a la ley 
en vigor en la República, sobre propiedad literaria y artística, 

Las demás modificaciones no tienen importancia sino en detalle, 
no alterando en su esencia el sentido de las cláusulas legales 
modificadas. 


f 
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Ellas se refieren principalmente a la duración del derecho de 
propiedad de los herederos; a los plazos para poder reproducir O 
representar aquellas obras que no lo hayan sido después de trans- 
currido un tiempo determinado desde su enajenación o del falleci- 
miento del autor; a los casos que la obra cae bajo el dominio pú- 
blico y otras modificaciones, que aunque útiles, no son de carácter 
fundamental, y que vuestra Comisión ha aceptado. 

Sin embargo, considera necesario incorporar al proyecto la dis- 
posición transitoria que se refiere a los derechos adquiridos, con- 
cordante con la que se establece en la ley actual que impone la ca- 
ducidad de aquéllos a los diez años de promulgada. Como todavía 
no han transcurrido esos diez años y aquella ley quedaría deroga- 
da por la presente, vuestra Comisión os aconseja la sanción de ese 
artículo transitorio por el que se declaran caducados todos los de- 
rechos adquiridos desde su promulgación, retrovirtiéndosele al autor, 
a sus sucesores legítimos o testamentarios dentro de las condiciones 
del artículo 10. 

Se trata, pues, de ratificar una disposición legal evidentemen- 
te justiciera que existe en la ley de 1912, la que de otro modo po- 
dría burlarse. 

Es en virtud de estas consideraciones que aconsejamos la san- 
ción del siguiente proyecto de ley. 

Sala de la Comisión, 5 de junio de 1921. 


José G. Antuña, Miembro redactor e informante; Duvimioso 
Terra; Juan A. Ramírez; Lorenzo Vicens Thievent; 
Francisco A. Schinca; J. Secco Illa. : 


Con motivo de este informe, los autores argentinos y uruguayos enviaron al autor el 
siguiente mensaje: «Al diputado Antuña, autor del gran informe sobre propiedad litera- 
ria va un saludo muy afectuoso de autores argentinos y uruguayos. — Montevideo, Mayo 
26:923. — Ismael Cortinas, J. H. Escobar, Ulises Favaro, A. Lasplaces, Mario Bénard, E. 
€. Tacconi, A. F. Weisbach, A. Vacarezza, A. Curotto, Francisco Imhof, It. Eduardo Pe- 
Oti EIN Teysera.> 
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Desde el comienzo del debate que con tanto brillo se está desa- 
rrollando alrededor del tratado de arbitraje de nuestro país con Ita- 
lia, he tenido una duda, la misma duda que asedió al doctor Maldo- 
nado, y que ha consistido en lo siguiente: las cuestiones relativas a 
la nacionalidad de las personas — o a la ciudadanía, como la lla- 
maba el doctor Ramírez, — ¿están o no comprendidas en la excep- 
ción, — en la sabia excepción, por otra parte, — a la cláusula com- 
promisoria del tratado, que para mí significa el protocolo adicional? 

Yo no hubiera pronunciado estas palabras, señor Presidente, si 
aquella duda primitiva se hubiera desvanecido, para llegar hacia la 
convicción contraria a que he llegado, en realidad, después de haber 
meditado con algún empeño sobre este problema, porque yo creo que 
las cuestiones a que se retería el doctor Ramírez, que atectan direc- 
tamente a la conservación nacional, no están comprendidas en el 
protocolo aditivo. 

Los asuntos referentes a la nacionalidad de los individuos, 
cuando se realizan tratados entre países americanos y países euro- 
peos, deben deslindarse en absoluto y sin dar lugar a ningún géne- 
ro de duda, y en casos como el ocurrente deben ponerse siempre al 
margen del arbitraje, como lo ha hecho sistemáticamente el espíri- 
tu de previsión de todos los países americanos. 

La Comisión de Asuntos Internacionales, en su brillante infoí- 
me, manifiesta cierto orgullo, por otra parte, insospechable de sin- 
ceridad, de adhesión a un principio tan simpático como es la insti- 
tución del arbitraje, al considerar la analogía que hay entre el tra- 
tado italo uruguayo, recientemente suscripto, y los tratados que sus- 
cribiera el reino de Italia con Dinamarca y con Holanda, hace po- 


cos años. 
Discurso pronunciado en la sesión del 17 de Octubre de 1914 con la asistencia del 


Ministro de Relaciones Exteriores, durante el debate alrededor del tratado de arbitraje 
ilimitado del Uruguay con Italia. 
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Señor Buero.—¿Me permite una interrupción el señor diputado? 

Señor Antuña.—Si, señor 

Señor Buero.—La Comisión de Asuntos Internacionales, y el 
miembro informante, en particular, no sienten ninguna clase de or- 
gullo por la similitud que establece el señor diputado, sino por la 
elevación del principio. 

Señor Antuña.—Por la amplitud, señor diputado; precisamente 
por eso: por la amplitud ilimitada que hay en esos tratados... 

Señor Buero.—Pero como el señor diputado se refiere al 
orgullo... | | 

Señor Antuña.—Sí, señor: establecía la analogía que hay entre 
ese tratado que nos ocupa y aquellos dos tratados entre los que el 
señor miembro informante encontrara una perfecta semejanza, por 
ser ambos igualmente amplios; eso es la base del orgullo: haber lle- 
gado a una amplitud idéntica, un orgullo, como dije, insospechable 
de toda sinceridad. 

Yo creo, continuando, señor Presidente, que si hay cuestiones 
que deben ponerse siempre fuera de estos tratados, son las cuestio- 
nes de «ciudadanía»; no solamente las excepciones que se refieren 
a las indemnizaciones pecuniarias, y que el protocolo adicional ha 
contemplado, sino aquellos casos que se refieren a los intereses in- 
violables de la nacionalidad. 

La divergencia a que se ha hecho reterencia, entre el principio 
europeo, del derecho de la sangre, «jus sanguini», y el principio 
americano del derecho del suelo, «jus soli», tiene una trascendencia 
inmensa, y la preocupación constante de todos los países de Amé- 
rica, cuando se ha tratado de sus relaciones internacionales con los 
países europeos, ha sido la de salvar invariablemente este princi- 
pio característico que atañe a los intereses fundamentales de todos 
aquellos Estados y que, antes que una necesidad social o una ne- 
cesidad política de los mismos, ha constituído la base misma de la 
sociabilidad americana. 

Ese antagonismo de doctrinas entre los Estados del viejo y 
del nuevo mundo ha resultado tan interesante, que ha dado lugar, 
como se ha recordado en esta misma Cámara, en su oportunidad, 
a la verdadera anomalía política de que un individuo sea conside- 
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rado como poseedor de dos o más nacionalidades, originando, de 
tal modo, problemas «sui-generis» en la América Latina, que han 
dado lugar a todo un derecho público americano. Principio esen- 
cialmente ámericano el «jus soli» está incorporado en todas las 
Constituciones de los países del continente, con la sola ex- 
cepción de la de Méjico y Haití, y en todas como constituyendo la 
base de la nacionalidad. Es por esta razón que siempre se le ha tra- 
tado de poner fuera de los convenios internacionales, fuera de la 
diplomacia, por razones de soberanía y por razones de conservación. 

Y es que este problema constituye el más importante y más com- 
plejo de todos los problemas americanos; es un problema etnográ- 
fico, porque se refiere expresamente a la fusión de las razas; polí- 
tico porque se refiere a la naturalización de los extranjeros; social, 
porque se refiere a la emigración, sus causas, sus consecuencias, 
etc.; y es también un problema económico, porque está relacionado 
con el progreso material de todos los pueblos. 

>» Países en formación, y algunos de ellos bastante extensos, to- 
das las naciones de América — y el Uruguay, por lo tanto — han 
querido siempre asimilar ese elemento extranjero, al que, por otra 
parte, se le dan idénticos derechos civiles, y en algunos países tam- 
bién iguales derechos políticos. Contra esa aspiración americana, 
de que esos elementos contribuyan a formar la misma población, ha 
chocado siempre el principio europeo, por el cual los hijos tienen 
la nacionalidad de su padre. Contra esa amplia y generosa aspira- 
ción nuestra, de que los extranjeros que vienen a nuestro territorio, 
a los cuales se les da la misma educación y se les adapta en la po- 
sible al ambiente nacional, ha chocado siempre el principio adverso, 
que no ve en estas cuestiones más que un simple problema político, 
generalmente desde el punto de vista del servicio militar. 

Ha sido éste el principio que tenazmente y en una forma cons- 
tante las Repúblicas de América han salvado de todos los tratados, 
absolutamente de todos los tratados, como a un principio inviola- 
ble, el mismo que Sarmiento llamaba «la ley fundamental de las na- 
ciones americanas.» : 

El contraste entre los principios ha sido más notable todavía 
y esta ha sido la razón casi fundamental por la que siempre se ha 
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puesto al margen de todos los convenios que ambos derechos, tan- 
to el europeo como el americano, están concebidos en términos ab- 
solutos, y no solamente es esta la divergencia capital, sino que la 
legislación europea ha tratado de monopolizar los dos, ha combi- 
nado, en realidad, los dos principios, adoptando el «jus sanguint» 
para los hijos de nacionales nacidos en el extranjero; y el «jus soli» 
para los hijos de extranjeros nacidos en el propio territorio. De ma- 
nera que esta disidencia tan arraigada de los principios se ha con- 
siderado irreductible y, por lo tanto, en todos los casos se puso co- 
mo una excepción en los tratados. 

Las distintas convenciones internacionales y conferencias con 


el fín de uniformar en lo posible las legislaciones a este respecto, 


han fracasado también, y a pesar de haberse abordado estas 
cuestiones con verdadero afán, porque una de las causas más 
poderosas que origimaban el entorpecimiento en las gestiones era, 
precisamente, esta: los países americanos siempre han querido en 
torma clara establecer la excepción; y los países europeos, defen- 
diendo también su legislación particular, se han resistido a ello. 

Sin embargo, señor Presidente, han sido varias las tentativas 
para armonizarlos, — y conviene recordarlas ya que se habla de es- 
te punto en concreto y ya que ellas constituyen el motivo principal 
de este debate. | 

Las gestiones de más importancia se hicieron entre España y 
algunas Repúblicas americanas como ser Chile, Ecuador, la Argen- 
tina, etc. En un tratado propiciado por Alberdi el año 1859 se ha- 
cía una pequeña restricción al principio europeo en una disposición 
que decía lo siguiente: «Los hijos de españoles nacidos en la Repú- 
blica Argentina tendrán la nacionalidad de sus padres durante su 
minoría de edad, y hasta. que saliendo de la patria potestad estén 
en condiciones de optar entre la nacionalidad española y la ar- 
gentina.» y 

Para que se vea con qué radicalismo se ha considerado siem- 
pre esta cuestión, este tratado fué rechazado por el Congreso, y el 
general Mitre refiriéndose a él decía el año sesenta y tantos al al- 
mirante español Méndez Núñez: «Antes de semejante tratado, que 


heriría de muerte la nacionalidad argentina, le prenderíamos fue- 
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go al país por los cuatro costados», a lo que el almirante contes- 
tó, según el doctor Zeballos, asintiendo con el general Mi- 
tre, ya que aquella desviación del principio significaba un gra- 
ve atentado a la soberanía argentina. Así se ha conservado es- 
te principio intacto a través, de las negociaciones diplomáti- 
cas y por encima de todas. Citaré otros casos para recalcar lo tras- 
cendental del problema en el concepto de las naciones americanas. 

Ñ En 1869 fué votada la ley argentina sobre. nacionalidad, toda- 
vía en vigencia, y el Ministro francés acreditado ante aquella Repú- 
blica protestó enérgicamente en nombre de los intereses de su país. 
El gobierno argentino rechazó esta protesta en una nota que termi- 
naba así: «La República Argentina, reglamentando según su dere- 
cho a la nacionalidad, tal como ella lo entiende, no atenta en nada 
contra el derecho de Francia de hacer lo mismo en su propio terri- 
torio.» Este principio que puede quedar a merced del arbitraje en 
el tratado que estamos considerando, ha sido de tal manera defen- 
dido por todos los países de América y menospreciado, podemos decit- 
lo así, por todos los países europeos. En todos los Congresos paname- 
ricanos habidos hasta la fecha se agitó la idea de salvaguardar ese 
principio reglamentándolo, y ojalá, señor Presidente, se hubiera con- 
seguido esa finalidad. 

El proyecto de Tratado de Derecho Internacional presentado 
en el Congreso de Montevideo el año 1889, no contiene ninguna dis- 
posición a ese respecto; pero uno de sus delegados presentó un con- 
tra proyecto que dice en una de sus partes, lo siguiente: «Si las 
condiciones constitutivas de nacionalidad en dos o más países se 
encuentran en una misma persona y que surja un conilicto, será la 
ley del país donde la persona se encuentra domiciliada, la que 
proveerá.» 

Por no entrar en la esfera de lo que se trataba fué rechazada 
esta proposición. Tal la manera como se quería reglamentar este 
principio en forma definitivo en el Congreso de Montevideo. 

En la tercer Conferencia Panamericana se trató también de re- 
elamentarlo. El delegado argentino de la Comisión de Derecho 
Internacional propuso lo siguiente para ser agregado al pro- 
yecto de codificación del Derecho Internacional: «Los Estados 
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Americanos reconocen el principio de ciudadanía natural y con- 


sideran como ciudadanos a los individuos nacidos sobre sus te- 
rritorios respectivos.» 

Invariablemente se mantuvo este principio por referirse a 
cuestiones exclusivamente de orden interno. Así fué la respuesta 
que dió en el año 1882 el Gobierno chileno al Ministro de Rela- 
ciones de Italia, Mancini, cuando este distinguido hombre público 
invitó a una conferencia internacional para unitormar ideás al 
respecto y dar la pauta para la mejor solución de los conilictos 
futuros. 

Por otra parte ¿para qué vamos a entregar al arbitraje las 
cuestiones que siempre han sido resueltas por nuestros tribunales y 
generalmente con el beneplácito de las Legaciones de los países 
europeos? 

Muy potas resistencias han otrecido, por lo menos, señores 
diputados. | ! | 

Citado por un escritor chileno veamos un caso típico de esta ju 
risprudencia ya sentada en América: 

Una sentencia de un Juez de Valparaíso, confirmada por la Al- 
ta Corte de Santiago en Marzo de 1866, declaró chileno al hijo de 
un francés nacido en el territorio de aquella República, a pesar de 
que su padre lo hubo inscripto en el registro de nacimientos del 
Consulado trancés, a pesar de que el padre estaba domiciliado en 
- Francia; a pesar de que el sujeto era menor de edad y de que un 
tribunal francés lo había declarado trancés. 

La parte francesa intentó un recurso diplomático, y lo abando- 
nó ante las resistencias que le opuso la legación de su propio país. 

Nosotros, señor Presidente, por nuestros intereses vitales, por- 
que si alguna vez se puede invocar esto del interés vital — que tan 
minuciosamente estudiara el doctor Buero en su informe — es en es- 
ta oportunidad, y, además del interés vital debemos referirnos a una 
alta razón de solidaridad americana. Y es así que debemos defen- 
der el principio y afirmar su jurisdicción en las leyes internas y en 
la constitución del país, y esto establecerlo en forma perfectamente 
clara en el tratado. 

Aquí se trata, — como muy sabiamente lo ha dicho el ilustre 
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chileno Alejandro Alvarez — «de leyes de vitalidad nacional que no 
se conciben sometidas al arbitrio de un individuo ni de un Estado 
extranjero.» | 

Yo creo haber oído decir en una de las secciones anteriores 
al señor diputado Salgado, que el protocolo adicional comprende es- 
tas cuestiones a que me estoy refiriendo, y, por lo tanto, si las con- 
tuviera, estaría de más, como es natural, todo lo que ahora digo, 
y lo que brillantemente acaba de expresar el señor diputado Mal- 
donado. Yo creo que ni siquiera la intención, al realizar ese proto- 
colo adicional, ha sido la de referirse a estas cuestiones de nacio- 
nalidad. El propio señor Ministro de Relaciones Exteriores, aquí 
presente, refiriéndose a este protocolo, en una de las sesiones ante- 
riores planteó el caso de una indemnización pecuniaria, y hasta se 
refirió en concreto al caso de la Rambla Sur; y yo creo que ha si- 
do así con exclusividad para las cuestiones pecuniarias, para las 
reclamaciones pecuniarias, a que ha querido referirse. 

No pueden, pues, de ninguna manera, considerarse  in- 
cluídas por cualquier cuestión de derecho internacional privado es- 
tas cuestiones del protocolo adicional, sobre todo en la forma clara 
en que aparecen en otros tratados similares. 

«Cuando un Estado interviene en cuestiones de derecho inter- 
nacional privado o en cuestiones relativas a indemnizaciones pecu- 
niarias, hago mías las palabras del doctor Ramírez, dicho Estado 
no hace más que interesarse por un interés particular que conside- 
ra afecta indirectamente a la nación a que pertenece el individuo 
cuyo interés es lesionado; pero cuando se trata de cuestiones rela- 
tivas a la ciudadanía, en realidad se afecta la organización íntima 
de dicho Estado, y éste puede así atribuirse el derecho de reclamar 
diplomáticamente, no siendo posible pensar que dicho Estado com- 
parezca ante los Tribunales nacionales y se someta a su jurisdic- 
ción, para no reclamar diplomáticamente, sino en el caso de dene- 
gación de justicia.» | 

El mismo distinguido colega dijo, basándose en tratadistas co- 
mo Kamarouski y Ruard de Kard, que las cuestiones relativas al de- 
recho internacional privado pueden ser materia de arbitraje. Pero 
el derecho internacional privado, señor Presidente, — y esto lo han 
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aseverado internacionalistas que han visto muy de cerca los proble- 
mas americanos, -— lo cual es muy importante, porque generalmente 
estas cuestiones se consideran con un criterio puramente europeo, 


y ello es una consecuencia de que se va a consultar generalmente a, 


los tratadistas europeos que en poco o en nada conocen los intere- 
ses particulares de los países americanos; -— el derecho internacio- 
nal privado, decía, tiene un rol muy reducido en lo que respecta a 
estas cuestiones. Según observa el internacionalista venezolano, se- 
ñor Seijas, el derecho internacional privado se reduce a examinar las 
distintas legislaciones y constituciones: revisar las conclusiones a 
que han llegado las convenciones de los distintos países, y de acuer- 
do con ellas sacar un conjunto de reglas que favorezcan la diluci- 
dación de estos problemas en los casos que se planteen. De tal 
modo es que el derecho internacional privado da la norma en casos 


en que se susciten estos problemas por pérdida, rehabilitación, etc., 


etc., de la nacionalidad, de acuerdo con el estudio comparado que 
ofrece de antemano de las distintas constituciones y legislaciones. 

El dominio del derecho internacional público es más reducido 
todavia: se reduce a definir lo que se entiende por territorio nacio- 
nal, respecto al derecho de la sangre, y resolver todas las cuestio- 
nes anexas, como ser: cesiones, rectificaciones de tronteras, de 
acuerdo siempre con la nacionalidad. Es, pues, al derecho peculiar 
de cada Estado y exclusivamente a su derecho interno al que co- 
rresponde intervenir en estas cuestiones, y resolverlas, y es así como 
se ha tratado de consignarlo en una torma clara en todos los tratados. 

Debo hacer notar, señor Presidente, que cuando he empleado la 
palabra «nacionalidad» no es que la haya contundido con la pala- 
bra «ciudadanía», empleada a su vez por el doctor Ramírez, y a 
cuya disparidad de términos se ha referido en una de sus obras el 
doctor Aréchaga. Estos términos que a menudo aparecen contundi- 
dos en muchos tratados, tienen un significado distinto, y no es que 
los tratadistas no se hayan percatado de ello, sino que muchas ve- 
ces, para un fin determinado, tienen una perfecta equivalencia. Asi 
para el caso que nos ocupa: 

«Nacionalidad»: el lazo político-jurídico, que une un individuo 
a un Estado o a una colectividad determinada. «Ciudadanía»: la ap- 
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titud que tiene un individuo para ejercer ciertos derechos políticos, 
el voto es el principal, y tener ciertos deberes del mismo carácter. 

Para nuestro caso, tienen mucha equivalencia, y yo he emplea- 
do el término «nacionalidad» porque considero que es el que más 
se ajusta a la cuestión, ya que muchas veces lo que se discute es so- 
lamente la nacionalidad, y en ciertos casos la nacionalidad de las 
mujeres. | 

El doctor Buero decía en una de las sesiones anteriores, en la 
forma brillante que él sabe hacerlo, que los tratados de esta natu- 
raleza tienen mucha analogía con los contratos civiles, en los cua- 
les se trata de buscar un término medio que satisfaga el interés de 
las partes, para evitar así — decía ese distinguido colega — una 
serie de pequeños conflictos ulteriores. | 

Precisamente el interés de nuestro país, de acuerdo con esta de- 
finición tan exacta del doctor Buero, no está en concertar tratados 
ideales, absolutamente sin ninguna restricción, sino en ponerles las 
restricciones que favorezcan a los intereses nuestros; es lo más na- 
tural y lo más humano; y no descuidar, por pruritos teóricos, los 
intereses nacionales permanentes. 

Si las reclamaciones pecuniarias han sido objeto o materia de 
una excepción especial en el Protocolo Adicional ¿por qué no se 
han de hacer ellas también en lo que se refiere a las cuestiones 
que afectan a asuntos de interés vital, tan fundamentales como 
son las cuestiones de nacionalidad ? 

Se ha hablado también de doctrina argentina, refiriéndose a la 
excepción que constantemente ha consignado la República Argen- 
tina en todos los tratados de esta naturaleza con las potencias eu- 
ropeas. Como ya lo he repetido en el curso de mi disertación: esta 
no es una doctrina argentina, es sencillamente la doctrina americana, 
No es necesario que esté consignada en las Constituciones de todos 
los países, para que esta excepción se haga patente en los tratados 
a concertarse. 

Algunos países, después de haberse dado cuenta de la grave- 
dad del problema, han incorporado a sus Constituciones esta obli- 
gación, y en una forma más expresa todavía que en la Constitu- 
ción Argentina, he podido notar esa cláusula en las constituciones 


$ ER 


36 POS EMO NN 


de Venezuela, Guatemala, Ecuador, San Salvador y Honduras. Es 
así, señor Presidente, que yo no conozco ningún tratado entre un 
país americano y un país europeo, en donde no se haga esta ex- 
cepción en una forma clara y precisa, y siempre han considerado 
los gobiernos de los países americanos como un verdadero triunfo 
el poder incorporar esta excepción terminante. | 
Por otra parte, y para terminar, he de decir que, salvo esta defi- 

ciencia, el tratado de arbitraje suscripto hace pocos días por nues- 
tro Gobierno, es un convenio simpático, porque lo ha inspirado una 
confianza y una espontaneidad dignas de ser notadas, y además. 
por su generalización, su extensión y otras condiciones características. 

El móvil, pues, de nuestra intervención en el debate está clara- 
mente determinado. 7 

Nos han inspirado razones de interés vital para el país y princi- 
pios preciosos, señor Presidente, que son patrimonio de todos los 
países de América; principios que es necesario poner a cubierto de 
toda intervención extraña, por pertenecer exclusivamente a nuestro 
fuero legal. Si no somos capaces de hacernos notar por nuestra 
grandeza material, debemos hacerlo por nuestro celo en la con- 
servación de nuestros derechos privados, a cuya jurisdicción perte- 
necen estas cuestiones de nacionalidad; nuestros derechos privados, 
he dicho, que a pesar de todas las definiciones y de todos los crite- 
rios, constituyen el símbolo viviente de nuestra soberanía. 


La Liga 0e las Naciones 


“ 


Cuando el señor diputado Bachini, en una de las sesiones an- 
teriores, presentó una moción en el sentido de invitar al señor Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores a concurrir a esta Cámara, con el 
objeto de informarnos sobre la posición adoptada por nuestro país 
con respecto a la Liga de las Naciones, se dijo, — a mi juicio con 
bastante razón, — que el debate que se iba a plantear con motivo 
de esa invitación era inoportuno. 

NAPTereos señor Presidente, que> el. debate planteado es 
inoportuno, porque yo considero que es lamentable que un 
motivo, a mi juicio, nimio, frente a la magnitud del problema, 
tal es la contribución pecuniaria de nuestro país al soste- 
nimiento del «bureau» de la Liga de las Naciones, que haya 
sido precisamente ese motivo el que haya provocado el debate en 
toda su extensión. Por otra parte, considero que, además de inoportu- 
no, es prematuro, y es prematuro, porque, según tengo entendido, 
esta misma Cámara, dentro de poco tiempo, debe resolver la rati- 
ficación de nuestro país al pacto de la Liga, la que ha de conti- 
nuar sus sesiones en Londres en Setiembre próximo. Sería, enton- 
ces, pues, la oportunidad para tratar con la extensión que merece 
esta cuestión, pero es el hecho, señor Presidente, que el debate tué 
planteado y que se han emitido en esta Cámara, por parte de al- 
gunos señores diputados, opiniones más o menos adversas a la idea 
fundamental de la Liga de las Naciones. 

Yo considero, pues, sin tener el propósito de entrar al fondo del 
debate, para el que no he venido preparado, creo — compartien- 
do en esto la opinión de mi distinguido colega el doctor Polleri,— 
que la Cámara no debe permanecer en silencio después de oídas 
las explicaciones del señor Ministro en lo que respecta al punto de. 
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vista en que nuestro país ha querido colocarse respecto a la Liga 
de las Naciones. 

Pienso que esas opiniones adversas a los fundamentos de esa 
institución pacifista deben ser contestadas, y para su defensa junto 
con las palabras y las opiniones del P. E., deben también hacerse 
oir opiniones concretas dentro del Parlamento. Es necesario pues, 
que digamos nosotros, los que somos absolutamente partidarios y 
devotos de esa idea fundamental, que nuestro país debe ratificar 
su adhesión, y debe ratificarla en una forma entusiasta y espon=. 
tánea al pacto de la Liga... 

Señor Blanco Acevedo.—Apoyado. 

Señor Antuña.—... porque esto, además de hacerlo en virtud 
de los principios jurídicos y de los principios humanos que deben 
imperar en este momento en todos los países civilizados, debemos 
hacerlo también como una consecuencia indispensable de aquella 
admirable política internacional seguida por nuestro país desde que 
estalló la conflagración europea hasta que se suscribió el armisticio 
con Alemania.—(Apoyados). 

Señor Mibelli—Admirable, ¿por qué? 

Señor Antuña. — Porque aquella actitud, señor, colocó a 
nuestro país en un nivel moral tan encumbrado respecto de todos los 
pueblos cultos de la tierra y respecto del derecho de gentes. Ella 
exige que nosotros seamos consecuentes con esas mismas actitudes, 
porque no fuímos a aquellas soluciones fundamentales, no 
nos incorporamos a la Liga de Honor desde los primeros instantes 
de la contienda, para satisfacer los intereses propios nacionales; no 
protestamos, con la energía y el valor que lo hizo nuestro país cuando 
condenamos sin embajes la guerra submarina sin restricciones, 
porque entonces haya sufrido en carne propia nuestro comercio inter- 
nacional; nosotros no fuímos a declarar el 14 de Julio fiesta nacional 
a raiz de estallar la contienda europea, porque nos ligaran algunos 
intereses materiales con la República francesa; no nos adherimos 
desde el primer instante, desde que se lanzó la idea de Wilson, no 
nos adherimos a ella, pensando que podríamos llegar algún día a 
tener un rol preponderante en esa Asociación de las Naciones. 

Nosotros fuimos a esas grandes soluciones de concordia entre 
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los pueblos, ratificamos después en el Congreso de Versailles, esos 
postulados de derecho y justicia, como antes las habíamos enun- 
ciado en el Congreso de La Haya, en donde nuestro país presentara 
las mejores fórmulas para solucionar los conflictos internacionales, 
y eso lo hicimos, señor Presidente, pura y sencillamente, porque esa 
es la vocación sincera y desinteresada de nuestro país. 

Señor Ministro.—Apoyado. 

Señor Mibelli.—No es por eso. A soluciones de concordia que 
llevan a la guerra, a la que fueron aliadas con la Rusia de los Zares 
y con la Inglaterra imperialista. ¿Dónde estaban los principios de 
la democracia? Esas son frases muy bonitas, pero completamente 
inexactas. 

Señor Antuña.—De todas las razones serias que yo he oído en 
esta Cámara con el propósito de oponerse aún en principio a la 
adhesión de nuestro país a la Liga, una de ellas consiste en eso de 
la contribución pecuniaria, motivo del. proyecto que consideramos 
ahora, y de cuyo punto yo no quiero ocuparme. 

La otra radica en ese concepto que exponía brillantemente en 
la sesión anterior el señor diputado Bachini, de que se trataba de 
una de las tantas iniciativas quiméricas planteadas en todos los 
siglos y fracasadas, también, en todos los tiempos. 

Es cierto que esta suerte de iniciativas fueron planteadas 
durante muchas oportunidades en la historia de la humanidad y 
que siempre resultaron acompañadas del más absoluto fracaso, pero 
el caso de la Liga de las Naciones era, singularmente, distinto. No 
era entonces un moralista ni un apóstol, ni un filósofo solamente 
quien planteaba este fundamental principio que significa la cons- 
titución de una confederación de todos los países civilizados para 
asegurar la paz permanente de los pueblos. Entonces la presentaba 
un hombre, que además de ser un moralista, un  tolósoto 
y un apótol tan grande como el más encumbrado que haya 
tenido la humanidad, era el Presidente de los Estados Unidos. El 
era entonces quien trataba de imponerla con una rara y humanita- 
ria obsesión en el Congreso de Versailles; era él mismo que, repre- 
sentando la nación más poderosa del mundo, había arrojado la 
espada de ese pueblo, — aquella espada de acero y de oro, como 
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la llamara el escritor francés, — la que había de decidir en esa 
forma definitiva la contienda a favor de la democracia universal. 

Nunca, pues, un principio fué mejor apuntalado desde el punto 
de vista práctico, porque entonces el principio de la Liga de las 
Naciones estaba apoyado verdaderamente en la fuerza, y es necesario 
no olvidar que cuando intervenía aquel país en la contienda, no lo 
hacía para acrecentar sus propias conquistas, ni siquiera para 
acrecentar las conquistas materiales de América, sino que lo hacía, 
y eso lo expresaba reiteradamente en sus famosos discursos el 
mandatario norteamericano en el Senado de su país, para concertar 
un conclave definitivo entre los pueblos del mundo, para asegurar 
la paz y el bienestar definitivos de la humanidad. 

Señor Mibelli.—No es así, sin embargo, señor diputado. 

Señor Antuña.—Hubo momentos, señor Presidente, en los que 
aquel gran espíritu de Wilson adquirió relieves verdaderamente 
providenciales, y recordarán los señores diputados la famosa sesión 
del 22 de Enero en. el Senado norteamericano cuando el gran Presi- 
dente expuso allí los fundamentos de lo que después tué la decla- 
ración de los «derechos de los pueblos», considerada más fundamental 
todavía que la declaración de los «derechos del hombre», que fué la 
que echó las bases de ese internacionalismo a que se ha referido 
tan clara y brillantemente el señor Ministro en la sesión anterior. 

Nosotros compartimos entonces con honda emoción esos altos 
conceptos; los compartió nuestro pueblo, porque las decisiones de 
nuestro gobierno fueron siempre corroboradas, no solamente por la 
opinión y las decisiones de la Asambiea legislativa, sino también, en 
una forma clamorosa, por la voluntad de nuestro pueblo. 

Señor Mibelli.—No es exacto. No se les ha permitido opinar, 
a pesar de su voluntad; no se les ha dejado hacer manifestaciones. 

Señor Presidente.—Tiene la palabra el señor diputado Antuña. 

Señor Antuña.—Las compartió con honda emoción y comparti- 
mos con honda emoción también la te de aquel gran Presidente en los 
destinos de los pueblos. | 

Y bien: es evidente que la idea de Wilson ha tenido poste- 
riormente graves obstáculos; los tiene en la actualidad y las tendrá 
en el futuro, ellos han sido originados por razones de política elec- 
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toral, por una parte, y también por razones inconfesables, haciéndose 
de esta manera verdadera aquella profecía que expresara Clemenceau 
a raíz de firmarse el armisticio «de que iba a ser más difícil toda- 
vía ganar la paz que ganar la guerra»; pero, lo repito, han sido sola- 
mente razones de política electoral por una parte y razones incon- 
tesables, por otra, las que han detenido o han obstaculizado esta 
iniciativa y la detienen o la obstaculizan en la actualidad. No han 
sido solamente en una forma exclusiva las razones que atribuía en 
la sesión anterior nuestro eminente colega el señor Bachini cuando 
se refería a la causa que había determinado el fracaso histórico de 
todas esas iniciativas. 

Ese sentimiento de autonomía nacional que Wilson, en una oca- 
sión memorable le llamara sentimiento de los egoísmos nacionales, 
hoy, y con motivo de estos acontecimientos, no ha ¡jugado el rol 
decisivo que jugó en otras épocas de la historia del mundo. Y no 
podrá ser de otra manera, señor Presidente, teniendo en cuenta que 
estamos en la época de los arbitrajes obligatorios y sin restric- 
ciones, fórmula jurídica ésta que ha sido defendida con toda brillan- 
tez por nuestro delegado en el Congreso de Ginebra, en las últimas 
sesiones, el doctor Juan Carlos Blanco, al tratarse las cláusulas rete- 
rentes al Tribunal de Justicia Internacional. 

Ese concepto exagerado de la autonomía o soberanía iden ha 
evolucionado sensiblemente en estos últimos tiempos, al punto de que 
en ese mismo Congreso de Ginebra de hace pocos meses, cuando se 
trataban las atribuciones de la Corte de Justicia Internacional, la 
casi totalidad de los delegados de las naciones, y entre ellos todos 
los delegados americanos, sin excepción, se pronunciaron en favor 
de que esa jurisdicción se extendiera hasta la jurisdicción compul- 
soria; y recuerdo que llegó a tal extremo la defensa de esos prin- 
cipios, que el delegado de los belgas, monsieur De La Fontaine, 
llegó a tachar de egoístas y hasta de cobardes a aquellos que en la 
defensa de un concepto extremadamente absolutista de la autono- 
mía de los Estados se oponían a un ideal supremo de justicia, sin 
el cual es imposible la paz del mundo.—(¡Muy bien!) —(Apoyado). 

Pero yo pregunto, señores: ¿por el hecho de que al principio 
cardinal de la Liga de las Naciones se le hayan atravesado, después 
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de su enunciación, obstáculos serios como los que estamos com- 
probando en la actualidad, por eso, nuestro país debe retirar su 
adhesión? 

Yo creo, por el contrario, que ahora, más que nunca, que los 


principios están en peligro, nuestro país debe ratificar su voluntad 


en el sentido favorable a esos grandes postulados de justicia inter- 
nacional; pero es necesario también tener en cuenta, de acuerdo 
con los datos que nos ha suministrado el señor Ministro, que está 
muy lejos de considerarse fracasado el plan de la Liga de Naciones. 
No sabemos todavía la actitud definitiva que podrán adoptar en las 
próximas conferencias de Londres, los Estados Unidos y la Argen- 
tina, cuyas actitudes con mucha razón, han llamado la atención de 
algunos señores diputados. 

Los Estados Unidos, por ejemplo, antes del Congreso de Ver- 
sailles, hicieron la objeción fundamental del artículo 10, a que se 
refería el señor Ministro; pero al finalizar las sesiones de Ginebra, 
el Presidente de la delegación francesa monsieur Viviani, hizo 
declaración concreta en el sentido de que la interpretación que debía, 
y que probablemente se iba a dar a esa cláusula, iba a ser lo más 
ampliamente liberal posible, para de tal manera poder satisfacer 
los deseos de los Estados Unidos. Posteriormente las discrepancias 
de este país parece que fueron mayores, y hasta se ha hablado de 
la organización de una nueva asociación de naciones que sustituirá 
a la Liga. 

En cuanto a la Argentina, las discrepancias son mucho más 
subsanables. La Argentina adhirió desde el principio, sin reservas, 
al pacto de la Liga, y no ha dejado de pertenecer tampoco a la Liga 
por el hecho de haberse retirado sus delegados. 

Así lo dijo cuando la primera conferencia preparatoria de París, 
el Ministro Alvear en nombre de su Gobierno, en documento que 
tengo a mi vista. 

Decía, señor Presidente, que las discrepancias de la Argen- 
tina no son de fondo, sino solamente de forma y de proce- 
dimiento. El doctor Pueyrredón presentó sus enmiendas al 
Congreso de Ginebra, y la actitud posterior del señor Ministro de 
Relaciones Exteriores de la Argentina se debió sencillamente a que 
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el Congreso no resolvió tratar de inmediato las enmiendas por él 
presentadas, lo que no podía hacerse de otro modo, si no se quería 
contravenir las disposiciones del Estatuto de la Liga. Al tempera- 
mento del señor Pueyrredón se opusieron todos los Estados que 
estaban representados en el Congreso de Ginebra sin excepción. 
Esas enmiendas habrán sido estudiadas posteriormente y serán tra- 
tadas en las próximas conferencias de Londres, y no sería difícil 
que se llegara a un acuerdo y que se pudiera, por lo tanto, conseguir 
esa aspiración noble y necesaria de que todos los pueblos de Amé- 
rica estén unidos en las próximas Conferencias de Londres, para 
tratar las cuestiones fundamentales que atañen a la paz del mundo. 

En lo que respecta a la objeción que se hizo también, que en 
mi concepto es muy interesante, de que nosotros, al ponernos en 
discrepancia con estas naciones del continente, alteramos, en cierto 
modo, nuestra política panamericanista reclamada siempre por nuestro 
país y confirmada en la realidad de nuestra política internacional, 
yo creo que no tiene ninguna razón de ser, porque nosotros no 
tenemos la culpa de que otras naciones hermanas del continente 
hayan posteriormente cambiado su posición respecto a la forma de 
considerar esta cuestión, después de haber proclamado el princi- 
pio una de ellas, y otra de haberse adherido incondicionalmente; 
como tampoco somos nosotros culpables de que la armonía paname- 
ricana esté o haya estado en este momento seriamente comprometida 
en virtud de las medidas egoístas y estrechas, en materia económica, 
adoptadas por el Gobierno norteamericano, en detrimento de los inte- 
reses solidarios del continente. 

De manera, pues, que, a pesar de estos inconvenientes, de estos 
obstáculos apuntados, debemos confiar en que los países de América 
se han de encontrar en las próximas Conferencias de Londres unidos 
para defender este gran principio enunciado por Wilson. 

Aunque más no sea, debemos desearlo para evitar en algo que 
tome cuerpo esa supremacia a que se han referido algunos señores 
diputados, indudablemente excesiva, que quiere adoptar algún país 
europeo, y que la Liga de las Naciones sea lo que en realidad debe 
ser: un conclave en lo posible igualitario de todos los países 
del mundo. 
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La institución embajatoria 
en el Uruguay 


La Comisión de Asuntos Internacionales y Diplomáticos ha 
estudiado detenidamente el proyecto que sometiera a la consideración 
de la Asamblea General la Presidencia de la República con fecha 14 
de Agosto próximo pasado, y por el que se eleva a la categoría de 
Embajada a dos de nuestras actuales plenipotencias. 

El Honorable Senado ha consagrado esa iniciativa por el voto 
casi unánime de sus miembros, siendo oportuno destacar que la 
única discordia, la del senador por Florida, fué motivada por razones 
de carácter económico ante el supuesto peligro futuro de que pudie- 
ran aumentarse los gastos correspondientes a tales embajadas, y, 
sobre todo, por una discrepancia de carácter constitucional: la de 
que se debe determinar precisamente en la ley la ubicación de aqué- 
llas, tal así como lo ha entendido vuestra Comisión en mayoría al 
redactar el proyecto sustitutivo cuya sanción os aconseja. En efecto: 
conceptúa vuestra Comisión en mayoría que si desde el punto de 
vista legal pueden caber dudas respecto a la regularidad del proce- 
dimiento adoptado en los últimos tiempos para la designación de 
los Ministros Plenipotenciarios, en lo que toca a la creación de las 
Embajadas que intorma este proyecto, debe ser explícita la voluntad 
del Parlamento en cuanto a la fijación de los países en que deben 
establecerse de acuerdo con las necesidades, las obligaciones o la 
oportunidad que las reclama. 

De aquí proviene, Honorable Cámara, el proyecto que de tal 
suerte modificado sometemos a vuestra consideración y por el que 
se autoriza al Poder Ejecutivo para elevar a la categoría de Emba- 
jador al Ministro Plenipotenciario del Uruguay en los Estados 
Unidos del Brasil, representante a que única y expresamente se 
refiere la Presidencia en su mensaje al exponer su propósito de mag- 
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nificar su rango diplomático en el caso de que el proyecto fuera 
convertido en ley. 

Siempre de acuerdo con este mismo criterio, vuestra Comisión 
se ha limitado a aceptar la creación de una sola Embajada. En 
cuanto a la otra el Poder Ejecutivo deberá presentarse a la Asamblea 
cuando lo considere necesario y en la oportunidad debida, de acuerdo 
con las exigencias de la vida internacional, exponiendo razones de 
la misma naturaleza de las que en la circunstancia presente ha ex- 
puesto, al referirse a la proyectada Embajada del Uruguay en 
el Brasil. 

invoca, efectivamente, el Poder Ejecutivo en este caso, la amistad 
inalterable y fraterna de los dos puebios, y traduce la iniciativa en 
un homenaje nacional al gran país norteño con motivo de su cele- 
bración centenaria. 

Existen, en realidad, Honorable Cámara, causas múltiples y de 
fuerte relieve moral, lo suficientemente elocuente como para inclinar 
vuestro ánimo hacia la sanción de este proyecto. Existen razones 
afectivas de reconocimiento y amistad y también razones de conve- 
niencia propia. 

Frente a las primeras, ninguna demostración de amistad hacia 
el Brasil de un valor más etectivo en este instante que el de ese en- 
cumbramiento de nuestra representación oficial ante su gobierno. 

Se ha atirmado que nuestros vínculos amistosos con el país 
hermano no han de estrecharse más por el impulso de un nuevo cere- 
monial diplomático. La afirmación, exacta en su interpretación sim- 
plista, no lo es en la realidad compleja de las costumbres diplomá- 
ticas. No se resentirían tampoco nuestros tradicionales lazos de 
amistad si en lugar de un Ministro residente tuviera el Uruguay tan 
sólo un Encargado de Negocios o un simple Agente Consular. Pero 
en este caso como en aquél, habría que justificar la imposibilidad de 
una representación mejor. Si Chile, Argentina, México y Estados 
Unidos entre los países de América han acreditado sus Embajadas 
permanentes en el Brasil, ¿qué razones puede invocar el Uruguay 
para no hacer lo propio? 

¿La razón de su pobreza financiera? No; porque no se altera 
la dotación correspondiente. ¿La de ocupar un lugar secundario entre 
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los países americanos respecto al Brasil? Tampoco, porque ningún 
país del mundo más vinculado al Brasil que el nuestro en el pasado 
y en la actualidad. ¿Nuestra «escasa potencialidad política y econó- 
mica»? Este podría resultar un fuerte argumento si se proyectara 
la Embajada para ante el gobierno de alguna de las potencias euro- 
peas. Tratándose del Brasil ha de tenerse, sobre todo, en cuenta, 
nuestra potencialidad moral, los efectos históricos que nos ligan in- 
disolublemente y los intereses internacionales comunes. ¿ 

Se ha aludido también al origen monárquico de la representación 
embajatoria y, por lo tanto, en contradicción con el carácter demo- 
crático y republicano de nuestras instituciones nacionales. Podrá, 
efectivamente, tener origen como lo tienen, por otra parte, otras ins- 
tituciones consagradas en la Constitución de la República, pero lo 
que importa, Honorable Cámara, no es el origen sino el significado 
actual de la institución que ha sufrido infinitas transformaciones a 
través de los países y los tiempos, — al punto de haberse avenido 
con medios tan igualitarios y republicanos como el de Francia, el 
de Estados Unidos, el de Suíza, etc., cuyos gobiernos designan emba- 
jadas permanentes. 

Era el embajador en épocas remotas el representante personal 
del Monarca, pero no tenían una investidura distinta los otros agentes 
diplomáticos, el ministro residente entre ellos, que ocupaba la tercera 
categoría dentro de la antigua clasificación jerárquica. Es así, pues, 
que la objeción resulta más ficticia que real si para fundamentarla 
se quiere retroceder demasiado en el. tiempo. Lo evidente 
es que todos los agentes diplomáticos cualquiera sea su 
categoría, representan a la Nación, la que siendo soberana tiene la 
facultad de constituir en el territorio de otra, una delegación o un 
“mandatario especial, haciendo uso de lo que los publicistas han llama- 
do el «derecho de embajada», sólo concebible como la consecuencia 
lógica del principio de autonomía política de los pueblos. Este es el 
concepto del moderno «Derecho de gentes», el mismo que Martens 
hace casi un siglo en su difundida obra sobre derecho diplomático ya 
lo exponía con meridiana claridad cuando se refería precisamente al 
origen de la institución embajatoria, al modo y a la forma de ejer- 
cerla. «No hay ni puede haber distinción entre los agentes diplomá- 
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ticos, sea cual fuere la categoría a que pertenezcan, pues todos ellos, 
a idéntico título, tienen igualmmente el encargo de gestionar a nom- 
bre del Estado que representan». 

En realidad, las distintas categorías de los agentes diplomá- 
ticos estriba, hoy por hoy, no en la diversidad de su mandato, sino 
en el distinto ceremonial y los honores de que disfrutan. Pero esto 
mismo tiene más importancia de la que trasciende de su aparatosa 
exterioridad. La vida internacional se desarrolla con ciencia, con 
capacidades, con buena fe, con habilidad, con tacto, con energía, 
pero dentro de las reglas diplomáticas universalmente admitidas. En 
efecto: ante la confusión de las antiguas normas se dictó a raíz de 
los Congresos de Viena de 1815 y el de Aquisgran o del Aix-la-Cha- 
pelle de 1818, un verdadero código diplomático universal «determi- 
nando las diversas categorías, fijando las bases de un arreglo con- 
vencional» que ha sido admitido por todas las potencias europeas y 
las repúblicas civilizadas de América. Será todo lo artificial que se 

quiera las diferencia de categoría allí establecidas, teniendo en 
- cuenta que el derecho de representación tiene una sola fuente y la 
misma naturaleza al principio de soberanía; pero, ¿corresponde 
acaso al Uruguay el rol de negar o desconocer esas prácticas uni- 
versales? El grado más alto de la escala diplomática, lo ocupan, 
pues, los embajadores, únicos que de acuerdo con el acta de receso 
de Viena tiene caracter representativo. 

Pero es necesario no olvidar que el espíritu democrático avan- 
zando a través de los tiempos ha transformado fundamentalmente el 
carácter y la exterioridad de aquellos funcionarios. No podía ser de 


otro modo. Por lo pronto ellos ya no podrían tratar directamente ní' 


con los soberanos ni con los mandatarios de las repúblicas, si se 
tiene en cuenta que las prácticas constitucionales de todos los pueblos 
impedirían semejante procedimiento, sujetas como están las gestiones 
de todos los negocios públicos a la decisión libérrima de sus parla- 
mentos y de sus consejos de gobierno. El futuro Embajador Uru- 
guayo, como la casi totalidad de los Embajadores de nuestros días, 
en nada ha de semejarse a aquellos embajadores de las antiguas 
cortes cuyo fastuoso ceremonial les prescribía el dosel para las 
grandes recepciones; que debían poner a su carruaje preceptivamente 
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tres parejas de caballos y que en el acto de presentar sus cartas cre- 
denciales tenían el privilegio de poderse cubrir delante del soberano 
o de hacer el simple ademán si estaban en presencia de la reina o 
del sumo pontífice. El embajador de nuestros días, sin desmedrar la 
dignidad de su investidura puede muy bien llevar una vida modesta. 
Más que las aparatosidades y los relumbrones lo imponen ante el 
Gobierno y la sociedad del país en que residen el concepto de la na- 
cionalidad que representan, sus dotes intelectuales y las condiciones 
- de cultura de sí mismo y de su familia. De aquí que el Poder Ejecu- 
tivo no haya pensado en el aumento ni de su dotación ni de los gastos 
de sus oficinas. Y es oportuno recordar a este respecto que la Lega- 
ción Uruguaya en Río posee su digno edificio propio. 

Nada pierde el pais entonces con ese cambio de denominación 
de su Ministro en el Brasil. Se beneficiará extraordinariamente, por 
el contrario. 

En efecto: nuestro representante diplomático no Irá entonces a 
la zaga como si fuera una «quantité negligeable» en las ceremonias 
oficiales respecto de los once embajadores acreditados ante el Go- 
bierno del Brasil y de los cuales cuatro representan a países ameri- 
canos. Nuestra más alta representación diplomática nos pondrá ofi- 
cialmente en un contacto mayor con la Cancillería de los países a 
los que nos vinculan estrechos lazos internacionales. Importaría poco 
que figuráramos en un segundo plano respecto de otras naciones 
ante el gobierno de las grandes potencias, pero importa mucho que 
en el concierto de las naciones americanas por una causa de simple 
ceremonial diplomático no ocupemos el puesto que, a justo título, ha 
conquistado el Uruguay en la política internacional del Continente. 

No hay razón para que permanezcamos al margen del núcleo 
dirigente de la acción internacional americana, porque así lo esta- 
remos si no nos colocamos en el plano de una jerarquía idéntica. Era 
por esto que un diplomático uruguayo que había conquistado gracias 
a su eminente capacidad mental y a sus prendas morales una situa- 
ción extraordinaria en un país americano, se lamentaba de no haber 
podido a pesar de eso, salvar nunca la valla que oponían ante él y el 
Secretario de Estado, los embajadores americanos. 

Frente al proyecto cuya aprobación aconsejamos a V. H. hay, 
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pues, una razón de interés propio, de patriotismo, y también una 
razón de cortesía elemental. | 

La designación de una Embajada permanente ha de constituir en 
efecto un homenaje, el más conspicuo que pudiera rendirse al Brasil 
en ocasión de su conmemoración centenaria. Para corroborar este 
aserto es preciso conocer la idiosincracia del pueblo brasileño. No 
basta la embajada extraordinaria ya designada por el Pader Ejecutivo 
para asistir a las festividades de setiembre, y no basta tratándose 
del Uruguay si se tiene en cuenta que han hecho exactamente lo 
propio hasta aquellos países de América cuya situación geográfica 
respecto del Brasil, cuya capacidad financiera, cuya importancia inter- 
nacional no admiten parangón con la nuestra. 

Debe astimir, Honorable Cámara, una magnitud mayor nuestro 
homenaje, porque no existe ninguna razón para regatearlo. Más que 
a un país determinado sería el homenaje a la justicia internacional 
americana, que bien puede estar representada por el pueblo del Brasil. 
Un sentimiento muy profundo del derecho de las nacionalidades hubo 
de abrigar, en efecto, el que frente a las luchas y rivalidades trans- 
portadas a tierras de América por la vieja península ibérica, supo 
allanar los más graves conflictos a impulsos de las altas fórmulas de 
la armonía internacional. Ni a la Argentina, ni a Bolivia, ni a Perú, 
ni a Venezuela, ni al Ecuador, ni a Colombia, ni a las Guayas le fue- 
ron regateados jamás sus propios derechos por la que fué y es aún 
la nación más poderosa del Continente. Muy al contrario, todavía fia 
de tener presente V. H. su gesto magnífico a raíz del último conflicto 
- con Bolivia. Parecía no existir frente a él otra solución lógica y hu- 
mana que la de la fuerza. Gracias a la vocación entrañablemente 
pacifista del país norteño se libró al fin la batalla, pero los maris- 
cales enviados por el ilustre Barón a los distintos puntos estratégicos 
se llamaron Joaquín Nabuco, Domicio Da Gama, Ruy Barboza... 
y la batalla fué ganada por la justicia y el derecho. 

Fuera ocioso recordar a V. H. las actitudes del Brasil frente a 
los intereses y los derechos del Uruguay. Eso está en la memoria de 
todos los orientales impreso con los más vivos caracteres de la admi- 
ración y la gratitud. 


El día oel armisticio 
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Yo creo, señor Presidente, que la Cámara debe aprobar de in- 
mediato el proyecto del que acaba de darse lectura y debe aprobarlo, 
en primer término, si quiere ser consecuente consigo misma, si ha de 
ser, como lo será indudablemente, consecuente con la politica inter- 
nacional emprendida por nuestro Gobierno y corroborada por nuestra 
Asamblea Legislativa. 

Señor Segundo.—Y por el país entero.—(Apoyados). 

Señor Antuña.—Por el país entero, sí, señor diputado. 

Alemania acaba de firmar un armisticio que significa, ni más 
ni menos que el derrumbe definitivo del kaiserismo, es decir, el desva- 
necimiento de la amenaza más grave que pesaba sobre los destinos 
del mundo. — (¡Muy bien!). 

En las horas de incertidumbre y de peligro, cuando los ejércitos 
del Káiser se paseaban victoriosos por la tierra de Francia, por la 
tierra de Bélgica, de Servia y de Italia; cuando esos ejércitos parecían 
realmente incontenibles, puesto que se precipitaban por los territorios 
de los países aliados, desvastando ciudades, violando los territorios 
neutrales, pisoteando todos los preceptos del Derecho Internacional, 
y en el mar hudiendo transatlánticos de pasajeros y bloqueando todo 
el comercio neutral, entonces, señor Presidente, nuestro país definió 
claramente su situación moral en la contienda, poniéndose, con toda 
resolución, de parte de los que defendían la democracia y la libertad. 
— (¡Muy bien!). | 

Clemenceau, «el gran viejo de Francia», decía hace pocos días 
en el Senado Francés, que ha de ser tan difícil ganar la paz como lo 
ha sido ganar la guerra. Es necesario, por lo tanto, que reiteremos 
una vez más nuestra solidaridad con los países victoriosos. Debemos 


PROYECTO DE LEY. — El Senado y Cámara de Representantes «de la República 
Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea General, decretan: 

Artículo 1.0 Declárase feriado el día miércoles 13 del corriente, como expresión 
de; regocijo nacional por haberse suscripto el armisticio entre las nacionaes que defienden 
la causa del Derecho y el Gobierno Imperial de Alemania. 

Art. 2.2 Comuníquese, etc. — Montevideo, Noviembre il de 1918. 
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tributarles nuestro aplauso sancionando ese oportuno y justiciero 
proyecto declarando feriado el miércoles próximo, no tan sólo como 
un homenaje a esos ejércitos de la libertad, victoriosos en los campos 
de batalla de Europa, sino también en honor de esa admirable fuerza 
moral que ellos mismos han expandido y que ha conquistado todos 
los pueblos libres de la tierra. 

No se pudo conseguir que triunfara aquella humanitaria y al- 
truísta fórmula de Wilson que proclamaba la paz sin victoria, y por 
la que luchó este insigne repúblico durante los dos primeros años 
de la guerra. 

Pero, imaginemos, señor Presidente, todos les beneficios que 
ha de proyectar sobre la humanidad, esta paz impuesta por medio 
de las armas, que asegura para siempre el reinado de los altos ideales 
de cultura y de democracia, que son los ideales que sustenta nuestro 
propios país. — (¡Muy bien!). 

Es por estas consideraciones que la Cámara ha de aprobar, estoy 
seguro, por unanimidad, el proyecto de que se acaba de dar lectura. 

Se obtendrá, al fin, la paz; pero no la vieja paz de los conquis- 
tadores, sino la paz de Wilson, que es la paz de América. — 
(¡Muy bien!). 

Un famoso escritor europeo en una de sus últimas producciones 
al cumplirse el tercer año de la guerra, trataba de vislumbrar el espec- 
táculo que se produciría en el mundo, y sobre todo en Europa, luego 
de concertada la paz. 

Es claro que ese ilustre escritor pensaba, como pensaban casi 
todos los intelectuales que se habían ocupado de esta cuestión, de 
que la paz tendría que realizarse con el Imperio Alemán, y no en la 
forma que se realiza ahora, luego del acontecimiento glorioso que 
hoy festejamos. 

Y aquel publicista se expresaba con estas palabras: «Terminada 
esta horrenda pesadilla que se ha enseñoreado de la Europa, será 
imposible restablecer la soñada fraternidad de los pueblos, tales han 
de ser los gérmenes de inquina que han de seguir germinando entre 
los países combatientes. Se producirá, afirmaba, la extenuación total 
de los beligerantes después de muchos años de guerra, y al ciclo de 
la guerra seguirá el ciclo de una paz sombría e inestable, en la que los 
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valores morales serán desvastados tanto como los valores materiales, 
y nadie podría perdonar, puesto que nadie estaría en condiciones 
de olvidar.» 

Y ¿qué nos dice este armisticio, señor Presidente, que acaba 
de firmar Alemania, que no es ni más ni menos que una capitulación? 
¿Qué nos dice esa abdicación del káiser Guillermo? Nos dice que 
muchos de los que observábamos ansiosamente esos acontecimientos, 
estábamos profundamente equivocados. Terminada la tragedia reina- 
rá, transcurrido el período de la reorganización y la crisis inmediata, 
en una forma estable la paz entre los distintos países y sobrevendrá, 
por lo tanto, el reinado detinitivo de la justicia internacional, siempre 
soñada y apenas entrevista por los grandes espíritus. Nos dice ese 
armisticio que ha de realizarse o que ha de cristalizarse ya el luminoso 
pensamiento de Wilson, y que se ha de establecer esa admirable liga 
de naciones, esa «liga de honor» de la cual formará también parte la 
nación alemana, una vez que se despoje de sus déspotas y de todos 
los ídolos trágicos que se habían enseñoreado de ella, y una vez que 
se incorpore en forma permanente a la civilización. — (¡Muy bien!). 

Debe, pues, la Cámara celebrar el magnífico acontecimiento de 
hoy, aprobando el proyecto que está a su consideración. 

Debemos celebrar el día de la victoria, este día que permite en- 
trever la definitiva hermandad entre todos los pueblos de la tierra. 

Era lo que tenía que decir. — (¡Muy bien!). — Aplausos en 
la Cámara y en la barra. 
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Es lamentable, señor Presidente, que al traerse este Convenio 
Internacional de nuestro pais con los Estados Unidos del Brasil, 


convenio que a todas luces significa una solución digna y conve- 


niente para los intereses nacionales, haya habido en esta Cámara 
opiniones discrepantes en el seno de la minoría nacionalista. 

Señor Segundo.—En cuanto al concepto histórico del informe. 

Señor Antuña.—En cuanto al tratado mismo, así lo ha manifes- 
tado el señor diputado Espalter. 

Es lamentable, decía, porque soluciones de esta naturaleza 
deberían comportar el aplauso unánime de todos los uruguayos. 

Empiezo por manifestar que al estudiarse este tratado «ad refe- 
rendum»>, debió omitirse cierta clase de consideraciones históricas 
evidentemente fuera de oportunidad. — (¡Muy bien!). 

Creí, cuando fué presentado el dictamen, que solamente por 
incidencia, el señor diputado Salgado, miembro informante de la 
Comisión de Asuntos Internacionales, se refería en su informe a algu- 
nos antecedentes históricos de la deuda en uno o dos párraios de su 
trabajo; pero también creía y creo, en mi carácter de miembro de esa 
Comisión, que el doctor Salgado no pensó hacer, como lo han hecho 
algunos señores diputados nacionalistas que se ocuparon de este 
asunto, una cuestión fundamental de esos antecedentes históricos. 
Solamente en ese concepto acepté y firmé el informe del doctor 
Salgado, porque creía entonces, y lo creo ahora, que es perfectamente 
absurdo remover en esta oportunidad el viejo y triste pleito histórico 
de nuestra organización política y del origen de nuestros partidos 
tradicionales. 

Señor Segundo.—Muy bien. Entonces, cuando el señor diputado 
Gutiérrez observó el informe, el señor diputado Antuña... 
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Señor Antuña.—El señor diputado Gutiérrez fué el único de los 
diputados nacionalistas que se ocupó en una forma tolerante y 
prudente del asunto. 

Señor Segundo.—Muy bien: y si el señor diputado Antuña 
hubiese oído al señor Gutiérrez... 

Señor Antuña.—Lo oí, sí, señor. 

Señor Segundo.—...no hubiese venido con ese informe a la 
Cámara, y hubiéramos votado el tratado por unanimidad, sin discre- 
pancias de ningún género. 

Señor Antuña.—Le ruego al señor diputado Segundo que no 
me interrumpa. 

Señor Segundo. —Muy bien. 

Señor Antuña.—He considerado, señor Presidente, que el aná- 
lisis, en la forma que lo han hecho los señores diputados Rodríguez 
Larreta y Espalter, del tratado, ya sea en lo que se refiere a la 
exégesis histórica de la defensa de Montevideo o de la guerra del 
Paraguay, o el examen de la personalidad de Andrés Lamas o del 
general Flores, de los unitarios y de los federales, etcétera, poco o 
nada tenía que ver con el asunto que estamos discutiendo, que consti- 
tuye una hermosa conquista del Derecho Internacional Americano, 
que honra por igual a los dos países signatarios. 

Nunca, pues, más inoportuno el debate histórico alrededor de 
este asunto, puesto que si se hubiera querido intentar el análisis serio 
y racional de los acontecimientos del pasado, él debería quedar libra- 
do al libro o a la conferencia; y cuando se quieren traer esos mismos 
acontecimientos a esta Cámara en una forma etfectista y apasionada, 
como lo han hecho los señores diputados nacionalistas, en tal caso 
deberían quedar reservados esos discursos para la tribuna partidaria 
pero nunca para los debates legislativos. — (¡Muy bien!). 

Siempre han sido partidarios, algunos diputados de la minoría 
nacionalista, de traer, a cualquier pretexto, esos viejos asuntos 
a Cámara. 

En el año 1906 se discutía aquí el proyecto de ley por el que 
se acordaba sueldo íntegro a los servidores de la Defensa de Monte- 
video y del Paraguay, y entonces se consideró también, como ahora, 
inoportuno e innecesario el debate histórico, a pesar de tratarse de 
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un asunto que afectaba casi directamente nuestros orígenes nacio- 
nales, por tratarse de los servidores de aquellas viejas luchas. In- 
oportuno e innecesario el debate histórico lo proclamó entonces el 
propio señor Julio María Sosa, que fué uno de los legisladores de 
la mayoría que defendió con más brillo, en aquelia ocasión, la causa 
de la Defensa y la Guerra del Paraguay. «No debemos remover 
sepulcros», exclamaba otro distinguido legislador colorado, el señor 
diputado Ubaldo Ramón Guerra y el propio doctor Rodríguez Larreta 
con su ironía característica, tachaba de «prehistórico» a ese debate, 
por considerarlo también inoportuno e innecesario. Y es ahora el 
propio doctor Rodríguez Larreta, y al iniciarse la discusión de este 
Tratado, quien, de una manera temeraria e injusta, ha presentado 
al país, con verdadera unción antipatriótica, como a un siervo del 
Imperio del Brasil y al Imperio del Brasil como un país de esclavos, 
egoísta, arbitrario e imperialista. Inoportuno y extemporáneo este 
debate, he dicho, señor Presidente, tratándose de una convención 
internacional que tanto honra al Brasil, en primer término, ya que 
de allí partió la iniciativa, como a nosotros mismos; inoportuno este 
debate, en el que un señor diputado de la minoría trae a nuestra 
memoria la figura de Rosas como a una de las glorias de América, 
sin darse cuenta que con ese juicio infiere un agravio a su propia 
investidura de diputado, al país y a la civilización de América! 

— (¡Muy bien!) — (Aplausos en la barra). 

Señor Presidente.—Se prohibe a la barra hacer manitestaciones. 

Señor Antuña.—Yo me explico, señor Presidente, volviendo a las 
palabras pronunciadas en la sesión anterior por el señor diputado 
Rodríguez Larreta, — y me lo explico con gran esfuerzo, — que se 
traigan a menudo a esta Cámara las pasiones partidistas actuales 
o de las épocas pretéritas; pero lo que no me explico es que se 
traigan, sobre todo en esta oportunidad, los viejos odios oribistas 
contra el Imperio del Brasil. 

Un legislador brasileño, de paso por nuestro país, publicó hace 
pocos días, a raíz del discurso del señor diputado Rodríguez Larreta, 
una carta en la prensa, donde protestaba indignado contra el juicio 
que merecía a algunos legisladores del Uruguay, su propio país. 
Imaginémonos el efecto que han de producir, señores, en los 
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circulos políticos e intelectuales del Brasil, estos juicios, que no 
siempre llegan tal como han sido emitidos. Ellos, nuestros hermanos 
brasileños, podrán decir, — y con razón: — un día les reconocemos 
espontáneamente los derechos jurisdiccionales sobre el Yaguarón y la 
laguna Merín; otro día les condonamos en la forma más conveniente 
para sus mismos intereses, esta deuda casi centenaria, y todavía 
existen, en pleno Parlamento uruguayo, opiniones que injustamente 
nos agravian. 

Señor Cortinas.—Pero, señor diputado: no hay tal condonación. 

Señor Antuña.—No hay condonación... : 

Señor  Cortinas.—El señor diputado acaba de hablar de 
condonación. 

Señor Antuna.—...Me habré equivocado de término: no quise 
decir condonación, sino liquidación... 

Señor Cortinas.—¡Ah! Muy bien. Y más: le agregaré este ante- 
cedente: que el proyecto de condonación fué presentado a la Cámara 
brasileña y fué rechazado. 

Señor Antuña.—Tiene razón el señor diputado. 

Es un error decir, señor Presidente, como lo he- oído decir en la 
Cámara con motivo de este debate, que una cosa era la política del 
Imperio y otra cosa la política internacional de la República del Brasil. 

Los modernos tratadistas de derecho Internacional del país 
hermano, hombres de ciencia que se han especializado en estas cues- 
tiones, Oliveira Lima y el doctor Helio Lobo, entre muchos, nos 
demuestran que la política internacional del Barón de Río Branco 
no es más que la consecuencia lógica y la continuación de la política 
internacional del Vizconde de Río Branco. 

No debemos, pues, agraviar al viejo Imperio del Brasil. No era 
aquel un país de esclavos como se ha dicho en forma descomedida. 

Todo lo contrario: el Imperio honró al Brasil, sobre todo, compa- 
rado con la anarquía que reinaba en las naciones circunvecinas. 

Es cierto que tenía instituida la esclavitud; pero, en todo caso, la 
esclavitud era un problema interno que en nada nos afectaba a nosotros; 
pero fué el mismo Imperio el que abolió la esclavitud; fué durante el 
Imperio cuando se instituyó el régimen federal del Brasil, producién- 
dose entonces la descentralización, que fué una de sus más grandes 
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conquistas democráticas; fué durante el Imperio que se abrieron las 
puertas a la colonización extranjera, frente al ejemplo boxerista de 
los López y los Rosas, que cerraban inexorablemente las puertas de 
las naciones que tiranizaban, a los hombres de otros continentes que 
llegaban a estas tierras a cumplir su fecunda misión civilizadora. El 
Imperio del Brasil, aquel brillante Imperio para su época, no nos de- 
mostró otra cosa sino que, así como el despotismo es posible dentro 
de la República, también la libertad es posible dentro de la monarquía. 

No en balde Joaquín Nabuco sostenía que la monarquía en el 
Brasil no tiene ejemplo en la historia de las dinastías, siendo así que 
«el primer emperador creó la nacionalidad, el segundo constituyó la 
nación, y su hija, en una corta regencia, impuso la abolición fundando 
la igualdad social..» 

Uno creó, pues, la patria; otro, la nación, y una tercera persona 
de esa trinidad nacional creó el pueblo. 

Si es indudable, que debemos referirnos ahora en cierto modo a 
la parte histórica de la cuestión, puesto que fatalmente hemos de 
rever hechos del pasado, ello debe ser tan sólo para reivindicar un 
derecho común. Debemos referirnos a los sucesos del pasado, al con- 
siderar el Tratado de la Deuda para reivindicar un derecho del país, 
un derecho de todos, y para demostrar — al contrario de lo que se 
ha insinuado por ahí, — que este no es un convenio de favor, que 
no se trata propiamente de una condonación, sino que es un acto 
internacional de estricta justicia y de justa reparación. 

Y así, si hemos de buscar los antecedentes históricos de esta 
deuda, e interpretarlos debidamente, nos bastaría con repetir la frase 
del publicista brasileño inserta en el informe de la Comisión de 
Asuntos Internacionales y que proclama «que la cuestión de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay era el problema más importante que tenía 
el Brasil respecto de su política exterior de la época.» Sólo para 
constatar eso, debemos ir al origen histórico y no para enrostrarnos 
unos a otros los errores del pasado. 

£s para buscar la verdadera causa y la íntima razón de estas 
prestaciones, para convencernos de que no se trata de una deuda 
común, sino de una deuda de carácter excepcionaliísimo, una deuda 
que pudo muy bien haber provocado esta solución ya protocolizada 


68 TOSE OLA N TINA 


en las respectivas cancillerías porque este convenio, para nada, abso- 
lutamente para nada, al contrario de lo que ha afirmado malevola- 
mente algún diario argentino, puede rozar nuestra susceptibi- 
lidad moral. 

Debemos convencernos, por el contrario, de que lo que podía 
comprometer nuestro honor nacional era precisamente esa situación 
indefinida; esa situación ya casi de malos pagadores en que nos 
estaba colocando este asunto. 

Debemos ir, pues, al antecedente histórico, a las fuentes origi- 
narias de esta deuda, solamente para llegar a la conclusión de que 
no se trata en este caso de una donación graciosa, ni en lo que dice 
a la fijación de su monto, ni en lo que respecta a la propia financia- 
ción, y que deberes de buena vecindad nos obligaban a pagar de 
una vez. También era necesario recordar que ese dinero fué invertido 
en empresas que interesaban tanto al Brasil como a nosotros, quizá 
más al Brasil que a nosotros, y este país fué el primero en convenir 
en ello, desde el momento que olvidó generosamente su propia condi- 
ción de acreedor hipotecario durante setenta y tantos años, sin pensar 
afectar nunca para nada, como muy bien lo pudo haber hecho, dada 
su fuerza y dada la justicia que lo asistía, nuestras propias rentas. 

Es indudable que fué solamente bajo estos conceptos, en virtud 
de esta política acorde de gobierno a gobierno, que se establecieron 
en protocolos solemnes estos subsidios. Política internacional acorde 
entonces y ahora, fuera de toda duda; así lo entendieron, por lo me- 
nos, los gobiernos que los firmaron; política internacional solidaria 
entonces, puesto que los dos países luchaban juntos contra la tiranía 
que los amenazaba por igual, como es solidaria también la política 
internacional del presente en que los dos países frente al gigantesco 
conflicto que sacude los fundamentos morales y jurídicos de la huma- 
nidad, también luchan unidos por los grandes principios de justicia 
y honor. 

Así han pensado todos los tratadistas y estadistas brasileños que 
se han ocupado de este asunto, desde don Pedro Il hasta Miiller y 
Rio Branco. Siempre armónicos intereses entre los dos pueblos y go- 
biernos, ya sea el gobierno blanco o colorado en nuestro país, el impe- 
rialista o republicano en el Brasil. El Uruguay debía, pues, pagat de 
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inmediato el capital de esos subsidios, pero no así, sus intereses, 
puesto que el Brasil debió recordar, y lo ha recordado lealmente, que 
debía al glorioso ejército del general Flores, la solución de una de 
las cuestiones más graves de límites planteada inicuamente por el 
tirano del Paraguay. 

Si se hubiera tratado, por el contrario, de los subsidios gestio- 
nados por Ellauri en París, o si se hubiera ratificado, para desgracia 
nuestra, el tratado de Le Predour, entonces, sí, no se hubiera podido 
llegar honestamente y sin mengua de nuestra integridad moral a esta 
solución que vamos a sancionar. 

- No hay, pues, tal condonación; debemos hablar de la liquida- 
ción lisa y llana de nuestra deuda con el Brasil. 

La fórmula de Miller, pues, constituye una verdadera solución 
de honor que, lo repito, honra a los dos países por igual. Dos obras 
monumentales: el puente sobre el río Yaguarón y el Instituto de Tra- 
bajo o el ferrocarril internacional, han de constituir en el porvenir los 
vinculos indestructibles para estas dos naciones, basados en el tra- 
bajo, en la cultura y en la educación. Han de simbolizar esas obras 
el espíritu de un pueblo y sobre todo, el espíritu de una política inter- 
nacional alta y justiciera, que no tuvo precedentes en las relaciones 
internacionales de ninguno de los países del mundo, esa misma polí- 
tica que ayer nos reconociera espontáneamente nuestros derechos 
jurisdiccionales sobre el Yaguarón y la laguna Merím, en un magní- 
fico gesto de desprendimiento, y con un sentido incomparable de la 
igualdad jurídica de las nacionalidades; esa misma diplomacia del 
Brasil en el Río de la Plata y en América, amenudo tan mal compren- 
dida, pero que por su lealtad y decisión es la que mejor ha servido 
los ideales panamericanos. 
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Con el objeto de fundar el pedido de que sean publicados todos 
los antecedentes relativos a una sesión secreta, se ha afirmado que 
_la publicidad es de la esencia de la democracia, repitiendo con tal 
motivo el viejo estribillo de que el pueblo tiene el derecho de enterarse 
y hasta de entender en la cosa pública, aun tratándose de los asuntos 
de orden internacional, porque para eso rigen al país las instituciones 
republicanas. 

Y es razonando así que se reprocha a los partidarios de que en 
ciertos casos se conserve el secreto diplomático, y lo que es más 
absurdo y peligroso todavía, se pretende sentar ahora una jurispru- 
dencia parlamentaria en lo que se refiere a aquella reserva. 

Nada más lejos de la realidad de las cosas. Y si en vez de 
citarse, como se ha hecho en esta oportunidad la opinión de Leo- 
poldo Lugones, se recordara a los tratadistas especializados 
en estas cuestiones, se hubiera demostrado precisamente todo 
lo contrario: que es sobre la base del secreto diplomático que se 
apoyan las relaciones internacionales de los principales países del 
mundo desde la autocracia alemana hasta la democracia francesa. 

Se observa escrupulosamente no solamente en el curso de las 
negociaciones, sino hasta la formalización de las tratados más 
trascendentales. i 

Se ha recordado el ejemplo de Francia, Inglaterra y hasta de 
Alemania en apoyo de aquella tesis. Pues bien; todos los problemas 
diplomáticos más graves del viejo mundo, los tratados más impor- 
tantes que nos ha revelado el gran contlicto bélico, todos fueron 
secretos. ds 

No me voy a referir a los actos diplomáticos concertados en 
secreto entre los países autocráticos de Europa; me basta referir tan 
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sólo las numerosas alianzas de Francia con Rusta, de Alemania con 
Italia, y hasta de la propia conferencia de los Aliados en París que 
llega a una convención secreta en lo que toca a los asuntos diplomá- 
ticos y tan sólo pública en cuanto a las cuestiones económicas y 
comerciales. Y en Francia, madre gloriosa de la democracia no sola- 
mente se practica diplomacia secreta, sino que se proclaman sus exce- 
lencias por haberse obtenido por su conducto las más valiosas con- 
-quistas republicanas. 


Y es así que afirma un tratadista que gracias a ese secreto la 
Francia salió de su aislamiento y de su atonía moral luego de los 
desastres de 1870. Y explica el hecho del modo siguiente: Después 
de reunirse en Berlín, el año 72, los tres Emperadores, y en San 
Petesburgo, el año 73, nadie dudó que los planes de Bismarck eran 
de reconstituir la Santa Alianza, tentando una fuerte coalición entre 
las principales potencias del viejo mundo. Se trataba de aislar a 
Francia y de desviar sus reservas de energía y su aspiración de re- 
vancha hacia las conquistas coloniales en Africa; y fué entonces que 
se produjo aquella magnífica gestión diplomática de Mac-Mahon y el 
Consejo de Ministros sin dar siquiera al parlamento intervención én 
el problema; y cuando en Julio de 1878 el ministro Waddington, de 
acuerdo con Lord Salisbury concertaban el acuerdo franco-inglés, 
luego de solucionado el problema de Argelia y Túnez, recién a fines 
de 1881, tres años después, el parlamento tuvo conocimiento del 
hecho. Y fué a esta gestión a la que llamó Gambetta con orgullo «el 
bautismo diplomático de la República.» 


Por una serie de ententes secretas se concertó la dominación 
francesa en Marruecos, y por ententes secretas se inauguró en 1878 
su política colonial. 


Pero sin ir tan lejos, ¿los actos diplomáticos secretos que liga- 
ron, en el presente conflicto, a Rumania con los países de la Entente, 
pudieron, acaso, hacerse públicos? Fueron secretos y así debieron 
serlo, y nadie ha puesto en duda el republicanismo de M. Briand. 

El señor diputado Beltrán ha hablado de Inglatrera, pero para Ingla- 
terra en esta materia, y esto se ha proclamado amenudo, las normas 
diplomáticas francesas resultan un ideal, porque en Inglaterra el Rey, 
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teóricamente, es el único competente para la conclusión de los 
tratados. 

Debemos suprimir el secreto en una democracia, se dice en la 
Cámara, y en esta manera de teorizar están de acuerdo nuestros 
adversarios, por un lado, con los socialistas de la Internacional 
Obrera, y por otro, ¡rara coincidencia! con el conciller alemán 
Bethamnn Hollwey el que hipócritamente afirmaba, en su histórico 
discurso que la causa del conflicto europeo era la diplomacia secreta, 
sin duda porque no se pone al alcance del espionaje alemán. 

Afirma Barthelemy que la diplomacia pública es el reconoci- 
miento de la voluntad del pueblo para regular la política internacional. 
Pero si debemos compartir esa doctrina, dice el ilustre profesor, es 
necesario darle al pueblo el poder práctico por medio del referendum. 
Y entonces nos recuerda el ejemplo de la mejor y más avanzada 
democracia del mundo: la democracia Suíza: el pueblo suízo no se 
ha atrevido a someter las cuestiones diplomáticas el referendum y 
este principio está consagrado en la constitución helvética. 

No vamos nosotros a pretender enseñar democracia al pueblo 
SHÍzO. 

Ni vamos tampoco a enseñar democracia al pueblo francés que 
consagra el secreto diplomático de las negociaciones y de los tratados 
en su constitución de 1875. 

Y sin embargo, nosotros muchas veces hemos ido más lejos que 
Francia y que Suíza, si pensamos que nuestro Poder Ejecutivo no 
vaciló un instante en dar al Parlamento, cuando ello fué solicitado, 
cuenta de las orientaciones de la política externa en circunstancias 
tan graves. Actitud bien distinta, por cierto, a aquella observada últi- 
mamente por el Presidente del Gabinete francés M. Viviani quien inte- 
rrogado por la Cámara respecto a la participación de los Aliados en 
la expedición a Salónica, contestó en esta forma: «Mis datos los tengo 
para utilizarlos y no para publicarlos.» 

El mismo autor famoso a que me he referido demuestra también 
que la diplomacia secreta es sobre todo conveniente para las naciones 
débiles, siempre que ella sea excepcional y regular. 

Nuestra democracia no ha perdido nada con ese secreto, y eso 
es lo que me he propuesto demostrar. «Yo considero como republi- 
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cano, dice un autor, en materia de política externa, el sistema 
favorable a la seguridad y a la grandeza derla patrialo Ae 


Y el acto eminentemente republicano « en nuestro caso, no fue 


los discursos de los diputados, sino el hecho de romper las. relacii 
con el ne Anos : 


Panamericanismo 


d 


A 
0 : 
4 


EL PANAMERICANISMO Y LA GRAN GUERRA 
(1917) 


La doctrina panamericanista constituye un ideal de contrater- 
nidad: de contraternidad americana, y en definitiva, humana y uni- 
versal. Nuestro gobierno adaptándola, como un «principio regulador 
de su política externa» no infiere agravio a ninguna de las naciones 
comprometidas en la contienda. Ha sido recta y cristalina la mente 
de la cancillería uruguaya, frente a esa grave determinación, ya que 
cualquier propósito hostil, cualquier aparcería diplomática, hubiera 
tornado opaco al ideal altísimo, desmedrando un firme y preestablecido 
programa de conducta internacional. 

Nuestro gobierno ha sido fiel a aquel principio básico. Pero la 
suspicacia exagerada o morbosa, — por su índole social adversa, O 
bien por cierto «chauvinisme» extraño, imposible de transplantar en 
tierras de América, nos interroga: ¿Cómo ha surgido, a qué dinamis- 
mos políticos obedece, cuál es el origen de la doctrina panamerica- 
nista? — Surgió nuestro principio, hemos respuesto, el 2 de Diciem- 
bre de 1823 contenido en el mensaje del presidente de la Unión Ame- 
ricana, Mr. James Monroe, como una esperanza de libertad y orden 
para los pueblos de la América Latina, entonces contundidos en la 
desorganización, conturbados por la anarquía, despedazados por las 
invasiones y amenazados por todas las codicias. Y cuando insisten 
en presentarnos las transformaciones de la doctrina a través del 
tiempo y las circunstancias, como un signo mal disimulado del impe- 
rialismo yanquee, y como la más sorprendente farsa política de los | 
siglos, volvemos a su origen para explicar la justicia que informa su 
estirpe moral, y analizamos el presente que la confirma con admirable 
elocuencia. 
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En la nota última del Brasil a nuestra cancillería (17 de Mayo 
ppdo.), se invoca como una razón histórica de su actitud el mensaje 
famoso de 1823, significando que «la falta de reciprocidad, hasta el 
presente, por parte .de las repúblicas americanas quitaba a la doctrina 
de Monroe su verdadero carácter.» Ciertamente, nadie podrá negar 
que arraiga en aquella proclama el principio cardinal de nuestro 
panamericanismo. Verdadera «idea-fuerza», ha resistido a los em- 
bates sin tregua de una larga centuria, de todos los cuales el más 
recio, seguramente ha sido la duda que sobre su propia sinceridad 
casi siempre han sugerido a la América Latina, el conjunto de los 
intereses ajenós, no siempre bien interpretados. Podrán modificarse 
los términos del mensaje de Monroe y aclararse definitivamente el 
concepto; podrá completarse o ampliarse la dectrina de acuerdo con 
una necesidad de los tiempos, y de acuerdo, acaso, con las nuevas 
orientaciones del derecho público americano, pero el abolengo histó- 
rico de aquella no podrá olvidarse jamás. Vayamos a su origen: 

En 1823 los rusos suscitaron un conflicto alrededor de las fron- 
teras de América septentrional: el zar Alejandro pretendía anexar 
a la Rusia la costa americana hasta el estrecho de la Reina Carlota; 
la Europa vinculada a la Santa Alianza, amenazaba a las repúblicas 
de Bolívar en nombre de España y el derecho divino. Fué entonces 
que los Estados Unidos por medio de su gobierno declararon al 
mundo que su fuerza no solamente defendería las fronteras nacio- 
nales, sino que también la libertad y los destinos democráticos de 
toda América, entonces amenazada por el espíritu europeo de colo- 
nización y conquista. La nación del norte acababa de reconocer la 
independencia de las nuevas nacionalidades y de adherir a sus funda- 
mentos institucionales y políticos, y tormulaba la declaración solemne 
de que interpretaría como una hostilidad, cualquier agresión a la inde- 
pendencia y la democracia en que se cimentaban los débiles pueblos 
del Sur. 

Pero de sí ahí arranca el origen de la doctrina, en cuanto cons- 
tituye, por así decirlo, la jurisprudencia internacional del panameri- 
canismo, sti Origen moral como significación indudable de justicia, 
viene de atrás, y se confunde en el amanecer de un gran pueblo, y la 
gloria de un genio creador de ese pueblo: Washington y la Unión 
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Americana. Luego de la capitulación de Cornawallis, en York-Town, 
Waáshington exponía así su norma fundamental de conducta: «enseñen 
estos acontecimientos, no solamente a Inglaterra, sino también a todos 
los tiranos del mundo, que la ruta mejor y la única que conduce segu- 
ramente al honor, a la gloria, a la verdadera dignidad, es la justicia.» 
Luego adoptaba como divisa de equidad internacional: «Los Estados 
Unidos no deben ir hacia Europa.» Monroe, en presencia de circuns- 
tancias especialísimas, no hizo sino complementar la fórmula del 
precursor: «América para los americanos». ( 

El panamericanismo, en su esencia, es, pues, la doctrina de 
Washington, y Wáshington equivale a la expresión humana más 
firme, más incontaminada, más fecunda, de la virtud, la libertad y 
la energía cívicas. El hubiera firmado, frente a idénticos acontecí- 
mientos, el mensaje de 1823, formulando por primera vez con su 
perfecta autoridad moral, la disposición de un pueblo fuerte de velar 
por el derecho que merecen los pueblos débiles, a la justicia y a 
la vida. 

Por esto hemos afirmado al principio, que el panamericanismo 
constituye también al presente un ideal de confraternidad americana 


y «universal». 


! 


EL PUNTO DE VISTA URUGUAYO 


El ideal panamericanista se adoptó como una norma permanente 
y fundamental en la gran democracia del Norte, donde se contundiera 
desde su enunciación con los principios primarios de la nacionalidad. 
En la América austral no ocurrió lo mismo. Recelos infundados, inca- 
pacidad orgánica, cultura embrionaria, tímidos ensayos de demo- 
cracia con caídas al caudillismo y la anarquía, todo ello opuso vallas 
casi insalvables a su adopción. 

La conferencia del Itsmo, donde Bolívar pensara cristalizar su 
enorme quimera, más brillante y magnífica cuanto más lejana se nos 
aparece en el tiempo, de la presente etapa de realizaciones fecundas, 
aquella iniciativa del Libertador murió al nacer en la indiferencia 
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de los gobiernos y la ignorancia de los pueblos. Y desde la primera 
conferencia de Lima, en 1846, hasta la última, el panamericanismo 
no se pudo imponer, como realidad y concepción viviente pronta a 
concretarse en un hecho cualquiera. «Al separarnos, expresaba con 
desilusión el señor Lugo, delegado al Congreso panamericano de 
- Buenos Aires, de 1910, quedaremos casi tan desunidos como antes, 
cuando habríamos podido estrecharnos en un abrazo indisoluble.» 
Y éste ha sido el episodio final de todas las iniciativas oficiales en 
favor del panamericanismo. 

Los tiempos han variado y al término de alternativas tan crueles 
presenciamos el resurgimiento del ideal común en la oportunidad 
propicia de esta hora en que los gobiernos lo proclaman y los pueblos 
lo entienden, y porque lo tentienden se transportan en el entusiasmo 
y la fe de las grandes causas. Nuestro pueblo también ha sentido la 
suma idealidad de América. 

El júbilo popular que se exteriorizó en el país en presencia de 
los americanos que nos visitaron, no poseyó el carácter de una Testi- 
vidad común, ni la recepción al bizarro almirante de la escuadra del 
Norte revistió el carácter de las comunes bienvenidas que se tributan 
a huéspedes ilustres y representativos. El homenaje a un pueblo, a 
una portentosa nación que ha constituido ejemplo constante en la 
historia de todas las organizaciones institucionales del Sur, esto sig- 
nifica el alborozo del pueblo uruguayo, y significa mucho más aún: 
anuncia el arribo a la conciencia pública, como una realidad victo- 
riosa del ideal de la solidaridad continental. 

Así siente nuestro pueblo el homenaje, y no debía suceder de 
otro modo,.ya que ha sido el Uruguay junto con el Brasil, quien ha 
lanzado con soberbia sinceridad y como un acto espontáneo de su 
soberanía, la proclama más honda y resonante de la soñada 
confraternidad. | 

Hemos hablado de «doctrina uruguaya» refiriéndonos a los actos 
y resoluciones de nuestra cancillería que abrazara en forma caracte- 
fística, frente al conflicto europeo, la causa primordial del paname- 
ricanismo. Cierta reticencia sistemática ha encontrado pedantesca y 
sin médula aquella expresión. Hubo inspirado, sin duda, compla- 
cencia unánime el gesto de nuestro gobierno, pero acaso podría pare- 
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cer excesivo «chauvinisme» epigrafiar de tal manera su actitud aunque 
el sello vénganos de afuera y de insospechable imparcialidad. 

La «doctrina uruguaya» no ha surgido al azar de una circuns- 
tancia casual e imprevista, ni se halla circunscrita a un decreto cual- 
quiera, ni es el truto de un formulismo diplomático aislado. Nace en 
la correlación perfecta de todos los actos de nuestra cancillería en 
su relación con los países de América trente a la contienda europea. 
Fiel a un principio determinante establecido con firmeza, comienza 
la historia de la doctrina cuando nuestro país en un alegato memo- 
rable de su cancillería destruye los argumentos de la nota alemana 
sobre el bloqueo submarino, valiéndose de los preceptos del derecho 
clásico consagrado por los mejores tratadistas germanos; subsiste 
la doctrina cuando la Unión Americana rompe sus relaciones diplo- 
máticas con Alemania, y el 14 de Abril cuando la declaración de 
guerra; aparece de nuevo cuando Cuba y Bolivia asumen actitudes 
idénticas, y siempre invocando en forma sistemática, ideales que deben 
ser comunes, uma amistad que la siente invariable nuestro país, una 
traternidad que reposa en la democracia, en los principios tradicio- 
nales de libertad, en la comunidad moral, en la «solidaridad de 
América». 

Los acontecimientos se precipitan y nos tocan más de cerca 
todavía. El Uruguay contesta entonces el 12 de Junio la nota brasi- 
lera del 5 de Mayo, y reitera allí: «su anhelo de que la política de 
América con el concurso colectivo y real de todos los pueblos, consa- 
gre de una vez y definitivamente en fórmulas jurídicas y en realiza- 
ciones prácticas la aspiración fecunda de la solidaridad continental» 
Y lanza la idea de un «congreso o cualquier otro procedimiento para 
tales fines. El último decreto expedido en consejo de ministros sinte- 
tizando con admirable consecuencia la doctrina que campea en cada 
uno de los documentos anteriores de nuestra cancillería, llega a la 
declaración solidaria y definitiva que interpreta con «absoluta 
originalidad». 

Apesar de la indiferencia «voulu» de propios y extraños respecto 
del Uruguay y su política externa, existe la «doctrina uruguaya». 

Nuestro pueblo la ratifica con su veredicto clamoroso y 
unánime. 
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Ningún país americano que en defensa de sus intereses se hailare 
en estado de guerra con naciones de otro continente, será tratado 
como beligerante. He aquí traducida victoriosamente en la realidad 
la doctrina adoptada por nuestra cancillería. La solidaridad conti- 
nental, no ha de significar en el futuro, para nuestro país tan sólo 
la perenne quimera o el desideratum intangible de los pueblos de 
América; el numen de sacrificio y de gloria de los hombres de la 
emancipación y de los organizadores geniales de la democracia 
nueva: Bolívar, Washington, Artigas, Monroe. 

Por su virtud generosa y magnífica, asegura nuestro país a sus 
hermanos en el sentimiento y en el derecho, — después de haberlo 
prometido solemnemente, — la colaboración eficaz, expresión ésta 
que explica, como lo piensa un filósofo de América, el concepto 
fundamental y determinante del panamericanismo. Y en su virtud 
también la escuadra norteamericana recorrerá nuestras aguas y lle- 
gará a nuestro puerto con todos los derechos y prerrogativas que 
inspira una amistad invariable, que se cierne más alto que nuestra 
neutralidad porque reposa soberanamente sobre el principio primario 
de la solidaridad americana. Y es que no debe sospechársenos móvi- 
les interesados o subalternos al asumir esa actitud trascendente. 
Nuestro país consagrándola con su espontáneo y patriótico aplauso, 
no ha previsto ninguna posibilidad de ventajas materiales, ya que 
desde tal punto de vista podría el caso resultarle indiferente, care- 
ciendo como carecemos en absoluto de marina mercante para ser vigi- 
lada y detendida por la escuadra del Norte; esto por una parte, y por 
la otra teniendo como tendría asegurada, apesar del bloqueo, la 
compraventa de sus productos por parte de los mismos países cus- 
todios del océano. 

El gesto es grande en razón de su desinterés; es ejemplar por- 
que constituye un estímulo para los neutrales indecisos, temerosos 
o indiferentes; es fecundo en la medida de justicia y respeto a la civi- 
lización universal y es patriótico porque contribuye a salvar el honor 
nacional y el porvenir del continente. | 

Ya no ha de interesarnos, pues, la beligerancia de la escuadra 
que pronto nos visitará. Ella conduce el pabellón de un estado ameri- 
cano y eso nos basta. Pero también es fuerza que consideremos que 
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ese pabellón representa a la gran potencia del Norte que ha afron- 
tado, la primera, la responsabilidad de la hora, en estos instantes 
decisivos para el futuro de los principios liberales y republicanos, 
por los que vive y se agiganta el organismo democrático del Nuevo 
Mundo. Los Estados Unidos han subrayado bizarramente con su 
acción las fórmulas ¡jurídicas de sus estadistas. Y si alguna vez se 
dudó de la sinceridad de sus intenciones, temiéndole por la fuerza 
que representa y por la rara inflexibilidad de sus principios frente a 
la negligencia y al espíritu indefinido de los latinos del Sur, es llegado 
el momento de que esas dudas se disipen. 


Frente a un derecho público tundado en la autocracia y en los 
viejos intereses dinásticos, los hombres del norte proclamaron hace 
casi un siglo, el derecho público americano arralgado en el ideal de- 
mocrático, en el derecho al self-governement, en la autonomía de los 
pueblos, en el respeto a la persona internacional. Apesar de todas 
las suspicacias y de las interpretaciones más caprichosas o torcidas, 
la Nación de Wáshington nunca ha negado o destruído en los hechos 
esos principios máximos por ella sustentados. La actualidad lo confir- 
ma. En medio al despiadado furor universal ella se mantuvo serena 
proclamando la paz sin victoria. Su expectativa fué intensa y angus- 
tiosa, y sólo se lanzó a la vorágine cuando se penetró del pavoroso 
peligro inmediato que envolvía y amenazaba destruir la conquista de 
confraternidad y paz futura prometida a los pueblos. 

Baluarte verbal fuera la doctrina de Monroe, se ha dicho, casti- 
llo de naipes, frente a un imperialismo personiticado no ya por un 
hombre, como el napoleónico, sino por un pueblo; no temporario, 
sino permanente. 


¿Qué significa la tórmula diplomática de nuestra neutralidad 
ante esos ideales que se invocan y que pronto han de ser sublimados 
con sangre americana? ¿Qué importa frente a la violación y la 
iniquidad? 

La violencia no parece sino haber amplificado la doctrina ame- 
ricana. América yo no es sólo, en este imstante de zozobra universal, 
para los americanos, sino para la humanidad. «Sólo los pueblos fuer- 
tes pueden preferir los intereses de la humanidad a sus propios inte- 
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reses», ha dicho el presidente Wilson en reciente circunstancia 
memorable. 

Es por América y por la humanidad que nuestra patria, por el 
órgano de su gobierno tutelar, proclama su solidaridad y recibe 1507 
cijada y conmovida a la escuadra del Norte, 


HI 
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Esta hora universal, por excepcional y desconcertante, acaso es 


propicia y única para afrontar la empresa práctica, en o 
de los principios y de los intereses comunes. 

Ante el avance creciente y arbitrario de la fuerza, urge concitar 
en imponente mancomunidad moral a los pueblos de América. Venga, 
pues, el Congreso, ese congreso que plasme en determinaciones enér- 
gicas y precisas el porvenir internacional del continente. El conjunto 
de nuestros problemas característicos, la regla particular de nuestras 
relaciones jurídicas, las leyes, las modalidades propias y la unidad 
en la iniciativa y propósitos han de crear el derecho internacional 
americano que para esta ansiosa actualidad ya no negaría segura- 
mente Sá-Vianna, y que el doctor Alejandro Alvarez ha proclamado 
para el futuro jurídico de América, como su necesidad fundamental. 

Actitudes altivas y elocuentes como la nuestra, crean la oportu- 
nidad y facilitan aquella aspiración superior que dirá al mundo civi- 
lizado cuáles son los deberes, cuáles las responsabilidades, — sean 


como fueren la modalidad interna, la ambición o la fuerza de las: 


naciones extrañas, — para con los pueblos de América, consbstan- 
ciados sus ideales y sus intereses en el vínculo indestructible de la 
iibertad y de la justicia. 

Apesar de la diversidad de razas, de lenguas, de religión y de 
costumbres, los estados de América han acentuado una fisonomía 
propia e invariable, y una verdadera comunidad de pensamientos.— 
¿Para qué, entonces, continuar en esa «esterilidad política», de que 
hablaba un escritor, y que proviene del aislamiento suicida de los 
pueblos y del carácter inmanifiesto y huraño de sus derechos y aspi- 
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raciones? Es por ello que se ha afirmado alguna vez que si han exis- 
tido hegemonías en América, ha sido por la sola razón de aquella 
apatía inexplicable. 

No basta que un derecho peculiar del continente establezca el 
régimen de la paz indefinida en sus relaciones internas, más o menos 
asegurada por los mejores procedimientos conciliatorios y arbitrales; 
no bastan las teorías de la integridad territorial contra la intromisión 
del extranjero, de acuerdo con los preceptos universales del derecho 
de gentes; no bastan los modernos tratados de comercio, ni el inter- 
cambio mental interrumpido de sus políticos e intelectuales. Aquel 
derecho característico debe asentarse en bases más inconmovibles, en 
principios y en hechos más vastos, en latitudes morales más cons- 
píicuas. Del cónclave ilustre donde se delibere y concrete el nuevo 
derecho americano, no han de surgir doctrinas personales, ni teori- 
zaciones que disimulen conveniencias parciales. El pan-americanismo 
que impone la hora no ha de ser inspirado exclusivamente ni en las 
viejas razones de mera política económica, ni tendrá por qué prever 
el caso de la colonización y la conquista, tal alguna doctrina 
conocida. 

Ha de ser el panamericanismo sin reservas; una proclama soli- 
daria de justicia; un Zollverein sin exclusiones ni agresividades para 
nadie; una fórmula familiar de democracia, de libertad y honor. 


IV 


EUROPA Y EL PANAMERICANISMO 


Una trondosa bibliografía ha consagrado Europa y continúa 
consagrando aún a las bibliotecas y universidades de América, con 
el fin «piadoso» de prevenir a los latinoamericanos del peligro que 
representa la doctrina que oculta lo que han denominado el «cesa- 
rismo pacifista» del Norte. «Nada de europeo en América», decía 
el mensaje de Monroe, y así aislada la expresión, sin correlativo que 
la explique, la presentaban como un lema de guerra al viejo conti- 
nente. Se han referido con insistencia al fondo «tenebroso» de su 
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imperialismo económico como consecuencia capital de la doctrina, y 
con cierta simplicidad premeditada y a ratos con indignación, han 
recordado las distintas «violaciones» a la misma, por parte de los 
gobiernos y parlamentos de la Unión: Texas, California, Santo Do- 
mingo, Cuba, etc., etc. | 

No hemos de caer en la ingenuidad teórica de un comentario 
inoportuno por lo repetido. Pero siempre hemos de considerar,—sal- 
vando vicios originarios de detalle y procedimiento, y colocados en el 
plano de esta actualidad tan sugestiva para el problema americano, 
— a la doctrina del presidente famoso de 1823, como el principio 
concordante con las necesidades, con Ls reclamos y con el, derecho 
particular del nuevo continente. 

La doctrina está ahi, con todo su relativismo de obra humana, 
y su extensión, su interpretación, su aplicación es lo que puede acla- 
rarse aún a trueque de modificar una práctica jurídica establecida. 

La proclama de Monroe aparece en las horas que transcurren 
y ante los pueblos que prohija la civilización contemporánea, como 
un medio en acción hacia la «utopia» proclamada por el ilustre argen- 
tino en la primera conferencia panamericana de Wáshington: «Amé- 
rica para la humanidad». No hay, no hubo nunca incompatibilidad 
entre los dos principios. A su constatación en el hecho contribuyen 
los acontecimientos del momento y nuestra propia actitud. La doc- 


trina de Monroe, — ya formada la conciencia americana y unificada 
la cultura continental, — no resulta una fórmula estrecha de predo- 
minio y absorción, — inseparable tal como ahora la contemplamos 


y formando un todo armónico con el derecho internacional público 
común a todos los países civilizados. 

Pudo atenerse el presidente Monroe, cuando suscribió su memo- 
rable Mensaje, exclusivamente al interés de la Unión Americana, 
como la Francia de 1792, como la Italia de 1861; pudo luego refle- 
jarse sobre todo, el continente frente a Europa y contra la política 
autocrática de la Santa Alianza el principio augural, pero no es me- 
nos cierto también, que ese derecho nuevo se ha ido transtundiendo 
progresivamente en el derecho universal de gentes. Pudo, en su 
origen, resultar una doctrina «anti-europea», frente al régimen colo- 
nial de Europa, pero como lo piensan los modernos hombres de 
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ciencia del viejo mundo, entre otros, el profesor Moulin, la doctrina 


Ppanamericanista ha llegado a constituir un «dogma nuevo del derecho 


internacional universal», que ha proclamado la forma democrática 
en las relaciones internacionales, y creado la fórmula americana del 
«principio de las nacionalidades». 0 

El derecho público americano, cuya realidad hemos proclamado 
y cuya existencia deben defender las naciones solidarias, no ha de 
considerarse en adelante como una política egoísta, un derecho 
exclusivo y cerrado, un sistema de hegemonía violento y hasta 
suicida. 

Así ha pensado el Uruguay, no proclamando, como podría supo- 
nerlo cierta suspicacia de mala indole, ningún principio agresivo para 
Europa, ni cediendo a ninguna influencia absorvente. Penetrado de 


sus necesidades en los distintos órdenes de la existencia nacional, 


bien sabe que si es grande su deuda de civilización con el viejo 
continente, grande es la contribución que de él espera todavía, para 


la lucha constante contra la ignorancia, la pobreza y la inercia. 


No podría suponerse otro sentimiento de nosotros cuando hasta 
el propio presidente Wiison, desde la tierra madre del panamerica- 
nismo, proclama «la liga de todas las naciones», para después de 
la victoria. 


V 
LA POSICION ARGENTINA 


La Argentina, como cualquier país del continente, no ha podido 
permanecer ajena a este momento providencial para los destinos pan- 
americanistas. Es lamentable, sin embargo, que un gesto huraño se 
haya repetido ahora cuando esa misma causa pasa de las delibera- 
ciones más o menos platónicas de los congresos, a las realizaciones 
apenas entrevistas entonces en ilusorios horizontes de coniraterni- 
dad. Es que no estamos proyectando en este instante como en aque- 
llos clónclaves del derecho internacional teórico, los consabidos tra- 
tados de amistad, ni los otros que se refieren a las patentes o las 
marcas de fábrica, ni se brinda la brillante ocasión para derrochar 
la conocida literatura internacionalista. 
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La realidad está llegando a la cumbre que parecía inaccesible, 
Navegando por el Atlántico del Sur, ante la amenaza y el peligro del 
bloqueo alemán subversivo del derecho de gentes, y conviviendo en 
cada una de las ciudades americanas de su esforzado peregrinaje, 
intervalos de regocijo traternal, la escuadra norteña imprime un giro 
imprevisto al panamericanismo de los mensajes, de las conferencias 
y los tratados. Lo transporta a los hechos, y eu un intercambio de 
afectos y derechos levanta la nación de Wáshington, — en elocuente 
contraste propio de esta hora suprema, — enseñoreado en lo alto 
de sus navíos de guerra, su viejo pendón de democracia y hermandad. 

La Argentina se ha resistido obstinadamente a interpretar asi 
la visita de la escuadra del almirante Caperton. Pero fuéramos injus- 
tos si hiciéramos extensiva la responsabilidad moral de esa actitud 
al pueblo argentino y a todos los hombres representativos de su 
intelectualidad y su opinión ilustrada y patriótica. Su pueblo, como 
la mayor parte de los pueblos de América, acaso esté preparado para 


la conquista de los derechos autónomos del continente, y no faltan 


ni han faltado voceros entre sus filas, que pregonen y anuncien el 
advenimiento. 

Una fatalidad histórica, sin embargo, ha presentado a la nación 
hermana constantemente contrariando la causa y las opiniones comu- 
nes, unas veces por el órgano de su cancillería, y otras por sus dele- 
gados ante las convenciones panamericanas. No le han faltado tam- 
poco, en otro tiempo, la prédica torcida y malévola de los pontífices 
de cierto imperialismo, los que antes de caer en el descrédito público 
reclutaron incautos entre universitarios y «chauvinistes», y hasta con- 
siguieron llegar arteramente al plano superior de las decisiones 
oficiales. 

¿Era posible que volviera la diplomacia argentina, con motivo 
de la visita de los navíos del norte al Río de la Plata, a su vieja 
táctica internacional que niega el derecho público americano y mani- 
fiesta sin reatos su aversión a la política de los Estados Unidos? No 
era posible que continuara negando el derecho particular que nos- 
otros hemos proclamado, junto con otros países vecinos, para ate- 
nerse a convenciones inscriptas en épocas lejanas de la Conferencia 
de La Haya, y de aquí deducir extrañas y forzadas consecuencias 
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jurídicas para abrir las puertas de la casa a la escuadra amiga. Era 
llegado el momento de reaccionar contra una antigua norma interna- 
cional, la misma que hacía declarar al doctor Bermejo al inaugurar 
en Buenos Aires la cuarta conferencia panamericana, que «su pro- 
grama debía ser prudentemente limitado, porque nada hay de inte- 
rés puramente doctrinario o científico, que los puntos importantes 
no haya sido codificado en los congresos de La Haya», desconociendo, 
por tanto, la capacidad de una asamblea panamericana, para acome- 
ter resueltamente la obra que corresponde a su propia indole. 

¿Era justo que la diplomacia argentina volviera a manifestar 
en esta circunstancia su prevención a la política de los Estados 
Unidos, resistiéndose su gobierno a invitar expresamente a los mari- 
nos norteamericanos a llegar a sus costas, con las protestas de una 
amistad que traduzca en los hechos la solidaridad verbal de los 
cumplidos diplomáticos? 

No han taltado allí quienes han proclamado desde encumbrada 
tribuna opiniones extravagantes, que interpretan esa invitación como 
el «reconocimiento del predominio de los Estados Unidos en la polí- 
tica sudamericana». ¡Maravillosa suspicacia! Ya no es la doctrina 
de Monroe lo que despierta nuevos temores de imperialismo «yan- 
quee». ¿Dónde radican, pues, esas graves sospechas? Los Estados 
Unidos y al frente el admirable estadista que gobierna en esta espec- 
- tante actualidad, no se había sindicado sino como los guardianes fie- 
les y seguros de la paz americana en las primeras etapas de la con- 
tienda. Cuando una violencia avasalladora y ancestral derribó hasta 
la última muralla del pacifismo «orgánico» del gran pueblo y de su 
gran mandatario, entonces los Estados Unidos se transformaron en 
el guardián también fiel y seguro del honor americano. 

Pueblo rico y glorioso se adelanta confiado hacia la vorágine, sin 
rencores, sin ambiciones incontesables, sin torpes apetitos de domi- 
nación. Pueblo del pacifismo y la libertad, encarna la negación rotun- 
da del cesarismo y la autocracia. 

Norte América ha arrojado su espada en la balanza, ha dicho 
Gabriel Hanotaux, «ya se verá lo que pesa esa espada forjada en 
OrO y acero». 

Espada tormidable, su atributo moral ha sido proclamado por 
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Wiison en estas frases: «¿Flemos de servir les intereses egoístas de 
América? No. Hemos de servir la causa de la Humanidad, de la libe- 
ración del género humano». 


4 VI 


LA PROPAGANDA ANTI-PANAMERICANISTA. — UN EPISODIO DE LA 
DIPLOMACIA «YANQUEB» 


Aunque como vehículo de la acción germanófila entre nosotros, 3 
ha arreciado en estos días con motivo de las demostraciones popula- 
res a la marina norteamericana, la propaganda anti-panamericanista, 
y cartelones llamativos en toda la ciudad advirtieron al pueblo de 
los peligros del «imperialismo yanqui», reprochando duramente a una 
parte de nuestra juventud por su inconsecuencia flagrante de princi- 
pios, dados sus entusiasmos del presente después de las manifesta- 
ciones de protesta contra la intervención americana en los recientes 
sucesos de Méjico. Y 

En todo su deleznable etectismo esa propaganda es doblemente 
injusta: en lo que toca a la actitud de nuestra ¡juventud y en lo que 
se refiere a la política de los Estados Unidos frente al conflicto meji- 
cano. No debe darse un alcance trascendental a aquel gesto de la 
juventud violentamente impresionada por versiones fantásticas que 
exhibían al gobierno de la Unión como violando el equilibrio pan- 
americano con una intervención injustificada y brutal. 

Pero esa propaganda falla por su base cuando pretende presen- 
tar a la política de la Casa Blanca como instrumento de imperialismo 
y expansión inícua, en esa circunstancia que adquiere singular relie- 
ve por tratarse de acontecimientos recientes que se desarrollaron 
bajo la presidencia del actual mandatario. 

Si algo demuestra la actitud de Estados Unidos en aquella con- 
tingencia desgraciada, es la lealtad de su política y la de los hombres 
que la dirigen actualmente a los principios de justicia internacional. 
Veamos cómo se originaron los sucesos. 

Méjico se hallaba anarquizado y su sangrienta convulsión intes- 
tina daba origen a repetidos incidentes fronterizos. Incursiones dia- 
rias al territorio americano de hordas desprendidas de las fuerzas ar- 
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madas, originaban toda suerte de desmanes, y cuando esas bandas 
de majhechores penetrando hasta Texas, Broowsville, Red-House y 
Glenn Springs, iniciaron su obra de devastación, incendio y saqueo 
de propiedades, el gobierno americano organizó aquella «expedición 
punitiva» la que se internó en territorio de Méjico, sin menoscabar, 
— esa era la intención manifiesta del gobierno, — la soberanía me- 
jicana, desde el momento que se retiraría una vez cumplido su come- 
tido; expedición coadyuvante, por otra parte, del ejército gubernista 
del país en guerra, para los fines de la policía fronteriza, y que 
dentro de cierto radio de acción fué aceptada al principio por el pro- 
pio gobierno de Méjico. Sin embargo, éste llegó más tarde a consi- 
derar esa fuerza extraña como una violación de su soberanía; fué 
solicitado su retiro, y así se hizo. No tardaron en repetirse los actos 
de vandalismo, y el canciller Lansing en reiterar del gobierno de hecho 
de Carranza la represión que correspondía. Los atropellos se suce- 
dieron sin intervalos y a pesar de todo. La Secretaría de Estado 
dirigió entonces una circular al cuerpo diplomático donde se afirmaba 
que los Estados Unidos «no tenían por objeto intervenir en los asun- 
tos agenos, sino en la defensa del territorio americano contra ulterio-- 
res invasiones; en la protección de ciudadanos y de sus propiedades 
contra los ultrajes de los facinerosos, etc.» Otra nota posterior ter- 
minaba así: «El gobierno de Carranza tlué reconocido porque se su- 
ponía que cumpliría la primera obligación de todo gobierno digno 
de ese nombre: la protección de la vida y la propiedad.» 

Como una consecuencia de esas transgresiones constantes se 
produjo más tarde el sangriento combate del Carrizal entre fuerzas 
de ambos países, luego del cual el gobierno americano dirigió un 
«ultimátum exigiendo la inmediata libertad de los prisioneros tomados 
en ese encuentro». Aquí se agrava sensiblemente el conílicto. Y cuando 
ya había sido convocada la guardia nacional en todos los estados y 
resurgiera ruidosamente el espíritu militar, la voz del propio Wilson 
atemperó los ánimos y puesta al diapasón del más alto sentimiento 
de justicia, declaró el íntimo propósito de su gobierno frente al liti- 
gio, con la sinceridad y la elevación moral dignas de su pueblo y 
de su investidura. 

«Piensan ustedes, — decía entonces el gran americano en su 
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discurso del Hotel Waldort Astoria, — que la gloria de América se 
acrecentará con una guerra de conquista en México. Los ideales de 
América están escritos en cada página de la historia americana. 
¿Piensan ustedes que cualquier acto de violencia de una nación pode- 
rosa como la nuestra contra un vecino débil y perturbado reflejaría 
alguna distinción en los anales de los Estados Unidos? No he sido 
en vano lector de la historia para saber que las más grandes fuerzas 
del pensamiento son las fuerzas morales. Y la evidencia la tenemos 
en Napoleón que concluyó por confesar que la fuerza nunca engen- 
dró nada permanente, Deseo, sea cual fuere mi suerte personal, bus- 
car el veredicto de la humanidad. En la declaración de la Indepen- 
dencia se apela a su juicio supremo. Un amor a la justicia y un res- 
peto a la humanidad, constituyen la verdadera virtud del pueblo 
americano.» | 

Se llegó a convenir que era posible establecer una protección 
cooperativa de las fuerzas de ambos países en la frontera y dentro 
de una zona de prevención y defensa común, y aquí terminó el 
conflicto. 

El gobierno de los Estados Unidos con menos espíritu de tole- 
rancia, pudo agravar el incidente en musitadas proporciones y con 
tútiles pretextos, dada la base legal de que disponía: los atropellos 
y el pillaje reincidentes de la soldadesca vecina y la actitud no muy 
cortés del general Carranza. Y si además de un escaso espíritu de 
tolerancia hubiera estado influido por el instinto de dominación oO 
imperialismo de que se le acusa, poco esfuerzo hubiérale costado 
imitar en una oportunidad todavía más favorable, a aquel presidente 
Jackson en sus repetidas maniobras contra Tejas, cuando tuvo el 
apoyo de circunstancias y pretextos idénticos a los que hubieran po- 
dido derivar del conflicto que comentamos. 

¿En qué se funda, pues, la propaganda anti-panamericanista 
que se esfuerza por presentarnos a la gran democracia del Norte, 
tal como aparece en la carátula de los libros de Ugarte: un águila 
obsesionante, de garras sangrientas, que desde el mástil de la ense- 
ña estrellada está siempre pronta para precipitar su voracidad 
furiosa sobre la América Latina?  “ 

En realidad, constituye una fuerza conquistadora, pero, sean 
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bienvenidas esas conquistas ya que ellas no arrancan ni del bajo 
espíritu espancionista, ni del atán inmoderado de la vieja dominación 
material. Son éstas las conquistas de la paz y el trabajo, del progreso 
y el orden, que en forma de emulación y de ejemplo, han llegado a 
invadir países de la América española sumidos en la disolución y el 
oprobio. Y así se explica que en algunos pueblos de la América 
Central y en el propio Méjico se sorprenda cierto sentimiento ane- 
xionista, ni muy vago ni demasiado inmanifiesto, al punto de que 
como lo hace notar un autor argentino, al igual de lo que ocurría 
en Cuba durante la dominación española, muchos de los hombres 
principales de aquellos países adoptaron la ciudadanía americana 
para verse libres de los atropellos de la autoridad local. 

¿Es culpable acaso, la gran república de la irradiación prodi- 
glosa de su genio sobre muchos países de Hispano-América, sumi- 
dos en la miseria y la desorganización? 


Vil 
LA ULTIMA INTERPRETACION 


«Nos oponemos a la agresión de cualesquiera de las 
Repúblicas Jatino-americanas, por otra.» 

Ratabras del secretario «de | Estado," Me "Hughes, en 
Filadelfia. (Noviembre de 1923,) 

El discurso pronunciado por el señor secretario de Estado 
Mr. Hughes, ha concedido a la conmemoración del centenario de 
la doctrina de Monroe, una intensa resonancia por lo pronto, en el 
seno de la diplomacia continental. Acaso más tarde asuma el gesto 
del estadista norteño la significación jurídica o práctica, capaz de 
transformar la norma de acción internacional enunciada en el men- 
saje de 1823, y ajustarla al diapasón de los tiempos y al reclamo 
de las circunstancias. 

Por lo pronto la impresión general reflejada en los órganos 
periodísticos de toda América es de tensa espectativa frente a la 
frase ya famosa de Mr. Hughes. Respecto a su alcance y sus proyec- 
ciones efectivas sobre la futura política externa de E. E. U. U., trente 
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a las Repúblicas latinmo-americanas es que giran los comentarios 
de actualidad y las más aventuradas conjeturas. 

La más generalizada de tales suposiciones radica en el pensa- 
miento que parece resaltar espontáneamente de la propia letra de ta 
irase del canciller. Asi lo deducen aquellos que conociendo la idío- 
sincrasia personal de aquél lo consideran incapaz de las perítrasis 
o los efectismos verbales. 

La ha expresado el mismo de quien uno de los miembros de la 
delegación francesa en la conferencia de Washington, llegó a con- 
siderarlo como una «autoridad violenta a la que se está poco acos- 
tumbrado en los debates diplomáticos», esto a raíz de su famosa 
interpelación a la delegación británica: «América propone que la 
gran Bretaña desista de la construcción de los cuatro nuevos Hoods.» 

No podía exponer en entrelíneas su pensamiento un espíritu 
tan rectilíneo, que ha acostumbrado en oportunidades solemnes a 
emplear la palabra contundente y definitiva. 

¿Resultaría por otra parte, fundamentalmente. contradictorio que 
ese propósito del secretario de Estado interpretativo del sentimiento 
nacional de E. E. U. U., se transftormara en una orientación política 
definida y firme? Contradictoria, queremos decir, con la acción inter- 
nacional de la última centuria derivada de la doctrina de Monroe. 

Esta reclamaba en los tiempos que corren, una renovación que 
le prestara eficacia y utilidad inmediatas después d ela alta finalidad 
para que fuera anunciada, desaparecidos del escenario internacional 
de América los problemas y las amenazas que hubiera de provocar 
su planteamiento. 

Si América debía ser para los americanos contra la opresión 
europea; si lo es en la actualidad plenamente de acuerdo con el ma- 
nifiesto de Monroe, no es menos lógico e imperioso que ella no debe 
ser para que sus pueblos se despedacen entre sí en agresiones 
suicidas O se arruinen en una loca oO  febricente competencia 
armamentista. 

No puede ser otro el sentido de la frase de Mr. Hughes. Descar- 
tada la posibilidad de una guerra y eliminada por aquella declara- 
ción la perspectiva de una agresión de un país sud-americano a 
otros, ¿qué objeto tendrá esa carrera desentrenada del armamen- 
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tismo que se ha insinuado en los últimos tiempos, como no sea 
precipitar, porque sí, el desastre económico y financiero de las naciones 
de América, conjuntamente con los principios morales en que se 


basa su progreso futuro? 


No puede ser otro, además, el sentido de la frase del secre- 
tario de Estado si ha de considerarse el estado de espíritu de su 
gran pueblo, puesto de manifiesto con abrumadora elocuencia no 
sólo durante la gran guerra e inmediatamente después del armisti- 
cio, sino también en ocasión de promover por su sola iniciativa, 


generosa y magna, la conferencia de Washington, acontecimiento 


éste que ha sido reconocido con justicia el más trascendente de la 
historia del mundo después de la paz de Europa y antes de la ocu- 
pación del Rhur. 

E.E. U.U. nación que cuando débil y todavía inorgánica lanzó an- 
te el mundo la proclama inmortal de 1823, ante la que se quebraron los 
sueños y aún mismo los propósitos de racapidad o conquista surgi- 


dos bajo la inspiración de la Santa Alianza, era lógico que exhibiera. 
ahora su gran ejemplo de vencedor ¡justo y desinteresado y se empe- 


ñara en oponer su influencia en tavor de la paz de América frente 
a las locuras de hegemonía e imperialismo Oo a las simples suspi- 
picacias enconadas y estériles de los pueblos hermanos. 

Llega la declaración de Mr. Hughes cuando todavía no se ha 
podido disipar el malentendido de la Conferencia de Santiago, prove- 
niente de los obstáculos que para la mejor armonía panamericana 
creara el famoso tema «XIl», y cuando los gobiernos, los parla- 
mentos, los estadistas y la prensa se abocan al tondo de la cuestión 


ya votando gruesas sumas para material bélico, ya formulando en 


extraño contraste de hechos y palabras, los más justos denuestos 
contra la guerra a la que proclaman absurda e imposible. 

Llega la declaración al tiempo que se apresura la solución de 
los conflictos Chile-Perú, Colombia-Ecuador, Bolivia, etc., y llega 
en un momento significativo. 

Mientras tanto, se congregan por un lado los que se regocijan 
por lo oportuno y trascendental de la «advertencia», y por otro, los 


que se sublevan contra ese gesto de alto «gendarme» frente a las 


repúblicas latino-americanas. — Apegados a un concepto rígido y 
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celoso de las soberanías se resisten a admitir que el «hermano 
mayor» que otrora se opusiera a la agresión extraña, se, oponga 
ahora, en expontáneo desplante, a que prospere la agresión en la 
propia casa. En nombre de aquella misma soberanía intangible y 
providencial, tenemos derecho, parecen  proclamarlo, a despeda- 
zarnos, a morir de hambre, a cubrirnos de oprobio y a reflejar este 
oprobio sobre todo el continente. 

Y mientras los otros se regocijan, cohonestan y defienden el 
gesto pensando que ya pasó el sistema individualista y estreche de. 
las viejas «soberanías», en homenaje a la paz, la solidaridad y la 
justicia internacionales, nosotros nos detenemos en la frase ya histó- 
rica advirtiendo que el mensaje de 1823, al entrar en su segunda 
centuria adquiere por virtud de la inusitada transformación una 
importancia todavía mayor. 

¿No corrobora este acerto, así como también la propia palabra 
de Mr. Hughes, el pensamiento del Presidente Coolidge cuando inau- 
gurando el período parlamentario, decía: «El ,mundo está harto 
de guerras, del odio y el egoísmo. — Necesitamos un ideal 
que eleve a los hombres y a las Naciones.»? 


VI 


AMERICA EN LA LIGA DE NACIONES 


No es ciertamente la cuestión de fondo que contiene en sí misma 
las famosas enmiendas de la delegación argentina ante el Congreso 
de Ginebra, lo que ha suscitado el comentario universal, 
sino la cuestión de procedimiento que planteara la presentación de 
aquellas enmiendas. Es así que el eje de la apasionante «cuestión 
consiste en demostrar si la actitud argentina encuadra dentro d« las 
reglas generalmente consagradas del derecho parlamentario, así como 
también si ella armoniza con los procedimientos regulares de la 
diplomacia. 

He aquí el asunto fundamental del momento ya que, hoy por hoy, 
a nadie se le ha ocurrido juzgar en definitiva el alcance jurídico 
o la eficacia práctica que puedan tener las enmiendas del dector 
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Pueyrredón, aunque todos, — estadistas de universal nombradía y 
órganos de publicidad los más reputados de América y Europa. — 
han estado contestes en atribuir a las iniciativas del canciller argen- 
timo un propósito generoso y una finalidad evidentemente justi- 
ciera y noble. 

Pero, en cambio, lo que ha dado en llamarse el «gesto argen- 
tino», es decir, la insólita retirada de la delegación del país hermano 
de la Asamblea de la Liga de las Naciones, nadie se ha atrevido a 
cohonestarlo seriamente, porque no tiene excusa, ni de acuerdo con 
los procedimientos a que nos hemos referido, ni tampoco de acuerdo 
con los antecedentes oficiales a que debió ajustar su conducta el 
representante argentino para salvar el riesgo de una lamentable 
contradicción. 

En etecto: ¿cómo adhirió la República Argentina al pacto de 
la Liga? 

En nota dirigida al secretario de Estado, fechada en París el 
18 de Julito de 1919, el ministro Alvear lo informaba de la concu- 
rrencia de su gobierno en virtud de la cual le encargaba «adhiriera 
sin reservas» a su país, de acuerdo con los términos del artículo 
primero del pacto, información categórica que tué ratificada por 
comunicaciones posteriores del 29 de Julio de 1919 y de Enero 16 
«de 1920, y por la propia actitud argentina al asistir a las tres confe- 
rencias anteriores celebradas en Wáshington, Génova y Bruselas 
sin haber formulado ninguna observación. 

En tal situación llegó la delegación a la Asamblea de Ginebra. 

Pudo, sin embargo, sin menoscabo de la posición adoptada de 
antemano, proponer todas las enmiendas que juzgara necesarias a 
objeto de modificar o perfeccionar el pacto. Pero si no quiso la dele- 
gación argentina presentarse con planes preconcebidos e intlexibles 
debió aceptar para ellos el trámite reglamentario establecido. Si, por 
el contrario, iba resuelta a rebelarse contra la voluntad de la casi 
unanimidad de la Asamblea (cuarenta y dos Estados contra dos), 
y a pretender imponer «a outrance» sus proposiciones, sin examen 
previo, sin el dictamen obligado, por sobre la organización existente 
y el propio Estatuto de la Liga, entonces ellas debieron ser materia 
de una negociación anterior como la que determinara el tempera- 
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mento adoptado por E.E. U.U. en el caso, llegando a abstenerse de 
intervenir en sus deliberaciones, por haberse convencido de ante- 
mano de la imposibilidad de aunar pareceres con las demás naciones 
alrededor de ciertos aspectos fundamentales del gran problema que 
los iba a congregar en Ginebra. 


La delegación argentina ha cometido un grave error cuyas conse- 
cuencias han de repercutir lamentablemente en la marcha de la gran- 
diosa institución naciente; pero, por la propia consolidación 
de la misma, por la noble participación que América debe 
tener en su constitución, y por los prestigiosa que es 
acreedora la diplomacia del país hermano y la acción civilizadora 
de su pueblo y gobierno, debemos esperar que esa actitud sea atem- 
perada, ya que la resolución del doctor Pueyrredón no significa, en 
modo alguno, el retiro definitivo de la Argentina de la Liga, de 
acuerdo con disposiciones expresas del pacto. 


Sólo el procedimiento se ha criticado por considerarlo inopor- 
tuno y violento y porque una medida de carácter tan radical puede 
provocar como resultado inmediato, además de una peligrosa des- 
orientación en la opinión pública del país hermano, tina rémora para 
la misma organización de la Liga, si es que para ello ha de tenerse 
en cuenta en todo lo que vale la colaboración americana, siendo, 
como debe ser aquélla, una institución ampliamente universal. | 


de aquí que radique otro de los errores de la delegación 
argentina en el hecho de no haber consultado el parecer de los demás 
representantes continentales con el fin de tentar en el seno de la 
Asamblea una acción conjunta que hubiera podido obtener fecundas 
proyecciones en lo que toca a la posición de América en la organi- 
zación de la Liga. 


Acaso de esa compulsa de opiniones pudo haber surgido la 
solución armónica, no ya solamente en lo que respecta al fondo de 
la cuestión, sino que también a los lineamientos generales y a las 
actitudes a asumir. 

No sólo la Argentina tenía reservas que oponer al pacto y no 
sólo a ella se le ocurrió proyectar enmiendas. En lo que difirieron 
en absoluto los delegados americanos fué en la forma de plantear 
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las cuestiones, en la distinta manera de encarar las disposiciones 
reglamentarias. 


Es así que el Brasil propuso, por su parte, que las resoluciones 
del Consejo de la Liga, entonces integrado solamente por las grandes 
potencias del viejo mundo, sean sometidas a la consideración de la 
Asamblea donde están representados todos los países signatarios, y el 
Canadá, a su vez, atacó de frente a la diplomacia europea siempre 
que ella pretendiera considerar a la Liga como su obra exclusiva. 
El Paraguay también formuló sus salvedades. 


Tales actitudes generosas y hasta necesarias desde el punto de 
vista americano, puesto que revelan el propósito de que el pensa- 
miento transatlántico sea allí valorado en su justo relieve, tienen, sin 
embargo, el lamentable inconveniente de su aislamiento individual 
e inconsulto. 


Si a todo esto agregamos otros factores negativos, tales como 
la amenaza chilena en el caso de que la cuestión de Tacna y Arica 
sea tratada de inmediato por la Asamblea, y la actitud de prescin- 
dencia absoluta y anticipada de los Estados Unidos, tendremos 
entonces el cuadro completo de la situación americana en Ginebra. 


Este irregular estado de cosas deberá cesar y cesará, sin duda, 
si se tiene en cuenta que no ha habido hasta ahora actitudes irre- 
parables, ya que ni la Argentina ha dejado de formar parte de la 
Liga, por el hecho de haberse retirado la delegación, ni las dite- 
rencias que han determinado la abstención de Estados Unidos son 
de una gravedad mayor, si se tiene en cuenta que su discrepancia 
radica fundamentalmente en la interpretación del artículo 10, inter- 
pretación que se volverá ampliamente liberal de acuerdo con las 
declaraciones que a nombre de Francia formulara oportunamente el 
presidente de su delegación, René Viviani. 

- Debe cesar, pues, tal estado de cosas y presentarse América 
en la Asamblea de las Naciones con un solo pensamiento y actuando 
a impulsos de una única voluntad. Debe resultar más coordinada su 
acción para que sus ideales se presenten más fuertes y brillantes. 
Ellos se impondrán a su tiempo sin que por esto sean imprescindibles 
las actitudes radicales. Ellos primarán porque triunfen sus ideales 
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de paz, de libertad y justicia, abonados por los hechos 
ridad ideológica del continente. 

Y sólo así América podrá hacer desaparecer de la Liga la supre- 
macía europea y convertirla en el cónctave de todas las naciones 
civilizadas. (1). | 


abs 
UN ENVIADO DE WILSON 


El regocijo con que nuestro pueblo ha recibido al ministro de 
la Casa Blanca revela su compenetración con el alto significado que. 
esa visita tiene para nuestro país y para América. 

La embajada que preside Mr. Colby no tiene ninguna signifi- 
cación internacional efectiva ni vino a esta parte austral del 
continente en jira de propaganda panamericanista, como otras ante- 
riores, y, sin embargo, como ninguna, ¡adquirió una importancia 
tundamental desde el punto de vista del atecto y los ideales del 
pueblo uruguayo. | 

Es que el ministro americano trajo la palabra y la representación 
de Woodrow Wilson, el primero de los demócratas contemporáneos. 

No en balde, pues, con él estuvo nuestro corazón y los mejores 
impulsos de nuestro entusiasmo. 

Triunfador o vencido, el nombre del gran americano ha de que- 
dar inscripto en la crónica de este culminante período de la historia 
universal, como el símbolo más noble y sereno de la justicia interna- 
cional y la paz orgánica y definitiva de los pueblos. 

Solo e iluminado por los divinos destellos de la libertad y el 
amor, luchó el presidente contra los egoísmos nacionales, contra las 
arterías de una diplomacia: carcomida por la mentira y la simula- 
ción, y contra los prejuicios seculares dei poder político. Fué así 


(1) Actualmente, de los nueve puestos que integran el consejo de la Liga, dos. corres- 
ponden a plenipotenciarios americanos: a un bras ¡leño y a un uruguayo. — Este acaba 
de presidir las últimas reuniones de Ginebra. Un delegado sudamericano ocupa actual- 
mente, un puesto en el Tribunal permanente de Justicia Internacional. 
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que afrontó con formidable entereza moral el excepticismo de las 
masas y las reservas mentales de los' profesionales de la política. 

Fué así que desde mucho antes de la gran contienda europea 
que su voluntad decidiera por el derecho y la igualdad de todas las 
soberanías, Wilson desde su alto sitial democrático, reconquistó 
para su patria los viejos prestigios continentales cuando, en la conte- 
rencia de Niágara Falls, sustentando los principios jurídicos, siempre 
proclamados y a menudo violados, de la justicia internacional, hizo 
posible las más amplias soluciones en el grave conflicto con Méjico. 

Pero lo que ha de perdurar con inmortal relieve es su acción 
en la conferencia de Versailles; son aquellos mensajes dirigidos al 
Senado norteamericano, antes y después de la guerra, alguno de 
los cuales, el famoso del 22 de Enero, ha sido llamado con razón 
«el sermón de la montaña», tal es la te en los destinos humanos que 
de su espíritu ha surgido; tal es de ilimitado y esplendente el hori- 
zonte que señala su verbo y su pensamiento; tal es de maravilloso 
el eco que ha partido de su corazón. 

En esos documentos oireció el extraordinario gobernante-após- 
tol perspectivas desconocidas desde el punto de vista internacional 
con una audacia sólo comparable con su clarividencia. 

Por su declaración del derecho de los pueblos, más fundamental 
en sus consecuencias, se ha afirmado con razón, que la otra de los 
derechos del hombre, Wilson ha echado los primeros y más seguros 
tundamentos del internacionalismo. Un real internacionalismo que no 
puede existir más que como guardián de los nacionalismos viriles 
y perfectamente definidos, contrario en su esencia al pregonado por 
los socialistas, que no ha sido jamás internacional sino «antinacional.» 

Fué ese derecho de los pueblos que hubo de insipirarle estos 
conceptos: «La democracia debe arraigar definitivamente en el mundo. 
La existencia de gobiernos autocráticos, apoyados en una fuerza orga- 
nizada, que ellos controlan sin la voluntad del pueblo, amenaza toda 
la paz y toda libertad. Una paz general y durable no puede ser mante- 
nida más que por una asociación de naciones democráticas. Un estado 
que no vive más que para el comercio, que considera el poder mate- 
rial como un fetiche, debe ceder el puesto a la concepción más alta 
de una nación, transformada en un ser espiritual e inviolable.» 
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Fué con esos conceptos y esas iniciativas prodigiosas del que 
fuera proclamado a justo título el «primer hombre de estado inter- 
nacional», que se echaron las bases de la confederación mundial y 
la liga para la paz obligatoria, a que él se refiriera en otros discursos 
de la misma resonancia. 

Y ahora es el momento de afirmar de que, a pesar de motejarse 
de útópica la concepción wilsoniana por quienes no conciben la polí- 
tica internacional sino basada en la venganza y el odio; a pesar de 
todos los ataques más o menos emboscados de germanófilos y adlá- 
teres en Versailles y en Ginebra, y a pesar de la última derrota elec- 
toral de las ideas de Wilson, el ideal, de América se ha abierto paso 
y el principio de la justicia internacional y del derecho de los pue- 
blos ha quedado victoriosamente en pie. | 

Es ese programa, son estos principios los que representa 
Mr. Colby; porque Mr. Colby no es sino un intérprete entre nosotros 
del pensamiento y de los sentimientos del gran americano. 

Así lo ha comprendido nuestro pueblo y de aquí la razón de 
su alborozo y sus espontáneas expansiones fraternales. 


X 


CHILE-PERU 


La Sociedad Uruguaya de Derecho Internacional conceptúa que 
dada la naturaleza del conflicto entre Perú y Chile, atenta a la historia 
diplomática del mismo y en presencia de las pasiones populares que 
despierta actualmente en ambos países el lamentable pleito del Pací- 
fico, ha de resultar más conveniente y eficaz que la acción de las 
Cancillerías respectivas, la intervención de un Tribunai equidistante 
para que el asunto sea allanado de acuerdo con los principios de la 
justicia y el Derecho Internacional. 

Es así que esta Sociedad entiende que siempre que se constitu- 
yera en la oportunidad de la solución de este conflicto, la Liga de 
las Naciones de acuerdo con las bases jurídicas que el' Presidente 


Fórmula presentada por el autor, evacuando la consulta que la Sociedad peruana de 
Derecho Internacional hiciera a la Uruguaya. 
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Wilson proyectara para su organización, esa Liga de Honor estaría 
revestida de la autoridad moral y efectiva suficientes para resolver el 
problema de acuerdo con los principios que se han de establecer en. 
forma permanente como una consecuencia de la paz. 

Pero es el caso que, — en tanto que el conflicto permanece 
latente, — se ignora todavía si la Sociedad de las Naciones se incor- 
porará como cláusula integrante del Tratado de Paz o si por el 
contrario será reservado su estudio para una conferencia posterior, 
suponiendo, desde luego, que resulten vencidas las tendencias adver- 
sas a su constitución. 

En la opinión de la Sociedad Uruguaya podria cometerse de 
immediato .la cuestión a un Tribunal arbitral para dilucidar la inter- 
pretación y el alcance de la cláusula 3.? del Tratado de Ancón y 
reglamentar una vez por todas el plebiscito de Tacna y Arica. La 
miciativa para ser aplicada al litigio Perú-Chile no es nueva, y en 
distintas ocasiones ha sido formulada por estadistas de los dos países. 

Con la misma decisión que las naciones pudieran aceptar llegado 
el caso la jurisdicción de la Sociedad de las Naciones, entregarían 
sus diferencias a la solución de los árbitros, si se tiene en cuenta que 
el arbitraje constituirá el fundamento jurídico más vigoroso de aquel 
Tribunal de los puebios. 

La Sociedad Uruguaya de Derecho otrece su cooperación tra- 
-ternal a Perú y Chile en esta lamentable emergencia, ya que sea cual 
fuere el arbitrio que ha de resolver el asunto con decoro y honor para 
las dos partes, salvando al propio tiempo la armonía panamericana 
que todos tenemos el deber de mantener; sea cual tuere la fórmula 
conciliadora, ha de contar con nuestro apoyo moral y nuestro aplauso. 
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El veto del Poder Ejecutivo y las fa- 
culiades oe la Asamblea General 


Por el hecho de haber sido yo quien, en cierto modo, provocara 
este debate, en virtud de la interrogación que le formulé en una de 
las sesiones anteriores de esta Asamblea, al señor diputado Rodríguez 
Larreta, me creo en el caso de fundar mi voto y de hacer algunas 
consideraciones al respecto. 

Empiezo por declarar a la Honorable Asamblea que me felicito 
de haber provocado este amplio e ilustrado. debate, sobre todo tenien- 
do en cuenta, como acaba de afirmarse hace un instante, que nunca, 
en toda. la vida constitucional del país, se había planteado en una 
torma tan amplia con el objeto de dilucidarlo definitivamente. 

Debo decir también que, a mi juicio, la brillante dialéctica del 
señor diputado Rodríguez Larreta ha tenido la virtud — y esto ya es 
bastante — de dar una apariencia de legalidad a la solución acon- 
sejada por la Comisión informante en mayoría; y digo una aparien- 
cia de legalidad, porque estoy firmamente convencido de que, a pesar 
de la elocuencia que ha aportado a este debate el señor miembro 
informante, no ha conseguido justificar el temperamento aconsejado 
por la Comisión. 

Creo, por lo tanto, — y en esto estoy perfectamente de acuerdo 
con los señores diputados Blanco Acevedo y Pollerí, que me han 
precedido en el uso de la palabra, — que para probar que resulta 
absolutamente inconstitucional que la Asamblea modifique un pro- 
yecto enviado con observaciones por el P. E., bastaría para eso sólo 
leer los artículos 61, 62, 63, 64 y 68 de la Constitución de la Repú- 
blica, sin agregarles luego ninguna clase de comentarios. 

¿Qué dicen esos artículos, señor Presidente? Ellos dicen, en una 
torma clara, que tanto el constituyente de 1830 como el constituyente 
de 1917, puesto que esta disposición constitucional sólo fué modifi- 


Discurso pronunciado en la Asamblea General, en la sesión de 15 de Junio de 1921. 
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cada en un detalle insignificante por la última Asamblea revisora 
de nuestra Carta Política, — que tanto unos como otros constitu- 
.yentes quisieron que nuestra Constitución adoptara la institución del 
veto en una forma clara y terminante, agregando que cada vez que 
la Asamblea General se encontrara en presencia de un veto opuesto 
por el P. E. tendría que considerarlo en votación nominal, por sí o 
por no, de acuerdo con las disposiciones contenidos en el artículo 64. 

Este es el procedimiento que se ha seguido invariablemente, 
porque los antecedentes legislativos a que se ha referido hace un 
instante el señor diputado Rodríguez Larreta, declaro que no me 
hacen absolutamente ninguna impresión, porque los antecedentes le- 
gislativos pueden tener un valor efectivo, una eficacia indudable 
cuando esos antecedentes están ilustrados por una discusión amplia; 
es así como entiendo que se puede llegar a sentar una doctrina; de 
lo contrario, son antecedentes sin valor positivo, o sin valor jurídico 
alguno, y dada la magnitud evidentemente pequeña de los asuntos 
objeto de veto que ha enumerado el señor diputado Rodríguez Larre- 
ta, acaso ellos fueron motivo de verdadera improvisación por parte 
de la Asamblea General. 0. 

Se ha seguido ese procedimiento siempre por parte de la Asam- 
blea General dE a un caso de veto opuesto por el P. E., porque 
no puede ser otro el sentido constitucional de la disposición de que 
nos estamos ocupando. Ella tuvo un propósito fundamental y casi 
único, y no fué otro que el de garantir en todo lo posible la división 
de los Poderes del Estado, dándole a cada uno las atribuciones y las 
prerrogativas que le corresponden de acuerdo con el equilibrio que 
debían guardar en un régimen presidencial. 


Iríamos, pues, — de acuerdo con la doctrina de la mayoría de 
la Comisión informante, — a la negación rotunda de esa facultad del 
P. E.; facultad, señor Presidente, que, en lo que me es personal, no 


me merece una simpatía mayor, pero que esta Asamblea deve soste- 
ner de acuerdo con el espíritu y la letra de la Constitución de la 
República. — (Apoyados). — (¡Muy bien!). 

Señor Rodríguez Larreta (don Aureliano). — ¿El señor diputado 
Antuña sabe por qué se puso en un caso dos tercios y en el otro, 


tres quintos? 
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señor Antuña.—Más adelante voy a tratar ese punto. Si el señor 


diputado tiene un poco de paciencia, oirá la respuesta que 
vendrá a su tiempo. | 

Señor Rodríguez Larreta (don Aureliano). — Fué,  precisa- 
mente, para darle fuerza a la Asamblea General contra el P. E. 

Señor Antuña.—No; habría hecho otra cosa la Constituyente 
de 1917 si hubiera pensado eso. Más adelante me voy a referir a 
ello, señor diputado. | 

Señor Rodríguez Larreta (don Aureliano).—Porque en vez de 
cincuenta y tres votos se necesitan sesenta en cien para darle la mayor 
fuerza a la Asamblea General, cuya fuerza se quiere debilitar, cortán- 
dole las manos, por los que combaten la solución que propone la 
Comisión. Esa es la razón. : 

señor Antuña.—La Constituyente del año 17 no quiso hacer eso, 
señor diputado. 

Señor Ramirez.—La tesis del señor diputado Rodríguez Larreta 
estla questavotece a laniEs 

Señor Martínez (don Martín C.) —Puede hacerse un proyecto 
sustitutivo a mera mayoría de votos en una y otra Cámara, mientras 
que siguiendo el procedimiento del veto se necesitan tres quintos. 

Decía, entonces, , señor Presidente, (que el “argumentomque 
hacía -el señor miembro informante respecto al “origen de 
esta institución del veto, tampoco tiene un valor decisivo. La institu- 
ción del veto podrá tener un origen monárquico, y lo tiene, en rea- 


lidad, como lo tienen, por otra parte, varias de las instituciones vigen-- 


tes en el país; pero el hecho es que él está establecido en la Consti- 


tución de la República. En la orden del día de la sesión anterior de 


la Asamblea General, por ejemplo, para referirme a un caso práctico, 
figuraban seis asuntos. Los seis asuntos se referían a vetos opuestos 
por el P. E., y ¿encontraría la Asamblea natural y lógico, que en 
vez de ocuparse la Asamblea Legislativa, de acuerdo con los precep- 
tos claros de la Constitución, concreta e inmediatamente de esos 
vetos, empezara por agregarle modificaciones o estableciera proyec- 
tos nuevos, dejando al margen del debate el veto del P. E., que es el 
que debe tratar de inmediato? Yo creo que es inadmisible, señor 
Presidente. lríamos así a una especie de veto condicional o a ese 
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veto parcial de que se ha hablado también en la sesión anterior; 
ese veto parcial con el cual ni siquiera soñaron ni los constituyentes 
del año 30 ni los constituyentes del año 17. Iríamos a una lamenta- 
ble corruptela constitucional, por la que el P. E. vetaría a granel, por 
simples discrepancias de detalle, los proyectos enviados con sanción 
por el Parlamento, entorpeciendo así la vida legislativa del país. Y 
yo creo que a este respecto tiene una importancia más grande de 
lo que parece, la observación del señor diputado Polleri invocando 
una disposición reglamentaria que ha querido interpretar la Consti- 
tución de la República, y que dice que cuando lo contenido en el 
artículo 57 del Reglamento de la Asamblea, se trata de un proyecto 
devuelto por el P. E., como el que nos ocupa, que no contiene obser- 
vaciones de detalle, sino que se refiere fundamentalmente al fondo 
de la cuestión, — puesto que el veto opuesto por el P. E. no se refiere, 
por cierto, a esas modificaciones de detalle que ha introducido la 
Comisión informante, y que se refieren a los alquileres que han de 
devengar las propiedades que perciben un alquiler menor de cien 
pesos, — sino que el P. E. se ha referido al fondo de la cuestión y ha 
opuesto un veto absoluto al proyeto del Poder Legislativo... 

Por fortuna tengo en mis manos el mensaje del P. E. con la 
oposición de su veto. Se trata de un caso típico de veto absoluto, 
El P. E. se opone fundamentalmente al proyecto del Cuerpo Legisla- 
tivo, y se opone por razones que no se refieren a detalles, sino que 
se refieren a la cuestión de fondo. 

Así, por ejemplo, la observación tundamental que hace el P. E. 
al proyecto de ley de alquileres se refiere a este régimen de emer- 
gencia adoptado por el Cuerpo Legislativo, y opina el P. E. que debe 
terminar, porque debe restablecerse cuanto antes el régimen de la libre 
contratación, y dice: «En primer término, la ley sanctonada tiene el 
grave inconveniente de todas las leyes de emergencia, vale decir, de 
contrariar el régimen jurídico de la sociedad, tanto más graves 
cuanto menos excepcionales sean las razones en que pretenden 
fundarse. | 

Esas clases de leyes, — ensayadas en otros países como solu- 
ción, forzada por los altos intereses de la defensa nacional, — sólo 
pueden y deben ser utilizadas frente a acontecimientos que no sean 


PO AI SN RA IS IO INN 0 


110 POS EIC I ANNA 


el resultado normal de circunstancias y hechos capaces de ser pre- 
vistos, y además de que se tenga la seguridad de que podrá volverse 
a plazo breve y seguro al dominio regular de las leyes económicas. 

En este caso no podrá decirse que estamos frente a una excep- 
cionalidad semejante, pudiendo, eso sí, afirmarse que esa ley de 
emergencia, por sus consecuencias seguras, impedirá quién sabe por 
cuánto tiempo la vuelta al sistema indispensable de la libre 
contratación. 

Alrededor de estos conceptos insiste en cada párrato el mensaje 
del Poder Ejecutivo. i 

Señor Rodríguez Larreta (don Eduardo).—Pero en seguida 
promete enviar un nuevo proyecto, cuyo proyecto será también una 
ley de emergencia, y se opone a la libre contratación. 

Señor Antuña.— Agrega: «Se producirá como primer efecto el 
retenimiento de los capitales en la construcción de nuevas viviendas.» 

Por último dice: 

«El régimen imperante, permitiendo la liquidación de las situa- 
ciones insostenibles, tendría la virtud de normalizar a plazo corto 
la situación general sin zozobra alguna.» Brega, pues, por el monte- | 
nimiento del régimen actual de la libre contratación. | 

Termina por último: | 

«No hay que olvidar gue no se trata aquí únicamente del interés 
de los propietarios, sino de los altos intereses económicos del país | 
y hasta del Estado, que frente a sus necesidades no tendrá más re- 
medio que recurrir a la tierra y a los valores inmuebles para exigirles 
una mayor contribución que no será posible obtener, en la medida | 
recesaria, si se ha provocado la bancarrota de los precios actuales.» | 

¿Cámo ¡se' puede ¡alifmar, ente” a este CAOcUnEntoOmMAgue | 
se trata. de. un. caso ¿de ¡ueto patctal y” que con Una stuple 
modificación introducida al proyecto primitivo de la Asamblea podría 
solucionarse la cuestión en perfecta armonía? No, señor Presidente; 
se trata de un caso claro de veto absoluto. El P. E. ha rechazado 
todo el proyecto, y lo ha rechazado por una razón fundamental. El 
Consejo frente al proyecto nuevo de la Asamblea tendría que recha- 
zarlo también si ha de ser lógico consigo mismo. 4 

Señor Rodríguez Larreta (don Eduardo).—No, señor diputado, | 
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porque sí los tres quintos de la Asamblea lo votan la Asamblea 
prevalece. 

Señor Antuña.—Y tiene que rechazarlo, porque en el nuevo 
proyecto no se ha contemplado ninguna de las gravísimas cuestiones 
de orden financiero que se señalan en ese mensaje. 

Señor Ramírez.—Es otra inconstitucionalidad de la solución. 

Señor Rodríguez Larreta (don Eduardo).—La Asamblea es el 
Órgano de última instancia. 

Señor Ramirez.—Sobre la Asamblea está la Constitución. Es una 
ley nueva que no puede ser vetada. 

señor Rodríguez Larreta (don Aureliano).—Sobre la Asamblea 
no hay ningún Poder. 

Señor Rodríguez Larreta (don Eduardo).—Bueno sería que el 
Consejo Nacional de Administración se pudiera imponer sobre los 
tres quintos de la Asamblea. Entonces iríamos al veto absoluto, a 
la supresión del Poder Parlamentario. 

Señor Antuña.—Es por eso, señor Presidente, que creo que el 
camino más rápido... 

Señor Rodríguez Larreta (don Eduardo).—Es una doctrina de 
despotismo; ya en el siglo XIX no se discutía eso. 

Señor Ramírez.—El despotismo de la Asamblea — ¿qué quieren 
ustedes?, es tan peligroso como el otro: nosotros queremos que 
impere la Constitución y ustedes quieren anular al P. E. 

Señor Rodríguez Larreta (don Eduardo).—No se quiere anular. 
Conciliamos con el P. E.; pero no sostenemos la doctrina del veto 
absoluto. 

Señor Rodríguez Larreta (don Aureliano. — Se necesitan los 
tres quintos de votos. 

Señor Rodríguez Larreta (don Eduardo).—Eso se discutía hace 
siglo y medio en la Constitución francesa, pero ahora no se discute. 

Señor Presidente.—Se ruega a los señores diputados que no 
interrumpan. y | 

Señor Antuña.—Esto nos llevará a la conclusión, señor Presi- 
dente, de que la única solución práctica y eficaz es la consideración 
inmediata del veto del P. E. — (Apoyados). 

Los que somos partidario del proyecto emanado de la Cámara 
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de Representantes votaremos contra las observaciones del P. E.; 
pero yo pregunto: los que fueron contrarios al proyecto emanado del 
Cuerpo Legislativo, ¿acaso por la modificación introducida por la 
Comisión dictaminante en mayoría, por esa sola circunstancia se 
van a volver partidarios del proyecto? ¡No, señor Presidente! De aquí 
que esa doctrina de armonía y conciliación de los Poderes a que alu- 
día el doctor Rodríguez Larreta es perfectamente artificial. 

El P. E. tuvo tiempo de ejercer las funciones que le incumben, 
de Poder Colegiador; tuvo tiempo para ejercerlas durante el año y 
medio en que este proyecto se estuvo elaborando en las dos Cámaras 
y en la Asamblea General; pero es natural que el P. E. no haya tenido 
vunca ni la más remota intención de colaborar en la sanción de esta 
ley, desde el momento que debió ser hostil a ella, desde que se mani-- 
testa hostil con su propia esencia; el P. E. no ha ejercido sus funcio- 
nes colegisladoras en este caso, porque probablemente siempre tuvo 
la intención de vetar, dadas las ideas que tiene, perfectamente detfi- 
nidas sobre esta materia. : 

Señor Rodríguez Larreta (don Aureliano).—Pero el ejercicio 
del veto es el ejercicio de una fracción legislativa. 

Señor Antuña.—También, no lo niego. 

Señor Rodríguez Larreta (don Aureliano). — Y naturalmente, 
es la más alta y más importante de todas. 

Señor Antuña.—Me voy a referir a un aspecto de la cuestión 
que el señor diputado Blanco Acevedo consideraba innecesario tocar, 
pero que yo lo considero indispensable, puesto que podría conside- 
rarse algo así como el eje del asunto y a que se ha referido con un 
abundante aporte de datos el señor miembro informante. 

Yo, cuando oía los argumentos del señor diputado Rodríguez 
Larreta respecto al aspecto doctrinario de esta cuestión, me hacía 
la impresión de que este señor legislador desplazaba el asunto hacía 
ambientes de otros regímenes políticos, porque considero que los 
puntos de vista doctrinarios en que se colocó son equivocados. Es 
claro que dentro de los regímenes parlamentarios este derecho de 
veto y la función colegisladora, primero, tiene un alcance distinto, y 
podemos concebir que pueda ejercerse antes y después que el P. E. 
observe un proyecto de ley. Tan es así, que yo considero que dentro 
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del régimen parlamentario resulta inexplicable la institución del veto, 
puesto que el P. E. allí no es sino una emanación del Parlamento; 
las leyes se hacen en perfecta colaboración con las Cámaras, y una 
discrepancia fundamental respecto a la sanción de una ley entre el 
Gabinete y las Cámaras traería forzosamente la caída de éste, y el 
Presidente de la República no podría estar exponiéndose todos los 
días a alternativas tan violentas en la vida política del país. 

Es así que Esmein recuerda que desde el año 1875 no se ha 
vroducido en Francia un solo caso de veto por parte del Presidente 
de la República. Pero son casos muy distintos los ocurridos en países 
de régimen presidencial como el nuestro. Nuestra Constitución, que 
asimiló toda la doctrina política y gubernamental de ia Convención 
de Filadelfia, en lo que se refiere a esta disposición que establece 
el veto, concretamente, la tomó al pie de la letra. Es así que en la 
Constitución norteamericana las disposiciones que se refieren al veto, 
son exactamente las mismas que las nuestras. En ella se habla de 
observaciones y no de veto. Se habla de la mayoría de los dos tercios, 
como nuestra Constitución de 1830, y se habla de voto nominal por sí 
o por no. Son exactamente las mismas que las disposiciones nuestras. 
¿Y cuál es el criterio, señor Presidente, que tienen los norteamerica- 
nos de este derecho de veto, cuyo sentido ha sido asimilado, como 
he dicho, por nuestra Constitución? El derecho de veto en Norte 
América es absoluto. 

Existe allí lo que se llama el «veto de bolsillo», que es el mismo 
que acaba de aplicar el Presidente Wilson en la ley de aranceles 
de emergencia, y yo leía un libro, que acaba de llegarme, del ex 
Presidente de los Estados Unidos, Benjamín Harrison, —que tiene la 
doble autoridad de hombre de ciencia y de hombre de gobierno, - 
que contiene algunos datos perfectamente aplicables a nuestro caso. 
Allí el P. E. ha tratado de restringir en lo posible esa facultad abso- 
luta que tiene el Presidente de la República para vetar las leyes. Pero 
lo más interesante, lo que viene perfectamente al caso que nos ocupa, 
es la negación que hace Harrison de ese derecho al veto parcial, y 
dice en una de sus partes: «Algunas de ellas, — las disposiciones de 
una ley, — pueden no ser convenientes en concepto del Presidente 
ya sea desde el punto de vista político o desde el punto de vista de 
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las facultades constitucionales, pero no puede excluir los malos: 
«tiene que tomar el proyecto como un todo.» 

Indica, por último, los procedimientos que se siguen allí siempre 
que se trata de la consideración de un veto por el P. E., que no 
es otro que el procedimiento que se ha seguido generalmente en 
nuestro país: «Cuando el Presidente devuelve un proyecto de ley 
a la Cámara de su origen, se lee allí el mensaje del veto y la cuestión 
que debe votarse es si se aprueba el proyecto a pesar de las obje- 
ciones del Presidente,» etc. 


Esta es la doctrina constitucional norteamericana, y no puede ser 


otra, señor Presidente, la norma constitucional de nuestro país. Es 
por eso que yo creo que esta Asamblea, rechazando el proyecto de 
la Comisión informante en mayoría, interpretará fielmente la Consti- 
tución de la República, y es en este sentido que hago moción: para 
que se trate de inmediato el veto opuesto por el P. E. al proyecto 
de la Asamblea General sobre alquileres. 


El señor Rodríguez Larreta (don Aureliano), me hizo una inte- 
rrupción en la sesión anterior, la que no pude contestar, apesar de 
habérselo prometido, y ello tué debido a las continuadas interrup- 
ciones que se me hicieron en el curso de mi exposición. Ella consistía 
en la aseveración por parte de aquel distinguido colega, de que las 
constituyentes de 1917 al reducir a los tres quintos, los dos tercios 
que se establecian en la Carta Política de 1830, para la contirma- 
ción en la Asamblea de un proyecto vetado por el P. E., no había 
tenido otro propósito que atenuar, cercenar en cierto modo esa 
facultad del P. E. 

Yo afirmé entonces que no pudo ser esa la intención del cons- 
tituyente pues en tal caso otro hubiera sido el procedimiento 
adoptado. 

Es sabido, en efecto, que los legisladores de 1917 agregaron 
nuevas y numerosas facultades al Poder Legislativo, al punto de 
haberle conferido en la nueva Constitución un rol verdaderamente 
preponderante. Si el constituyente hubiera tenido aquel propósito, 
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hubiera ido radical y terminantemente a la supresión de aquella 
facultad o en su defecto hubiera adoptado el procedimiento francés 
consignado en la ley constitucional de 1875 que faculta al Presidente 
de la República para pedir a ambas Cámaras por medio de un men- 
saje fundado, una nueva deliberación, la que puede ser rehusada. 

Esta facultad que los franceses llaman «droit de remontrance» 
para distinguirla del veto propiamente dicho, se ejerce por la simple 
mayoría de cada una de las Cámaras. ¿Por qué no se adoptó el mis- 
mo procedimiento entre nosotros? Seguramente, como ya tuve oportu- 
nidad de manifestarlo en la sesión anterior, porque no es nuestro 
régimen el parlamentario, sino el presidencial y dentro de éste es 
fuerza mantener cierto equilibrio entre los distintos poderes del 
Estado a trueque de desnaturalizar la realidad constitucional del país. 

Tan es así, que Esmein recordaba en su conocida obra de 
«Derecho Constitucional», la enmienda propuesta a la Asamblea Na- 
cional por M. Lefévre-Pontales, en el sentido de establecer allá el 
veto a la americana. 

«En los E.E. U.U., decía el informe de la Comisión que recha- 
zara esa enmienda, el Presidente no tiene ningún otro medio de 
defenderse de las invasiones del Poder Legislativo. No posee ni dere- 
cho de prorrogación, ni derecho de disolución. Ha debido, pues, pro- 
tejerse por medio de una garantía particular. Pero en Francia, donde 
el Poder Ejecutivo está tan potentemente armado, ¿no sería ir dema- 
siado lejos acordándole una prerrogativa que le permitiera ejercer 
una acción preponderante y contraria al principio de que la simple 
mayoría hace la ley?»? | 

El señor Rodríguez Larreta afirmaba también, en otra interrup- 
ción, que la función colegisladora la ejercía el P. E. en una forma 
fundamental por medio del veto. — Efectivamente. Acaso por ello 
mismo el constituyente de 1917 no quiso amenguarle esa facultad 
ya que es insignificante desde el punto de vista numérico, la obliga- 
ción de tres quintos frente a los dos tercios, apenas de seis legisla- 
dores, cuando corresponde votar en la Asamblea, a un centenar. 
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Pero es necesario que se observe que la doctrina de la Comisión 
Informante constituye un arma de dos filos ya que ese procedimiento 
puede, en ocasiones, cercenar prerrogativas del P. E. y otras veces 
del Cuerpo Legislativo. 

Puede, en ciertos casos, desnaturalizar el régimen bicameral que 
se ha adoptado en nuestra Constitución y puede también anular en 
absoluto la acción legislativa del Senado. Con un ejemplo práctico 
voy a demostrarlo de inmediato. Es claro que se trata de un caso hi- 
potético este que voy a plantear, hipotético teniendo en cuenta la 
actualidad política del país y la distribución de las fuerzas legislativas. 

Supongamos, por ejemplo, que una Cámara integrada en su 
casi totalidad por un partido perfectamente adicto al Presidente de 
la República (el caso pudo producirse hace pocos años con motivo 
de la ley de elecciones para la Asamblea Nacional Constituyente que 
tuvo en el Senado el famoso block de los «once»), sanciona una ley 
y que al considerarla el Senado, resuelve encarpetarla. 

Posteriormente vuelve la Cámara de R.R. a sancionar otra ley 
similar o distinta a la anterior, pero que se refiere a la del Registro 
Cívico Permanente o ley de elecciones. Considerada inofensiva de 
todo punto de vista por el Senado, éste ¡le presta también?su 
aprobación. 

Llega al P. E. para su promulgación, y éste la veta parcialmente 
por considerarla incompleta indicando al mismo tiempo la conve- 
niencia de que se le agreguen algunas disposiciones (precisamente 
las mismas que provocaron el encarpetamiento por el Senado, de la 
ley anterior). 

La Asamblea, formada en su gran mayoría por elementos adictos 
al P. E., y de acuerdo con la doctrina de la Comisión que reconoce 
a la Asamblea facultad tan amplia, como la de ambas cámaras para 
dictar nuevas leyes, la Asamblea introduce esas enmiendas y el régi- 
men bicameral ha quedado burlado y burlada la acción del Senado. 
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El oerecho 0e interpelación 


Me propongo contestar brevemente algunas de las ideas expues- 
tas en la sesión anterior y aún mismo en ésta por los señores diputados 
que me han precedido en el estudio de este asunto; ideas que en 
la sesión anterior adujera el doctor Beltrán, y en la sección de hoy 
el señor Cortinas, y también el señor diputado por Rocha, ya que 
con algunas de las aseveraciones de este legislador de la mayoría 
tampoco estoy completamente de acuerdo. 

Entiendo, señor Presidente, que este proyecto que estamos dis- 
cutiendo se encuadra perfectamente dentro de nuestros preceptos 
constitucionales porque, al contrario de lo que afirmara el doctor Es- 
palter, yo creo que este asunto se vincula a una cuestión constitu- 
cional. No estaría este proyecto encuadrado dentro de las buenas 
normas constitucionales si se refiriera a las sesiones ordinarias, pero 
refiriéndose tan solo a las sesiones extraordinarias encuadra pertec- 
tamente con el artículo 42 de nuestra Constitución. 

¿Qué exige, señor Presidente, ese artículo 42? Que solamente 
deben ser tratados por la Asamblea, en sesiones extraordinarias, los 
proyectos de ley incluídos por el Poder Ejecutivo en su convocatoria; 
y esto era necesario reglamentarlo en la ley interna de la Cámara, y 
a ello tiende el proyecto del diputado Amighetti. Por aigo el Poder 
Ejecutivo, que es el Poder colegislador, incluye ciertos y determinados 
asuntos en sus convocatorias. Y si bien es cierto que las Cámaras, 
como se ha afirmado en esta misma oportunidad, no constituyen tan 
sólo una fábrica de leyes, es bien cierto también que sólo a ellas y 
a nadie más compete la acción legislativa, y que no debe desnatura- 
lizarse su acción trayendo sistemáticamente a su seno, como lo hacen 
a menudo los señores diputados nacionalistas, cuestiones que debe- 
rían ventilarse tan sólo en la propaganda periodística o en la tri- 
buna política. 

Señor García Morales.—No apoyado. 


Sesión del 23 de Octubre de 1918, de la Cámara de Representantes. 
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Señor Antuña.—Es cierto, señor Presidente, y nadie podría ne-. 


garlo, que nuestra Constitución confiere a las Cámaras amplias facul- 
tades inspectivas y de control; pero no es menos cierto que nuestra 
Constitución ha conterido también al Poder Ejecutivo ciertas facul- 
tades correlativas O análogas. De ahí la razón de ser del artículo 
42, que como en el caso del proyecto reglamentario que nos ocupa 
tiende a metodizar debidamente la labor parlamentaria. 


Se han complacido en traer a este debate, para corroborar sus 
afirmaciones algunos señores diputados, ejemplos ajenos; y yo tam- 
bién recordaré en este momento el caso de Inglaterra, a propósito 
de una cuestión parecida, dende los propios Ministros de Su Majestad 
Británica tienen, señor Presidente, hasta el derecho de concurrir a las 
Cámaras e insertar en la orden del día los asuntos en el lugar que 
les parezca mejor y en la forma que ellos prefieran que sean tratados, 
de acuerdo con la resolución de 27 de Agosto de 1835 y de Abril de 
1888 del Reglamento de la Cámara de los Comunes. 


Señor Cortinas. — Y aquí también tienen el derecho de concurrir 
a las Cámaras. Lo que hay es que nunca usan de ese derecho, no sé 
si por incapacidad o por qué. 

Señor Antuñoa.—Me refiero a otra cosa distinta: al orden y dis- 
posición de los asuntos en la orden del día. 

Los señores diputados de la minoría debieron comprender fácil- 
mente que con este proyecto no se coarta absolutamente ninguna de 
las facultades que la Constitución confiere al legislador. 

¿Qué ccurre actualmente? Que un proyecto, aún mismo 
dentro del período de las sesiones extraordinarias, llega a la conside- 
ración de la Cámara, y generalmente, se posterga indefinidamente 
su sanción en mérito a esas cuestiones previas, a esas indicaciones, 
a todas las cuestiones a que se refiere el artículo 77 del Reglamento. 
Y cuando: se entra a discutir las cuestiones, se tratan en una forma 
muchas veces impremeditada... 


Señor Cortinas.—Recuerde el señor diputado que cuando quieren 
tratar un asunto lo tratan sobre tablas. 

Señor Antuña.—...puesto que es cierto que en virtud a nuestro 
propio temperamento nacional nos apasionamos y prestamos más 
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atención a las cuestiones políticas de la actualidad que a las que figu- 
ran en la orden del día. | 

El señor diputado Beltrán en su discurso de la sesión anterior 
nos decía que este proyecto tendría una existencia efímera, que era 
perfectamente innocuo, y se refirió hace un instante a esa misma 
apreciación el señor diputado Espalter. En realidad, yo creo que el 
señor diputado Beltrán tiene razón en lo que respecta al nuevo régi- 
men constitucional: poca o ninguna aplicación ha de tener esta modi- 
ticación, dado que, en la nueva Constitución de la República, desapa- 
recido el artículo 40 de la Constitución vigente y en virtud de la 
disposición contenida en el artículo 38 de la nueva, se suprimen de 
hecho las sesiones extraordinarias, ya que la Cámara sesionará sin 
interrupción desde el 15 de Febrero hasta el 15 de Diciembre. Pero, 
señor Presidente, es necesario tener en cuenta que todavía rige la 
Constitución de 1830 y es de extrañar que sean precisamente, los 
señores diputados nacionalistas, que se empeñaron con tanto tesón 
en la conservación de este viejo Código político, los que ahora 
quieran matarlo antes de tiempo y evitar que se puedan introducir 
modificaciones al Reglamento en vista de que ellas no tendrán apli- 
cación en el futuro régimen added cuando lo tiene perfec- 
tamente en el presente. 

- En cuanto a la naturaleza misma de esta disposición, no debe 
sorprendernos en manera alguna, puesto que ella está incorporada 
en forma parecida, o en manera idéntica, a los reglamentos de muchos 
Parlamentos europeos y al de Estados Unidos. | 

Así, por ejemplo, por el artículo 47 del Reglamento de la Cá- 
mara Francesa, la orden del día tiene siempre prioridad sobre toda 
otra cuestión; en el Senado francés, señor Presidente, se emplea 
exactamente el mismo procedimiento que entre nosotros, quizá más 
riguroso para el trámite de las interpelaciones y para todos esos 
asuntos que se suscitan con anterioridad a la orden del día. 

En el Senado francés se formula una proposición, por ejemplo; 
esa proposición se expresa por escrito; pasa a una Comisión; esa 
Comisión la estudia y luego de informada se discute de acuerdo con 
las disposiciones contenidas en el capítulo VII del Reglamento. En 
la Cámara de los Estados Unidos, de acuerdo con las disposiciones 
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del Manual de Jefferson, no se permite insertar ningún asunto mien- 
tras no termine la discusión del otro cuyo debate ha quedado en 
suspenso en la sesión anterior. (Regla XXVII). 


Señor Ramirez.—¡Pero si no hay interpelación en la Cámara de 
los Estados Unidos! 


Señor Antuña.—Yo me refería a la Cámara francesa, cuando 
hablaba de casos concretos de interpelación; la disposición referente 
a los Estados Unidos, que he citado, sólo prevé el caso de las 
cuestiones previas. 


Ahora, en cuanto al hecho de señalar sesiones especiales deter- 
minados días para estudiar ciertas cuestiones, aún las cuestiones 
de urgencia, es una práctica inveterada en muchos Parlamentos. 
Así, por ejemplo, en el mismo Reglamento de la Cámara de los Esta- 
dos Unidos se señala, —esto yo lo he podido ver en uno de sus 
artículos, —lo siguiente: El día viernes de cada semana será reservado 
para los asuntos particulares; otros días se señalan para tratar los 
asuntos de otros distritos: por ejemplo, el día jueves para los asuntos 
del distrito de Columbia. Es una medida de buena organización y 
de metodización del trabajo, que no presenta absolutamente el 
carácter atentatorio y liberticida que han querido verle algunos dipu- 
tados de la minoría. 


Lo mismo ocurre en la Cámara de Inglaterra, en la Cámara de 
los Comunes, donde se señalan días especiales, según la naturaleza 
de los asuntos. 


Hace pocos días el Gobierno Argentino enviaba al Congreso un 
mensaje donde trataba de fijar el alcance del derecho de interpe- 
lación, que también se halla vinculado a este asunto que estamos 
tratando; digo que el Gobierno argentino pretendía fijar un alcance 
del derecho de interpelación y exponía su doctrina en un proyecto 
por el que, indudablemente, se  restringía en ¿parte este mismo 
derecho. 


El Presidente Irigoyen combatía en ese mensaje, con toda ener- 
gía, esa interdependencia absoluta entre los Poderes del Estado que, 
en su concepto, concedía una enorme superioridad ai Parlamento 
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sobre todos, y proclamaba la antigua doctrina de la división completa 
de los Poderes. | 

Es indudable que esta doctrina en la actualidad no es posible 
aceptarla, asi en sus términos absolutos. 


Pero yo creo que hay una diferencia, aunque sea de grado, en 
lo que se refiere a nuestro caso, entre el derecho de interpelar durante 
el término de las sesiones ordinarias y el derecho de interpelar 
durante el término de las sesiones extraordinarias. 

Señor Ramírez.—¿Me permite, señor diputado? 

Señor Antuña.—Sí, señor. 

Señor Ramírez.—-El señor diputado me parece que olvida que 
hay una ley interpretativa de la Constitución que restablece por 
completo el derecho a interpelar durante las sesiones extraordinarias. 

Señor Antuña.——¿A qué ley se refiere, señor diputado? 

Señor Ramirez.—Es una ley que se dictó hace algunos años, 
que dice que cuando la Cámara sea convocada, aunque sea durante 
el período extraordinario, recobra todas las facultades y cesa en 
sus funciones de Comisión Permanente. 

Señor Antuña.—¿Se retiere al proyecto de ley del señor diputado 
Fleurquin de 1912? Allí se hace la salvedad del artículo 42 de la 
Constitución. 


Señor Ramirez.—¡Cómo proyecto! Es una ley vigente. 
señor Antuña.—Es una ley inconstitucional, desde el momento 
. que suprime la Comisión Permanente. 


Señor Ramirez.—No suprime la Comisión Permanente: la Comi- 
sión Permanente está en funciones mientras no se convocan las 
Cámaras. 

Señor Antuña.—¿Es constitucional una ley que suprime la 
Comisión Permanente? 


Yo no niego, señor Presidetne, que suelen plantearse en la 
media hora reglamentaria, en esta media hora que muchas veces se 
prolonga indefinidamente y ocupa sesiones y sesiones de esta Cáma- 
ra, yo no niego que suelan plantearse a veces cuestiones de verda- 
dero interés público; pero lo que es evidente es que esa facultad 
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reglamentaria, que es también una facultad constitucional, constituye 
a menudo la válvula de escape de nuestra politiquería casera, diminuta 
y hueca. | 


(Minutas 0e comunicación 


A O E 


En breves palabras voy a dar las razones de mi voto favorable 
a la minuta de comunicación presentada en una de las sesiones 
anteriores por el señor representante Pereyra Bustamante. 

Si hubiéramos estado bajo la vigencia de la vieja Constitución 
de la República, seguramente no hubiera votado en ese sentido, 
porque considero que, de acuerdo con los preceptos escritos de la 
Carta Política de 1830,—más que de acuerdo con su espíritu,—las 
minutas de comunicación observando, exhortando,o censurando al 
Poder Ejecutivo, eran de muy dudosa constitucionalidad. 

Bajo el nuevo régimen, entiendo que el asunto cambia funda- 
mentalmente de aspecto, y porque conceptúo que el asunto cambia 
de aspecto, es que creo también que la argumentación del señor 
diputado Buero falla por su base. A pesar de estar incorporado a 
la nueva Carta Política el precepto constitucional idéntico respecto 
de la constitución de 1830,—a pesar de eso, se han agregado, indu- 
dablemente, a la Constitución de 1917, una serie, un conjunto de 
facultades y de derechos al Parlamento, que lo colocan en una situa- 
ción radicalmente distinta a la que se encontraba bajo el imperio del 
viejo régimen constitucional. 

No dejo de reconocer, sin embargo, que el derecho de dirigir 
esa minuta de observación al Poder Ejecutivo continúa siendo un 
derecho implícito, pero tampoco dejo de reconocer de que está plan- 
teado, de que está resuelto, de que está otorgado en la nueva carta 
política con una claridad meridiana. 


Sesión del 15 de Marzo de 1920, 
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Que en el viejo régimen, o de acuerdo con los preceptos expresos 
de la antigua carta, habría lugar a dudas respecto a la aplicación 
de esta medida de fiscalización legislativa, inherente, por otra parte, 
a la propia función de estas corporaciones, han estado de acuerdo 
muchos de nuestros más respetados hombres de pensamiento, esta- 
distas y legisladores, algunos de los cuales han sido citados oportu- 
namente por el doctor Buero. Tan es así que puede afirmarse que, ni 


desde el punto de vista de la doctrina constitucional, ni de la juris- 


prudencia parlamentaria establecida, podría sostenerse que la 
Constitución antigua concedía claramente ese derecho a las Cámaras. 

Fué en virtud de esas dudas que en más de una ocasión el que 
habla se opuso a que se pasaran al Poder Ejecutivo esa clase de 
minutas de comunicación, y en una oportunidad reciente invoqué 
también, en apoyo de esta tesis, como un antecedente ilustrativo 


el mensaje que recordaba en la sesión anterior el doctor Buero, 


proveniente del Gobierno del señor Batlle y Ordóñez y refrendado 
por el doctor Viera, entonces Ministro del Interior. Ese mensaje, una 
vez pasado al Honorable Senado, se destinó a la Comisión de Le- 
vislación de ese alto Cuerpo, y en esa oportunidad aquella Comisión 
dictaminante produjo un informe realmente brillante y minucioso, el 
cual era suscripto por los entonces senadores Pérez Olave, Manini 
Ríos y José Espalter. Yo recuerdo que en la oportunidad en que 
invocaba ese «mensaje del Poder Ejecutivo, recordaba también la 
contestación que diera el Senado en aqueila ocasión, y vuelto a leerlo, 
confieso, a pesar de la detención y de la brillantez con que estaba 
escrito y meditado, no están allí destruídas todas las tmpugnaciones 
contenidas en el documento del Poder Ejecutivo. 

No es extraño, pues, que yo haya dudado de esta facultad parla- 
mentaria, cuando especialistas que han estudiado mucho mejor y 
mucho más que yo estas cuestiones, les ha asaltado precisamente 
la misma duda, entre otros, al doctor José Espalter, notable consti- 
tucionalista, firmante de ese dictamen a que me he referido, pero 
que sin embargo aduce en él algunas reservas de bastante impor- 
tancia. Además, personalidades ilustres como la del doctor Julio 
Herrera y Obes, que como lo recordaba el doctor Buero, se oponía 
terminantemente y de una manera decisiva a que las Cámaras diri- 
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gieran esta clase de minutas de comunicación al Poder Ejecutivo. 

Evidentemente, se trataba de una laguna en la Constitución re- 
formada, puesto que teniendo en cuenta otras facultades que estaban 
consagradas en ella, debió haberse establecido más claramente esta 
otra, sobre todo teniendo en cuenta que estaba consignada ya 
la facultad de acusar y hasta de suspender al Presidente de la Repú- 
blica, y teniendo en cuenta, además, que esa misma prerrogativa se le 
otorgaba expresamente a la Comisión Permanente, que al fin y al 
cabo no es sino una delegación de la Asamblea integrada por miem- 
bros que forman parte de la misma. 

Si tenemos en cuenta que en presencia de esas facultades se 
deducía otra que no estaba explícitamente consignada, ¡con 
cuánta más razón debemos reconocerla nosotros, bajo el imperio de 
le Constitución actual, donde se han consagrado nuevos principios, 
vastas atribuciones y derechos al Parlamento verdaderamente exten- 
sos que lo colocan en una situación de verdadera preponderancia 
con respecto a los otros Poderes del Estado. 

Es cierto que estamos lejos todavía del régimen parlamentario, 
pero no es menos cierto también que desde la primera hasta la última 
página de la Constitución de 1917 no se ve sino el afán del consti- 
tuyente de dar cada vez mayores facultades al Parlamento sobre los 
demás poderes del Estado. No podría ser de otro modo, señor Presi- 
dente, si se tiene en cuenta que de acuerdo con los tiempos y con 
las nuevas ideas debía modificarse, por lo pronto, el viejo concepto 
de la división de los Poderes, sólo aplicable como un principio de 
reacción contra el despotismo y contra un centralismo absorbente, 
que nosotros ya hemos abolido, régimen absoluto aquel que Duguit lo 
comparaba por lo absurdo con el ministerio cristiano de la Trinidad. 

Es así que por el artículo 50 de la nueva Constitución de la 
República se establece la facultad de interpelar, a pedido de la tercera 
parte de los miembros de la Cámara, facultad que no la tiene en una 
forma más extensa ninguno de los Parlamentos del mundo; es así 
que entre otras facultades parlamentarias realmente notables que se 
consagran en la nueva Constitución, está ese derecho de fiscaliza- 
ción por medio de Comisiones investigadoras donde se aclara y se 
dilucida en una forma definitiva un concepto también obscuro de 
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la vieja Constitución; es así que se consagra en la nueva Carta como 
un derecho parlamentario avanzado ese derecho de fiscalización que 
se extiende no solamente a la Asamblea, a las Cámaras corporati- 
vamente, sino a cada uno de sus miembros; es así que el Parlamento 
es el encargado por la nueva Constitución de resolver por su sola 
cuenta y bajo su sola inspiración los conflictos que puedan originarse 
entre la Presidencia de la República y el Consejo de Administración. 

Otras facultades, que en este momento no recuerdo, están 
consagradas. 

señor Beltrán.—Interpretar la Constitución, exclusivamente. 

Señor Antuña.—Interpretar la Constitución, que es una atribu- 
ción encomendada exclusivamente al Parlamento. 

Señor Vicens Thievent.—Por medio de una ley. 

Señor Antuña.—Por medio de las leyes, es claro. 

De modo, señor Presidente, que si a todas estas atribuciones 
nuevas agregamos las consagradas por la Carta antigua: 
el juicio político y la suspensión del Presidente de la República, 
no veo con qué derecho nosotros, al día siguiente de sancionada esta 
Constitución, vamos a negarle al Parlamento una de sus facultades 
más preciosas, tal es la de observar o exhortar en cualquier sentido 
al Poder Ejecutivo, cuando, por otra parte, se le ha concedido ya 
por la reforma facultades de proyecciones más vastas. 

Me retería hace un instante al informe del Senado, que 
constituye un documento legislativo «de alto mérito. Es digno 
de hacer notar que este dictamen fué escrito bajo el antiguo 
régimen, y por lo tanto sus conclusiones debieron estar inspiradas 
en los preceptos de la otra Constitución. Si nos ponemos ahora nos- 
otros en el caso presente, después de haberse ampliado en una forma 
tan considerable las facultades parlamentarias, no podemos negarle 
esta facultad que se ha llamado intermediaria, desde el momento que, 
como lo dice el mensaje de la referencia, el Poder Ejecutivo compar- 
te con el Poder Legislativo funciones «esencialmente legislativas,, a 
tal extremo que esa colaboración es tan estrecha y constante que la 
iniciativa parlamentaria en materia de leyes ha sido casi nula en 
muchos períodos, sancionándose por la Cámara sólo proyectos de ley 
remitidos por el Poder Ejecutivo, y estando los Ministros día a día 
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en el despacho de las Comisiones ocupándose de los asuntos por 
ellos remitidos; sancionándose por la Cámara sólo proyectos de ley 
remitidos por el Poder Ejecutivo», situación esta última que tampoco 
se produce de acuerdo con los preceptos expresos de la nueva Carta 
Política del país. ¿Cómo vamos a negar nosotros esa facultad esen- 
cial del Parlamento en presentia de la nueva Constitución de la Re- 
pública, cuando aún bajo la vieja en que, como ya he dicho, cabía 
pertectamente la duda, afirmaban profesores como Aréchaga 
la verdadera preponderancia que debía tener el Poder Legiís- 
lativo sobre los demás Poderes: «Los otros dos Poderes — decía — 
no tienen las mismas iniciativas en el manejo de los negocios públi- 
cos, sino que desempeñan una función secundaria; no se mueven por 
sí mismos, sino que siguen la dirección que el Poder Legislativo les 
imprime». Y luego agregaba el informe: «Si bien es cierto que la 
acción constante de los Poderes debe ser coordinada, a fin de ase- 
gurar la independencia de cada uno dentro de los mandatos de la 
Constitución y de la ley, no es menos cierto que por la fuerza natural 
de los actos llamados a ser realizados por uno de esos Poderes, ob- 
tenga éste sobre los otros una inevitable supremacía, una influencia 
preponderante y directiva.» 

¿Cómo le vamos a negar esa facultad, cuando el mismo doctor 
Aréchaga, y aún bajo el régimen del antiguo estatuto, afirmaba que 
el Poder Legislativo, «en uso de sus atribuciones moderadoras, debe 
mantener al Ejecutivo y también al Judicial dentro de sus legítimas 
esferas de acción, haciendo en caso necesario efectiva la responsa- 
bilidad política en que hayan podido incurrir los funcionarios de esos 
departamentos del Gobierno.»? 

Creo, para terminar, que si queremos velar por los prestigios 
del Parlamento, no debemos aceptar, señor Presidente, la doctrina 
que ha planteado el señor diputado Buero... — (Apoyados). 
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Facultades políticas del Presidente de la Republica 


La Comisión ha examinado el proyecto de varios legisladores 
que interpreta el art. 9. de la Constitución de la República y le ha 
prestado su aprobación después de introducir algunos agregados 
que aclaran y amplían su verdadero sentido. 

La disposición tundamental contenida en ese proyecto necesitaba 
en el criterio de Vuestra Comisión, ser esclarecida, siendo así que 
cuando se establece en su texto «que el Presidente de la República 
y los respectivos ministros no pueden hacer a los funcionarios com- 
prendidos en el inciso 2.” del artículo 9.* declaraciones políticas, etc.» 
se agregó la locución con fines electorales, lo que además de estar 
de acuerdo con el pensamiento de los autores del proyecto, garantiza 
al concretar de tal modo su extensión, la finalidad práctica que se 
ha querido obtener. | 

Esto en cuanto a las declaraciones, porque en lo que se refiere 
a los intormes de carácter político, se estableció además que ellos 
no pueden ser utilizados para «los fines particulares de determinada 
agrupación ciudadana.» 

Al introducir estos agregados tuvo en cuenta Vuestra Comisión 
las observaciones que se hicieron en su seno por parte del señor 
Ministro del Interior y de algunos de sus miembros. Puede en algunos 
casos el Presidente de la República recabar ciertos datos de sus su- 
bordinados de la institución policial, datos o informaciones de Ca- 
rácter político que se relacionan con la conservación del orden pú- 
blico y con el propio interés nacional. No así, cuando esos informes 
responden a una finalidad electoral en cuyo caso se desconoce indu- 
dablemente la regla prohibitiva contenida en el artículo 9,%, violándose 
el precepto en la forma más grave, es decir: por la instigación del 
Primer Magistrado sobre los funcionarios, a los que expresamente 
se refiere la prohibición constitucional. 

El Ministro del Interior pugnó por que se declararan exceptuados 
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de esta prohibición los comentarios que sobre sucesos políticos O 
electorales suelen desarrollarse en el seno del hogar y la amistad en 
el caso 'de vinculaciones que pueden existir entre el mandatario y 
algunos de sus subordinados comprendidos en la limitación del 
artículo 9.*. | 

A pesar de que la Comisión ha considerado también esa cir- 
cunstancia excepcional, en que resulta imposible la aplicación de la 


norma prohibitiva en toda su latitud, porque no les es dado invadir : 
el fuero íntimo o familiar, no ha querido establecer excepciones de. 


ninguna especie que pudieran desnaturalizar en la práctica el pre- 
cepto constitucional y el propósito del legislador quien estará siempre 
habilitado, planteada la duda, para aquilatar la índole o la gravedad 
del caso de acuerdo con las circunstancias concomitantes. 

La Comisión entiende que el precepto contenido en el inciso 2." 
del art. 9.9 de la constitución es terminante en su texto y en su espí- 
ritu, y aunque pudiera parecer redundante, os aconseja, sin embargo, 
la sanción del proyecto interpretativo, que al evitar cualquier errónea 
inteligencia por parte de los Presidentes y Ministro, asegure uno de 
los fundamentos más firmes sobre el que reposan las garantías del 
sufragio consagradas en la Constitución de 1917. 

Esa fórmula se aviene, por otra parte, en absoluto, con las mani- 
festaciones aducidas en Cámara por el Ministro del Interior doctor 
Manini Ríos, pero Vuestra Comisión conceptúáa como lo expresa la 
exposición de motivos que acompañg el proyecto que «un acto parla- 
mentario de esa naturaleza para que obligue debe revestir la forma 
de una ley y ser el producto de una volutad más extensa, de una doble 
voluntad, es decir: de ambas Cámaras Legislativas.» 

La Comisión ha incorporado al proyecto la parte segunda del 
artículo que reproduce literalmente las palabras pronunciadas por 
el señor Ministro del Interior, doctor Manini en el seno de V. H. 
Este agregado, a pesar de la letra y el sentido categórico del inciso 
2.2 del artículo 9.%, tiene también un interés real y positivo. En efec- 
to: no han faltado quienes hayan puesto en duda su verdadero al- 
cance en la prensa y en el reciente debate legislativo, sentando el 
principio de que los funcionarios policiales pueden expresar particu- 
larmente sus opiniones políticas. Esta intervención partícular derivada 
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en primer término hacia los jefes de policía y de éstos a sus subal- 
ternos, y luego extendida hacia ciudadanos y partidos, subvertiría 
por completo el espíritu de la disposición, contrariando el móvil pri- 
mordial del constituyente, reiterado en los informes y debates de la 
Asamblea de 1917 que no era otro que el de sustraer a las policías 
y al ejército de toda actuación partidaria «salvo el voto» con el 
objeto de hacer de esas dos instituciones, organismos eminentemente 
administrativos y técnicos por una parte, y por otra el deseo de ex- 
tirpar para siempre de nuestras costumbres políticas eso que ha 
constituído una rémora de las democracias americanas: la acción 
del comisario y el militar politiqueros. 

La segunda parte del proyecto de acuerdo con el pensamiento 
del nuevo Ministro del Interior y'redactada con sus propias palabras, 
establece que «el personal policial deberá abstenerse rigurosamente 
de todo acto directo o indirecto, ostensible o subrepticio», sentándose 
así la verdadera doctrina en toda su importancia práctica. 

Aunque resulta indiscutible el derecho reservado a la ley por 
nuestro código político para extender las limitaciones del artículo 
9.2 a otros funcionarios del Estado cuya participación activa en la 
vida política pudiera significar un peligro para la libertad electoral 
Vuestra Comisión no ha uniformado opiniones al respecto. 

El proyecto cuya aprobación os aconseja no significa, en rea- 
lidad, una extensión de aquellas prohibiciones, como erróneamente 
se ha supuesto, sino la interpretación lógica y precisa del artículo 9.*. 

Es por estas consideraciones que os pedimos la sanción del 
adjunto proyecto sustitutivo. 


, 


José G. Antuña, miembro informante; Juan Andrés Ramírez, 
José Salgado, Wáshington Beltrán. 
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La huelga general en oía oe elecciones 


Todos conocemos, señor Presidente, el mensaje que hace unos 
días pasó el P. E., es decir, la Presidencia de la República a la Asam- 
blea General, dando cuenta a ese alto Cuerpo de que tenía conocimien- 
to de que la Federación Obrera Regional Uruguaya organizaba una 
huelga general que iba a coincidir con el día de las elecciones. Agre- 
gaba la Presidencia en su mensaje que en virtud de ese movimiento 
obrero que se anunciaba y que ella tenía la seguridad que se iba 
a producir, había pensado en tomar algunas resoluciones, tales como 
la de hacer bajar a la Capital algunos regimientos de línea destaca- 
dos en algunos Departamentos de campaña, con el objeto de garan- 
tizar en todo momento el orden público sí él fuera alterado. Ese men- 
saje fué considerado por el Consejo. Nacional de Administración, y 
éste adoptó la única actitud que de acuerdo con sus atribuciones 
constitucionales podía asumir: la de remitirlo a la Asamblea General 
para que ésta tomara las resoluciones que creyera más conveniente. 
Considerado el mensaje de la Presidencia de la República, y también 
el momerándum del señor Ministro del Interior, por el Senado, este 
alto Cuerpo resolvió, como todos sabemos, constituirse en sesión 
permanente, para adoptar las medidas que creyera necesarias, im- 
puestas siempre por las circunstancias y en presencia de los hechos, . 
que acaso pudieran provocar la transferencia del acto electoral. Creyó 
el Honorable Senado que de acuerdo con los preceptos constitucio- 
nales sólo la Asamblea podía transterir el acto electoral, y más toda- 
vía, que sólo la Asamblea estaba habilitada, de acuerdo con el artícu- 
lo 97 de la Constitución, para apreciar los hechos que pudieran ¡jus- 
tificar esa transterencia. Debo manifestar, señor Presidente, que yo 
considero perfectamente reñida con los principios democráticos, y un 
verdadero atentado a la libre emisión del sutragio, una huelga gene- 
ral en un día de elecciones, y no sólo la considero así una huelga 
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general, sino que también a ciertas huelgas parciales, sobre todo a 
aquellas que tienden a dificultar la libre circulación de los ciudadanos 
para ejercer sus derechos cívicos. 

Ahora bien: si de acuerdo con esos principios, y aun mismo con 
la libre emisión del sufragio a que me he referido, considero perfec- 
tamente incompatible una huelga general producida simultáneamente 
con un acto eleccionario, también considero que esa solución no se 
concibe de acuerdo con nuestra propia legislación electorat. 

Nuestra legislación electoral, en efecto, ha querido garantir de 
todos modos el voto libre de los ciudadanos, y para garantirlo junto 
con la tranquilidad y el respeto que deben rodear a todo acto comi- 
cial, ha llegado hasta restringir ciertos derechos, algunos de los 
cuales, como el derecho de reunión, que tiene tanta o más importan- 
cia que el derecho de huelga, ya que éste no es sino una consecuen- 
cia de aquél. Es así que los días de elecciones—todos lo sabemos— 
no pueden efectuarse espectáculos públicos, ni reuniones de carreras, 
ni aglomeraciones de ninguna naturaleza. Y ha ido más allá toda- 
vía nuestra ley electoral: ha querido que las tropas el día de las” 
elecciones permanezcan rigurosamente acuarteladas, para no alarmar 
el espíritu de los ciudadanos que se disponen a cumplir con la atribu- 
ción fundamental de la ciudadanía. 

son estas, pues, garantías que nuestra legislación electoral con- 
sagra en lo que respecta al sufragio, y son garantías también que, 
en cierto modo, significan limitaciones a derechos, en beneficios de 
otro derecho superior. Y no podía ser de otro modo, st se había de 
aquilatar toda la trascendencia que en una democracia tiene el acto 
electoral, por el que debe manifestarse la soberanía del pueblo en el 
momento en que han de elegirse los Poderes Públicos de la Nación. 

Sobre este respecto, precisamente, es que descansa el régimen 
democrático representativo que nos rige. Pero a esto también se ha 
objetado que la huelga puede tener un carácter absolutamente pací- 
fico, en cuyo caso sería completamente innecesario postergar el acto 
electoral. Es que no se puede concebir en los momentos actuales nin- 
guna huelga absolutamente pacífica, señor Presidente, y mucho me- 
nos una huelga general y, sobre todo, una huelga que tiene la fina- 
lidad de la que se anuncia. 
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Señor Frugoni.—Sobre todo si las autoridades provocan los 
disturbios... 

Señor Antuña.—No es una huelga donde los obreros vayan a 
buscar mejoras de carácter económico, ni siquiera de carácter social. 
Es una huelga perfectamente definida por los especialistas en esta 
materia. No es una huelga general corporativa, es decir, de las que 
se dirigen contra los patrones para obtener ventajas en favor del pro- 
letariado: es lo que se llama una huelga general política, es decir, 
dirigida contra un Gobierno, en este caso contra el Poder Judicial, 
por el hecho de haber caído una persona bajo su jurisdicción, a pesar 
de estar garantida por las instituciones del país y por los anteceden- 
tes de nuestros jueces. 

Señor Mibelli.—Eso no es ninguna garantía. Esos antecedentes 
no dan ninguna garantía. 

Señor Antuña.—A pesar de este carácter de la huelga, a pesar 
de la forma en que ha sido organizada, a pesar de las amenazas con- 
tenidas en las proclamas de las autoridades obreras encargadas de 
su organización, a pesar de todo, esta huelga yo la concebiría y la 
aceptaría como legítima, pero no en un día de elecciones. 

Es por eso que hemos considerado que la Cámara, en presencia 
de los sucesos y una vez decretada ya para hoy, a las 12 de la no- 
che, esa huelga, debería afrontar la responsabilidad del momento, ya 
que, como lo he dicho hace un instante, sólo la Asamblea es la que 
está autorizada por la Constitución para transterir el acto electoral. 
y sólo ella es la que puede apreciar los hechos que han de determinar 
ese aplazamiento. : | 

El Senado se constituirá dentro de breves instantes en sesión 
permanente, y es de imaginarse, señores diputados, la situación irre- 
gular que se crearía con esta circunstancia: llega, por ejemplo, un 
mensaje del P. E., dando cuenta al Honorable Senado de que la huel- 
ga ha asumido cierto carácter incompatible con el desenvolvimiento 
regular del acto electoral; el Senado decreta la suspensión de ese ac- 
to si. las circunstancias así lo exigen y en tal "caso cido 
podría suspenderse, a pesar de la resolución del Senado, porque la 
Cámara no estaría reunida en sus mismas condiciones ¿Que se origi- 
naría en ese caso? Se iría fatalmente a la suspensión del acto electo- 
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ral, posteriormente, lo cual sería de graves consecuencias para el 
país, y para los partidos. 
| La Cámara, pues, debe estar prevenida, y yo creo que si bien 
las medidas previsoras adoptadas ya hoy mismo por la Presidencia 
de la República todavía no constituyen una causa suficiente, a pesar 
de la gravedad que ellas mismas entrañtún desde el punto de vista de 
nuestras leyes electorales; a pesar de eso, yo creo que no ha llegado 
todavía el momento de transterir el acto electoral, pero creo, además, 
que en todo caso esta debe ser una iniciativa del Senado, ya que las 
primeras medidas fueron adoptadas por ese alto Cuerpo. 
Con estas razones dejo fundada la moción que acabo de pasar 
a la Secretaría. 


Sobre legislación electoral 


La alta corte y las apelaciones 


Me voy a referir, señor Presidente, en una forma breve, a algu- 
nos de los argumentos aducidos en este debate por el señor diputado 
Rodríguez Larreta, así como también a la modificación que ha pro- 
puesto, a nombre de la Comisión de Legislación, el señor diputado 
Ramírez. 

Ante todo, trataré de demostrar, —aunque la mayoría de los se- 
ñores diputados que se sientan en esta Cámara no han manitestado 
oraves dudas como las manifestaron los senadores nacionalistas, — 
cuál ha sido la verdadera finalidad de la disposición legal que encie- 
rra el artículo 4.” de la ley de 20 de Setiembre de 1916, — porque 
es necesario subrayar, señor Presidente, que el proyecto que esta- 
mos discutiendo y nos ha sido enviado por el Poder Ejecutivo, a soli- 
citud de la Comisión Nacional del Partido Colorado, al mismo tiempo 
que declara en vigencia el artículo 4.” de la ley de 21 de Setiembre 
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de 1916, que da por derogadas todas las disposiciones anteriores, 
contrarias a ella; esas disposiciones a que ha aludido la Alta Corte de 
Justicia al rechazar el pedido de algunos ciudadanos que interponían 
un legítimo recurso de apelación en tercera instancia contra las re- 
soluciones de ciertas Juntas Electorales; este proyecto, al mismo 
tiempo, digo, obedece, antes que nada, a un propósito de alta mora- 
lidad electoral... 

Señor Fajardo.—Muy bien. 

Señor Antuña—... beneficia por igual a unos y a otros, al Par- 
tido Nacional y al Partido Colorado; pero es probable que beneficie 
todavía más al Partido Nacional, por la misma razón que en el Se- 
nado adujera el doctor Areco y que consiste en que en las actuales 
circunstancias, y para los etectos de las elecciones de senador del 
próximo mes de Noviembre, de las seis Juntas Electorales que están 
entendiendo en los juicios de tachas, cuatro están compuestas en 
su mayoría por miembros colorados, que es lo mismo que decir que 
en esos cuatro Departamento se les dará a los ciudadanos nacio- 
nalistas el derecho de apelar ante la Alta Corte de Justicia, lo cual 
constituye una de las garantías primordiales que ha querido consa-= 
orar esta ley. 

Eso fué, señor Presidente, lo que pensaron los legisladores de 
1916 al sancionarla, y yo que hace un instante estuve revi- 
sando aquel debate en el «Diario Oficial» de la fecha, durante el 
cual el doctor César Miranda propuso esta misma disposición que 
estamos considerando, disposición que no era otra que el artículo 26 
de las leyes electorales previas a la elección de la Asamblea Nacional 
Constituyente, he copiado un párrafo del discurso del doctor Miranda 
donde explica este ilustrado colega con toda claridad, cuál tué la 
mente del legislador al proponer este artículo, es decir, que él queda- 
ría incorporado a la ley en carácter permanente y no en el carácter . 
transitorio que ha querido atribuirle la Arta Corte de Justicia al dic- 
tar sus últimas resoluciones. De manera definitiva, repito, porque 
lo quese buscaba era sustraer la resolución definitiva en materia de 
tachas de los apasionamientos partidistas y confiarla a la más alta 
autoridad judicial. 

Decía el doctor Miranda al proponer esta cláusula: «El artículo 
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7.2, que ahora pasa a ser 4.%, ha sido redactado con el propósito de 
dar una absoluta garantía a los partidos políticos. El artículo 26 de 
la ley de elección de Constituyente había establecido otras garantías, 
y a la verdad que yo no veo por qué ahora las hemos de suprimir. 
Hay que tener en cuenta que en donde las Comisiones Calificadoras 
tienen una mayoría en determinado partido político, también en la 
Junta Electoral está en mayoría ese mismo partido. 

Si la Comisión Calificadora ha hecho cuestión partidaria al fallar 
es posible que la Junta Electotal haga lo propio, y entonces no se 
resuelve el asunto de acuerdo con la justicia, sino de acuerdo con los 
intereses banderizos.>» 

Es a modo de garantía para los ciudadanos que pertenecen a 
las agrupaciones en minoría que nosotros establecemos esta dispo- 
sición: el peligro existe y el peligro es evidente. Yo podría citar a 
la Cámara el caso de la Junta Electoral de Río Negro. Á propósito 
del cambio de un distrito, violando la ley, y que fué resuelto por esa 
junta Electoral no obstante la oposición de los colorados. Quiere 
decir que si la Junta Electoral de Río Negro hizo en este caso cues- 
tión partidaria, también podrá hacerlo en materia de tachas. 

Parece, señor Presidente, que el doctor Miranda hubiera tenido 
la previsión del porvenir. 

Y después contestaba a algunos señores diputados que impug- 
naban esta disposición, lo siguiente: «Queremos dar a nuestros 
correligionarios así como a nuestros propios adversarios, una garan- 
tía plena de la ley.» 

Esto nos demuestra en forma terminante, señor Presidente, que 
el legislador quiso incorporar esta disposición a la ley, ex una forma 
definitiva, y no sólo como lo ha querido entender la Alta Corte de 
Justicia y los senadores nacionalistas, y creo que el mismo doctor 
Rodríguez Larreta, en una forma transitoria, a regir solamente para 
el año 1916. 

Porque no es posible creer que' esta disposición haya sido 
incorporada a la ley, para regir nada más que en el caso de 
las elecciones del 14 de Enero de 1917. ¿Por qué solamente 
para las elecciones del 14 de Enero y no para las elecciones 
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de senadores, por ejemplo, de fin de año, que son elecciones también - 
ordinarias? 

Fuera de duda que la ley ha querido consagrar un criterio legal 
permanente, como lo afirma el mensaje del Poder Ejecutivo. 

Pero el doctor Rodríguez Larreta repite en esta oportunidad el 
mismo cargo que se le hizo: a la ley en el ¡Señnado. Y “dices 
«Nosotros pretendemos enmendarle. la plana a la Alta Corte de 
Justicia, y eso significa, ni más ni menos, que una verdadera sub- 
versión legal.» 

Es necesario tener en cuenta, que la Alta Corte de Justicia no 
se ha pronunciado sobre el fondo de la cuestión, y esto ya lo ha 
expresado con bastante claridad el señor diputado doctor Ramírez. 

La Alta Corte de Justicia, sencillamente, ha declarado que «no 
se pronuncia» sobre el asunto, en vista de considerar que las senten- 
cias de las Juntas Electorales han hecho cosa juzgada. Nosotros 
interpretamos la ley en este caso, y le decimos a la Alta Corte de 
Justicia: «ésta es la interpretación que le damos nosotros, los legis- 
ladorés, que somos los que hemos confeccionado la ley, y de acuerdo 
con esta interpretación, que es la única que se debe tener en cuenta, 
que es la única aceptable, ella debe proceder en consecuencia.» 
En presencia de un punto oscuro que, indudablemente, la Alta 
Corte ha sorprendido, ya sea en la redacción de la ley, ya 
sea en las colecciones legislativas que ella haya podido compulsar 
para su examen, lo que cabe es lo que nosotros proponemos. 

¿A quién corresponde, pues, interpretar la ley? El señor diputado 
Rodríguez Larreta afirmaba que la interpretación de la ley corres- 
ponde también al Poder Judicial. Yo creo que, por lo menos, en su 
sentido absoluto, esta afirmación es aventurada. 

señor Martínez Garcia.—La aplicación corresponde al Poder 
Judicial. 

Señor Antuña.—Yo creo que la interpretación de las leyes, por 
lo menos, corresponde tanto al Poder Legislativo como al Poder 
judicial, y que por arriba del Poder Judicial está el Poder Legislativo 
en materia de interpretación de textos legales. 

Señor Mora Magariños.—Al Poder Legislativo de una manera 
general, y al Poder Judicial en cada caso concreto. 
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Señor Antuña.—Lo que le corresponde a la Alta Corte de Justicia 
es la aplicación de la ley, evidentemente... 

señor Rodríguez Larreta (don Eduardo).—Pero para aplicarla 
hay que interpretarla, señor diputado. La Alta Corte está todos los 
aías interpretando leyes. 

Señor García Morales.—Son dos órdenes de interpretación legal. 

Señor Antuña.—Para aplicar una ley, es necesario discernirla, 
sin duda; pero no interpretarla como debe hacerlo el Parlamento. 

Una cosa es discernir una ley, estudiarla, pesarla y darle la 


aplicación que se debe, y otra cosa es la interpretación legislativa. 


Señor Rodríguez Larreta (don Eduardo).—El señor diputado, y 
todos los que han hablado, confunden eso con la misión que tiene la 
Cámara de interpretar la Constitución. 

Varios señores representantes.—No apoyado. 

Señor Bruno.—La Constitución y la ley, señor diputado. 

Señor Rodríguez Larreta (don Eduardo).—En realidad no hay 
interpretación de leyes; lo que hay son nuevas leyes. 

Señor Salgado.—No apoyado. 

Señor Rodríguez Larreta (don Eduardo).—La misión de inter- 
pretar la ley el señor diputado Fajardo no la encontrará en ningún 
artículo de la Constitución. 

Señor Fajardo.—¡Cómo no! Si corresponde al Cuerpo Legisla- 
tivo interpretar de manera general la ley! 

Señor Rodríguez Larreta (don Eduardo).—Está equivocado el 
señor diputado Fajardo y ahí está la confusión que yo decía. Lo que 
dice la Constitución es: «corresponde al Poder Legislativo interpretar 
esta Constitución», pero la interpretación de las leyes es una función, 
tanto del Poder Judicial, dentro de sus atribuciones, como del Poder 
Ejecutivo, dentro de la suya...—(No apoyados.) -— (Murmullos). 

Señor Antuña.—Continúo, señor Presidente. 

Yo creo que el temperamento que indica el señor diputado sería 
una medida atentatoria de parte del Cuerpo Legislativo, de acuerdo 
con sus propias ideas, es decir, que nosotros a este respecto dictaremos 
una ley o no ya solamente dictaríamos una ley nueva, sino que modi- 
ficaríamos fundamentalmente las leyes existentes. Todo lo que po- 
demos hacer, si no queremos subvertir serios principio jurídicos, es 
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aclarar, interpretar la ley existente, y es precisamente por eso que 


el Poder Ejecutivo ha enviado su mensaje y aue la Comisión de 


Legislación de la Honorable Cámara ha aprobado el temperamento 
por él aconsejado. 

Pero el doctor Rodríguez Larreta encuentra condenable el hecho 
de que se presente precisamente este proyecto en vísperas de una 
contienda electoral; pero, señor, estas aclaraciones se reclaman pre- 
cisamente cuando ellas se hacen. oportunas, en el momento de su 
aplicación, cuando su interpretación es obscura. Cuando su aplica- 
ción es clara no hay necesidad de pedir interpretación de ninguna 
especie. ¿Qué le corresponde hacer a un  litigante, por ejemplo, 
cuando ocurre el caso de los ciudadanos que se han presentado 
solicitando una última instancia ante la Alta Corte? ¿qué le corres- 
ponde hacer, si este alto Cuerpo le niega la apelación que se le soli- 
cita? Si se trata de un interés particular, de una persona, puede 
pedir la revisión o callarse la boca, que es lo más práctico, pero 
tratándose de intereses colectivos, de intereses políticos, todo lo 
que' cabe, como en “el presente caso, es que uno de. los partidos 
invistiendo personería asuma la representación de las personas 
desatendidas y reclame ante quien corresponda la aclaración del 
preceto legal. Es lo que ha hecho la Comisión Nacional del 
Partido Colorado. ¡De dónde acá, ahora, los partidos políticos no 
pueden presentarse ante el Parlamento o cualquier Poder del Estado 
exigiendo que se hagan valer sus derechos fundamentales! ¿Acaso 
los partidos políticos son una cosa abyecta, indigna de tomarse en 
cuenta por nosotros? ¿No son ellos los organismos por los cuales 
se manifiesta la opinión nacional? ¿Quiénes tienen más derechos 
aque ellos? ] 


Pero lo que confirma, señor Presidente, — y para terminar me 
voy a referir al agregado propuesto por el doctor Ramirez, — lo que 


confirma plenamente la sinceridad de propósitos del Partido Colorado 
y del Poder Ejecutivo, al presentar este proyecto a la Honorable 
Cámara, y también la nobleza de intenciones de los legisladores que 
prestigiaron primero esta ley y que después la confirmaron con su 
voto, és precisamente la cabida espontánea que ha tenido en la 
Camisión de Legislación la ampliación del señor diputado Ramírez. 


lí y ple 


A ed! 


ACCION PARLAMENTARIA 139 


Yo creo que considerada esa ampliación con un criterio legal 
estricto, resultaría inadmisible; creo más todavía: si yo tuviera un 
concepto demasiado legalista de lo que significa la cosa juzgada, 
probablemente no votaría esa ampliación del doctor Romírez, porque 
yo estoy convencido de que esas sentencias de la Alta Corte han 
quedado ejecutoriadas; y de acuerdó con el criterio de esa alta auto- 
ridad judicial, también las sentencias de las Juntas Electorales. Pero 
como yo, cuando se trata de principios de justicia, — y en este 
caso de justicia electoral, — suelo dejar de lado esos intlexibles 
principios jurídicos, y como la ampliación del doctor Ramírez 
entraña precisamente un caso claro de reparación, es que le voy 
a dar mi voto afirmativo. 


(Mandato imperativo 


Confieso, señor Presidente, que tuve en el primer momento 
serias dudas sobre la medida que debe adoptar esta Cámara respecto 
a la renuncia del señor o Frugoni; pero una vez que este 
señor legislador remitió a la Comisión de Asuntos Internos y Regla- 
mento su nota en la cual reitera su voluntad inalterable, según su 
propia expresión, de renunciar a su banca, no he podido llegar a 
comprender en mérito a qué razones, ya sean ellas de orden consti- 
tucional o ya sean de orden moral, esta Cámara puede aceptar el 
temperamento que ha propuesto el señor diputado Vianna, es decir, 
el de no aceptar esa renuncia. — (Apoyados). 

Creo que en este caso basta, para que la Cámara procec da a la 
aceptación de esa renuncia, esa decisión inquebrantable, el propio 
carácter de indeclinable que el señor diputado Frugoni ha subrayado 
en la nota de referencia, y en esto no existe ninguna contradicción 
de parte de los diputados que cuando se trató la primitiva renuncia 
en blanco del señor diputado Frugoni sostuvimos no solamente que 
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debía ser rechazada, sino que hasta no debía ser tomada en cuenta 
por la Cámara. 

No ha habido contradicción entre una actitud y la otra, porque, 

precisamente, de la contradicción fué víctima el propio señor diputado 
Frugonl. 
Así, por ejemplo, a raíz de OS el Partido Comunista a la 
mesa su renuncia, el señor Frugoni manifestó entonces en un 
reportaje que no fué. posteriormente rectificado, los conceptos 
siguientes: «No reconozco esa renuncia. Entiendo que el único 
partido que tendrá derecho a presentarla será el Partido Socialista, 
en manos de cuyo Comité Ejecutivo la deposité a su debido tiempo. 
El Comité que hoy la eleva a la Cámara es del Partido Comunista, 
agrupación a la que no he pertenecido nunca.» Decía después: «Con 
qué derecho, pues, se pretenderá hacer uso de esa renuncia, que sl 
ahora llega a encontrarse en manos de los dirigentes del Partido 
Comunista, es tan sólo por el hecho de haberse quedado indebida- 
mente con la documentación de nuestro partido?» Luego agregaba que 
el único a quien correspondía... 


Señor Paseyro. — Es la demostración evidente de la presión he- 


cha por un partido. 

Señor Mibelli.—No hay tal presión, porque cuando se firma una 
carta, libremente, es porque existe la voluntad de hacerlo. — 
(Murmullos). 

Señor Presidente.—Tiene la palabra el señor representante 
Antuña. 

Señor Antuña.—... que el único a quien correspondía presentar 
esa renuncia era al representante comunista, en estos términos: «Se 
ve, pues, claramente, que el Partido Comunista, no sólo no tiene el 
derecho de presentar mi renuncia, que no le pertenece sino que tam- 
poco tiene el de ocupar una banca en el actual Parlamento.» 

Pero, señor Presidente, las contradicciones del señor diputado 


Frugoni no sólo se destacan entre la actitud inicial y la actitud de 


ahora, que motiva su nota, sino también en el propio documento ave 
ha remitido a la Comisión de Asuntos Internos. 

Es curioso observar cómo en cada párrafo de ese documento 
hay alguna flagrante contradicción. Luego, pues, no es a los legis- 
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ladores, a los que van a votar la aceptación de esa renuncia, a quienes 
debe tachárseles de contradicción, sino al propio señor diputado 
Frugonl. 

Ahora bien: este legislador—y esto es una cuestión que inte- 
resa también a la Honorable Cámara—+Htunda su renuncia en el man- 
dato imperativo; acata ese mandato, y no solamente lo acata, sino que 
pretende defenderlo con razones, a mi modo de ver, absolutamente 
deleznables. | 

Respecto de este punto en concreto, también debe pronunciarse 
“la Cámara. Yo creo que la renuncia del doctor Frugoni debe 
ser aceptada, pero con la reserva de la Cámara respecto a los 
fundamentos de la misma. — (Apoyados). 

Y es así que me propongo presentar un artículo sustitutivo al 
de la Comisión de Asuntos Internos, agregando la salvedad a que 
acabo de referirme. 

Ahora, he de decir también que yo comparto sustancialmente el 
concepto del señor diputado Vianna respecto al mandato imperativo, 
y esta es la razón de ser de la modificación al artículo 1.” que voy 
a proponer. Y resulta lamentable que el señor diputado Frugoni, cuya 
clarísima y brillante inteligencia nos complacemos en reconocer, no 
haya tratado de robustecer, de acuerdo con esas condiciones, los 
tundamentos de su renuncia, sobre todo haciendo una defensa seria 
de esa causal única, es decir, del mandato imperativo y una defensa 


hecha de acuerdo con el régimen institucional que nos rige, que es, 


desde el punto de vista en que debió colocarse el señor diputado 
Frugoni, desde el momento que él pertenece a la Cámara de una 
nación democratica. 

Señor Paseyro.—Pero la democracia no está reñida con el 
mandato imperativo. 

Señor Antuña.—Voy a demostrar que está reñida. 

Continúo. Mientras tanto, señor Presidente, mientras no nos con- 
venza el señor diputado Frugoni, ya sea por medio de un documento 
de esa naturaleza, o por su palabra elocuente desde esta tribuna, nos- 
otros estamos en el deber, de acuerdo con el régimen político de 
nuestro país, de no aceptar esa aberración que significa el mandato 
imperativo en la forma como él mismo lo acepta. 
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No hay ninguna razón de orden superior, ni desae el punto de 
vista del interés público, ni desde el punto de vista de los derechos 
| pueblo, para aceptar esa forma brutal de mandato imperativo que 
niega la democracia representativa y subvierte también los principios 
democráticos sobre las que se asientan todas las naciones civilizadas. 
El señor diputado Frugoni presentó un día su renuncia en blanco a un 
Comité político... 

Señor Mibelli.—A un partido. 

Señor Antuña.—...Ese partido ante el cual presentó renuncia . 
en blanco, resuelve un día transformarse en un partido nuevo; esta 
nueva agrupación presenta la renuncia del doctor Frugoni contra su 
voluntad, según manifestaciones del mismo y este señor diputado 
después de algunas vacilaciones y contradicciones, resuelve acatar ese 
mandato imperativo, sin decir la razón íntima de su determinación y 
solamente tentando una defensa débil del mandato imperativo de 

acuerdo con el Reglamento de ese partido político. 

Pero yo me explico, señor Presidente, que el diputado Feteónl 
haya hecho en este caso una defensa débil e inconsistente de ese 
mandato imperativo, porque resulta, en los tiempos que corren, ver- 
daderamente difícil cohonestar ese acto verdaderamente suicida del 
legislador, que tiende a encarcelar su conciencia y a posponer el exa- 
men y la discusión que debe ser el nervio de la vida parlamentaria, 
a la tiranía o al capricho de los que no examinan ni piensan las más 
de las veces, ya se llamen comités políticos o ya se llamen monár- 
cas absolutos, que fueron los que en todo tiempo impusieron esa 
tórmula imperativa. 

—Señor Paseyro.—e¿Y si son electores? 

Señor Á esa tiranía está sometido el diputado que 
ahora habla, que es de los que constituyen grupos partidarios y vienen 
aquí con fórmulas hechas, a defender puntos de vistas determinados. 

Señor Antuña.—Le voy a demostrar que no estoy sometido a 
ninguna clase de tiranía, ni de mandato expreso, porque hay que 
tener presente que ese mandato imperativo no solamente alcanza al 
hecho material de la renuncia en blanco, sino que llega a todos los 
actos legislativos; tiene un alcance para toda la vida parlamentaria, 
para la sanción de las leyes y para todas las resoluciones internas 
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de la Cámara, y ahí está la gravedad de ese mandato, hoy proscripto 
en las costumbres de todos los Parlamentos libres. 

Señor Mibelli.—¡Si no hay tal gravedad! Todos los partidos 
políticos representados en esta Cámara, vienen con ideas hechas y 
propósitos deliberados. 

Señor Antuña.—Yo concibo que cuando se viene a un Parlamento 
se deben interpretar lo más posible las orientaciones y las ideas del 
partido político que lo consagra con sus sufragios... 

Señor Mibelli.—Y que realiza reuniones previas para venir aquí 
a votar en un sentido determinado. 

señor Antuña.—...Considero también que la investidura del le- 
gislador no inhibe tampoco el atributo del partidario. Pero de aquí 
a que un legislador se transiorme de representante en mandatario, 
que venga con un mandato fijo que puede ser revocable como en el 
orden civil y que puede ser revocable las más de las veces por la 
voluntad oligárquica de un comité político; eso, sobre ser una cosa 
atentatoria e incompatible con nuestra organización jurídica, absolu- 
tamente reñida con nuestros principios representativos, es la más 
anticuada y la más «burguesa» de las fórmulas... 


El mandato imperativo es de la esencia de los viejos regímenes 
absolutistas, y nació en el hecho de que el rey, que era el depositario 
absoluto de la soberanía y el único que podía ejercerla, no debía en 
ningún momento dejar que se cercenara su omnímodo y absoluto 
poder. 

Esa es la tradición del mandato imperativo. 

Ahora bien: el mandatario era entonces el diputado, no el 
representante del pueblo... 

Señor Mibelli—Ahí está precisamente por qué el mandato impe- 
rativo nuestro no es ese: antes no había pueblos y ahora los hay. 

Señor Antuña.—...Eran mandatarios, señor Presidente, porque 
carecían de iniciativa propia, huérfanos de la acción libre de legis- 
ladores, para cumplir con lo que su poder estrictamente les otorgaba. 
Después, cuando se instituye el régimen representativo, empieza una 
iranca evolución del mandato imperativo hacia la libertad completa 
del legislador. | 
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Sobreviene la clásica diferencia entre el Estado y el Gobierno, 


siendo el primero el depositario de la soberanía y el segundo quien 
la ejerce y junto con el concepto revolucionario de la soberanía del” 


pueblo, el moderno concepto de la soberanía del Estado. 


Sin embargo, en los primeros momentos de la Revolución Fran- 


cesa todavía se mantuvo en vigor porque aquellos hombres que ha- 


bían pasado súbitamente de la soberanía del príncipe a la soberanía 
del pueblo, todavía estaban influenciados por las ideas del «contrato 


social», que. afirmaba que la soberanía no podía ser representada, 


porque era inalienable, y que, no pudiendo ser la soberanía repre- 


sentada, los diputados no podían ser representantes del pueblo, sino 
sus mandatarios, para bregar, por último, por el gobierno directo a 
que me he referido hace. un momento, y hasta por la supresión de la 
representación del pueblo. Pero esto duró bien poco, señor Presi- 
dente, porque en el mismo año 1789 un buen día los diputados 
Tranceses arrojaron los «cahiers», que contenían el mandato impe- 
rativo, y dos años después, en 1791, consagraron en la propia Cons- 
titución Francesa el repudio del mandato imperativo, y, por lo tanto, 
la representación libre. 

Y es ese mandato, precisamente, ya caduco en Francia en el 
año 1791, el que acogen ahora los señores diputados socialistas, que 
hacen basar todo el éxito de su propaganda precisamente en la li- 
bertad de conciencia y la redención de la humanidad por el pensa- 
miento libre. 

Señor Mibelli.—Pero no se ataca la libertad de conciencia, por- 
que el diputado la tiene. Lo que quiere el partido es la garantía de 
que ese diputado va a proceder de acuerdo con su poderdante. 

Señor Antuña.—No tiene libertad ni para renunciar cuando 
le parezca. 

Señor Sánchez.—Pero ¿son los poderdante los que han enviado 
la renuncia? 

Señor Mibelli.—Es el partido. 

Señor Sánchez.—Entonces es un comité, no son los poderdantes. 

Señor Mibelli.—Porque si no entrega la renuncia al partido, el 
partido no lo nombra candidato. 

(Suena la campana de orden). 
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Señor Presidente.—Tiene la palabra el señor diputado Antuña. 

Señor Antuña.—Me voy a concretar, señor Presidente, después 
de esta ligera disgresión teórica sobre el mandato imperativo, al caso 
del señor diputado Frugoni, tratando de reforzar mi argumentación 
anterior a favor de la fórmula que voy a presentar. 

Creo que de acuerdo con ningún precepto constitucional, al 
contrario de lo que ha sostenido el señor diputado Vianna, no se pue- 
de ir a la aceptación de la renuncia del señor diputado Frugoni. No 
solamente no hay ningún precepto constitucional que nos exija la no 
aceptación de esa renuncia, sino que por el contrario, al no aceptarla, 
violaríamos preceptos claros de nuestra Constitución. Irramos, pues, 
de un extremo a otro, y lo que nosotros condenamos en el señor 
diputado Frugoni, sometido al mandato imperativo, lo haríamos 
nosotros sustituyéndonos a su propia voluntad. 

Si de acuerdo con el artículo 45 de nuestra Carta Política el 
legislador es irresponsable de las palabras y de las opiniones que 
emite, nosotros no podemos aplicar al señor diputado Frugoni una 
sanción, — que no sería Otra cosa, más que una sanción el hecho 
de no aceptarle la renuncia en mérito a las opiniones que emite en 
sus fundamentos. 

Si de acuerdo con nuestro precepto constitucional se pueden ha- 
cer manitestaciones de toda clase dentro de esta Cámara por parte 
de los señores legisladores y en mérito a ese artículo 45, esas mani- 
Testaciones pueden ser de carácter anárquico, de carácter comunista, 
de cualquier naturaleza, ¿cómo no se le va a permitir al doctor Fru- 
goni que funde su renuncia en el mandato imperativo, contra lo que 
no ha legislado expresamente nuestra Constitución? 

En Suiza, por ejemplo, se estableció en la Constitución un artícu- 
lo para prevenir el peligro del mandato imperativo y se estableció en 
el artículo 94 que los legisladores de ambas Cámaras «deben votar 
sin instrucciones». 

Pero es natural que estas disposiciones han querido referirse a 
las votaciones, y a las decisiones legislativas, pero no al caso de una 
renuncia, pues que nunca se ha dado el caso de que la Cámara 
obligue a un diputado a quedarse en su banca cuando él manifiesta 
su libre voluntad de renunciar. 
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Estas son las razones que me decidieron, señor Presidente, para 
presentar el artículo sustitutivo a que me he referido. 


Autonomía financiera de los municipios 


. 

Yo he solicitado la palabra, señor Presidente, para expresar los 
fundamentos de la discordia que hemos establecido el doctor Duvimio- 
so Terra y yo, al pie del informe de la Comisión de Legislación en el 
proyecto que se está discutiendo. Y voy a fundarla aunque más no 
sea para que la Honorable Cámara se convenza de que no es contra- 
dictoria la actitud nuestra al aceptar el artículo 1. del proyecto, que 
se refiere al fondo jurídico de la cuestión, y rechazar el artículo 2." 
que, a primera vista, parece una consecuencia del 1. 

Decía que no es contradictoria nuestra actitud si se tienen en 
cuenta los antecedentes de este asunto. El se planteó, desde su ini- 
ciación, en términos verdaderamente irreductibles. Frente a esos tér- 
minos irreductibles surgió la fórmula nuestra, en el seno de la Comi- 
sión, como una solución intermedia, como una solución de transac- 
ción, y que eran irreconciliables los términos del problema lo prueba, 
en primer término, el carácter de interpretación rigurosa de la Cons- 
titución, que tenía el proyecto del señor diputado Vicens Thievent, 
por lo menos en su forma primitiva, y por otra parte, aquel clamor 
que llegaba de toda la campaña por el órgano de sus autoridades 
municipales, protestando contra esa iniciativa, al mismo tiempo que 
se impugnaba el mensaje del Consejo Nacional de Adminis- 
tración, que ya planteaba con anterioridad la cuestión reterente a la 
cuota de Contribución Inmobiliaria que esperan percibir los Muni- 
cipios de campaña de acuerdo con la ley de 1919 que los reglamenta. 
Frente al problema, pues, nosotros quisimos establecer, o más bien 
dicho, dilatar un compás de espera ya establecido en la ley de 1919 
que reglamenta los entes municipales, ya que, como lo voy a demostrar 


Discurso pronunciado en la sesión de la Cámara de Diputados, del 1.9 de Junio de 1922, 
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más adelante, esa parte de la ley de 1919, que se refiere a las rentas 
municipales, tuvo, y no pudo tener otro carácter que un carácter 
provisorio. o 

Aceptamos, pues, como dije, el artículo 1.” del proyecto, y extra- 
ña, señor Presidente, que a los colegas que hayan leído, nada más 
que leído el inciso 4. del artículo 18 de la Constitución de la Repú- 
blica, así como los artículos 133 y 137 contenidos en el capítulo que 
se refiere a los entes autónomos, les quepa la más minima duda sobre 
los fundamentos doctrinarios de ese proyecto. 


Sobre ese aspecto puramente constitucional ya se ha referido 
extensamente el señor miembro informante y antes que él, el señor se- 
nador Aréchaga en el debate del Senado en 1921 cuando se trató 
el famoso proyecto referente a las patentes de rodados de Río Negro. 
Y de ese debate, así como de la interpretación constitucional estricta, 
se establece en lo que se refiere a la sanción de impuestos, un sistema 
de delimitación absoluta entre los impuestos nacionales creados para 
satistacer las necesidades de la Administración Pública, para cubrir 
los gastos generales de la nación, y los locales destinados para aten- 
der los presupuestos municipales también sancionados por las Asam- 
bleas Representativas, de acuerdo con los preceptos constitucionales. 


Yo entiendo, como esos legisladores a que me he referido, que 
el propósito de la Asamblea Nacional al vótar recursos, al votar im- 
puestos o al mantener indefinidamente los impuestos ya votados para 
cubrir las rentas municipales, es una verdadera violación constitucio- 
nal, es una verdadera invasión de jurisdicción; esto en lo que respecta 
al Poder Central y en lo que dice al propósito de las Asambleas 
Representativas de que las cosas queden «in eternuni» como están, 
me parece que resulta, fuera de duda, un verdadero renunciamiento 
a facultades preciosas concedidas por la Constitución de la República 
y que constituye la propia base de la autonomía departamental. 


Sobre esta cuestión me parece innecesario insistir más, pero 
debo referirme, sin embargo, a otros argumentos aducidos por el 
señor diputado García Morales en lo que se refiere a esa facultad 
concedida al Parlamento, de entender por vía de apelación en lo 
que, se refiere a los impuestos municipales, y aquí debo señalar una 
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contradicción implícita de razonamiento en la exposición de aquel 


señor diputado. Al principio de su discurso, señalaba un hecho 


“posible y es el de que, en virtud de esa facultad parlamentaria 


de entender por vía de apelación en materia de impuestos muni- 
cipales, podría suceder que de acuerdo con el capricho de las cámaras 
nacionales, pudieran pasan los organismos municipales de la opulencia 
a la miseria, según fueran los recursos que se votaran; los impuestos 
que se aceptaran o se rechazaran por parte de aquéllos; pero, más 


adelante, al finalizar su discurso, refiriéndose al mal uso que podrían 


hacer las Asambleas Representativas de esa facultad de crear impues- 
tos, proyectándolos arbitrarios o atentatorios de los intereses particula- 
res O de las propias localidades, señalaba entonces tácitamente ese re- 
curso, y cabe señalarlo, en realidad, como verdaderamente útil, pues- 
to que sólo en ese caso puede tener aplicación el recurso de ape- 
lación. El peligro, pues, es más imaginario que real, porque ni las 
Cámaras legislativas pueden sustituirse permanentemente a los Mu- 
nicipios en lo que se refiere a la creación de impuestos en virtud 
de ese recurso, ni tampoco las Asambleas Representativas pueden 


hacer un mal uso de esa facultad de crear impuestos en virtud del 


mismo recurso. 

Señor Martínez Laguarda.—Es que aún haciendo un buen uso 
de esa facultad puede existir el peligro de esa... 

Señor Antuña.—Lo que yo quería decir es esto: que en lo que 
respecta al recurso de apelación, es una de las características más 
prácticas y más útiles de la Constitución, puesto que al mismo tiempo 
que no cercena en nada la autonomía departamental, constituye una 
garantía eficiente para todos, para los intereses generales. 

Antes de referirme concretamente al fondo del asunto en de- 
tensa del punto de vista en que nos hemos colocado, y antes de 
referirme a la fórmula que voy a presentar a la Honorable Cámara, 
debo comentar otro aspecto de la cuestión que rozó el señor dipu- 
tado García Morales y es el referente a los subsidios. El señor dipu- 
tado García Morales sostuvo la legitimidad y hasta la constitucio- 
nalidad del régimen de los subsidios, porque conceden los Gobiernos 
Centrales recursos a las autoridades municipales; y yo creo, señor 
Presidente, que esto debe aclararse, porque constituiría un funesto 
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error de esta cámara si mantuviera ese criterio, error de pésimas 
consecuencias para los intereses públicos. 

El señor diputado García Morales ha citado autores a este res- 
pecto y el ejemplo de otros países, donde los Municipios reciben 
subsidios corrientemente de las autoridades centrales, y yo he de 
agregar que no solamente tratándose de Municipios está establecido 
el régimen de los subsidios, sino aún mismo tratándose de Estados 
o de Provincias de una Confederación. Así por ejemplo, en la Repú- 
blica Argentina y en el Brasil. Pero si en la República Argentina y 
en el Brasil está en vigencia el régimen de los subsidios, es en virtud 
de una disposición terminante de sus respectivas Constituciones. Así, 
por ejemplo, en la República Argentina está establecido por el artículo 
67, inciso 8.”, que faculta a las Cámaras para acordar subsidios del 
Tesoro Nacional a las provincias cuyas rentas no alcanzaran a cubrir 
su presupuesto. En la Constitución Federal Brasileña se concede tam- 
bién, aunque sólo en los casos de «calamidad pública». Salvando la 
gran distancia existente entre la organización constitucional de una 
provincia y la contextura jurídica de un municipio, es bueno hacer 
notar, ateniéndome a los conceptos de un constitucionalista argen- 
tino, cuya obra tengo en mis manos, los efectos perniciosos que 
ese régimen de los subsidios ha llegado a causar en la República 
Argentina, donde el fracaso de la autonomía política en el régimen 
lederal, o por lo menos una de las causas de ese fracaso, es precisa- 
mente el régimen de los subsidios, por las proyecciones funestas que 
tiene en materia financiera en lo que respecta a las finanzas generales 
del país y a las finanzas particulares de las provincias, y cita aquel 
autor, entre otros casos, el caso de Santiago del Estero, que hace cin- 
cuenta años tenía cuatro mil nacionales de subsidios, y al presente 
tiene varios centenares de miles de pesos, lo que quiere decir que las 
autoridades locales, apoyándose o descansando en el Tesoro Nacio- 
nal, al mismo tiempo que desmedran su propia autonomía, pueden 
llegar a constituir un serio peligro para las finanzas generales del país. 

Yo acabo de salvar la diferencia que existe entre un Estado 
y un Municipio; no voy a confundir los términos del problema en 
ese sentido, pero aún mismo refiriéndome a los Municipios, es nece- 
sario establecer la diferencia fundamental que existe entre la organi- 
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zación municipal de cualquiera de los Municipios a que se ha refe- 
rido el señor diputado García Morales y la organización municipal 
de los nuestros. La organización municipal de nuestros Departamen- 
tos es absolutamente excepcional, es original, y es más amplia y más 
ilimitada que cualquiera de las autonomías a que se ha referido. 

Señor Martíinez.—¿Cómo es eso? ¿Es más amplia que la auto- 
nomía de los Estados Confederados de Norte América? 

Señor Antuña.—En materia municipal, sí señor. 

Nuestra Constitución ha creado el Gobierno Departamental: las 
Asambleas Representativas, que son verdaderas legislaturas regio- 
nales, elegidas por la representación proporcional, donde tienen ca- 
bida todos los elementos de todos los partidos; ha creado un Conce- 
jo que es un verdadero Poder Ejecutivo, y sobre todo les está conte- 
rida a los Municipios por nuestra Carta Política la facultad de crear 
impuestos como la expresión genuina de la soberanía departamental... 

Señor Ramírez.—¿Pero cree el señor diputado que es más autó- 
nomo un Municipio nuestro que un Estado norteamericano? 

Señor Vicens Thievent.—En toda su extensión, no; pero en 
materia de impuestos, sí. 

Señor Ramírez.—Pero aquí no se trata de impuestos... 

Señor Antuña.—Estoy sosteniendo que no hay ningún país donde 
los Municipios tengan una amplitud semejante a las facultades que 
tienen los nuestros. O ¿cree el doctor Ramírez que en Norte América 
no existen más que Estados; que están suprimidas las Municipali- 
dades? Sobre todo, lo interesante en nuestro caso es que los subsi- 
dios están terminantemente vedados por mandato constitucional, en 
nuestro país. 

Señor Bachini.—Desgraciadamente eso es verdad. 

Señor Antuña.—No creo que sea desgraciadamente. 

Señor Bachini.—Desgracitadamente, porque no pueden vivir. 

Señor Antuña.—No pueden vivir porque están todavía en el 
período del aprendizaje, porque no se pasa tan fácilmente de la 
organización centralista de 1830 a una autonomía amplia como la 
de ahora. 

Señor García Morales.—Que no pueden vivir, no se puede 
decir. Viven mejor que el Estado en este momento. La mayoría de 
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los Municipios tienen mejor ordenadas sus finanzas que el Estado.— 
(Murmullos e interrupciones). | 

Señor Antuña.—Yo creo, señor Presidente, que es necesario, 
para probar o para convencerse de las excelencias, de los peligros, 
de los inconvenientes del régimen municipal actual, que hay que 
empezar por dejar a los Gobiernos Municipales que se gobiernen a 
sí mismos sin la intervención de los Poderes Centrales. Es necesario, 
— como decía con toda claridad el señor diputado Vicens Thievent,— 
que la responsabilidad de su gestión recaiga sobre ellos mismos, y 
que no sean compartidas por los Poderes Centrales, y para eso es 
necesario, antes que nada, dejarlos que salgan algún día de este 
período de tanteos en que se encuentran actualmente; que ellos sean 
los que organicen sus propias finanzas, puesto que la organización 
financiera es la base de la autonomía municipal. 

Ahora, podría parecer que en vista de la decisión con que yo 
defiendo la tesis puramente teórica del señor diputado Vicens Thie- 
vent, se creerá que forzosamente debería ir a la votación o a la apro- 
bación en todas sus partes de la- iniciativa de este señor diputado, y 
no es así. 

-—Discrepo en ciertos aspectos del asunto y en ello no hay con- 
tradicción, como lo he dicho hace un instante, entre un punto de vista 
y Otro, porque una cosa es el aspecto puramente doctrinario y teórico 
de la cuestión, y otra cosa la faz práctica con que el legislador debe 
también encarar este asunto. El mismo señor diputado Vicens Thie- 
vent tuvo que hacer sucesivas transacciones frente a su primitivo pro- 
yecto en presencia de las circunstancias. 

El señor diputado García Morales decía que el legislador de 
1919, interpretando la Constitución, había establecido ese régimen 
rentístico para los municipios, y que, por lo tanto, era perfectamente 
constitucional; se colocaba así en un polo de la cuestión, en tanto que 
el señor diputado Vicens Thievent afirmaba que los Gobiernos Cen- 
trales no tenían facultad de ninguna manera para establecer esos im- 
puestos; la ley de 1919, al incorporarlos en la legislación ordinaria, 
había cometido una inconstitucionalidad, y se-colocaba así en el otro 
extremo de la cuestión. 

Yo creo, señor Presidente, que sería inconstitucional, de acuerdo 
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con nuestra tesis, si fuera un régimen permanente; pero el régimen 
rentístico establecido en la ley de 1919 es absolutamente provisorio; 
y no podía ser de otra manera, porque no se debía lanzar a los 
Municipios de la noche a la mañana, con motivo del cambio de régi- 
men constitucional, a un caos en materia de finanzas, a un verdadero 
desastre, y de ahí que se estableció con ese carácter. | 


Que tiene un carácter provisorio no cabe ninguna duda. Lo re- 
conoce el señor diputado autor del proyecto y el doctor Jiménez de 
Aréchaga en el Senado, que se colocaba dentro de la misma tesis del 
doctor Vicens Thievent. 


Refiriéndome al carácter provisorio establecido en ese capítulo 
de la ley de 1919, tocante a rentas municipales, el propio doctor 
Ambrosio Ramasso, que fué el miembro de la Comisión de Legisla- 
ción que informó ese capítulo precisamente, declaraba en el Senado, 
con motivo de la discusión de la ley de Patentes de Rodados de 
Río Negro, que aunque expresamente no lo había establecido en su 
informe, ese régimen tenía un carácter provisorio. 


Ahora estoy de acuerdo también en parte con lo que acaba de 
expresar el doctor García Morales. Si el legislador en 1919 estableció 
el régimen provisorio de la organización rentística de los Municipios, 
porque no podía ser de otra manera, y en virtud de las exigencias 
de las circunstancias, yo creo que el legislador del presente también 
tiene que considerar el asunto desde ese punto de vista, porque las 
circunstancias no han cambiado fundamentalmente. Entonces había 


una razón; hoy hay otra, y es la que acabo de referir hace un 
momento. 


Los Municipios no han salido todavía del período del apren- 
dizaje, y están chocando con toda clase de obstáculos en lo que se 
refiere a su funcionamiento. 


Ahora, en lo que respecta a las fórmulas presentadas en con- 
creto, en la Comisión de Legislación, el doctor Terra y el que habla 
nos inclinábamos a cierta fórmula intermedia en lo que se refiere a la 
cuota de Contribución Inmobiliaria, estableciendo el 30 por ciento 
de acuerdo con los aforos actuales. Esta fórmula, a mi juicio, tiene 
mayores ventajas que la establecida en el proyecto de la Comisión 
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de Legislación, y aun mismo que la fórmula presentada por la Fede- 
ración Rural y que ha hecho suya en el curso de este debate el doctor 
Manini Ríos. 

La fórmula nuestra es, precisamente, la que adoptó, con algunas 
variaciones, el Consejo Nacional de Administración en la última opor- 
tunidad en que trató este asunto. Digo que tiene ventajas, porque, 
por lo pronto, resuelve esa situación de expectativa en que se en- 
cuentran los Municipios trente a este problema, contando, como 
cuentan, con esos recursos para salvar los compromisos contraídos; 
en cambio, el artículo 2. del proyecto, que nosotros no aceptamos, 
mantiene esa situación de incertidumbre, que puede agravarse más 
por una complicación cualquiera de carácter político que pueda haber 
dentro de los organismos municipales: una apelación, por ejemplo, y 
entonces los Municipios quedan en la misma situación en que esta- 
ban, situación de incertidumbre y de graves peligros frente a los 
compromisos contraídos. 

Señor Martínez Laguarda.—Y otros que tendrá que contraer 
casi de inmediato. 

Señor Antuña.—La ventaja que le veo a la fórmula nuestra sobre 
la de la Federación Rural, no es una ventaja, por así decirlo, de 
carácter material, ya que de acuerdo con la fórmula nuestra se les 
entregaría a los Municipios un millón doscientos mil pesos y de 
acuerdo con la de la Federación Rural un millón seiscientos cincuenta 
mil pesos. La ventaja no es de orden material, sino de orden moral, 
por así decirlo, porque entregándoles menos cantidad, al mismo 
tiempo que se contempla la situación actual del Erario Público, que 
por cierto es bastante delicada, como lo"saben los señores diputados, 
constituirá un estímulo para los mismos Municipios, para que vayan 
lentamente organizando sus propias finanzas, cosa que no ocurrirá 
si se les entrega la cantidad íntegra, porque para entregarles un millón 
seiscientos cincuenta mil pesos, de acuerdo con la fórmula de la 
Federación Rural, más valdría entregarles el 50 ojo que establece 
la ley y evitar todo este interminable conflicto que se ha planteado. 

Señor Vicens Thievent.—Son cuatrocientos mil pesos, aún colo- 
cándose desde el punto de vista en que se coloca el señor dipu- 
tado Manini. | 
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Señor Manini Ríos.—Con el mismo criterio, no valdría la pena 
la fórmula del señor diputado Antuña. 
Señor Antuña.—No; la fórmula mía economiza al Erario Público 
ochocientos mil pesos. 
Señor Manini Ríos.—Con relación a la que yo presenté, son cuatro- 
cientos mil pesos, también. 
Señor Martinez Laguarda.—Al elevarse los aforos se han incluí- 
do muchas propiedades que antes no pagaban. 
Señor Manini Ríos.—De acuerdo con ese criterio, mejor sería 
no hacer nada. 
Señor Antuña.—Natural; entonces se cumple la ley de 1919, 
y en paz. 


He explicado los fundamentos de la discordia que hemos esta- 
blecido en el informe de la Comisión de Legislación, y creo que la 
Cámara, frente a este conflicto de carácter legal y de carácter prácti- 
co, planteado, debe ir a una fórmula de pronta solución y de solución 
práctica, cualquiera que sea ella; una fórmula transaccional, que es 
la que imponen las circunstancias, porque en este debate se han 
planteado, sobre todo frente a la resonancia que ha tenido en 
la prensa, donde se le ha dado un carácter meramente político, 
no ha habido ni partidarios ni enemigos de la autonomía mu- 
nicipal como. se ha querido presentar a los que han defendido 
una u otra tesis. | 

Dentro de estos puntos de vista no hay absolutamente enemigos 
de la autonomía departamental: hay unos que defienden los principios 
teóricos, de una manera más'o menos inilexible en lo que respecta a 
la autonomía, y están, por otro lado, los que, de acuerdo con conside- 
raciones de orden práctico y poniéndose de acuerdo también, es justo 
decirlo, con las autoridades municipales de casi toda la República, 
tratan de buscar la solución que no cercene sus propios intereses y 
no diticulte la organización financiera de las mismas. 

He terminado. 


Condena condicional 


Las observaciones que han sido opuestas a este proyecto remi- 
tido por el Honorable Senado, sobre condena condicional, me resuel- 
ven, señor Presidente, a exponer ciertas ideas al respecto, y sobre 
todo, a aportar algunos datos que podrían resultar de alguna utilidad 
para los fines de este debate. 

Teóricamente considerado el proyecto, y desde un punto de 
vista general, no ha merecido en esta oportunidad, de los señores 
diputados que lo han comentado, más que manifestaciones de entu- 
siasta aprobación, ya que con él se incorpora a nuestra legislación 
penal un principio de vastas y eficaces proyecciones sociales. 

Por otra parte, no se trata, —y esto es bastante interesante, — 
ni de una innovación, ni tampoco de un principio que signifique una 
conquista reciente del Derecho Penal positivo contemporáneo; y hasta 
podría afirmarse, sin caer en una exageración, que se trata más 
bien de una conquista ya vieja, a pesar de haber sido instituida en 
1869, como lo recuerda el erudito informe de la Comisión de Códi- 
gos. Y se puede hacer una manifestación en tal sentido, cuando se 
trata, sobre todo, de la ciencia del delito, que ha dejado de ser desde 
pocos años a esta parte un conjunto de vaguedades para convertirse 
en una ciencia de finalidades perfectamente definidas, con principios 
sistematizados, — acaso como ninguna de las ciencias congéneres, 
—que después de haber salido de los moldes del viejo derecho se 
ha encauzado en el campo ilimitado de la psicología, de la psiquia- 
tría, de las ciencias médicas y de la sociología. 

Ni a los espíritus más reaccionarios, por consiguiente, — y en 
esto están de acuerdo todos los autores, — ha podido disgustar este 
principio, que después de todo no significa más que una avanzada 
ante el cúmulo, ante el conjunto de reformas que se imponen a nues- 
tra legislación penal; más bien que un conjunto de reformas, podría 
decir la ordenación completa de nuestro Código Penal, lo que se 
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deberá hacer en oportunidad de tratarse del proyecto del doctor 
Vázquez Acevedo. De este estudio también serán un auxiliar inva- 
lorable los distintos estudios, algunos de los cuales sobre «La Refor- 
ma Penal» han sido publicados últimamente por las Anales de Estu- 
diantes Americanos, y también el proyecto de Código de Procedi- 
miento Penal, que próximamente se hará público, todo” ello obra del 
malogrado doctor Héctor Miranda. 

Pero he aquí, señor Presidente, que a pesar de esta unitormidad' 
superior de ideas, se hacen al proyecto observaciones, algunas de 
ellas atinadas en sus detalles, y se adelantan estas observaciones 
a pesar de haber sido estudiado minuciosamente por su autor, el 
doctor Ricardo J. Areco, a quien tanto debe, en materia de reformas, 
nuestra legislación nacional, y después de haber sido discutido am- 
pliamente en el Honorable Senado en el año 1908. 

Sin embargo, las modificaciones fundamentales que se expresan 
algunas de las cuales fueron rebatidas por el señor diputado Buero 
en su extenso discurso, yo creo que no le quitan mayor importancia 
a la iniciativa, no llenarían, más bien dicho, un verdadero y profundo 
vacío de la ley. Por lo menos, es necesario esperar su reglamentación 
y su aplicación, de donde depende en gran parte su éxito futuro. 

La aplicación y la reglamentación que de ella harán, no sola- 
mente magistrados judiciales, sino los empleados competentes que 
con ellos coadyuvarán a su éxito, ha de subsanar, es de' esperarse, G 
las lagunas que se han podido sorprender. 

Es indudable que la ley tiene sus vacíos, como todas las leyes 
análogas, y, sobre todo, estoy de acuerdo con el señor diputado Bel- 
trán en lo que respecta al paralelo que hacía entre la ley norteame- 
ricana y la ley francesa de Beranger, sobre la cual está inspirado el 
proyecto Areco. 

Esto mismo tuve ocasión de manifestárselo al señor diputado 
Buero a raíz de producido el informe de la Comisión de Códigos. : 

Y yo creo, señor Presidente, que es superior, más completa 
la ley norteamericana que la francesa, antes que nada, por dos razo- 
nes principales. 

En primer lugar, el procedimiento de suspender el fallo ¡judicial 
y no solamente la aplicación de la pena, como en la ley francesa, 
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me parece muy superior, y en esto discrepo con las ideas del señor 
diputado Buero. 

Las sentencias aunque contengan en sí la suspensión condicional 
del cumplimiento de la condena, me parece que desvirtúan en algo, 
por lo menos, el propósito fundamental del principio, ya que se con- 
cibe mejor en el procedimiento norteamericano, que abre, por así 
decir, un paréntesis a los dos requisitos legales, sin suspender, por 
eso, las incapacidades inherentes a la pena. 

En segundo lugar, es superior el procedimiento norteamericano 
en lo que se refiere a la institución de los «probation otficers», que 
por otra parte, es imposible el instituirlo entre nosotros. e 

Ni esto, sin embargo, ni otros detalles, que podrían parecer 
grandes lagunas del proyecto, le quitan mayor importancia. Y es así 
¿que siempre que se introduzcan algunas modificaciones de detalle, 
sobre las cuales entiendo que está de acuerdo el miembro informante 
de la Comisión de Códigos, yo pienso votar el proyecto tal como ha 
sido enviado por el Honorable Senado. Y pienso votarlo, — es nece- 
sario que lo repita, — porque debe esperarse mucho, casi todo, de 
su reglamentación, y de la aplicación que de él se haga en la práctica, 
porque en cuanto a las observaciones que le acaba de hacer el señor 
diputado Buero, haciendo suyas las consideraciones del doctor 
Benvenuto, y que se refieren al vastísimo tema, a la copiosa legis- 
lación sobre reincidencia que este señor magistrado proponía para la 
misma ley, muy bien podría ser objeto de leyes especiales, una de 
las cuales, convergente con este mismo asunto, ha sido ya propuesta a 
la Asamblea en el proyecto del señor ministro Brum sobre represión 
del proxenetismo, y muchas de-ellas están incluídas en el proyecto 
de Código de Procedimiento Penal del doctor Vázquez Acevedo, 
que en un tiempo más o menos breve tendrá que sancionarlo la 
Asamblea General. 

Pero el argumento que más puede impresionar, sobre todo a 
-<prima facie», se refiere indudablemente al que exponía, con bastante 
abundancia de detalles, el distinguido colega doctor Beltrán, y que se 
refiere al estudio que deriva de las características esenciales de 
nuestro medio, comparadas con las características del medio francés, 
y al contraste entre ambas legislaciones penales, ya que esta ley, 
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como se ha dicho, está inspirada en la ley francesa de 1891. Esto 
le llevaba a la conclusión de admitir la condena condicional tan sólo 
para los delitos de seis meses. 

Yo entiendo que el señor diputado Buero ha contestado ya, en 
forma decisiva, a este argumento. Voy a referirme ahora, simplemente, 
a otro que yo considero el fundamental, que se puede hacer contra 
este proyecto, y que se refiere al inciso 2. del artículo 1.o: aquello de 
los «antecedentes del prevenido y de las garantías de no reincidir, 
que su estado moral ofrece». 

Yo considero que esta es la observación principal, porque el 
examen de los antecedentes del prevenido y de las garantías de su 
estado moral constituye verdaderamente el nervio de la ley. Tratar 
esta cuestión, es tratar el verdadero fondo del asunto, y es por eso 
que me mueve a curiosidad conocer las modificaciones que se pro- 
pondrán a este respecto en la discusión particular, aunque, por las 
razones que expondré en seguida, desde ya, a pesar de la ilustra- 
ción de los colegas, me permito dudar de su precisión y de su bondad. 

Es que, para resolver la cuestión en esa forma casi matemática, 
se necesitaría, como dijo un autor, el «espetroscopio moral», capaz 
de escrutar en su abismo el eterno misterio de la conciencia humana. 

Si los sumarios, en la forma que se producen comunmente entre 
nosotros, no hacen la verdadera historia moral del prevenido; si la 
justicia se manifiesta en la forma errónea, precipitada y absurda, en 
lo que se refiere a las pruebas de buena conducta, como lo han abo- 
nado los hechos que han traído los señores diputados al debate, que 
son de gran elocuencia, ello se debe, no tanto a la incapacidad inte- 
lectual, a la mala interpretación de las leyes por parte de los Jueces, 
sino a que nuestros Jueces, por la misma rutina que le impone nues- 
tra legislación penal, se refieren, antes que al delincuente, al delito 
en sí, al igual de aquellos médicos antiguos que descuidaban al en- 
termo en su afán de perseguir el fantasma de la enfermedad. 

Y es asi, señor Presidente, que leyendo los artículos serios y me- 
ditados de nuestro Fiscal del Crimen, el doctor Benvenuto, señalando 
la necesidad de proceder en muy distinta forma para la aplicación de 
la ley de condena condicional, en lo que se refiere a la investigación 
de los antecedentes del prevenido y a la prueba de buena conducta, 
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leía lo siguiente: «Sólo el Juez sumariante debe efectuar esa investi- 
gación, a raíz del delito, en interés exclusivo de la soctedad y con la 
alta imparcialidad necesaria.» Mucho más extraña que se quieran 
introducir modificaciones a este respecto, ya que el espíritu de la 
ley está perfectamente aclarado en un párrato que he sorprendido 
enel intorme de TA" Comisión de Códigos: «Se trata — dice 
— de una «facultad» concedida al Juez: nunca de una «obliga- 
ción». El magistrado aprecia las condiciones del delincuente y las 
circunstancias del delito; y si su criterio social le aconseja la adop- 
ción del sustitutivo, así lo hará. Pero una sabia modificación a la 
ley francesa inspirada en la discusión que tuvo lugar en la República 
Argentina con motivo de idéntica reforma, ha sido preconizada por 
el Senado. Ella consiste en la obligación impuesta al Juez que otorga 
la suspensión condicional de la condena, de motivar expresamente 
tal beneficio, justificándolo con los antecedentes del prevenido y con 
las garantías de no reincidir que su estado moral ofrezca. El magis- 
trado debera, de tal suerte, realizar una investigación personal para 
hacer uso discreto de la potestad que la ley le contía. 

Es natural que, en tal caso, se necesita de parte de los Jueces, 
además del honor y de la imparcialidad necesarios para dictar sus 
fallos, una contracción y una actividad absolutas, ya que de eso 
depende exclusivamente el éxito de la ley. 

Es así cómo se obviará, señor Presidente, mucho de lo que 
teóricamente pueda sorprenderse como lagunas de la ley de condena 
condicional. 

Nuestros Jueces tendrán que ir, poco a poco, hacia la indivi- 
dualización de la pena, que es el objetivo principal de esta ley, como 
lo afirma Saleilles. Porque ésta debe ser únicamente su característica, 
de la cual decía el señor Joaquín V. González, cuando se trató este 
mismo asunto en la Comisión de Jurisconsultos de la República Argen- 
tina, de que la ley que no exceda o no llegue a esta orientación, a este 
resultado práctico, «no será ley,—no obstante el mandato coercitivo 
del Poder Público, porque no será una expresión de la conciencia 
social, ni de esa armonía permanente, que siendo ley del Universo, 
dice la relación matemática entre el fenómeno y sus causas, en el 
orden físico y moral». 
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Y no solamente lo que dice esta investigación en sí, exclusi- 
vamente, se debe exigir a los jueces: la ley debe exigir de los jueces 
la contracción, la actividad y la meticulosidad indispensables. 

Cuando el doctor Beltrán hacía el paralelo entre nuestras penas 
y las penas francesas, entre el ambiente nuestro y el ambiente social 
trancés, entre la característica profesional y moral de nuestros jueces 
y la de los jueces franceses, yo me hacía «in mente» esta misma re- 
flexión, para contestar esos argumentos. 

A pesar de la clemencia que se ha reconocido a los jueces,  * 
se debe reconocer también la suficiente discreción para usar 
esta facultad que les confiere la ley, facultad que nunca debe 
transtormarse en obligación, porque, como lo dice el mismo artículo 
1.: «en las condenas de prisión los jueces «pueden» decretar, en la 
misma sentencia, la suspensión condicional del cumplimiento de la 
pena», y basándose en esta disposición clara y terminante de la ley 
no veo la necesidad de que se restrinja la condena condicional tan 
sólo a los delitos de seis meses. 

El doctor Beltrán se sorprendía también y criticaba a los legis- 
ladores que cuando trataron este asunto en el Senado, para probar las 
excelencias que en la práctica tenía esta ley, trajeron a colación las 
citras de una estadística norteamericana, y decía a este respecto: 
«AMí el triunto de este instituto se ha debido, más que nada, a la 
libertad vigilada efectuada por los «probation officers», e inmediata- 
mente hacía acertados comentarios sobre estos funcionarios Jianquis. 

Yo también, señor Presidente, de la propia discusión del Sena- 
do he conseguido unos datos estadísticos que prueban las excelen- 
cias indiscutibles que la ley de condena condicional arroja en 
su aplicación práctica en la República Francesa, que no tiene, 
por cierto, la institución organizada en la forma que lo está 
en Norte América porque ella es efectuada por Comisiones que bien 
podrían instituirse entre nosotros una vez de estar la ley en vigencia. 

Camile Aynard, en su obra «La profesión del crimen», demues- 
tra que el número de las condenas condicionales desde que se halla 
en vigencia la ley en Francia ha ido aumentando anualmente en una 
progresión que sorprende por su elocuencia. El año 1892 el número 
de esas condenas ascendió a 17.881, y en 1901 representaba la 
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enorme citra de 34.532, y pertenece también al autor citado un cua- 
dro estadístico que permite apreciar no sólo el aumento progresivo 
de las condenas dictadas por los tribunales franceses, sto que pone 
en evidencia el hecho de que las revocaciones de esas condenas han 
sido cada vez menores al año siguiente de su sanción. 

La proporción de las revocaciones es lo que resulta más inte- 
resante, porque en 1892 era de uno por cada 27 condenas, y en 1901 
se había producido uno por cada 69, lo que arroja un porcentaje 
promedio equivalente a 1.25 olo. 

Pero, se dirá, señor Presidente, que en Francia ocurre, por lo 
menos, algo parecido a lo que ocurre en Norte América, respecto a 
la vigilancia de los prevenidos, lo cual no sería exacto. Lo mismo que 
el señor diputado Beltrán, el profesor que acabo de citar escribía, a 
diez o doce años de sancionada la ley, que en Francia no existían 
más que Comisiones Honorarias para la vigilancia y que, por cierto, 
no percibían los quinientos dólares que perciben los funcionarios 
yanquis; y a pesar de esta diferencia en la aplicación y en la vigi- 
lancia, de las consecuencias que resultan de los números de la esta=' 
dística a que me he referido, se pueden notar los excelentes resul- 
tados que ha dado en Francia. 

Por consiguiente, no sería extraño, ni habría motivo para creer 
lo contrario tratándose de nuestro país. 

Pero se ha dicho, refiriéndose a este aspecto de la cuestión en 
particular, que nuestra policía no podrá, de ninguna manera, ayudar 
a esta investigación; y, a propósito de esto, se hacía una descripción 
pintoresca de nuestros milicos de campaña, como*8T ellos fuesen ex- 
clusivamente los vehículos para la investigación. Es indudable que 
la policía de campaña no podrá prestar, por ahora, absolutamente 
ningún servicio en la aplicación de esta ley; pero eso «s en la actua- 
lidad tan sólo: es posible que no lo sea así dentro de muy poco 
tiempo. 

En lo que se refiere a la policía de Montevideo es necesario 
reconocerle, por lo menos... 

Señor Beltrán.—Primero se va a hacer la ley, y después la 
policía. 

Señor Antuña.—...la buena organización de sus oficinas de 


O e 


162 FOSE TO ANN A 


identificación y de dactiloscopia que, seguramente, prestarán, una vez 
sancionada la ley, excelente auxilio para su aplicación, lo mismo que 
frente a leyes análogas. Es necesario recordar que se ha proyec- 
tado, y pronto será una realidad, este mismo servicio para todas 
las policías departamentales. | 

Esto, unido al Registro de Reincidencias, y también a las inicia- 
tivas que puedan surgir por parte del Consejo de Patronato de De- 
lincuentes de Menores, y ocurrirá de esta manera lo mismo que 
ocurrió en Francia, que después de sancionada la ley, por medio de 
Patronatos, también se procedió a la investigación y vigilancia por 
medio de las Comisiones encargadas para esos fines. Es por esto, 
señor Presidente, que yo he repetido, en el curso de esta disertación, 
que, solamente de su reglamento dependerá el buen éxito de la 
ley. Ahora, en cuanto a los argumentos que fluyen de nuestro sis- 
tema carcelario, lo mismo que del estado actual de nuestras cárceles, 
que ya han tratado ampliamente tanto el señor diputado Beltrán como 
el señor diputado Buero, me reservo para la discusión particular al- 
gunas consideraciones al respecto. 


nl 


LA REMUNERACION A LOS EMPLEADOS POLICIALES, CARCELARIOS 
Y JUDICIALES 


Voy a fundar mi voto, señor Presidente, respecto del asunto que 
ha motivado la interpelación al señor Ministro del Interior; y me 
voy a referir especialmente a la última proposición que acaba de tfor- 
mular el señor Ministro en el sentido de que de una manera rápida 
y eficaz se contemple la situación material de los funcionarios poli- 
ciales del país. 

Yo, y como yo, el grupo parlamentario a que tengo el honor de 
pertenecer, miramos con verdadera complacencia esa iniciativa que 
plantea en este momento el señor Ministro, y debo recordar a este 
respecto que en las postrimerías de la legislatura anterior tuve opor- 
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tunidad de presentar un proyecto de la misma indole al que él se ha 
referido, por el cual se establecía una escala, un aumento gradual de 
sueldos para todos los funcionarios de la institución policial. 

El señor Ministro, cuando quiso desentrañar en el curso de su 


exposición las causas a que obedece el aumento de la criminalidad 


en el país, se refirió, — y hace un instante repitió esas mismas con- 
sikleraciones — a las reformas en nuestra legislación penal: condena 
condicional y libertad anticipada... 

Señor Etchevest.—Eso se debe a la pobreza y al malestar eco- 
nómico mundial que hay. 

Señor Antuña.—...como causas directas y principates de aque- 
llos fenómenos, y yo conceptúo que el señor Ministro debió haberse 
detenido más en esa última causal, de la mala recompensa pecuniaria 
de los empleados policiales, que en mi concepto es la causa funda- 
mental, junto con las pésimas remuneraciones, a otra clase de fun- 
cionarios, como los funcionarios carcelarios, y aún mismo los fur- 
cionarios judiciales, en lo que respecta a la dificultad para la apli- 
cación de nuestras leyes penales. 

La retorma a nuestra legislación penal a que se ha referido el 
señor Ministro, si no ha dado hasta ahora los resultados que de ella 
se esperaban, y que debemos esperar todavía, ha sido precisamente 
debido a esas causas, puramente materiales, que han obstaculizado, 
en cierto modo, repito, la fiel y científica aplicación de esas reformas. 

Yo recuerdo que cuando discutimos en esta Cámara, allá por el 
año 1915, el proyecto del doctor Ricardo Areco sobre condena con- 
dicional, se hicieron algunas observaciones a esa iniciativa; pero nin- 
guna de esas obervaciones se refería precisamente al fondo mismo 
de la cuestión. No eran observaciones de carácter doctrinario ni de 
carácter teórico, sino puramente de carácter práctico. Así, por ejem- 
plo, cuando el señor diputado Beltrán o el doctor Martín C. Martínez 
combatían aquel proyecto, no lo hacían sino teniendo en cuenta la 
poca preparación de nuestras autoridades policiales para poder vigi- 
lar la libertad de los prevenidos a los que estaban sometidos. Se re- 
ierían, por ejemplo, a la poca idoneidad, a la poca competencia que 
pudieran tener algunos Jueces sobre los cuales también debía recaer 
casi enteramente la responsabilidad de la buena aplicación de estas 
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leyes, y se referían también a ese espectáculo verdaderamente dantes- 
co que ofrecen nuestras cárceles departamentales. Y desde este punto 
de vista, tenían razón. De: aquí que yo esté de acuerdo en este parti- 
cular con lo que acaba de proponer el señor Ministro. | 


No era posible garantir la aplicación perfecta de estas leyes 
con funcionarios policiales pésimamente remunerados, y, por lo tan- 
to, incompetentes. No era posible  garantirla, tampoco, en aquella 
época en que precisamente por la desastrosa remuneración que tenían 
nuestros funcionarios judiciales, raro era el que quería ingresar a la 
magistratura nacional; no eran por cierto los especialistas, ni tam- 
poco personas que estaban dispuestas a consagrar todo su tiempo 
a esa clase de tareas. Se trataba, pues, de un problema de carácter 
presupuestal, de un problema de carácter material, problema que 
todavía subsiste en cierto modo. 


Como un complemento jurídico a la ley de la condena condicio- 
nal, fuímos después a la sanción del proyecto del doctor César Miran- 
da sobre libertad anticipada, y por este proyecto no hacíamos otra 
cosa que consagrar en nuestra legislación lo que ya regía en todas 
las legislaciones avanzadas de los países civilizados: la indivi- 
dualización y la indeterminación de la pena, pero es natural que 
para eso, para fijar esa buena conducta a que se refería el señor mi- 
nistro con precisión en una de las sesiones anteriores, u, más bien 
dicho, para trazar lo que los penalistas llaman la psicopatología del 
delincuente, no se puede contar con que esa tarea pueda realizarla 
debidamente un empleado carcelario que gana cuarenta o  cin- 
cuenta pesos. 


Estamos, pues, en que esta era una cuestión de presupuesto, y 
aquí radicaban todas las objeciones que entonces se hicieron. 


Ahora, en lo que se refiere a la organización de nuestra policía, 
pasa lo mismo. La policía de Montevideo tiene, lo empieza a tener, 
una organización excelente, y para los etectos de la aplicación de 
estas leyes, como un auxiliar indispensable para lo mismo, cuenta 
con una Oficina Dactiloscópica de Identificación perfectamente orga- 
nizada que, según tengo entendido, se ha extendido también por al- 
gunas otras Jefaturas; pero la situación general de la policía, sobre 
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todo en campaña, es precaria, y es necesario remunerarla con más 
liberalidad. 

Quería, pues, con estas palabras, significar que la causa que el 
señor ministro atribuía casi exclusivamente a las reformas introduci- 
das en nuestra legislación penal, todas ellas justas, avanzadas, cien- 
tíficas, no se debe, precisamente, a ello, sino que, entre otras causas, 
a la poca consideración moral y a la pésima remuneración de que go- 
zan, entre otros, los empleados policiales de toda la República. 

Votaré, pues, complacido, cualquier iniciativa o moción que tien- 
da a aumentar los estipendios de estos funcionarios, aunque más no 
sea para demostrar con ello que nuestro país es digno de esas re- 
formas a las que el señor ministro ha atribuido perjuicios que son 
puramente imaginarios. 
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Juegos de azar 


En oportunidad de considerarse esta ley, han surgido dos clases 
de cuestiones: la que ha referido el señor diputado  Etcheveste, 
es decir, la municipalización de los juegos de azar, 0, mejor dicho, 
la organización y administración de los mismos en el Casino del- 
Prado por cuenta de la Intendencia, y a la que se refirieron en una 
de las sesiones pasadas otros legisladores aquella que va directa- 
mente al tondo del asunto, es decir, a la reglamentación legal 
del juego. | 

Yo creo que huelga renovar en esta oportunidad la vieja contro- 
versia alrededor del juego y su reglamentación. 

Los ¡juegos de azar ya están reglamentados en nuestro país y la 
vasta discusión sobre tan interesante tópico, debate renovado en casi 
todos los Parlamentos y toda la prensa del mundo, en distintas épocas, 
se repitió en esta misma Cámara con motivo de tratarse la ley de Se- 
tiembre de 1911, de la que proviene el decreto reglamentario del Po- 
der Ejecutivo que autoriza el funcionamiento de los juegos de azar 
en el Hotel-Casino del Parque Urbano. 

En esa oportunidad distinguidos intelectuales y legisladores 
probaron, yo creo que de una manera evidente, la conveniencia social 
de la reglamentación. 

Si tratáramos en esta oportunidad de la derogación de aquella 
ley, si se tratara de la supresión de los juegos de azar, entonces sería 
el caso de reeditar todos los argumentos en pro o en contra de la 
tesis de la reglamentación del juego; pero como parte de la prensa, 
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-y en una de las sesiones pasadas, en esta misma Cámara, se tocó el 


fondo del asunto, yo he de hacer, señor Presidente, unas ligeras 
consideraciones acerca de esta interesante cuestión. 


Para combatir el proyecto que autoriza el funcionamiento de 
juegos de azar organizados por la Intendencia Municipal y para 
tines de beneficencia pública, mejoras edilicias, etc., se ha vuelto 
a invocar en todo su etectismo el vicio desgraciado del juego, 
con todas sus tfunestas consecuencias. De los comentarios di- 
versos se ha destacado otra vez, en una sugerente evocación, la fi- 
gura del ¡jugador dominado por la más avasalladora de las pasiones, 
que secándole la tuente de sus energías vitales, le quita todo estímulo 
para el trabajo fecundo y las mejores armas para la lucha por la vida. 
Sobre este punto yo creo que no hay, no puede haber dos opiniones 
distintas: la condenación del juego es unánime, pero no así su regla- 
mentación legal. 


Se han invocado siempre los resultados perniciosos del juego: en 
la familia, en la sociedad, en las costumbres; pero yo creo que 
la Comisión de Legislación y todos los que aconsejan la san- 
ción de un proyecto de reglamentación, así como autores que 
se han ocupado de este tema, han considerado en el mismo sen- 
tido ese vicio, en todos sus horrores. De ahí que se trate de encau- 
zarlo, que se trate de atenuarlo y regularizarlo, y por último, hasta 
tomarlo como un medio conducente a un fin beneficioso. 


El juego es una llaga social incurable, a la que hay que aplicar 
constantemente una sabia profilaxis. 


Siempre que se ha impugnado este proyecto — y los de su mis- 
ma naturaleza — se ha vislumbrado el deseo, el propósito de preve- 
nir enérgicamente el juego, y esto ha resultado un propósito infantil 
en el concepto de las legislaciones más avanzadas. Aquella pretención 
proviene de un legislación vieja y caduca que ha pretendido extirpar 
una costumbre por una ley, y de tal modo, un vicio viejo como el mun- 
do, y avasallador como el abismo. 

Las leyes excesivamente represivas estudiadas por Spencer en 
«El individuo y el Estado», siempre han dado resultados contrapro- 
ducentes. Se ha tratado de prevenir el juego, de prevenir la usura, la 
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prostitución, el alcoholismo con medios en extremo radicales, y se ha + 
conseguido, precisamente, lo contrario, y esto siempre por reacciones 
sistemáticas. 

Cuando Prusia quiso establecer una legislación draconianma con- 
tra el juego, y trató de extirpar, en primer trmino, la lotería, que era 
considerada como uno de sus males mayores, al día siguiente de 
publicada la ley en Berlín, se jugó el 80 % de la lotería de Franktort, 
y siempre ha sucedido lo mismo. Es por eso que el sentido práctico 
de los hombres de Estado y de los legisladores los ha llevado a 
abordar una legislación positiva y humana de acuerdo con el caso: 
no la utopía moralizadora hecha ley, sino la ley encauzando, canali- 
zando, por así decirlo, el vicio, y hasta transformándolo en un agente 
de beneficios sociales. 

Y por último, para terminar estas ligeras consideraciones res- 
pecto al fondo del asunto, diré que el juego no se parece absoluta- 
mente a esos delitos que corroen en su misma base la estabilidad 
de la sociedad. 

El juego no es el crimen, ni es el robo, señor Presidente, ya 
medida que han evolucionado las costumbres se le ha considerado 
de distinta manera: ya no se le contempla como en aquellas orde- 
nanzas de Luis XIl! por las que se declaraban «infames, intestables e 
indignos de desempeñar oficios reales» a los que entraban a un hipó- 
dromo o a un casino. 

Sin fomentar el vicio, las reglamentaciones lo detienen en un 
limite donde no pueda perjudicar demasiado; lo aparta de las clases 
humildes, y, sobre todo, hace imposibles los juegos clandestinos, que, 
eso sí, es uno de los males mayores. 

Hace años que los ¡juegos de azar autorizados por ley, funcio- 
nan en Montevideo, y, sin embargo, nuestra sociedad no se ha preci- 
pitado todavía en la degradación, ni en el delito. Muy al contrario, se 
ha evitado, como todos lo saben, males mucho mayores. 

La misma ley de 1911 previene el caso de que la reglamentación 
perjudique, y en uno de sus artículos declara que no cabrá absoluta- 
mente ninguna indemnización a favor de las casas de juego que ten- 
gan alguna concesión, en el caso de que aquella ley se derogue. Pero 
lo que interesa en este momento a la Honorable Cámara es, en con- 
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creto, la modificación a la reglamentación ya existente, que intro- 
duce la Comisión de Legislación en su proyecto sustitutivo. 

Se combate este proyecto, de acuerdo con las ideas del doctor 
Etcheveste, porque él tiende a la municipalización de los juegos de 
azar. Yo creo que en esto, precisamente, radican los beneficios de 
esta ley. En realidad, no se va hacia la municipalización del juego, 
sencillamente porque no se lo monopoliza. 

Yo creo que esto sería el ideal, pero, como ya lo he dicho, hay 
una concesión con el actual Casino del Parque por diez años, conce- 
sión que es necesario respetar por muchas razones. 

- Como decía, la faz más simpática del proyecto la constituye la 
organización de los juegos de azar que toma a su cargo la In- 
tendencia. 

Siempre que se ha hecho la crítica social del juego, siempre 
que el novelista, el sociólogo, el hombre de ciencia, han estudiado 
sus fenómenos, sus fundamentos, han observado sus factores, siem- 
pre se han detenido en el análisis, cargando la tinta a una de las 
partes más antipáticas. Me refiero al explotador del juego, al ban- 
quero, como se dice en la jerga propia de los jugadores. 

El particular, o la empresa, saca generalmente ingentes beneti- 


“cios a costa del vicio y de la debilidad de los demás. Todos sabemos 


lo poco que cuesta cultivar esta industria, y, sin embargo, las pin- 
giies ganancias que produce. 

Mucho se ha hablado sobre la psicología de este personaje que 
medra sin freno y que tiene la avaricia por ley. Impersonalizar al 
banquero y verter todo el producido de esa industria, que los france- 


ses llamaron «industria balnearia»; verterlo en beneficio de la socie- 


dad, eso es regularizar, es perfeccionar la reglamentación del juego. 
Aunque con atenuantes la empresa explotadora de los juegos de azar 
tiene una característica parecida. No se trata del banquero explota- 
dor, pero en cambio de seis u ocho banqueros. Los beneficios de la 
sociedad se reducen, a menudo, como en el caso del Casino del 
Parque Urbano, a un pequeño porcentaje de las grandes ganancias. 

Este monopolio a que me he referido hace un momento, tué 
proclamado en 1907 en la Cámara Francesa con motivo de discutirse 
la ley que reglamentaba los juegos de azar en la República. 
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Los distinguidos legisladores Millevoye y Berthet propusieron 
esta modificación a la reglamentación del proyecto que se estaba 
discutiendo. No se consiguió esto, no triuntó esta iniciativa; pero, 
sin embargo, se trató, de todas maneras, — y ello se desprende de 
la discusión de aquella ley, — de que los beneficios de esa 
industria llegaran lo menos posible a beneficiar en absoluto a 
los particulares, y hasta hubo quien propuso que después de 
deducido el porcentaje a favor de los establecimientos de bene- 
ticencia y de las municipalidades locales, gran parte de lo pro- 
ducido por esos casinos se destinara al mejoramiento de los ho- 
teles y casinos balnearios, que, a pesar de ser de propiedad particu- 
lar, contribuían a la prosperidad de la estación termal en que esta- 
ban instalados. 

El Poder Ejecutivo francés reglamentó hábilmente esta ley, y 
fueron muchas las casas de juego que se cerraron por no ajustarse 
estrictamente a esa organización. Es que la ley francesa de 1907 
sobre la cual está calcada la nuestra, es muy incompleta, y no veo 
qué razón puede haber para oponerse a que se municipalice esta 
industria. 

La Asistencia Pública, desde el año cincuenta y tantos, tiene mo- 
nopolizada la Lotería de Caridad, y la Lotería de Cartones está 
arrendada, por cuenta del municipio. 

Yo creo que nadie, absolutamente nadie, podría afirmar que 
estas instituciones estarían mejor administradas en manos de 
particulares. 


Si la organización es difícil, es mejor que la administre el Esta- 
do, en mi concepto, como pasa con la lotería. Es otra cuestión distin- 
ta, porque en el caso que existiera el monopolio, sería un monopolio 
muy distinto del de otros servicios públicos que se ha hecho en distin- 
tos países y aquí mismo. 

En el concepto de algunos, la administración del Estado sería 
la mejor; en el concepto de otros, sería la de los particulares. 

Yo, precisamente, estoy haciendo el elogio de los beneficios ge- 
nerales que reporta la administración por parte del Estado de estos 
establecimientos. 
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La municipalización del juego en nada se parece, como €s natu- 
ral, a las demás clases de municipalizaciones, y tan es así que sólo 
se le ha atacado siempre desde el punto de vista moral, invocándose 
la razón de que es un cometido indigno de la admnistración oficial. 

Ese monopolio no ataca ningún derecho legítimo de particula- 
res; impone una libertad respetable, y si se estableciera el monopolio 
“nunca se le podría atacar ni desde el punto de vista burocrático ni 
político como otros monopolios; ni tampoco, como lo acaba de hacer 
el diputado Etcheveste, desde el punto de vista administrativo y 
Financiero. 

No creo del caso extenderme en otras consideraciones al 


respecto. 

Y voy a terminar, señor Presidente. 

Decía que la Asistencia Pública administra, — y la administra 
en una forma muy regular, — la Lotería de Caridad y que la Lotería 
de Cartones está también bajo la superintendencia de la Intendencia 
Municipal. 


Tanto la lotería de caridad, como la de cartones, todos sabemos 
que la juegan las clases humildes, que ellas son enteramente accesi- 
bles a los pobres. Cosa completamente contraria pasará con el Hotel 
Casino del Prado, donde no tendrán acceso, seguramente, —Ccomo no 
tienen acceso al Hotel Casino del Parque Urbano, — las clases indi- 
centes de nuestra sociedad. 

Combatir la municipalización del juego y atribuir al Estado una 
inmoralidad al tomar a su cargo su administración, es tan simple, 
señor Presidente, como acusarle también de inmoralidad cuando mo- 
nopolice el tabaco, el alcohol, etcétera, por la peregrina razón de 
que haciéndolo así fomenta los vicios que de esos monopolios derivan. 

Es por estas consideraciones que probablemente serán amplia- 
das por la Comisión de Legislación, ya que Se trata de un asunto de 
inmensas proyecciones sociales, que voy a dar mi voto a favor del 
proyecto, reservándome el derecho de hacer algunas observaciones 
cuando se aborde la discusión particular. 
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PROYECTO DE LEY 


El Senado y Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, reunidos en Asamblea General, decretan: | 

Artículo 1.2 Queda absolutamente prohibida la entrada a los 
Casinos del Parque Hotel y Carrasco a todo empleado público O par- 
ticular que recaude o tenga a su cargo custodia de valores. Igual- 
mente alcanza esta prohibición a aquellas personas que manejen dine- 
ros de menores, tutores, encargados, curadores, etc. 

Art. 2.2 Para tener acceso a la salas de juego de los casinos ' 
municipales será necesario la presentación del «carnet» personal e 
intransferible, expedido por la Dirección de Casinos, a quien debe 
solicitarse de acuerdo con las cláusulas siguientes: | 
A) Toda persona que desee concurrir a las salas de juego de cual- 

quiera de los Casinos Municipales, solicitará previamente el 

«carnet» por escrito, acreditando no estar comprendido en las 

prescripciones del artículo 1.” de esta ley; 

B) La Jefatura de Policía informará en cada caso a la Dirección 
de los Casinos sobre la admisión o no de la persona que socilite 
el «carnet»; 

C) La Dirección de los Casinos podrá rechazar, sin embargo, toda 
solicitud de «carnet», si a su juicio considerara que el solicitante 
no debe tener acceso a las salas de juego. Igualmente la Direc- 
ción podrá retirar un «carnet» expedido, sin especificar la causa 
de su retiro; 

D) Toda persona accidentalmente en Montevideo y cuya proce- 

dencia sea del exterior de la República, tiene el derecho a soli- 

citar el «carnet», sin perjuicio de que la Dirección, si lo creyere 
conveniente, exija las justificaciones del caso; 

Para las personas no radicadas en la República y a que se re- 

Hiere el inciso anterior, regirá una clase especial de «carnet». 

Art. 3.2 Las señoras, siempre que concurran acompañadas por 

una persona con «carnet», tendrán libre acceso a todas las salas de 

juego de los Casinos Municipales. 


Un 
er. 
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Art. 4.2 El precio mínimo por sesión será de cinco pesos oro. 
Art. 5.2 Tratándose de las casas de juego no autorizadas por 


las leyes vigentes, el párrato 1. del artículo 408 del Código Penal y 


el artículo 409 quedan modificados en la forma siguiente: 

«Artículo 408. Será castigado con multa de mil a tres mis pesos 
o prisión equivalente, el que tuviere una casa de juego de suerte O 
azar, ya sea que se admita en ella libremente 'al público, ya sólo a las 


personas afiliadas o abonadas o a las que éstas representen. 


Artículo 409. Los jugadores y los simples espectadores serán 
castigados con multa de cien a trescientos pesos o prisión equivalen- 
te, cuando sean sorprendidos en la sala de juego.» 

Art. 6.2 La Administración de los Casinos a que se refiere esta 


ley, organizará un servicio especial de investigación, con el objeto 


de formular denuncia ante las autoridades policiales del tunciona- 
miento de casas de ¡juego clandestinas. 

Art. 7.2 El Consejo Nacional de Administración reglamentará 
la presente ley. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Sólo se puede tolerar el juego en un país culto y que preste 
acatamiento a las buenas costumbres, a condición de que se le regla- 
mente eficazmente. ; 

A esto tiente el precedente proyecto de ley, ya anunciado por 


su autor a raíz del debate que sobre el funcionamiento de los Casinos 


oficiales se desarrolló en la Cámara de Representantes. 
Se trata de una modesta contribución que tiende a la mejor 


reglamentación del juego autorizado por las leyes del país, la que 


en la actualidad resulta en extremo deticiente. 
Es cierto que el juego reglamentado propende a la desaparición 


del clandestinaje, que constituye un mal mayor, puesto que no tiene 


ni garantías ni aliciente, pero es evidente que no lo suprime en 
absoluto. 
Es por eso que por este proyecto se arbitran algunas medidas 


que considero muy prácticas para su debida represión. 


José G. Antuña, Representante por Montevideo. 


174 JOSEG. JAN TUNA 


Carestía 0e la vida 


La interpelación del señor diputado Frugoni, al ministro de In- 
dustrias, y las proposiciones planteadas por aquel legislador, han 
dado lugar a un debate extenso; y debía ser así, señor Presidente, 
por la propia naturaleza del tema. La cuestión de la carestía de la 
vida, estudiada bajo varios aspectos, algunos de ellos fundamenta- 
les, en la forma amplia que se ha encarado, tenía que dar indudable- 
mente, lugar a este debate que, según tengo entendido, ha de pro- 
longarse aún más porque han de intervenir en él, todavía, algunos 
señores diputados. 

Yo deseo fundar mi voto respecto a las medidas propuestos, así 
mismo como llamar la atención, o más bien dicho, recomendar a 
alguna de las Comisiones de esta Cámara, el estudio de pro- 
yectos, que duermen desde hace más o menos tiempo, en sus carpe- 
tas, que podrían solucionar o, por lo menos, provocar la solución 
científica y definitiva, de alguno de estos problemas fundamentales 
que estamos estudiando. Trataré de ser breve, señor Presidente, por- 
que así me lo impone la larga duración de este debate, a pesar de 
que yo creo que, al contrario de lo que han afirmado algunos seño- 
res legisladores, la Cámara no está tatigada, dado lo interesante y 
trascendental del tema. 

Es cieto que este debate ha adquirido en ciertos momentos un 
carácter inocuo, pero ello ha sido debido en gran parte a las inte- 
rrupciones que se han hecho sistemáticamente a todos los oradores, 
y a los debates dialogados que se han sucedido y que han resultado 
evidentemente contraproducentes. Yo pediría, pues, a la mesa que me 


Sesión del 5 de Abril de 1920, con motivo de la interpelación socialista al Ministro 
de Industrias. 
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amparara en el uso de la palabra. Sólo así podré prometer a los 
colegas impacientes por la terminación rápida de este debate, que 
mi disertación durará breve tiempo. 


Las medidas propuestas por el señor diputado socialista consti- 
tuyen, a mi entender, simplemente calmantes a este grave mal, ya que 
esas medidas puramente de emergencia y de efectos ocasionales, por 
tanto, no pueden constituir remedios eficaces, prácticos y definitivos 
para esas profundas dolencias de carácter económico, que son las 
que producen entre nosotros y en todos los países del mundo, el en- 
carecimiento de la vida. 

Son, pues, calmantes y no remedios eficaces y seguros, calman- 
tes como lo fueron en algunos países europeos aquellas emisiones 
más o menos fiduciarias al principio de la conflagración y que han 
constituído allí la causa determinante de la crisis actual. 

Pero si algo útil ha tenido, precisamente, este cambio de ideas 
que se viene desarrollando desde la prensa y el parlamento, ha 
sido el de poner de relieve que es necesario abordar de una vez 
por todas una serie de problemas de carácter social y de carácter 
económico que aún no han sido resueltos en nuestro país como 
en otras partes del mundo. Porque, es curioso, señor Presi- 
dente, lo que ocurre entre nosotros: hemos dado cima a una 
serie importante de proyectos y de iniciativas de distinta indole: de 
indole social, de índole obrera. Hemos reformado fundamentalmente 
y de manera avanzada una buena parte de nuestra legislación civil, 
y, sin embargo, no nos hemos abocado todavía en una forma resuel- 
ta a la solución de una serie de problemas económicos fundamenta: 
les y decisivos para nuestro progreso nacional. Yo daré, sin embar- 
go y a pesar de estas reservas, mi voto favorable a algunas de las 
proposiciones del señor diputado Frugoni, pero en el mismo sentido 
que el diputado Bachini cuando decía este prestigioso colega, en una 
sesión anterior, que daba su voto favorable a estas medidas pero 
manifestando sus dudas respecto de los resultados prácticos que 
podían tener en su aplicación. Sí alguno de los señores diputados 
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me interrogara como se ha interrogado más de una vez a los legis- 
ladores que han tomado parte en este debate alrededor de las me- 
didas de carácter práctico que yo pienso proponer, yo manitestaré 
desde ya que no voy a proponer absolutamente ninguna desde el mo- 
mento que si me parece que las medidas que se han propuesto son 
de dudosa aplicabilidad práctica y me refiero no solamente a las que 
ha aconsejado el señor diputado Frugoni, sino a las de otros 
señores. diputados en distintos proyectos que se han presen- 
tado posteriormente, los que yo propondía ahora de naturaleza aná- 
loga no darían otro resultado que complicar más la cuestión, des- 
viándola de la finalidad práctica que todos perseguimos. 

He dicho que el objeto de mi intervención en este debate no 
ha sido otro que el de indicar algunos procedimientos y recursos de 
carácter tundamental que puedan dar resultados decisivos y que to- . 
can en sus fundamentos al problema del encarecimiento de las sub- 
sistencias. Tan sólo por esta razón fundamental es que voy a votar 
aquellas medidas. 

El encarecimiento de las subsistencias se ha tornado en nuestro 
país un problema insoportable: a nuestras clases humildes sobre to- 
do, ya les resulta imposible, absolutamente, tolerarlo más. Y si bien 
es cierto que no puede solucionarse el problema de inmediato por 
las razones que ya he apuntado, hay que ir por lo tanto a estas 
medidas que, imperfectas, aunque sean adoptadas tan sólo por 
vía de ensayo, de carácter transitorio, nos evitarían por lo me- 
nos la adopción de otras medidas más graves, algunas de las 
cuales, también de emergencia pero mucho más serias, repito, 
están contenidas en el proyecto de la delegación socialista y a 
las que habrá que ir forzosamente si no reprimimos de una vez por 
todas ese afán incontenido de acaparamiento que existe en nuestro 
país, y si no extirpamos enérgica e inmediatamente muchos de nues- 
tros anacronismos económicos. 

En lo que respecta al trigo estoy dispuesto a votar, no solamente 
la prohibición de exportarlo, sino también su libre introducción al 
país, y, sobre todo, votaré en este sentido después del «úkase» 
de los señores propietarios de panaderías que pone a nuestra pobla- 
ción y sobre todo a nuestra clase necesitada, en situación de no poder 
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comer pan si el aumento sigue en la forma inmoderada que se anuncia. 
Sin embargo, a no ser por esta circunstancia de excepción, yo de- 
claro que conceptúo que en nuestro país todavía necesita el trigo de 
la protección aduanera, y si apruebo en-este instante estas medidas, 
es tan sólo por la situación especial y angustiosa por que se atra- 
viesa. No me parece que en situaciones más o menos normales sea 
siempre conveniente proceder «ipso facto» en estas cuestiones sin 
contemplar no solamente ciertos intereses particulares legítimos, sino 
también la situación de las finanzas públicas porque muchas veces 
cuando se descuidan estos factores ello redunda precisamente en 
perjuicio de los núcleos sociales que se pretende favorecer. 


No ha sido, pues, por espíritu conservador que en otras ocasio- 
nes me he opuesto a estas mismas medidas que estoy dispuesto a 
votar ahora; y no ha sido por espíritu reaccionario, puesto que em- 
piezo por reconocer que esta medida de emergencia nunca puede 
solucionar efectivamente el fondo de la cuestión. 


He dicho y repito ahora que el trigo, los subproductos del trigo, 
y aún mismo algunos artículos de consumo necesitan todavía en 
nuestro país de la protección arancelaria. Y si bien es cierto, como 
el señor diputado socialista lo afirmaba en una de las sesiones ante- 
riores, que era un error, y un grave error, subordinar estas cuestiones 
que ahora nos preocupan al fenómeno económico de la oterta y la 
demanda, también resulta un error subordinarla a las doctrinas eco- 
nómicas del proteccionismo o del libre cambio. 


Si hay algún problema que no debe abordarse con criterio sec- 
tario o de escuela cerrada, es éste que estamos tratando, señor 
Presidente. 


Yo recuerdo que hace poco tiempo se desarrolló en la Cámara 
Argentina un debate análogo o más bien dicho, idéntico a este que 
se está desarrollando ahora en esta Cámara y los diputados socia- 
listas propusieron lo mismo que ha propuesto el diputado socialista 
en este Cuerpo; la supresión de los derechos aduaneros a una serie 
numerosa de artículos de primera necesidad; se pretendía con este 
procedimiento, un tanto inusitado, reformar de la noche a la mañana 
todo un régimen fiscal implantado desde hace muchos años atrás en 
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el país vecino como lo está también implantado entre nosotros, tras- 
tornando por lo tanto fundamentalmente la economía del país, y 
entonces el miembro informante de la Comisión de Hacienda en ese 
asunto, doctor Carlos Saavedra Lamas, contestaba al proyecto de 
los diputados socialistas con un discurso que contiene algunos argu- 
mentos que en mi sentir resultan decisivos desde este punto de vista. 
Me voy a permitir leer uno de los párrafos de ese discurso que contie- 
ne algunos datos interesantes al respecto. «No es tiempo ya de vol- 
ver — decía — y ciertamente todo el mundo lo reconoce, a la distin- 
ción de las escuelas proteccionistas y libre cambista. En mi sentir 
me permito pensar que es tan ageno a la cultura de nuestros tiempos 
tanto como la intransigencia social o religiosa. El concepto predomi- 
nante en la materia es el nacionalismo económico que he tenido la 
fortuna de pir yo mismo de labios de Canwes, cuando decía en la 
Sociedad de Ciencias políticas, de París: «el mundo no es una masa 
amorfa, el mundo es una «justa-posición» de pueblos, es una agrupa- 
ción de entidades colectivas. Y en el seno de cada una de ellas hay 
que consultar las condiciones regionales.» 

Y terminaba de esta manera el legislador argentino: «y al so- 
cialismo no se vinculan indispensablemente las necesidades de una 
política libre cambista; el socialismo lo mismo puede ser proteccio- 
nista como ha sido proteccionista Jaurés en debates de la Cámara 
trancesa, como lo ha sido Colagani, el eminente diputado socialista 
de la Cámara italiana; como lo ha sido Masechippel, el autor del li- 
bro de política comercial y actuante, notable en los congresos socia- 
listas; como lo son, señor Presidente, multitud de pensadores, como 
Gatti, el autor del famoso libro sobre socialismo agrario, mediante 
el proteccionismo, como el carácter temporario de Stuard Mill, es 
decir, como en el caso del arroz para estimular el desenvolvimiento 
de la industria.» 

Es el mismo caso a que yo me he referido, es decir, del trigo 
en nuestro país. 

El trigo, a pesar de esta medida, que yo expontáneamente vota- 
ré ahora, necesita todavía entre nosotros la protección aduanera, 
dadas también las características especiales de nuestro medio. 

Además, por eso me he permitido llamar respetuosamente la 
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atención de algunas Comisiones de esta Cámara, sobre ciertos aspec- 
tos fundamentales de este problema, que podríá resolverse por ini- 
ciativas parlamentarias, que ya se han esbozado. He pensado que es 
necesario reilexionar sobre los resultados que dieran estas medi- 
das «adoptadas en algunos países de Europa, donde se ha cua- 
druplicado y hasta quintuplicado el precio de las subsistencias, 
como en Francia y como en Italia. Allí, decía hace pocos días un 
corresponsal de «La Nación» de Buenos Aires, que es también un 
economista de renombre — que tanto los aumentos elevados de 
los sueldos y de los salarios como el requisamiento de los artículos, 
como la expropiación de los mismos, como la tasa uniforme — al- 
gunas de cuyas medidas se han propuesto aquí, en esta oportunidad 
— han tracasado en forma definitiva; no han podido al final conjurar 
la crisis por que atraviesan actualmente. Y entonces, este mismo pe- 
riodista decía que algunos economistas hombres de Estado europeos, 
trente a esta pavorosa crisis, evocaban el consejo de Charles Gide, y 
que se le hubiera podido ocurrir por otra parte a cualquier buen padre 
de familia, y que no consistía en otra cosa, en presencia de una crisis 
de esta naturaleza, que en recomendar la restricción de los consumos, 
en recomendar el ahorro, en recomendar la prudencia en los gastos, 
frente a ese espectáculo realmente lamentable que se origina en 
Europa y que se origina aun mismo en estos países, de la disipación, 
del derroche y del lujo frente a la miseria y al hambre. 


Señor Mibelli. — Pero eso no lo hacen los pobres. 


Señor Antuña. — No: me refiero a los ricos, precisamente. Los 
pobres no van a restringir los consumos, si apenas tienen para comer! 

Señor Mibelli. — ¡Es claro! 

Señor Antuña.—De manera, pues, que yo entiendo que re- 
sulta ocioso repetir, puesto que ya se ha afirmado atinada y repeti- 
damente ahora en esta Cámara, que ni el problema agrario se va 
a resolver con la libre exportación del trigo, ni tampoco con la me- 
dida contraria, ni el problema de la carne barata tampoco se va a 
resolver con el requisamiento de los ganados. 

En el curso de este debate se ha hablado y hecho capítulo espe- 
cial, y con mucha razón, de la agricultura, y los señores diputados 
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se han estorzado por aparecer como los paladines de la causa agrícola 
de nuestro país. 

Tratándose de esta cuestión de la agricultura, eso no debe lla- 
mar la atención. Por el contrario, si es cierto que hay muchas causas 
de carácter universal que han repercutido en nuestro país, — y que 
son la razón predominante de la crisis, — a esas causas que se han 
enumerado prolijamente, que agregar una causa local, una causa pro- 
pia que es tundamentalísima, es el estado actual de nuestra agricul- 
tura, o, empleando los términos del señor diputado socialista, nuestra 
pésima estructura agraria. 

Es, pues, razonable y lógico que se hayan ocupado fundamen- 
talmente de esta cuestión. La agricultura en nuestro país está, sin exa- 
geración, en los umbrales de la bancarrota. — (Apoyados). 

Y no hay exageración en lo que afirmo. Me bastaría para corro- 
borar este concepto, el recordar algunos datos que hace pocos días 
exponía en el Senado el doctor Jiménez de Aréchaga y que yo 
he podido confirmar y ampliar en la Oficina de Estadística Agrícola 
del Ministerio de Industrias. 

Nuestro país sólo tiene un millón de hectáreas destinadas a la 
agricultura y en su mayor parte a la agricultura extensiva. 

Pues bien; se han desalojado en el año 1919-1920 cien mil hec- 
táreas, es decir, la décima parte de nuestras tierras de producción 
agrícola. 

Hay, hasta ahora, cincuenta y dos mil seiscientas cincuenta y 
cuatro hectáreas libradas a la ganadería en perjuicio de mil tres- 
centos cuarenta y seis agricultores. 


Señor Martínez Trueba. — Esas son las tierras cansadas a que 
se refería el señor diputado Ros. 
Señor Martínez Laguarda. — Sin ser tierras cansadas. En San 


José, por ejemplo, hay cuatro mil hectáreas que fueron explotadas 
apenas dos años para agricultura y en seguida fueron dedicadas a 
la ganadería, campo de Ungo. 

Señor Antuña.—En el año 1918 — y estos son los datos obte- 
nidos de la Oficina de Estadística Agrícola — teníamos ciento quince 
mil ochocientos treinta y dos hombres dedicados a la agricultura; en 
el año 1919 se redujo esa cantidad a noventa y cinco mil quinientos 
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treinta y cinco; es decir, que han abandonado la tierra veinte mil dos-., 
cientos once en un año. 

Otro dato interesante. En el año 1917-1918 el rendimiento medio 
de trigo por hectárea fué de novecientos kilogramos, y al año, en el 
año 1919, descendió a quinientos cincuenta y dos kilogramos. 

Señor Frugoni.—Todo eso, a pesar del proteccionismo aduanero. 

Señor Antuña.—Ni tampoco lo va a evitar el señor diputado 
con el libre cambio. Son otras medidas más importantes y más fun- 
damentales las que hay que tomar para proteger a la agricultura. 

Señor Frugoni.—Llegamos a la conclusión de que el proteccio- 
nismo aduanero no es eficaz para evitar eso, y en cambio produce 
ese inconveniente. 

Señor Antuña.—Tampoco lo evita en forma definitiva y eficaz 
el abatimiento absoluto de las tarifas arancelarias. Y a eso voy, 
señor diputado. 

Hay que llegar a otras medidas, a medidas más fundamentales, 
y el señor diputado Frugoni lo ha dicho en algunos de sus discursos. 
Hay medidas más fundamentales, más serias, más científicas para 
salvar a la agricultura en nuestro país. 

Señor Frugoni.—Lo malo es que no se han tomado porque he- 
_mos estado entretenidos con el proteccionismo aduanero, creyendo 
que él nos iba a salvar de todos estos inconveniente que se han citado. 


Señor Antuña.—De modo, pues, que en el año 1917-18 se pro- 
ducían 900 kilogramos por hectárea; en el año 1919, 552, 

| Otro dato elocuente, señor Presidente. En el año 1918-19 se de- 
dicó a la labranza el 5.64 por ciento de la extensión territorial y en 
el año 1918-19 apenas representa el 4 % de nuestra extesión territo- 
rial. De manera que estos datos prueban que la agricultura está evi- 
dentemente en nuestro país,jen situación casi desalentadora. 

Sólo, pues, por el carácter accidental que se le ha dado a estas 
medidas es que yo las voy a votar, pero en la esperanza, repito, de 
que se tomen otras de carácter fundamental y orgánico. 

Es cierto que uno de los remedios para estas crisis agrícolas 
podía ser la modificación de nuestro pésimo régimen de arrenda- 
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mientos. Esto se ha indicado en el Senado como un remedio inme- 
diato para el mal y se ha indicado también aquí. 

Los arrendamientos en nuestro país son en general a corto plazo 
y no permiten que la tierra sea elaborada como es necesario; no per- 
miten crear las mejoras que la agricultura impone, precisamente por 
el carácter precario de estos arriendos y la voracidad incontenible 
de ciertos propietarios que han aumentado inmoderadamente en es- 
tos últimos años el precio de los arrendamientos. 


Estas causas reunidas han hecho que apareciesen como en com- 
pleto fracaso todos los esfuerzos de los últimos años para salvar a 
la agricultura nacional de su decadencia y fomentarla tesoneramente, 
por medio de algunas meritorias oficinas de la Administración pú- 
blica, como en el Semillero de la Estanzuela y otras donde se ha trata- 
do de dotarla de nuevos procedimientos técnicos. 


Pero resulta que estas medidas que se refieren a los arrenda- 
mientos, también pueden, en cierto aspecto, ser consideradas como 
medidas de emergencia, y lo son, en realidad, algunas de ellas. 


La solución que yo creo salvadora para la industria agrícola, la 
indicaba el otro día el señor diputado Urioste en su discurso: no es 
otra que hacer en lo posible a los agricultores, propietarios de esas 
tierras que trabajan, lo que quiere decir, en el fondo, que es necesa- 
rio ir, aunque sea gradualmente, al fraccionamiento de nuestras gran- 
Ges extensiones de campo en manos de un solo propietario. 


El señor diputado Urioste proponía para este fin ciertos proce- 
dimientos que no recuerdo bien, pero que se referían en parte a la 
expropiación de esas tierras. Yo creo que no sería este el procedi- 
miento más práctico y conveniente: el procedimiento más práctico, 
más eficaz, más científico y más humano para llegar a un fracciona- 
miento fácil y gradual de nuestras grandes extensiones de tierra no 
podría ser otro que la transtormación completa de nuestro impuesto 
territorial. 

Estamos, señor Presidente, o podríamos estar, próximos a la 
solución de este problema, ya que dentro de poco tiempo será remi- 
tido a esta Cámara el proyecto de Contribución Inmobiliaria corres- 
pondiente al nuevo ejercicio económico. | 
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- Es sorprendente cómo en algunos países ha podido resolverlo, o 
por lo menos ha tenido un principio de solución, este problema de 
la subdivisión del latifundio por medio de la tabla progresiva del 
impuesto. 

Esto no podría considerarse, como a primera vista parecería, 
un absurdo algún utópico georgismo, puesto que los señores di- 
putados saben bien que nada tiene que ver o que es precisa- 
mente lo contrario, puesto que el georgismo busca tan sólo la per- 
cepción rigurosa del impuesto, sea cual sea la extensión de la tierra, 
y sin preocuparse ni poco ni mucho de su subdivisión. 

Esta no es una idea nueva: esta idea fué planteada hace algu- 
nos años, creo que en la segunda Presidencia del señor Batlle y Or- 
dóñez, siendo Ministro de Hacienda el señor Cosio, y es sorprendente, 
ya lo he dicho, el maravilloso resultado que esta medida, que no tiene 
absolutamente nada de atentatoria contra la propiedad privada, ha 
dado en algunos países, entre otros en Nueva Zelandia y en Austra- 
lia, sobre todo, desde el punto de vista del fraccionamiento de los 
grandes latifundios. 

No es este el momento ni la oportunidad de detenerse a estudiar 
este régimen tributario, pero yo me voy a permitir leer algunos datos, 
para demostrar que no desde el punto de vista del impuesto, que 
es lo secundario en este aspecto particular de la cuestión que esta- 
mos tratando, sino desde el punto de vista de la subdivisión, su resul- 
tado es maravilloso. Así, por ejemplo, en Nueva Zelandia: 

«Desde el año 1910 no existe ninguna propiedad de 10.000 
acres, — la relación del acre a la hectárea es de dos y medio a uno: 
dos acres y medios son prácticamente una hectárea, — en tanto que 
en el año 1889 había nueve. En el año 1889 había 251 propiedades 
de diez acres o más, y en 1910 esas 251 propiedades se redujeron 
a 171. En cambio, en ese mismo lapso de tiempo, los propietarios 
de 640 a 5.000 acres pasaron de 2.448 a 4.217 y la población tam- 
bién dobló desde 1880 a 1911, siendo en esta última techa de 
1.025.406 habitantes. 

«Los magníficos resultados de esa experiencia fiscal, — conti- 
núa, — impulsaron al partido obrero australiano a aplicarla en el 
territorio de aquel país, en el orden nacional. 
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«El impuesto hará que no haya un terreno sin cultivar», decía 
en oportunidad de una de sus campañas políticas Lloyd George, — 
ya que las campañas políticas en aquel país tienen siempre derivacio- 
nes económicas, — y es curioso y hasta contradictorio que aquí donde 
hemos sancionado hasta la ley de ocho horas, no tengamos todavía 
un gravamen sobre la tierra en una forma justa, equitativa, humana 
y científica. > | 

Otro de los aspectos de este problema, que lo solucionaría tam- 
bién en gran parte esta forma de gravamen impositivo tal co- 
mo ya se ha proyectado en nuestro país, es el de evitar lo que 
se ha considerado una de las causas fundamentales de la carestía, es 
decir, el hacinamiento de hombres en los grandes centros urbanos. 

El urbanismo, si bien es en todas partes una rémora para la de- 
mocracia y para el progreso, en nuestro país constituye evidentemente 
su principal obstáculo. Una de las causas predominantes de la cares- 
tía de las subsistencias y de todos nuestros atrasos económicos lo 
constituye ese éxodo de los trabajadores de las poblaciones del inte- 
rior de la campaña hacia las ciudades. 

El señor Bachini, — lo recordaba hace un instante también el 
señor Ros, — el señor Bachint, digo, con unción patriótica manifes- 
taba el otro día su deseo de que esa parte de nuestra juventud que 
se aglomera en los ministerios en la búsqueda de un empleo que no 
siempre lo obtiene, debía ir hacia la tierra y ponerse en contacto 
con ella, esa madre generosa y fecunda; pero eso, respecto de nues- 
tra ¡juventud y los trabajadores que llegan con propósitos de trabajo 
y progreso de todas las regiones de la tierra, sería un desideratum 
no estaría esa tierra a su alcance, ¿dónde está, en efecto, la tierra que 
se les pueda ofrecer en las condiciones convenientes, en las condicio- 
nes humanas y ventajosas? 

Señor Vicente y Ferrés.—En poder de los terratenientes. 

Un señor representante.—Ya apareció aquello. 

Señor Antuña. — Ese es el primer problema que debemos 
resolver. 

En lo que toca al fenómeno, o más bien dicho, la plaga del aca- 
paramiento y la especulación abusiva que ha sentado sus reales: en 
nuestro país, una de sus causas, se ha dicho con mucha razón, es 
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también el urbanismo. Y ahora que hablo del acaparamiento, señor 
Presidente, pienso si no sería posible dictar de una vez por todas 
en nuestro país una ley que suprima o que reprima por lo menos ese 
comercio indebido de los acapardores. En todos los tonos se viene 
atacando a los especuladores, en el Parlamento y en la prensa, pero 
hay que convenir en que su negocio, que por otra parte siempre se 
ha practicado en épocas de crisis, no está prohibido, ni siquiera res- 
tringido por ninguna disposición legal. 

Lo que ha pasado en los últimos días en nuestro país, es real- 
mente ignominioso. Ese azúcar que ha llegado como un maná de 
la Argentina para venderse a treinta y cinco centésimos en nuestro 
país ha sido vendido mucho más caro a la población pobre que lo 
esperaba. e 


El problema de los acaparadores debe resolverse cuanto antes. 
Se ha resuelto ya en Estados Unidos, donde se puso en vigencia de 
nuevo la famosa ley Sherman, y de acuerdo con la cual han ido a la 
cárcel muchos de los comerciantes más conocidos de Nueva York, 
por infringirla. 

Lo acaba de recordar también en un reportaje hecho por el dia- 
rio «La Noche» el ilustrado consejero señor Cosio, que se ha puesto 
en vigencia en Inglaterra, de cuyo pais aquel compatriota ha llegado 
recientemente, una ley severa contra el acaparamiento que ha dado 
resultados prácticos, o, por lo menos, ha detenido la especulación abu- 
siva. En Francia, la ley del 20 de Abril de 1916 ha sido reformada 
en estos últimos meses en una forma severísima. Se le han agregado 
disposiciones de mucho rigor, tales como el cierre de los negocios y 
el procedimiento del «affichage» ante cualquier sentencia insignifican- 
te dentro del rigor de esa ley, tales como los que imponen cinco 
meses de prisión o doscientos pesos de multa; el «affichage» en las 
propias casas de los comerciantes que han infringido las dis- 
posiciones. 


De acuerdo con la nueva ley las multas se elevan hasta dos cien- 
tos mil francos y la prisión puede ser llevada hasta cinco años en 
ciertos casos. Puede además el Tribunal decretar la interdicción 
de los derechos políticos y cívicos, la clausura temporaria y defini- 
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tiva o la venta por autoridad de justicia del fondo del comercio o de 
la empresa industrial. 0 

Yo me propongo a la brevedad posible presentar un proyecto de 
ley a este respecto, que espero merezca la atención de esta Honora- 
ble Cámara. | 

He tratado de exponer suscintamente las razones que me asisten 
para votar las medidas propuestas; me he referido también, como 
he podido, a los recursos fundamentales que yo considero necesarios. 
Votaré después, en lo que respecta al trigo, los arbitrios indicados 
por el señor diputado Frugoni, y en lo que respecta a la carne, tam- 
bién alguno que se ha bosquejado en este debate. 

Era lo que tenía que decir. 


TI 


PRECIO DE LOS ARRENDAMIENTOS RURALES 
Proyecto de ley 


Artículo 1.2 Créase en cada uno de los departamentos de la 
República, por el término de tres años, a contar de la promulgación 
de la presente ley, la Comisión de Arrendamientos Rurales, encar- 
vada de resolver, sin apelación, en las gestiones deducidas por los 
propietarios o arrendatarios respecto del precio de los arrendamien- 
tos rurales. 

Art. 2.2 Cuando un arrendatario considere que paga un alqui- 
ler notoriamente excesivo, podrá recurrir ante la Comisión que se 
crea por el artículo anterior. 

La misma gestión podrá iniciar el arrendador ante esa Comisión, 
a fin de obtener la elevación al justo precio cuando por razón de re- 
tormas o mejoras de afecto O parentesco o por otra causa sea noto- 
riamente bajo el arrendamiento devengado por su propiedad. 

Art. 3.2 La Comisión estará integrada por cinco miembros en 
cada departamento: el Juez Letrado Departamental, el presidente de 
la Asamblea Representativa, el presidente del Concejo de Adminis- 
tración Departamental, el jefe de policía y el administrador de rentas. 
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Durarán un año en el ejercicio de sus funciones, serán honora- 
rios y podrán ser reelectos. E 

La Administración de Rentas de cada departamento se encarga- 
rá de su instalación y proveerá a su funcionamiento. 

Art. 4.2 La Comisión resolverá por mayoría de votos, con au- 


diencia de las partes, verificando las diligencias de prueba e inves- 


tigaciones que estime convenientes en procedimiento verbal o escrito 
a juicio de la comisión y fundando sus resultancias en cada caso. 

Las resoluciones de esta Comisión harán plena fe y tendrán 
fuerza ejecutiva ante la justicia. 

No podrán modificarse, ni revisarse, hasta después de un año 
de la fecha en que fueron dictadas. 

Cuando el fallo no altere el arrendamiento que dió margen a la 
cuestión, todos los gastos serán de cargo de quien la ha promovido. 


Modificándose el arrendamiento, los gastos se distribuirán por par- 


tes iguales, debiendo cuidar la Comisión de que sean lo más reducidos 
posible. 

Se actuará ante ellas en papel común. 

Art. 5. El alquiler de los predios rurales en toda la República 
no podrá ser elevado durante el término de tres años, a partir de 
la promulgación de esta ley. 

Art. 6.2 Siempre que ante el Juez competente para el caso de 
desalojo en juicio contradictorio se logre probar que por medios 
directos O indirectos el propietario ha cobrado o intentado cobrar 
arrendamientos superiores a lo determinado por esta ley o a los tija- 
dos posteriormente por las Comisiones de Arrendamientos, será con- 
denado a una multa equivalente al importe de seis meses de arren- 
damiento, cuyo cobro se hará efectivo por la vía de apremio y se 


vertirá en las cajas de la Asistencia Pública. En las sentencias en 


que queden comprobados y declarados aquellos hechos, se notificará 
a la Asistencia Pública, la que será parte al efecto de llevar adelante 
el cobro. 

Art. 7.2 Son nulas las cláusulas de los contratos que se opon- 
gan a la presente ley. 

Art, 8.2 Quedan suspendidos los efectos de todas las leyes que 
se Opongan a la presente durante el término de su vigencia, estable- 
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cido en el artículo 1.2 A los tres años del día de su promulgación, 

esta ley caducará de pleno derecho, volviendo a producir todos sus 

efectos las que hubieren sido suspendidas durante el expresado plazo. 
Art. 9.2 Comuníquese, etc. 


Exposición de motivos 


H. Cámara: El proyecto que someto a consideración de V. H. 
no es una iniciativa propia. Consta de las disposiciones fundamen- 
tales insertas en el proyecto de la Comisión de Códigos, sancionado 
el 7 de Mayo del año ppdo. por la H. Cámara y próximo a ser rati- 
ficado por la Asamblea General. 

Me ha parecido, después de meditar protundamente sobre este 
problema, que la mejor manera de solucionarlo de acuerdo con las 
circunstancias y sin herir gravemente el derecho y los intereses de 
alguna de las partes, podría ser la de adaptar al caso de los arren-. 
damientos rurales el procedimiento al que V. H. ha prestado su 
aprobación en el caso de los alquileres urbanos. 

Aceptando ese procedimiento, la Cámara sería más lógica con- 
sigo misma al adoptar una regla de equidad que ya ha conceptuado 
más racional que el arbitrio simplista que establece el precio del 
arrendamiento de acuerdo con el interés fijo del valor de los campos 
establecido para el pago de la Contribución Inmobiliaria. 

Considero innecesario abundar en mayores consideraciones res- 
pecto de esta cuestión. La urgenciá que existe en dictar una medida 
legal para el momento y que tienda a regular el precio de los arren- 
damientos rurales, es indiscutible y las razones pertinentes se han 
expuestos y se exponen diariamente en el Parlamento y en la prensa. 

En lo que toca al temperamento en sí mismo, aconsejado por 
este proyecto, también resultaría ocioso hacer su defensa en esta 
oportunidad. Está muy lejos de constituir un ideal, lo mismo que 
todas las medidas circunstanciales que se han proyectado, pero es 
fuerza recordar que ha sido adoptado en Francia «por la ley de 1871 
y en Estados Unidos por la enmienda Ball, en lo que toca a los al- 
quieres de las fincas urbanas. Para destacar sus ventajas sólo me 
bastaría, por otra parte, remitirme al conceptuoso informe de la Co- 
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misión de Códigos de la H. Cámara y a la intervención de sus ilus- 
trados miembros en el debate a que diera lugar el proyecto apro- 
bado por V. E., en la sesión del 7 de Mayo de 1920. 


IT1I 
FOMENTO AGRICOLA 


En breves palabras voy a fundar la moción de minuta al P. E. 
que acabo de presentar, significando, además, a la Honorable Cá- 
mara, la verdadera razón que la ha inspirado. 

Una Comisión designada por los agricultores de San José se ha 
entrevistado en estos últimos días con los Poderes Públicos y hace 
un instante con el grupo parlamentario a que pertenezco, para pe- 
dirnos que hagamos llegar hasta esta Cámara, junto con su exhor- 
tación, su protesta, a mi juicio justa, por la situación calamitosa en 
que ellos se encuentran, y como ellos, todos los agricultores del país. 

Quieren que su voz llegue a esta Cámara, y desde esta tribuna 
se expanda por todos sus ámbitos. Ellos nos han dicho lo que 
por otra parte todos los señores legisladores ya sabían, que la agri- 
cultura en aquella región, así como en todas las regiones de la Repú- 
blica, languidece día a día en una forma alarmante y hasta ruinosa 
para ellos mismos y para la prosperidad y la economía futura del 
país. Esos agricultores han confirmado con sus informaciones algu- 
nos datos que ya han sido suministrados a esta honorable Cámara, 
y no solamente los han confirmado, sino que los han robustecido tam- 
bién ante la evidencia de los propios hechos que ellos han palpado, 
como que son las principales víctimas de esta situación. 

Recuerdo que en la oportunidad de discutirse en esta Cámara 
sobre la carestía de la vida, tuve ocasión de traer entre otros datos, 
algunos que no está demás que se recuerden de nuevo y que son ver- 
daderamente alarmantes. 


<¿Mociono para que ise dirija una minuta de comunicación al P. E., a fin de que 
haga saber a la Honorable Cámara las razones por las cuales no se han cumplido las 
leyes que se refieren al destino que debe darse a las tierras ubicadas en los ejidos 
de los pueblos, así como tampoco a aquellas posteriores que recargan la Contribución 
Inmobiliaria de esos predios que no han sido destinados a la labranza.»—Abril 22 de 1921 
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La sustitución de nuestro régimen de agricultura y la vuelta al 
pastoreo de las tierras destinadas a la labranza, es una realidad que 
nadie puede poner en duda entre nosotros. | | 

Basta recordar que la República no tiene más que un millón de 
hectáreas destinadas ala agricultura, y la mayor parte de ellas a la 
agricultura extensiva; basta recordar que en los años 19-20 se han 
desalojado cien mil hectáreas, es decir, la décima parte de la extensión 
cultivada; basta recordar que ya habían sido en 1919 libradas a la 
ganadería 52.654 hectáreas, en perjuicio de 1.346 personas de agri- 
cultores arrojados a la miseria. Esto, tuve oportunidad de signifi- 
carlo entonces, se debía, entre otras causas múltiples y complejas, 
pero que todas ellas pueden ser conjuradas por la Ley, se debía 
entre otras cosas, digo, al detestable régimen de arrendamiento que 
soporta nuestro país, y es por eso que es necesario que la Cámara 
se ocupe, además, de lo que respecta a estas cuestiones concretas, 
además de las reformas substanciales que se refieren a nuestros Có- 
digos Civil y Rural, a otras medidas de defensa inmediata, algunas 
de las cuales han sido propuestas en estos días en el proyecto de 
los señores Sosa, Rossi y Amighetti. 

Señor Rodríguez Grolero.—Pero hoy figura en la orden del día 
el proyecto sobre tomento agrícola que contempla la situación de 
esos agricultores que el señor diputado quiere defender. 

Señor Antuña.—Eso no resuelve por sí solo el problema. 

Señor Rodríguez Grolero.—Yo creo que eso lo resuelve. 

Señor Antuña.—Me voy a referir a eso también. 

Voy a recordar que en el año 1918 tenía el país una población 
de 115.832 hombres y que al año siguiente, en 1919, pasó a 95.535, 
es decir, que en un año se rebajó en 20.200 el número de individuos 
dedicados a la agricultura. 

Se debe recordar, ahora que se tratan estas cuestiones, que en 
el año 17-18, según los datos que me ha suministrado la Oficina de 
Estadística Agrícola del Ministerio de Industrias, el rendimiento me- 
dio en esos años, «fué por hectárea de 900 kilos y al año siguiente 
fué de 552, y esto se debe, señor Presidente, a las pésimas condi- 
ciones en que está instituido entre nosotros el crédito agrícola. Es 
necesario recordar también para que la Cámara aboque con entu- 
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siasmo y decisión el estudio de los proyectos de perfeccionamiento 
agrario que están en sus carpetas, que en los años 17 y 18, se dedi- 
caba a la labranza el 5.64. 9% de la extensión territorial y que al año 
siguiente llegó al 4 % de esa extensión. Es necesario tener en cuenta 
de acuerdo con los datos que acaba de suministrar esa Comisión de- 
legada de los agricultores de San José, que en estos últimos años la 
situación se ha vuelto infinitamente más calamitosa; y para ello, no 
necesito sino traer a esta Cámara algunos datos que nos ha suminis- 
trado esa Comisión a que me he referido, datos que demuestran, se-. 
ñor Presidente, por sí solos, la razón que tiene la moción de prefe- 
rencia que voy a formular de aquí dentro de un momento, para que 
se trate en la sesión próxima y en primer término la ley de prórroga 
del desalojo de los predios agrícolas que acaba de presentar el señor 
diputado Guillermo García. 

Esos agricultores nos han suministrado los datos siguientes: en 
la colonia Platero son 3.187 cuadras ocupadas por 32 familias, hay 
208 personas que son desalojadas en estos días. 

En la colonia Castiglione, 1.900 cuadras con 280 personas; Co- 
loló, 114 personas; otros desalojos, 795 personas; Santa Teresa, 
731. personas; Supervielle, 375 personas. En suma, para no fatigar 
a la Cámara con el detalle de todas las colonias, son 64.633 cuadras 
de las que se van a desalojar 6.818 personas. 

Señor Urioste.—Parecen exagerados esos datos. 

Señor Antuña.—Estos son los datos que nos han suministrado 
los agricultores que nos han visitado... 

Señor Urioste.—¿No serán interesados esos datos? 

Señor Antuña.—...para robustecer precisamente los que acabo 
de indicar, tengo aquí indicadas las colonias, las hectáreas y la can- 
tidad de personas desalojadas. 

En una colonia de Soriano — y esto lo deben saber los legisla- 
dores del Departamento, puesto que la Comisión de Fomento Agrí- 
cola de la localidad les dirigió una comunicación — oportunamente 
en una sola colonia, en la de Cardona, el año pasado, se redujeron 
de 20.000 hectáreas de cultivo, a 5.000, y se desalojaron trescientas 
familias. 

Señor Rodríguez Grolero.—¿Antes de la ley de desalojos? 


1092 JOSE G. 'ANTUÑA 


Señor Antuña.—SÍ, señor. 
Señor Urioste.—Y se acaba de dictar una ley para expropiar 
esas tierras y darlas nuevamente a los agricultores. 


Señor Antuña.—De modo que estos datos no los puede rectificar 
el doctor Urioste porque han sido publicados en forma de nota en 
los diarios de la Capital. Pero yo, señor Presidente, con el deber con- 
traído de llamar la atención de la Cámara sobre el estado en que 
se encuentran estas familias de agricultores, y al mismo tiempo, en 
una forma ligera, sobre las condiciones en que se encuentra la agri- 
cultura en el país. | 

Una de las formas de prevenir esos males, quizás la más funda- 
mental, es la de exhortar a las distintas Comisiones de la Cámara, 
donde se encuentran proyectos que tienen que ver con cuestiones agrí- 
colas, ya que no solamente la Comisión de Agricultura es la que tiene 
proyectos de esta índole para informar, para que sancionemos a la 
brevedad posible... 

señor Pedragosa Sierra. — Habría que exhortar al Senado, 
también. 

Señor Antuña.—No solamente hay que exhortar a las Cámaras, 
sino también al Poder Ejecutivo... 

Señor Pedragosa Sierra.—Y al Senado, porque tiene un proyecto 
de agricultura hace años. 

Señor Antuña.—Sobre todo al Senado: tiene razón el señor dipu- 
tado; pero al P. E. también, y ahora voy a decir por qué. 

Hace más de un año que duerme en las carpetas del Consejo 
Nacional de Administración un proyecto del señor Ministro de Indus- 
trias, sobre arrendamientos rurales; se trata de una Iniciativa verda- 
deramente fecunda y progresista, que daría solución a muchos de 
los aspectos más graves de este problema, una ley que complemen- 
taría felizmente a la que se está estudiando en este momento y que 
se ha dado en llamar de fomento agrícola nacional. 

Por este proyecto de aquel Secretario de Estado, que todavía no 
ha sido remitido a la Asamblea Nacional, lo cual es extraño, dada la 
importancia del asunto y el carácter de la iniciativa, se faculta al Con- 
sejo Nacional de Administración para arrendar grandes extensiones 
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de campo y para subdividirlas, a su vez, en chacras para destinarlas 
a la agricultura. Se prevé, de acuerdo con las disposiciones del Código 
Civil y del Código Rural, la forma en que deben hacerse los arrenda- 
mientos, en un articulado extenso, donde están previstas todas las 
circunstancias del caso. Se echan las bases de futuras colonias de 
verdadera importancia para el país, donde se gestionaría la formación 
de escuelas, instalación de servicios médicos y se patrocinaría la ob- 
tención de créditos, ordenándose la construcción de graneros colec- 
tivos, compra de maquinarias, etc., etc. 

Existen también proyectos en las carpetas, que podrían dar la 
base por lo menos, para llegar a la sanción de leyes sobre créditos 
agrícolas, sobre obligatoriedad para cultivar la tierra dentro de ciertas 
condiciones, y otras iniciativas de esa naturaleza, que la Honorable 
Cámara podría aconsejar. 


IV 


LOS ALQUILERES Y LAS LEYES DE EMERGENCIA 


Me veo en el caso, señor Presidente, de fundar mi voto en esta 
cuestión, ya que estando de acuerdo en sus lineamientos fundamen- 
tales con el proyecto de la Cámara de Representantes, no lo estoy 
sin embargo, en aquella parte que se refiere a los arbitrios que se 
planean para el fomento de la edificación particular. He dicho que 
estoy de acuerdo con el proyecto sancionado por la Cámara de Repre- 
sentantes, a pesar de que estoy muy lejos de considerarlo como una 
panacea, para resolver este complejo problema. 

Entiendo que esta intervención del Estado en los contratos entre 
particulares, que ya van dejando de ser simples soluciones de emer- 
gencia para transformarse en normas definitivas, esta forma de inter- 
vención del Estado, que ha dado en considerarse como la consecuen- 
cia de un nuevo derecho, cuando se trata de los alquileres y, refi- 
riéndome concretamente a la ley que estamos discutiendo, puede tener 
eficacia como una medida de amenaza o de prevención para los pro- 
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pietarios voraces que han subido y continúan subiendo inmoderada= 
mente los alquileres; pero nunca como una solución definitiva. 

Creo que con esta clase de soluciones, si bien es cierto que se 
beneficia a algunos inquilinos que pasan por momentos realmente 
angustiosos, — y esto ya explicaría por sí solo la necesidad de san- 
cionar esta ley, — en cambio, deja en la misma situación, y acaso 
en peor situación, a todos aquellos inquilinos que se encuentran bajo 
la férula de propietarios sin escrúpulos, ya que a ellos. no les será 
nada difícil violar las más fundamentales disposiciones de la ley. 

El doctor Martínez lo decía en la sesión anterior de esta Asam- 
blea: que esa situación de hostilidad permanente que crea esta ley, 
acaso va a perjudicar más, a la larga, a los inquilinos que a los pro- 
pietarios, y esto ocurrirá fatalmente si no se toman medidas más efi- 
caces y racionales. Yo creo, sin embargo, que debe irse a la sanción 
de esta ley, a pesar de todos sus defectos. Y debe irse, porque ya es 
hora de que llegue a esta Asamblea ese clamor persistente de nues- 
tras clases modestas, sobre todo de obreros y de empleados humil- 
des, para los cuales el problema de la vivienda ha llegado a asumir 
caracteres verdaderamente pavorosos; y frente a esta solución im- 
perfecta, pero necesaria, nunca es tan aplicable aquella frase de Sar- 
miento, que decía: «Algunas cosas hay que hacerlas, aunque sea mal, 
pero hay que hacerlas.» 

Todo el mundo está conteste, y a ningún señor legislador se ocul- 
ta que la única manera de solucionar este problema es por medio 
de los recursos, más o menos lejanos, del fomento de la edificación 
pero no por estos arbitrios que son realmente artificiosós. 

Y este asunto de fondo: el fomento de la edificación, — ya sea 
por medio de franquicias a los particulares, ya sea por el esfuerzo 
directo del Estado, — es, precisamente, el que no han podido estu- 
diarlo a ciencia y conciencia, con verdadera profundidad, ni la Cáma- 
ra ni el Senado de la República. Y no es que esto haya pasado sola- 
mente en nuestro país. En la República Argentina ha ocurrido exac- 
tamente lo mismo, a pesar de que el problema se ha presentado allá 
con caracteres tan graves y acaso más graves que aquí. 

Y leyendo uno de los últimos números de «La Nación», de Bue- 
nos Aires, donde se comentaba el último despacho de la Cámara de 
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Ñ- senadores de aquel país, referente a un proyecto análogo, casi idén- 
tico al que estamos discutiendo, hacía este gran órgano de publicidad 
algunas consideraciones que son perfectamente aplicables a nuestras 
cosas. 
En ese artículo, uno de cuyos párrafos me voy a permitir leer, 
con permiso de la mesa, dice lo siguiente: 
3 «Queremos suponer“que la nueva ley (que es una ley casi calca- 
da enla nuestra), logre con toda amplitud sus propósitos de abara- 
A tamiento y que los alquileres vuelvan acto continuo a su nivel de 
algunos años atrás.Aun en esta hipótesis, por cierto demasiado opti- 
mista, bien se advierte que el problema dista mucho de estar resuelto. 
Faltarán siempre casas alquilables para satistacer las necesidades de 
la demanda. Y para las familias que no puedan obtener en ninguna 
forma un refugio cualquiera, será un magno consuelo el saber que 
otras han conseguido una rebaja más o menos substanciosa en el pre- 
cio de sus arrendamientos.» 

Y por último, dice: «El desequilibrio se irá acentuando cada vez 
más, porque, dado el vigoroso crecimiento de nuestra población, se 
necesitan no menos de diez mil casas nuevas por año para evitarlo. 
Como la edificación no sigue, ni siquiera aproximadamente, un ritmo 
tan acelerado, el déficit aumentará en una proporción paulatina e ine- 
xorable. No puede esperarse que el capital privado se apreste a con- 
jurarlo. Con la carestía de los materiales y la limitación de los alqui- 
leres las inversiones inmobiliarias no ofrecen ningún incentivo esti- 
mulante. En cualquier otra aplicación pueden obtenerse rendimientos 
más lucrativos con menos trabajo y menores riesgos. Tendremos en- 
tonces una rebaja posible en favor de los que se encuentren ya des- 
alojados, pero al mismo tiempo se agravará considerablemente la si- 
tuación de los que no disfruten de ese privilegio. 

«Lo peor es que una vez desviado el capital a otros rumbos ha 
de ser difícil atraerlo de nuevo hacia las construcciones urbanas. Na- 
die se aviene a arrostrar, sin compensación, la contingencia de leyes 
forzadas, como la que está pendiente ante el Senado. Hecha la pri- 
mera prueba, el precedente queda como una nota justificada de alar- 
ma para los.que estén expuestos a sufrir sus efectos. 

«Mientras así se propicia una solución que, a cambio de alivios 
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momentáneos, contribuye a complicar irremediablemente el problema , 
para el porvenir, el Gobierno desdeña los medios prácticos que tiene a 
su alcance para resolver a fondo y en todos sus aspectos la cuestión 
de la vivienda.» 

Y luego propicia como la única solución que las circunstancias 
proclaman la construcción de casas para empleados y obreros en 
eran escala, por medio del Gobierno en combinación con el Banco 
Hipotecario, análoga solución a la que informa el proyecto que entre 
nosotros ha ideado el ingeniero Serrato. 

Pero debemos ir, señor Presidente, a la verdadera solución, no 
planteando otros problemas graves al país, frente al déficit que ac- 
tualmente soportamos, — y aquí es donde voy a puntualizar mi dis- 
crepancia con el proyecto de la Cámara de Representantes, — frente 
a ese déficit no es posible cargar sobre el Erario Público nuevos gra- 
vámenes que tornen insoportable la situación de las Tinanzas 
nacionales. 

Es por eso que yo no considero inconveniente votar así, de ma- 
nera ligera, estos artículos del proyecto de la Cámara de Represen- 
tantes, que se refieren a liberación de derechos para los materiales 
de construcción y a la exoneración de los impuestos inmobiliarios, 
beneficio este que, como se ha hecho notar en esta Asamblea, hacen 
correr el peligro de ser aprovechado, antes que por los propietarios, 
por los intermediarios y acaparadores. 

Todo eso debe estar previsto en una ley que contemple todas 
esas circunstancias minuciosamente. Es por estas breves considera- 
ciones que yo voy a formular moción para que, una vez sancionado 
el proyecto en su parte fundamental, se desglosen los artículos que se 
refieren a la liberación de derechos de Aduana para los artículos de 
construcción; que esos artículos, en forma de proyecto distinto, pa- 
sen a estudio de una Comisión especial, integrada por las Comisio- 
nes de Fomento de ambas Cámaras. 

Esa Comisión podría tener, señor Presidente, una tarea más vas- 
ta todavía; podría abocarse decididamente a un estudio racional y 
serio de las medidas para fomentar la edificación en el país; podría 
asesorarse con conocidos técnicos, el Ministro de Obras Públicas, 
el Presidente del Banco Hipotecario, etc., etc., e ir de esa manera al 
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iondo de la misma cuestión, tratando de solucionarla en la única 
forma radical y definitiva. > 

Volviendo a aquella cuestión, he de manifestar que resulta real- 
mente sorprendente que al tiempo que en algunos países, mismo en 
países americanos, se proyectan tarifas realmente prohibitivas, y al 
tiempo que en casi todos los países del mundo, americanos y europeos, 
se establece una política aduanera exageradamente proteccionista, 
como lo saben los señores diputados, que conocen mejor que yo la 
materia financiera, resulta contradictorio que al mismo tiempo que 
eso ocurre, nosotros. deliberemos así, de buenas a primeras, sin un 
estudio previo de la cuestión y sin seleccionar siquiera los materiales 
que deben ser objeto de esa liberación, los materiales de construcción... 

Señor Ximénez.—Y lo más grave, sin decir cuáles serían esos 
materiales. 

- Señor Antuña.—Este asunto se estudió en esta misma Cámara 
cuando se trató la ley de 27 de Octubre de 1919. Por esa ley se exo- 
nera de los derechos de Aduana a una infinidad de artículos de - 
construcción; pero se tuvo buen cuidado, cuando se dictó esa ley, de 
no exonerar de los derechos aduaneros a varios y determinados 
artículos, es decir, esos artículos que tienen similares en la produc- 
ción nacional. 

Señor Andreoli.—¿Me permite? 

Señor Antuña.—Ese proyecto, de que era autor el señor diputado 
que me interrumpe, y que lo sancionó la Cámara, no dió resultado 
precisamente por las restricciones que le hizo el Senado, que lo limitó 
a las viviendas de un alquiler no mayor de 5U pesos. 


Ahora bien: la oposición de algunos diputados no es en este mo- 
mento, respecto de este artículo. Cuando se discutió el año pasado 
este mismo proyecto en la Cámara, algunos legisladores nos oOpusimos 
a esta disposición; algunos intervinieron eficazmente en el debate, 
como ser los señores diputados García Morales, Toscano y Tabárez, 
y hasta se solicitó la presencia del señor Ministro de Industrias, para 
que explicara a la Cámara el alcance práctico de esta disposición y 
el señor Ministro de Industrias declaró que si la Cámara llegaba a 
la liberación de estos derechos de Aduana en la forma que lo propone 
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ahora el proyecto de la Cámara, se arruinaría —- eran sus palabras tex 
tuales — a la industria nacional. 


Ahora, en lo que se refiere a esta parte, es decir, lo que toca 
más directamente con el fomento de la edificación, en cuanto a 


eso, me propongo, lo repito, presentar un proyecto conjuntamente 
con algunos colegas de la Asamblea General, creando una Comisión 


para que estudie detenidamente el problema, de manera que no im- 
plique aquélla una grave carga para las finanzas nacionales ni para | 


las industrias privadas. 
He terminado. y 


V 
EL PROBLEMA DE LA CARNE BARATA 
Proyecto de ley 


Artículo 1.2 Se señalará un precio mínimo de acuerdo con las 
disposiciones consignadas en esta ley para la venta de ganado que 


se introduzca en Tablada destinado al consumo de la población y al 


comercio exterior. 

Art. 2.2 Los frigoríficos adquirirán en Tablada el ganado en 
pie necesario para el abastecimiento de la población y lo entregarán 
al precio de costo con una bonificación de un 5 0.0 de interés anual 
sobre el capital empleado. 

Art. 3.2 El precio mínimo de la tarifa establecida para las tran- 
sacciones en Tablada será el precio máximo para el abasto, y en el 
caso de que ese precio mínimo fuera rebasado, el servicio se hará a 
prorrateo entre los introductores de ganado, de acuerdo con sus ven- 
tas diarias. 

Art. 4.2 El precio mínimo que se establezca en virtud del art. 
1.?, será determinado por una comisión constituida por un represen- 
tante de los ganaderos, uno de los trigoríficos y exportadores de 
carne y por el ministro de Industrias. 

Art. 5.2 Los actuales abastecedores recibirán la carne de los 
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Trigoríticos pagada al contado, y la expenderán con una utilidad que 
señalará la comisión que se crea por la presente ley 
Art. 6.2 La misma comisión impondrá, asimismo, a los carni- 


ceros, el precio máximo a que deben vender la carne a la población. 


Art. 7.2 El interés anual a que se refiere el artículo 2. será 


percibido cada siete días sobre el capital invertido por los trigorí- 
Dd ne Sr . 
“ficos para abastecer a la población durante el mismo lapso 


de tiempo. 


Exposición de motivos 


El proyecto adjunto tiende a solucionar en forma práctica, eficaz 


e inmediata, una de las faces más interesantes del problema de las 


subsistencias: la que se refiere al abastecimiento de carne barata a 
nuestra población. 

Fuera ocioso consignar que se trata tan sólo de una medida de 
carácter transitorio hasta tanto no se establezca entre nosotros un 
matadero municipal moderno que permita la faena pertecta de las 
reses en la forma como la verifican actualmente los TrigoríficOs, y 
establecer entonces con ellos una ventajosa competencia. 

Convencido de lo impracticable, y acaso atentatoria que puede 
resultar la medida propiciada por algunos legisladores y que se refie- 
re al requisamiento de ganados, me he decidido a presentar el pro- 
yecto adjunto, que concilia todos los intereses en juego, sin imponer 
un nuevo gravamen impositivo o comprometer la situación ya bastan- 
te angustiosa del erario público. 

He estudiado detenidamente los mútiples aspectos de la cuestión 
con el concurso que me prestara el administrador de mercados de 
nuestro Municipio, señor Charlone, llegando a la conclusión de que, 
además de asegurar por este procedimiento la carne barata a nues- 
tra población (su precio nunca sería mayor de 20 centésimos el kilo), 
no se heriría ningún interés particular legítimo, evitándose también 
ciertos peligros que han obstaculizado la solución de este problema 
siempre que se ha planteado en términos análogos a los dexeste 
proyecto. 

Se ha abrigado, en efecto, el temor — justificado, según la for- 
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ma de plantearse el problema — de que tales medidas pueden provo- 
car la absorción absoluta del mercado por parte de los frigoríficos, 
originándose, de tal modo, un monopolio de consecuencias lamenta- 
bles. De acuerdo con las cláusulas de este proyecto, ese peligro 
resulta puramente imaginario. 

La tarifa de precio mínimo, según la clase y calidad del ganado, 
sujeta como siempre a las oscilaciones del comercio exterior, aleja 
todas esas malas perspectivas, y la concurrencia en los mercados 
extranjeros queda perfectamente garantida en las condiciones 
normales. | 

La fórmula que propongo tiende a beneficiar en su aplicación 
al propio ganadero e invernador, si se considera que el precio míni- 
mo — que en sí mismo ya constituye una garantía — puede ser 
superado al establecerse la competencia por los frigoríficos, fábricas 
de conservas y saladeros, etc., teniendo en cuenta el peso, el refi- 
namiento, etc., de los animales. 

No deja de contemplarse en este proyecto la situación de los 
actuales abastecedores, — imposibilitados para vender la carne al 
mismo precio que los frigoríficos, por la forma primitiva empleada 
por ellos para faenar las reses, — teniendo en cuenta los capitales 
invertidos en su negocio, fiado en gran parte, y cuyos servicios se- 
rán apreciables. en. lo que se refiere al transporte de la cares 
cobranzas, etc-. 

Jfuzgo necesario aclarar el sentido del artículo 7. que se refiere 
al interés sobre el capital empleado en el término de siete días para 
las compras de ganado durante ese lapso de tiempo, agregado im- 
prescindible, puesto que, si no se determinara el tiempo en esta forma 
— teniendo en cuenta que las ventas deben ser hechas al contado, — 
el interés de ese capital aumentaría indefinidamente. 

Considero innecesario abundar en esta exposición de motivos en 
nuevos detalles, que me propongo, sin embargo, ofrecer a la Comisión 
Especial que estudia en estos momentos el problema de las sub- 
sistencias. (Abril 15 de 1920.) 
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Discusión, sanción y estudio 
oe los presupuestos 


Ensayo para una ley orgánica 


PROYECTO DE RESOLUCION 


Articulo 1.2 Una vez enviado por el P. E. el proyecto de Presu- 
puesto General de Gastos y repartido entre los señores represen- 
tantes, la Cámara, expresamente citada para el caso, resolverá si 
han de presentarse o no mociones de aumento por parte de los señores 
legisladores; en caso negativo, éstos tampoco podrán presentarlas 
durante la discusión del proyecto, que se llevará a cabo siempre 
previo informe de la Comisión respectiva. 

Art. 2.2 Una vez informado el proyecto por la Comisión, podrá 
sancionarse en block la parte referente a los gastos, si la Cámara así 
lo resuelve; en caso negativo, podrá resolverse si han de discutirse 
y votarse en conjunto las planillas correspondientes a cada Ministerio. 

Art. 3.2 Durante la discusión del proyecto de Presupuesto Ge- 
neral de Gastos y mientras se consideren las mociones de aumento, 
ningún legislador podrá hacer uso de la palabra por un espacio 
mayor de diez minutos. 

Siempre que se trate de circunstancias excepcionales, y por reso- 
lución de los dos tercios de los miembros AnS podrá la Cámara 
dejar sin efecto esta restricción. 


Este proyecto, una vez sancionado con algunas modificaciones, tué incorporado 
al Reglamento de la Cámara de R.R, 
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al 


Art. 4.2 El Presupuesto General de Gastos deberá ser csi 
-diado conjuntamente por las Comisiones os Presupuesto y Hacienda 
de la Cámara. 
Art. 5.2 Los presupuestos de los entes autónomos del Estado 
deberán ir anexados al Presupuesto General de Gastos. A 
Art. 6.2 Deróganse todas las disposiciones que se apongan a 
las presentes resoluciones. 


Exposición de motivos 


El proyecto adjunto de modificaciones al Reglamento de la Ho- 
norable Cámara, estableciendo nuevos procedimientos para el estudio 
y sanción del Presupuesto General de Gastos, es complementario del 
proyecto de ley que tuve el honor de someter a vuestra consideración 
el 28 de Abril próximo pasado, referente a la modificación del año 
económico, cuya iniciativa tiene la finalidad práctica, entre otras 
ventajas, de ofrecer plazos más dilatados al P. E. para la presen- 
tación del proyecto de ley de gastos, y al Cuerpo Legislativo para 
su estudio, discusión y sanción. 

No existiendo entre nosotros una ley orgánica para esta materia, 
el vacio de ello proveniente podría llenarse adoptando .la Cámara 
algunas medidas, unas de carácter legal, otras de carácter reglamen- 
tario, tendientes todas ellas a facilitar en lo posible la sanción del 
Presupuesto, de acuerdo con los preceptos de nuestra Constitución 
contenidos en el artículo 97. | 

Hemos creído que para evitar de una vez por todas la vieja co- 
rruptela de las prórrogas sucesivas y las medidas de emergencia, 
acaso bastará con los arbitrios legales y reglamentarios, prácticos y 
sencillos, como los que hemos proyectado. Asegurando para el B 
E. una prolongación de dos meses en el plazo para la preparación 
del proyecto anual, por la ley de cambio del año económico, es nece- 
sario que la Cámara adopte otras medidas complementarias que ase- 
euren su rápida sanción. De aquí la razón de ser del AS que 
se acompaña. 

Las disposiciones contenidas en los artículos 1.? y 2. restrin- 
gen en cierto modo la iniciativa parlamentaria en esta materia, pero 
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sobre restringirla tan sólo en el estatuto interno de la Cámara, la 


“limitación se establece en forma moderada y razonable, ya que sólo 


se trata de limitar la iniciativa individual de los representantes y 


no propiamente la de la Cámara misma. Se trata simplemente de 


incorporar al Reglamento de la Honorable Cámara una norma, una 
medida de carácter permanente y obligatorio, que, por otra parte, la 
Cámara hubiera podido adoptarla en cualquier momento. 

En nuestro país se ha rechazado sistemáticamente, cada vez 
que se ha insinuado la cuestión, el propósito de restringir esa preciosa 
Tacultad legislativa que nuestra carta política concede al Parlamento, 
en el sentido de controlar la organización financiera del país, los gas- 
tos y los recursos públicos. Y no podría ser de otro modo. En nues- 
tra legislación, en nuestros hábitos parlamentarios, se ha adoptado 
en esta materia el término medio común a casi todas las naciones 
de nuestro mismo régimen político, término medio establecido entre 
los extremos opuestos, que significan, por un lado, la legislación in- 
elesa, de acuerdo con la cual el Gabinete propone sin hacer ninguna 
clase de modificaciones ni en los gastos ni en los recursos, y por 
otro, la legislación norteamericana, donde el P. E. ni siquiera tiene 
la facultad de preparar el Presupuesto, facultad cometida allí al Par- 
lamento, junto con la de sancionarlo. 

Las medidas a emplearse para que el país tenga su Presupuesto 
regular deben conciliarse en lo posible con esa prerrogativa del legis- 
lador que ha querido desconocerse alguna vez como un remedio he- 
róico para evitar las demoras y los aumentos injustificados que se 
producen a menudo en el paso del proyecto por las Cámaras, con 
grave perjuicio para las finanzas del Estado. A ello tiende el proyecto 
que sometemos a la consideración de V. H. 

El régimen de la limitación absoluta de la iniciativa legislativa 
que no hace muchos años fuera patrocinado por algunos en la Repú- 
blica Argentina, es incompatible con la esencia de nuestras organi- 
zaciones políticas. En Inglaterra, que se cita como el modelo en esta 


materia, no sólo en sus costumbres, sino también en las disposiciones 
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reglamentarias vigentes, se corta de raíz la iniciativa parlamentaria, 
al punto de que allá existe una disposición de esta índole, que rige 
desde el año 1886, establecida en el «Standing order», que establece 
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que «la Cámara no recibirá ninguna petición por suma alguna relativa 
a los servicios públicos, ni examinará ninguna moción tendiente a vo- 
tar una carga para las rentas públicas, sea de la naturaleza que fuere, 
si no ha sido propuesta por la Corona.» Y es tan raro, observa Fran- 
queville, que los proyectos de la Corona se vean modificados en la 
Cámara, que si se examina lo que ha ocurrido desde hace medio siglo 
en materia de Presupuesto, se constata que nunca han sido modifica- 
dos los planes financieros del P. E. 

Un régimen de esta naturaleza nunca sería aceptado en nues- 
tro medio, puesto que estaría en absoluto reñido con los principios 
constitucionales que rigen a nuestra nacionalidad. Se concibe, sí, en 
los países donde el P. E. no es sino una delegación del Parlamento 
y donde el Gabinete necesita para mantenerse de una mayoría en 
las Cámaras; aquel que no es sino una emanación de éstas y se reduce 
en definitiva a una simple Comisión del Parlamento. Se explica, pues, 
entre los dos Poderes la mayor armonía al respecto, ya de antemano 
establecida, dada la propia estructura constitucional. 

Tratándose del régimen representativo las cosas varían funda- 
mentalmente, teniendo en cuenta que en éste la ley debe pasar siem- 
pre, sea cual fuere su naturaleza, por el control y la discusión del 
Poder Legislativo. Pero esto no quiere decir que resulte imposible 
que se establezcan ciertas reglas que atenúen en lo posible el abuso 
que ha llegado a hacerse de esa facultad del Parlamento donde gene- 
ralmente por razones políticas los legisladores suelen lanzarse a las 
improvisaciones más exageradas en lo que respecta al aumento en 
los estipendios de los funcionarios, sin preocuparse generalmente de 
pensar en los recursos correspondientes ni de los trastornos que sus 
iniciativas puedan causar a la Administración Pública. 

Dentro de este mismo punto de vista, recordaba Lerroy-Beaulieu, 
en uno de sus libros más conocidos, que «el rol primitivo de todas 
las Asambleas Representativas es contener al Gobierno en sus pro- 
yectos de gastos, poner un freno a sus deseos de hacerlo todo y me- 
jorarlo todo, oponerse a la tentativa de crear nuevas cargas, porque 
es preciso no olvidar, decía, que .el régimen representativo ha sido 
creado para hacer economías en las finanzas y no para derrochar.» 

Las disposiciones reglamentarias que hemos proyectado tienden 


ACCION PARLAMENTARIA 205 


a subsanar estos graves inconvenientes sin que la Cámara deba apar- 
tarse por ello de la facultad fundamental que le concierne. Ellas en- 
trañan una medida de prudencia que en más de una ocasión ya ha 
adoptado la Cámara y que después de todo nunca ha de resultar tan 
violenta como alguna otra establecida en el Reglamento vigente, por 
ejemplo, la contenida en la resolución de 26 de Mayo de 1816 que 
prevé la discusión del Presupuesto sin previo dictamen de la Comi- 
sión respectiva, bajo ciertas condiciones. 


El artículo 2.* tiende a abreviar, en lo posible, los extensos trá- 
mites de la gestión parlamentaria en esta materia. 

Los representantes, de acuerdo con la intención que los inspira, 
podrán influir ante la Comisión de Presupuesto para obtener los au- 
mentos que patrocinan; no así en el momento de la discusión, evi- 
tando debates estériles que siempre obstaculizan el pronto despacho 
de nuestra ley de gastos. 


El artículo 3.*, que limita el tiempo para hacer uso de la palabra 
durante la discusión del proyecto de Presupuesto General de Gastos, 
es otra medida de orden práctico tendiente a evitar el excesivo € 
inútil verbalismo parlamentario que suele producirse cuando se trata 
aquél, complicando el debate y tornándolo interminable y tatigoso 
con la consiguiente paralización de la tarea legislativa. 

Este procedimiento ha debido adoptarse en otros Parlamentos 
como el único medio de encauzar debates de esta naturaleza, siendo 
así que en Francia, en Febrero de 1905, el diputado Pierre Baudin 
propuso que se agregara al Reglamento de la Cámara una disposición 
de este mismo carácter, y hace algunos días, con motivo de tratarse 
en el Senado norteamericano otra ley extensa y compleja, la que se 
refiere a los aranceles de emergencia, aquel alto Cuerpo resolvió 
que la duración de los discursos no podría exceder de diez minutos. 

La libertad de palabra de los representantes no puede conside- 
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rarse cercenada por esa disposición, ya que de acuerdo con el párra- 


fo 2.2 del mismo artículo, frente a circunstancias excepcionales que 


la Cámara apreciará, podrá dejarse sin efecto esa restricción por el 


voto de los dos tercios de sus miembros. 


Por el artículo 4.” del proyecto se determina que el estudio del 
Presupuesto General de Gastos se llevará a cabo por las Comisiones 
de Presupuesto y Hacienda reunidas. Evidentemente no conocemos 
ningún Parlamento donde la ley de gastos y recursos públicos se 
estudie en la misma forma que entre nosotros. Bien es cierto que 
aquí, al contrario de lo que ocurre en la Argentina, por ejemplo, en- 
tre otros países, los impuestos se sancionan independientemente del 
Presupuesto, pero además de que ya es tiempo que se piense en uni- 
tormar y metodizar ese estudio y proceder a la revisión total de 
nuestro régimen impositivo, aun así, es imprescindible que la Comisión 
de Hacienda analice, junto con la de Presupuesto, los recursos que 
anualmente proyecta el P. E. para atender a los gastos del Estado. 

Por considerar que de esta unidad de acción entre aquellas Co- 
misiones de la Cámara pueden surgir. iniciativas útiles, reformas se- 
riamente estudiadas con respecto a nuestra legislación fiscal y al 
régimen financiero del país, es que hemos proyectado la disposición 
referida. UA 


La disposición del artículo 5. es la misma que se establece en 
el párrato 3.” del artículo 4. del proyecto de la Comisión de Legis- 
lación de V. H., en el proyecto sobre reglamentación de los organis- 
mos autónomos del Estado y que se ha incorporado según se expresa 
en el luminoso informe de aquélla, apoyada en opiniones de Barthe- 
lemy y Gastón Geze. Conceptuamos que esa disposición debe agregar- 
se también al Reglamento de la Honorable Cámara, sobre todo tenien- 
do en cuenta que todavía no se ha sancionado aquel proyecto de ley. 

Ella viene a consagrar entre nosotros lo que los economistas 


llaman el sistema de la universalidad, que no es otra cosa que una 
0 manifestación de sinceridad en cuanto a la declaración exacta e in- 
- equivoca de los gastos y los recursos públicos, para juzgar así el 
- verdadero estado de las finanzas nacionales. 


¡0 


CAMBIO DEL AÑO ECONOMICO 


y 


El Senado y Cámara de Representantes de la República Oriental 


del Uruguay, reunidos en Asamblea General, decretan: 


Artículo 1.2 Desde la promulgación de la presente ley, el año 
económico se contará desde el 1.? de Noviembre al 30 de Octubre. 
MZ La presentación de las cuentas. a. que se. refiere el 
artículo 97 de la Constitución la hará el Poder Ejecutivo hasta el 1. 
de Abril, y la del Presupuesto General de Gastos, hasta el 1.? de Junio. 
Art. 3.2 A los efectos de esta ley, deberá prorrogarse el Presu- 
puesto correspondiente al Ejercicio 1921-1922 hasta el 1. de Noviem- 
prender 1922. 

En el caso de que aquél no fuera sancionado para el próximo 
ejercicio, deberá prorrogarse el Presupuesto vigente a los mismos 
efectos hasta el 1.2 de Noviembre del año en curso. ] 

En uno u otro caso se prorrogará sin perjuicio de las moditi- 
caciones que acordará la Asamblea General. 

Art. 4.2 Derógase la ley del 8 de Octubre de 1886. 

Art. 5.2 Comuníquese, etc. 


Exposición de motivos 
Honorable Cámara de Representantes: 


No puede ocultarse a Vuestra Honorabilidad las ventajas que 
han de reportar para la buena marcha financiera y administrativa del 


país el cambio del año económico que se establece por el presente 


proyecto de ley. 
Me propongo además, presentar de inmediato a la ilustrada 
consideración de V. H. el complemento de esta iniciativa consistente 
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en ciertas fundamentales reformas al Reglamento de la Cámara en 
lo que respecta a los procedimientos para la sanción del Presupuesto 
General de Gastos que podrán constituir la base para la respectiva 
Ley Orgánica que nos falta para la preparación, discusión y sanción 
de aquél. | 

Una y otras además de las ventajas apuntadas han de reportar 
la primordial e impostergable de encauzar definitivamente el estudio 
y la vigencia regular de nuestra Ley de Gastos dentro de los precep- 
tos de la Carta Política, ya que sería por demás lamentable que al 
inaugurarse el nuevo régimen constitucional del país se continuara 
con la endémica corruptela de las prórrogas indefinidas y las leyes 
de emergencia que han constituído nuestra característica invariable 
en lo que a aquello respecta, con grave desmedro de nuestro crédito 
y con los consiguientes desórdenes y a veces escándalos en la marcha 
financiera y administrativa del país. 

No cabe duda que para iniciar eficazmente este propósito es 
necesario derogar la ley de 8 de Agosto de 1886, que determina el 
año financiero vigente con el objeto de modificar los términos para 
la presentación del proyecto de Presupuesto por parte del Poder 
Ejecutivo y para el contralor y sanción legislativa del mismo. 

Idéntico propósito, entre otros también aplicables al caso pre- 
sente, invocaba el gobierno de aquella época cuando proponía a la 
Asamblea el proyecto de ley cuya derogación proyecto. En efecto, 
de acuerdo con la ley anterior del 7 de Mayo de 1860, el año econó- 
mico coincidía con el año civil, es decir, desde el 1.” de Enero al 31 
de Diciembre, y era así que juzgó entonces el gobierno del general 
Santos como imposible que en tan corto lapso de tiempo como con- 
cedía aquella ley al Poder Ejecutivo para la presentación del Presu- 
puesto, se pudiera llegar al conocimiento exacto de todas las exigen- 
cias del servicio público y los recursos del Estado. Por esta medida 
se daba al Poder Ejecutivo un plazo mucho más extenso que el ante- 
rior (por la disposición consignada en la ley de 1883), pero dejaba, 
sin embargo, a las Cámaras, un tiempo demasiado breve para estu- 
diarlo, revisarlo y discutirlo de acuerdo con la facultad constitucional 
que les incumbe, puesto que en esta ley lo mismo que en la de 1860 
señalaba el 1.2 de Abril como plazo para la presentación del Presu- 
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puesto. De aquí entre otras causas, que sólo por excepción se hayan 
sancionado éstos con la regularidad debida. 

Otras de las razones que tuvo el gobierno y la Asamblea General 
de la época para modificar el año financiero, fué la que de acuerdo 
con la ley anterior de 1860 y el plazo allí establecido para la presen- 
tación del proyecto el Poder Ejecutivo no podía apreciar al principio 
- del año y cuando recién comenzaba la vigencia del nuevo Presupuesto 

el monto aproximado de las rentas ni el verdadero estado de la rique- 
za pública de acuerdo con la liquidación anual de los negocios. 
Nuestro proyecto permite, así mismo, esa apreciación dentro del 
término establecido, que además de abarcar los últimos meses de 
| un año, se extiende hasta el 1. de Junio del entrante, concediéndole 
E al mismo tiempo al Cuerpo Legislativo dos meses más que la ley 
| vigente para la tarea que le corresponde. 

Las leyes anteriores trataron de aproximar lo más posible los 
términos del año económico a los del período ordinario de la Legisla- 
tura que establecía la Constitución de 1830. A esto tiende precisa- 
mente también este proyecto, en el cual se ha tenido en cuenta que 
las fechas del período ordinario, se han modificado sustancialmente 
en la nueva Carta Política del país. 

Existen otras razones además, para cambiar el actual año eco- 
nómico frente a algunas disposiciones de la nueva Constitución. El 
Poder Ejecutivo se ve actualmente en la imposibilidad de mandar 
el Presupuesto el 1. de Abril de acuerdo con la ley vigente, hecho 
que ha dado lugar a la última interpelación del señor diputado Ami- 
ghetti, y ello consiste en que por causa de la renovación bienal del 
Consejo de Administración los consejeros que han de integrarlo el 
1.2 de Marzo no pueden con un solo mes de tiempo penetrarse de 
tan importantes problemas. 

Un autor nacional que ha escrito un serio trabajo sobre «El 
Presupuesto en la República», el doctor Alberto Guani, afirma que 
no ha habido un solo año en que la disposición legal en cuanto al 
término de la presentación del Presupuesto por parte del Poder Eje- 
cutivo, se haya cumplido exactamente. 

El proyecto adjunto contribuye a normalizar esa situación hoy 
imposible, extendiendo la fecha que separa la presentación de la 
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sanción legislativa. Está muy lejos, sin embargo, de semejarse nues-- 
tro procedimiento al procedimiento francés en que el Poder Admi- 
nistrador prepara su proyecto con catorce o quince meses de antici-. 
pación, régimen éste que sería perjudicia! entre nosotros, puesto que 
de acuerdo con las deficiencias económicas naturales en estos pueblos 
nuevos, el proyecto del Poder Ejecutivo podría ser profundamente 
rectificado, alterado y destfigurado en tan largo lapso de tiempo debi- 
do a lo imprevisto de los sucesos y a la fluctuación constante de los 
gastos y los recursos públicos. 

El artículo 3.” no es más que una lógica consecuencia del artículo 
1., la que para el cambio del año económico que se proyecta es im- 
prescindible efectuar la prórroga del último ejercicio. 

Como no es deseo del autor de este proyecto que el país quede 
de nuevo sin presupuesto, (cosa que desgraciadamente ha de ocurrir) 
entre otras razones por las que se han detallado en esta exposición 
de motivos, es que se prevé el caso problemático de su sanción, pro- 
poniendo entonces en el inciso 2.* del artículo 3.*, la prórroga del que 
corresponde al ejercicio 1921-1922. 


e! 


LOS IMPUESTOS Y LA VIALIDAD RURAL 


Entiendo que antes que un criterio científico equivocado respecto 
al verdadero rol y a la verdadera causa de estos impuestos, por parte 
de los defensores de los intereses ganaderos, — Asociaciones rurales, 
en primer lugar, — informa la protesta contra el proyecto de Contri- 
bución Inmobiliaria, el desconocimiento de los detalles definitivos del 
proyecto, contemplados por el P. E., y propiciados por la Comisión 
de Hacienda de la Cámara de Diputados. 

Además de la rebaja en la tasa respecto al primitivo proyecto, 
al cuatro y medio por mil, lo que significa una disminución de cuatro- 
cientos mil pesos en el gravamen general, es necesario tener presente 


A propósito de una gestión de los ganaderos contra un aumento en la cuota de la 
contribución inmobiliaria para fines de vialidad rural. (Diciembre de 1915). 
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- la forma racional y considerada con que han sido practicadas las 


avaluaciones de los campos, punto éste de donde arranca el nervio 
de la protesta de los propietarios rurales. Se ha llegado, en mérito 
a aquella contemplación que se refiere sobre todo a las presentes 
circunstancias ecomómicas que invocan, a contrariar un tanto los 
procedimientos y el método superiores de individualización del atoro, 
en que ha de asentarse en los tiempos que corren, nuestro régimen 
tributario, rebajando la tasación de los campos, como ya lo había 


Observado el doctor Gabriel Terra, en un 20 olo del valor calculado 


en los años anteriores a 1915, por la propia Oficina de Avaluaciones. 
A la rebaja referida hay que agregar además la que señala el pro- 
yecto a estudio de la Asamblea en su artículo 6.* consistente también 
en una rebaja del 20 9% sobre el aforo realizado. 

Los rigores impositivos proyectados no son ciertamente, violen- 
tos e inmotivados, y al imperio de las circunstancias y por el petitorio 
vehemente de los propietarios, ha cedido un tanto el rigor natural de 
todo impuesto directo, a pesar de la causa muy respetable y del estino 
trascendente a que ha de dirigirse esa contribución de la riqueza rural. 

| Una previsión natural dentro del ambiente económico en que se 
desarrollan los negocios actualmente, y que se exagera bastante 
cuando se trata de los intereses ganaderas (hoy por hoy en lo que 
a éstos respecta no tiene asidero ningún desesperado pesimismo), 
una previsión, repito, de tenómenos económicos insólitos dada la 
situación anormal del mundo entero, lleva a los terratenientes al temor 
infundado de mayores gravámenes y nuevas imposiciones contribu- 
tivas sin que tengan en cuenta los antecedentes de tolerancia de parte 
del Parlamento y del P. E. que he apuntado, y olvidando que la ley 
de Contribución Inmobiliaria es una ley anual susceptible de ser 
modificada siempre en consonancia con las circunstancias en que 
se ha de dictar. Y es así que los valores fijados en los empadrona- 
mientos de la campaña, a pesar de la escrupulosidad con que han 
sido calculados, por una institución ejemplarmente organizada como 
han llegado a reconocerlo los más radicales opositores al proyecto, 
no son dejinitivos e irrevocables, y la misma ley reconoce al propie- 
tario el derecho de solicitar un nuevo avalúo de acuerdo con recla- 
mos que se pueden oponer de acuerdo con disposiciones altamente 
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liberales contenidas en el artículo 21 y siguientes del proyecto. Aquí 
se da intervención a los propietarios en la reconsideración del avalúo 
por intermedio de los mayores contribuyentes de la circunscripción. 

La obra emprendida por la Dirección de Avalúos con sereno 
espíritu de justicia, se irá perfeccionando más y más, siempre dentro 
de los modernos prcedimientos que darán por resultado el equilibrio 
del impuesto inmobiliario de todo el territorio del país. No hay, 
pues, por qué sorprenderse ante modificaciones y reformas que obe- 
decen antes que nada a la razón esencial de su propio perfecciona- 
miento, ya que estamos lejos de disposiciones como la contenida 
en la ley francesa vigente, redactada por M. Caillaux, que señala 
términos de 20 años para la modificación de los atoros. 

Atacan, así mismo, radicalmente los aforos actuales que aparejan 
el consiguiente aumento de la cuota contributiva, y aducen como argu- 
mento decisivo en contra la disminución del valor de los campos. Es 
razonable referirse, si acaso, a la paralización de la venta que produce 
el fenómeno concomitante de la paralización del valor, ya que como 
se ha dicho muy bien, las ejecuciones judiciales que presenciamos, 
nada tienen que ver con las operaciones regulares de compra venta 
que no se efectúan en estos momentos. Con ese criterio y por una 
causa excepcional que bien puede ser transitoria, y que lo es etectiva- 
mente, habrían de modificarse los aforos a cada instante, para lo que 
sería necesario poseer entre nosotros instituciones que como la de 
Francktort, se encargaran de graduar en un mecanismo complejísimo 
las múltiples y constantes oscilaciones del valor de la propiedad, para 
los fines de la percepción del impuesto. 

Conceptúo errónea y exagerada la afirmación de los propietarios 
rurales que tachan al proyecto de Contribución Inmobiliaria como un 
medio «conducente a enrarecer más el viciado ambiente económico en 
que viven». ¿Acaso se cree razonable que se apliquen impuestos de : 
otra naturaleza del que nos ocupa, que al par resuelven el proble-. 
ma de su propio progreso y engrandecimiento aparejan, así mismo, 
la seguridad permanente del bienestar de la población? Y no es que 
yo comulgue con la exageración un tanto en boga de los que ven 
en el impuesto sus aparentes resultancias inmediatas y no sus pro- 
yecciones futuras, y que conceptúan que el problema se resuelve 
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haciendo recaer sobre los grandes propietarios, sobre las grandes 


«fortunas, todo el fardo de las necesidades materiales del Estado, 
pasando de tal modo a ser ellos las víctimas de un verdadero privi- 
legio de abajo para arriba. 

Sin participar en absoluto de los absurdos georgismos de 
ciertos soñadores que pretenden sacar de la tierra no ya los cuarenta 
millones de nuestros gastos públicos, sino el manantial de fabulosos 


- caudales, creemos, sin embargo, que se debe ir al equilibrio, a la ar- 


monía en la distribución de las cargas. Y así no tendrán cabida por 
fin entre nosotros aquellos conceptos que el doctor Angel Floro Costa 
exponía en su «Cuestión Económica del Río de la Plata» cuando se 
refería «a nuestro sistema tributario empírico e injusto reñido con 
las nuevas normas fiscales y con los principios de equidad impres- 
cindibles en el régimen de las democracias.» Pero si los teóricos radi- 
calismos de aquellos contribuyen a nublarles el entendimiento respec- 
to al porvenir, lo mismo les ocurre a los que, como los propietarios 
rurales, consideran que la Contribución racional que se les piensa 
imponer, no tiene otro resultado práctico ni la inspira otra intención 
que la de perjudicarlos, equiparándola sin vacilación a un despojo 
de la tiranía fiscal. Muy al contrario. El resultado práctico del im- 
puesto si a alguien ha de beneficiar sobre todo en sus proyecciones 
de futuro, ha de ser en primér término y en forma fecundísima al 
propietario rural. Aspiramos a que nuestros impuestos realicen la 
función civilizadora a que están destinados en las sociedades moder- 
nas. Es cierto que se proyecta un gravamen mayor para los que tienen 
una capacidad tributaria también mayor, y para los ganaderos que 
en virtud de las franquicias otorgadas a los frigoríficos en los últimos 
tiempos, equilibran muy bien con la rebaja de los derechos de expor- 
tación, que aquellas franquicias aparejan, los 700.000 pesos que se 
aumentan al impuesto inmobiltario; pero acaso ese aumento que a 
pesar de los alegatos en circulación, está lejos de demostrarse 
todavía que sea injusto e inmoderado, ¿se asemeja en algo en 
su faz moral a aquellas exorbitantes gabelas a los capitales y 
a la tierra como impuesto único, que en tiempos de paz apli- 
caran Inglaterra y Alemania, por ejemplo, para el sostenimiento 
y la expansión desatentada de sus escuadras y sus ejércitos? 
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El problema de la vialidad rural que a fuerza de haberse trans- 
formado en nuestro problema vital casi insoluble, lo que ha lle- 
gado a constituir la vergúienza del país, y que este proyecto resuelve 
de una vez por todas sí llega a transformarse en ley, ya que el adita- 
mento será en absoluto invertido en caminos, ¿a quién beneficia fun- 
damentalmente en el orden material, al mismo tiempo que salva a 
la República en el orden nacional y patriótico? A los propietarios 
rurales. 

La Colonia «Porvenir», la importantísima región agrícola de 
Paysandú, está paralizada por no existir en distancia de 5 kilómetros 
que la separa de la Estación, un camino transitable! | 

Aparte de los beneficios del Estado reflejados así, no debe olvi- 
darse que lo mismo ocurre con los beneficios que recaen en favor 
de las clases populares. La solución del problema de la desocupación; 
el adelanto de la instrucción pública en campaña determinando su 
engrandecimiento moral; la transformación, la evolución social de ese 
proletariado de tierra adentro, ignorante y semi-bárbaro, pasto de 
todos nuestros escándalos revolucionarios; los millares de trabaja- 
dores diseminados por todo el interior del país destruyendo malos 
gérmenes originarios y creando actividades y nuevas fuerzas de civi- 
lización, y en una palabra, todas las altas y progresistas interven- 
ciones del Estado, muchas de las cuales se relacionan con estos im- 
puestos, que hagan posible, — parodiando a un sociólogo nuestro, — 
«el progreso moral y material de la colectividad», ¿a quiénes bene- 
ficia, sino a los capitales rurales que descansan sobre todas las fuer- 
zas sociales, cuyo producto más cuantioso absorbe, tanto que se 
puede afirmar que nada hará el Estado en favor de la sociedad que 
no deje en manos de esos privilegiados una buena parte de sus 
resultados? 

Sólo del espíritu rutinario de nuestros terratenientes, que tan 
bien ha comentado Carlos Reyles, pueden surgir esas falsas perpec- 
tivas de ruína que se basan en un aumento de 700.000 pesos de 
gravamen impositivo a un capital de novecientos millones. 

Se explota el hecho de que «se acentúa una pequeña baja en 
los ganados como consecuencia de factores ¡muy complejos y de di- 
tícil solución y en que la crisis general que soportamos desde hace 


AOCUONO PAR LAMENTA RUA 215 


algún tiempo se mantiene en términos tales que no dejan, todavía, 
entrever cuándo entraremos en el período de franca conjuración.» 
Estos temores que se repiten con una abundancia inconsistente de 
datos, cifras y argumentos, en la extensísima exposición de los pro- 
pietarios rurales dirigida a la Cámara, sólo se concibe por virtud de 
una nerviosidad exagerada que eclipsa en los ganaderos la segura 
previsión de su experiencia. Precisamente en adelante y ya en la ini- 
ciación del año 1916, la exportación de carnes congeladas se hara 
en una escala sorprendente, no solamente para Francia, que multi- 
plicará enormemente su demanda, sino para los mercados de Ingla- 
terra y Norte América, lo que elevará las cotizaciones a un nivel nunca 
visto ni sospechado por los propietarios, que apesar de la pequeña 
baja transitoria nunca habían soñado, en épocas anteriores y recien- 
tes, en que pagan al fin y al cabo muy poco menos de contribución 
que la que proyecta el P. E., nunca habían soñado, repito, que el ga- 
nado había de llegar como llegó y como volverá a llegar con creces, 
al precio de veinte centésimos el kilo. 

Lejos, muy lejos de la mente del P. E. y de los hombres de la 
Cámara de pretender expoliar por razones de simple novelería eco- 
nómica, a los terratenientes, los que si de acuerdo con la doctrina que 
suele exagerarse demasiado, deben mucho a la influencia de la colec- 
tividad, también la colectividad mucho debe a los esforzados «pion- 
ners» de nuestra riqueza principal. Las características apremiantes de 
este momento traducen en una realidad, entre nosotros, la «teoría del 
sacrificio» de Stuard Mill, que este autor proclamaba como un prin- 
cipio igualitario en la distribución de las exigencias fiscales. No haría- 
mos una profecía, si afirmáramos que serán inmediatas las recíprocas 
compensaciones luego de los sacrificios recíprocos. Nadie saldrá per- 
judicado al final ante las proyecciones luminosas que abarca el por- 
venir de la nación. 
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Extensión universitaria 


En una de las sesiones anteriores, en que se trataba de la cues- 
tión de la enseñanza preparatoria en los Liceos Departamentales, ha- 
bía quedado con la palabra, contestando algunas observaciones que 
a este proyecto opuso el señor diputado Bruno, y de las cuales se 
hicieron eco, en forma alarmista, algunos diarios de la Capital. Ha- 
blaba yo sobre la verdadera finalidad práctica que deben tener estos 
institutos de enseñanza, de acuerdo con la ley que los creó; de acuer- 
do con la discusión de esa ley y con todos los antecedentes con ella 
relacionados. Decía que la enseñanza liceal no era más que un puente 
entre la enseñanza escolar y la universitaria, y que no podía ser de 
otra manera desde el momento que, después de cursar cuatro años 
de estudios secundarios en los liceos departamentales, se dejaban 
truncos los estudios, en una forma insólita y absurda. Hubiera valido 
más la pena, señor Presidente, si había de dejarse permanentemente 
las cosas tal cual están, al no ampliar en la forma en que lo establece 
el proyecto del Poder Ejecutivo los estudios secundarios para los 
liceos departamentales, valdría más la pena, digo, de dejar los anti- 
guos institutos particulares que existían en algunos Departamentos, 
en los cuales se cursaba la enseñanza preparatoria en una forma inte- 
gral y en excelentes condiciones de organización. 

Así, por ejemplo, en el Liceo del Salto, desde el año 1873, se 


hacían los estudios preparatorios y se enseñaban todos los cursos - 


de bachillerato. Luego, en el Instituto Sanducero, de Paysandú, en el 
Instituto Uruguayo, de Mercedes, y en otros similares, como el 
de Colonia Valdense, se cursaban en una forma completa, como 
en Salto, los estudios preparatorios: en el Liceo de Mercedes, por 
ejemplo, lo mismo que en Paysandú, desde el año ochenta y tantos. 

El establecimiento, con el plan actual de estos liceos departa- 
mentales, sin los beneficios que les acordaría este proyecto una vez 


Discurso pronunciado durante la discusión del proyecto de ley que concedió a los 
Liceos de Salto, Paysandú y Mercedes, la facultad de instituir la enseñanza preparatoria. 
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convertido en ley, vendría a constituir una verdadera injusticia en 


lo que respecta a la enseñanza universitaria en estos Departamentos, 
si se tiene en cuenta que todos aquellos colegios particulares estaban 
perfectamente dirigidos y organizados. No solamente se les retiraron 
todas las subvenciones, sino que hasta en lo que respecta al Salto, 
su Instituto Politécnico pasó a ser propiedad del Estado. 

Afirmaba también, señor Presidente, en esa sesión, que en men- 
saje del Poder Ejecutivo que adjuntaba ese proyecto de ley, durante 
la Presidencia del señor Batlle y Ordóñez, en el informe de la Comi- 
sión de Instrucción Pública que dictaminó sobre esta cuestión, así 
como también de la discusión de la ley, no se desprendía otra cosa 
sino que se trataba de hacer extensión universitaria, al instituir los 
liceos departamentales; de descentralizar la enseñanza universitaria 


monopolizada por la Capital de la República, expandiéndola hacia 
todos los Departamentos del Interior. 


Para propagar e intensificar exclusivamente la enseñanza esco- 
lar, que ha sido uno de los argumentos de los impugnadores de este 


- proyecto, hubiera bastado con instituir en casi todos los Departa- 


mentos de la República, escuelas de tercer grado, que hubieran con- 
tribuído en una forma quizá más eficiente, aún desde el punto de vista 
pedagógico, que los liceos departamentales, a desarrollar y a inten- 
sificar la instrucción primaria. 

Señor Bruno.—No apoyado. 

Señor Antuña.—Por consiguiente, el rol de los liceos departa- 


“mentales, era muy otro, y el propósito de la Asamblea y del Poder 


Ejecutivo, cuando se trató la ley de creación de estos liceos, era 
muy distinto del que han supuesto los señores diputados. 

Para corroborar estas opiniones, que no son puramente persona- 
les, voy a dar lectura de un párrato del mensaje del Poder Ejecutivo, 
a que me he referido, con la venia de la Cámara. Dice así: 
«Actualmente el alumno que termina sus estudios primarios se 
encuentra en la situación siguiente: o ingresa a uno de esos 
institutos, cuyo «fin principal es preparar el ingreso a las ca- 
rreras universitarias», o pasa sin transición de la escuela pri- 
maria a al vida práctica. En los dos casos, el resultado es casi 
siempre negativo.» 


A IIA LA ADE PU YES de AI RO TARA EA EUA RADA UI A PA 
a o a O 
RSS RN Bad 


918 JOSE .G. ANTUÑA 


en estudios secundarios, con propósito puramente cultural, según la 
palabreja en boga, y estudios preparatorios especializados en las dis- 

Para interpretar mejor el espíritu de esta ley, que se ha invo- 
cado en la Cámara y fuera de la Cámara, voy a leer otro párrafo del 
referido mensaje, que es más terminante todavía. 

«Pero, aún en el caso — expresa — en que no existan dificul- 
tades de orden privado para acudir a los centros educativos de Monte- 
video, existe todavía un grave inconveniente en esa centralización de 
la enseñanza. Los estudiantes se desvinculan de sus pueblos de ori- 
sen. Una vez formados, se resisten, con bastante generalidad, a-volver 
a sociedades que han dejado de armonizar en sus actuales condicio- 
nes mentales, y sólo por excepción se sienten atraídos por sus anti- 
guas residencias. En todo el país, y con mayor razón en campaña, 
deberá hacerse «extensión universitaria» en todas sus formas. El 
liceo será el foco de donde parta ese fecundo impulso y el centro 
regulador de esa obra altamente patriótica y a la cual el Poder Eje- 
cutivo piensa dedicar preferente atención.» Y en uno de los párratos 
del informe de la Comisión de Instrucción Pública de la época, redac- 
tado por el señor José Enrique Rodó, se decía lo siguiente, corrobo- 
rando y subrayando estos mismos propósitos: «La instrucción secun-. 
tuvo al crearlos, para afirmar que ellos no deben contribuir a otra co- 
sa que a la intensificación de la enseñanza primaria. Propósitos de 
descentralización universitaria y de extensión universitaria, en una 
palabra, son los que se tuvieron entonces, para crear estos institutos. 

No se puede, pues, invocar el espíritu de la ley de creación de 
los liceos departamentales, ni tampoco el propósito esencial que se 
tuvo al crearlos, para afirmar que ellos no contribuyen a otra cosa que 
a la intensificación de la enseñanza primaria. Propósitos de descen- 
tralización universitaria y de extensión universitaria, en una palabra, 
son los que se tuvieron entonces, para crear estos institutos. 

Añora, señor Presidente, voy a referirme a otra cuestión vincu- 
lada estrechamente a estos argumentos y que ciertos órganos de pu- 
blicidad han invocado para combatir este proyecto, y es el nuevo plan 
de estudios sancionado con fecha 20 de Octubre de 1911 para la 
Facultad de Enseñanza Secundaria de nuestra Universidad. Es sabido 
que por esa reglamentación se dividieron los estudios de bachillerato 
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tintas carreras liberales a que habrán de dedicarse los estudiantes. 
Pero el argumento que deriva de esta división de estudios y que con- 
siste en declarar inadptables para nuestros liceos departamentales 
la enseñanza preparatoria, tal como se cursa en nuestra Universidad, 
no tendría ningún valor, en este caso, si se recuerda que la ley de 
no tendría ningún valor, en este caso, si se recuerda que la 
ley de creación de los liceos es posterior a esa reglamentación, 
tación, y en esa ley no se dice absolutamente nada que se refiera 
a la susodicha reglamentación de los estudios secundarios, lo que 
demuestra que no es posible aquella incompatibilidad a que me he 
referido. Posteriormente también a esa reglamentación, se autorizó, 
por in decreto del Poder Ejecutivo de fecha 8 de Marzo de 1912, el 
funcionamiento de cursos preparatorios completos en los liceos de 
Paysandú y Mercedes, cursos preparatorios completos que continúan 
en la actualidad en toda su extensión. | 

Ha creído, pues, el Poder Ejecutivo, lo mismo que jas autori- 
dades universitarias, y así lo han establecido en la práctica, con ante- 
rioridad a la presentación de este proyecto, que los estudios prepa- 
ratorios se pueden desarrollar perfectamente en los liceos departa- 
mentales, y ahora es el momento de agregar que los resultados de 
esa habilitación que, como he dicho, rige desde 1912, no han podido 
ser más halagadores. ] 

No se puede, de ninguna manera, señor Presidente, hacer caudal 
de esta nueva Organización a que me he referido, porque, como se 
recalca en ella misma, se trata de un simple ensayo, ensayo 
que, tarde o temprano, tendrá que ser derogado y sustituido por otro 
régimen en vista de sus resultados prácticos absolutamente negativos. 

Dificultades en lo que respecta a infinitas cuestiones fundamen- 
tales y detalles de esa organización han hecho imposible su continui- 
dad, y este es el momento en que las autoridades universitarias se 
aprestan para echar las bases de un plan distinto. 

Tratándose de la organización de los estudios preparatorios en 
los liceos departamentales, el Poder Ejecutivo estaría en el caso de 
tentar una nueva organización al respecto. 

Para ello no tendría más que echar una ojeada sobre los datos 
estadísticos de la Universidad y se cercioraría de que más de un 
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30 % de los estudiantes reglamentados han salvado los exámenes 
últimos, al tiempo que los examinados libres, sólo el 18 %, lo que 
indica a las claras que resulta superior la enseñanza particular a la 
oficial, gracias al famoso plan que rige actualmente. 

Ahora, en lo que se refiere al segundo argumento que han adu- 
cido los impugnadores de este proyecto, y que se refiere a aquello tan 
sonado del «proletariado universitario» y del «proletariado intelec- 
tual», en parte, señor Presidente, estoy de acuerdo; pero, debo mani- 
festar también que: o derogamos la ley de liceos existentes y supri- 
mimos todos los liceos departamentales, o se hace llegar a ellos los 
beneficios de la enseñanza preparatoria, complemento de la actual 
situación, de acuerdo con el espíritu de esa misma ley, de acuerdo con 
el verdadero propósito que guió al Poder Ejecutivo al proyectarla y a 
la Asamblea al aceptarla, de lo contrario, se dirá, con bastante razón, 
que hemos atentado contra la libertad de enseñanza. 

Aprobado, como ya está en general, este proyecto, no creo opor- 
tuno extenderme en otras consideraciones sobre el interesante debate 
a que ha dado lugar eso del «proletariado intelectual», y es por ello 
que me he colocado en los verdaderos términos concretos y legales 
de la cuestión. | 

Ahora, en lo que se refiere al artículo que está en discusión, y 
que autoriza a algunos liceos, un número muy reducido, a extender 
la enseñanza preparatoria, hay una razón irrebatible para autorizar 
esa enseñanza, en forma sólo excepcional. Hay una razón de econo- 

La razón de economía se reduce a lo siguiente: los liceos 
a que se referiere el artículo 1.” tienen actualmente los cursos 
preparatorios completos, los profesores necesarios, el correspon- 
diente material de enseñanza, etc. De modo que no originarían 
absolutamente ningún gasto nuevo, en estos momentos, y la razón de 
organización se refiere al logro y envío de profesores, que constituye 
una cuestión bastante difícil de soluciona: de inmediato. 

Todos recordamos, cuando se crearon los liceos departamentales, 
el trabajo que ocasionó conseguir profesores aptos para todos ellos, 
y es necesario tener en cuenta que se necesitarían, para esta amplia- 
ción, infinidad de profesores competentes, lo que sería de una gran 
dificultad. 


rr 
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(Misiones militares 


Y Yo he escuchado, señor Presidente, con protunda atención, 
la palabra del señor ministro de la Guerra, en lo que se refiere 
00 a este proyecto que está a consideración de la Honorable Cá- 
po mara, así como la parte del discurso de este Secretario de Es- 
Be tado comentando la organización en general y los progresos al- 
- canzados por la institución armada de la República. 
mo Surgía de las palabras del señor ministro, y creo que a este 
0% respecto no puede haber dos opiniones en la Cámara, la convicción 
% de que para continuar el perfeccionamiento debido de nuestro Ejér- 
- cito, es necesario considerar con atención, y luega aprobar, con las 
E salvedades del caso, el proyecto de ley que ahora se discute. 
| El Ejército, como todos los organismos del Estado, necesita de 
una preocupación y un estudio constantes de parte de los Poderes 
Públicos. ! 
Así, por ejemplo, cuando se trata de las obras públicas, es nece- 
Jn sario tener en cuenta, tanto como el plan en sí mismo, el cálculo im- 
prescindible de su propia conservación, y cuando se trata del Ejército 
ocurre exactamente lo mismo: es necesario ponernos siempre a tono 
con todos los progresos científicos y morales de la hora. 
Durante la administración anterior, que se carcterizó, como lo 
- sabe la Honorable Cámara, por su preocupación constante a favor de 
- nuestra institución armada, se concibieron y se llevaron a término al- 
gunas iniciativas de verdadera importancia, muchas de las cuales fue- 
- ron sancionadas en las postrimerías de dicha administración, como 
por ejemplo, el proyecto que se refiere al retiro obligatorio para aque- 
llos oficiales que por una causa cualquiera no están en el caso de 
ser ascendidos, y el otro proyecto similar que establece los requisitos 
,hecesarios para los ascensos. 


Sesión del 28 de Setiembre de 1921, con asistencia del señor ministro de Guerra 
> y y Marina. 
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Este proyecto que discutimos no significa sino el complemento 
indispensable de esos dos proyectos a que me he referido, y propen- 
de, por lo tanto, a conservar, continuar, y, en todo la posible, periec- 
cionar la legislación militar en nuestro país. Luego de sancionada - 
aquellas leyes, y como una necesidad derivada de las mismas, se esta- 
bleció la Escuela de Tiro y la Escuela de armas montadas, además 
de nuestra Escuela Militar. Era necesario, entonces, después de ha- 
berse establecido estos nuevos institutos militares, pensar en la orga- 
nización de su profesorado, y este es el problema que, precisamente, 
trata de resolver, en lo que es posible, este proyecto. Era necesario 
obtener protesores competentes, y si bien es cierto que en nuestro 
país los hay, resultaría de una enorme pedantería afirmar que no 
necesitamos para nada oficiales extranjeros, al revés de lo que ha 
ocurrido en todos los países americanos, donde, precisamente, la ins- 
trucción superior, y aún mismo, la instrucción media de sus oficiales, 
se ha realizado por medio de misiones extranjeras. Esto ha ocurrido 
en Chile, sirviéndose de la famosa misión alemana; en el Brasil, en 
la Argentina, en Bolivia, en Perú y en general, en todos los países 
del continente. 

Es, por otra prte, un principio universalmente aceptado y sobre 
todo en lo que respecta a este continente, que la colaboración de los 
oficiales y profesores extranjeros, junto con los oficiales nacionales, 
para la enseñanza militar, es absolutamente imprescindible, sobre to- 
do tratándose de institutos de reciente fundación. 

Este sería también un gran paso que se daría hacia lo que opor- 
tunamente recordaba el señor ministro que debiera establecerse entre 
nosotros, como lo está en la República Argentina, con un brillante 
éxito: una Escuela Superior de Guerra, con que deberemos contar, 
por lo menos es esa una noble aspiración, en un futuro no lejano, co- 
mo el medio más eficaz para propender al ennoblecimiento y la dig- 
nificación creciente de nuestro ejército. 

Sobre esta cuestión, en su aspecto tundamental, no hay una opo- 
sición apreciable en esta Cámara, como tampoco la hubo en el seno 
del Honorable Senado, puesto que, en ese alto cuerpo también solo 
se refirieron los legisladores que impugnaron el proyecto a la faz 
financiera; pero aún mismo desde este punto de vista, el asunto está 
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sumamente simplificado, desde el momento que el señor ministro, en 


la sesión anterior, anunció su propósito de retirar la disposición que 


se reiería a la contratación del coronel Gross, así como también la 
del maestro de conferencias. 

La cuestión referente al coronel Gross tenía, además de una 
importancia material, una importancia moral, como lo significaron 
con elocuencia los señores diputados Brin y Ferrería. 

Hubiera sido, en cierto modo, inferir un desaire a nuestros oficia- 
les que integran la Oficina del Servicio Geográfico Militar, prorrogar 
el contrato de aquel técnico francés, si se tiene en cuenta que casi 


toda la obra realizada en el Servicio Geográfico se debe al esfuerzo 


exclusivo de los oficiales orientales. 

Cuando se abandonó el plan de trabajo catastral iniciado en el 
Durazno para entrar de lleno a la realización de la Carta Geográfica 
del País, como una obra nacional y no de un carácter pura- 
mente privado de delimitación de la propiedad particular, fué preci- 
samente, cuando el comandante Gross se marchó para Europa a cum- 
plir con su deber de soldado y de patriota, y la obra, es decir, el plano 
topográfico de la ciudad de Montevideo que se ha realizado, es la 
obra exclusiva de nuestros técnicos. 

Esto último lo significaba en la última memoria del ministerio 


de la Guerra la administración Viera, cuando decía en uno de los 


párrafos lo siguiente: 

«Cumple señalar, para destacar como se merece la labor del 
mencionado servicio, que en los países sudamericanos la mayor parte 
de las secciones de los institutos geográficos están dirigidos o han 
sido organizados por especialistas europeos, «en tanto que en el 
nuestro», excepción hecha del breve tiempo que se contó con la cola- 
boración, importante fuera de toda duda, del mayor Gross, del Ejér- 
cito francés «toda la obra realizada lo ha sido por elemento nacional.» . 

Pero esta cuestión referente al coronel Gros, aun mismo después 
de la manifestación del señor ministro y de la supresión anunciada, 
tiene, a mi entender, cierta importancia y es la siguiente: el coman- 
dante Gros tiene todavía un año para prestar servicios, por el 
contrato vigente, y según mis datos de acuerdo con el tratado 
sancionado por nuestro Parlamento en el año 1915, de caracteriza- 
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ción definitiva de nuestra frontera fluvial con la Argentina por el río 


Uruguay, la dirección de los trabajos correspondientes que se deben 
realizar de acuerdo con este tratado, debe estar confiada al Director 
del Servicio Geográfico Militar de cada país. Esos trabajos, por otra 
parte, no han de tardar mucho en ser realizados, ya que, según los 
datos que también se tienen y que han sido publicados, las Cámaras 
Argentinas están a punto de abocarse al estudio de ese importante 
negociado internacional. Sería del caso, — y esto me permito hacerlo 
a manera de indicación del señor ministro, — pensar si en el caso 
de que esa obra internacional se llegara a realizar, en la rescisión del 
contrato con el coronel Gros, ya que también, según datos que no 
he podido confirmar, por el mismo contrato se prevé esa situación, se | 
prevé el caso de rescisión. No escapará a la penetración de los señores 
diputados ni del señor ministro lo delicada que resultaría la. situación 
del país teniendo al frente de nuestro Servicio Geográfico, y por lo 
tanto al frente de los trabajos a realizarse para la caracterización 
de nuestra frontera fluvial, a un militar francés, a un militar extran- 
jero, sobre todo teniendo en. cuenta que sobran en nuestro país ofi- 
ciales de preparación suficiente para llevar a cabo esta importante 
tarea. — (Apoyados). | 

Pero si bien es cierto, señor Presidente, que estoy dispuesto a 
votar el proyecto del P. E., en lo que se refiere a la contratación de 
los tres capitanes de las tres armas a que se refiere el proyecto, había 
pensado en el primer momento votar la proposición o el agregado 
que formulara en la sesión anterior el señor diputado Polleri en el 
sentido de establecer en la ley que esos tres oficiales fueran agresa- 
dos de la Escuela Superior de Guerra de Francia. Me pareció, en el 
primer momento, a pesar de que no poseo ninguna especialización en 
esta materia, que el hecho de ser oficiales de la Escuela Superior de 
Guerra de Francia era una garantía suficiente de su competencia y 
de su idoneidad en la materia, sobre todo tratándose de la enseñanza. 
Pero es el caso que el señor coronel Marfetán, uno de nuestros jefes 
más brillantes, ha conversado con algunos de nosotros, y nos ha de- 
mostrado que no es imprescindible que esos oficiales fueran egresa- 
dos de la Escuela Superior de Guerra, y que con solo tener el brevet 
correspondiente de las Escuelas correspondientes a sus respectivas 
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armas, ya sean de Fontainebleau, ya de Saint Cyr, etc., esto consti- 
tuye una garantía bastante de preparación científica y docente. 

Sin embargo, es del caso hacer algunas observaciones al respec- 
to, teniendo en cuenta ciertas versiones que han circulado por ahí, y 


que podrían consistir en una recomendación al señor ministro de la 


guerra en el sentido de que se controle perfectamente bien la proce- 
dencia, las condiciones y los antecedentes técnicos de esos oficiales. 

Señor Buero.—No es necesario, porque el P. E., como lo voy 
a demostrar dentro de breves instantes, se ha preocupado de eso 
mismo. 

Señor Antuña.—Esas versiones a que me refiero son las siguien- 
tes, y declaro que no las he podido confirmar, pero hasta se han he- 
cho públicas y consisten en que hasta ha aparecido en diarios fran- 
ceses algo así como un llamado a los oficiales que quisieran venir al 
Uruguay para contratarse para la enseñanza de nuestro Ejército. 

Señor Doria.—Pero dentro de las condiciones establecidas. 

Señor Antuña.—De modo que esta circunstancia, a ser cierta, 
da lugar a ciertas dudas respecto a la competencia de los que puedan 
venir O a la falta de control de esos oficiales. 

Yo debo declarar, señor Presidente, que cuando hice esta obser- 
vación, no ha sido solamente por razones puramente técnicas 
o científicas, sino por razones de orden moral, porque si, como se 
dice por ahí, con más o menos fundamento, que esos oficiales pueden 
no tener una preparación suficiente, puede imaginarse la Honorable 
Cámara el efecto que ha de producir en el ánimo de nuestros oficia- 
les el hecho de que lleguen aquí oficiales extranjeros que no ofrezcan 
completas garantías, y que hasta puedan estar en un nivel intelectual 
o técnico inferior a nuestros propios oficiales. 

Esto no sería más que una repetición de hechos ya ocurridos y 
fracasos ya confirmados en otras oportunidades. 

Es una cuestión hasta de interés nacional, porque todo lo que 
trate de estimular a nuestros oficiales es obra verdaderamente 
patriótica. 

Sabe el señor Ministro mejor que yo, puesto que él ha sido un 
oficial distinguido, que más que de las misiones científicas extran- 
jeras, necesitan nuestros jóvenes oficiales de los grandes estímulos 
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morales que no siempre los han tenido en nuestro país. Y no sola- 
mente en nuestro país se ha clamado siempre por esos grandes ali- 


cientes morales. Recuerdo que cuando el famoso debate en el Con-. 


greso argentino sobre la ley de amnistía de 1906, decía ya Carlos 
Pelegrini: «Más que el saber, y aún más que el cañón de tiro rápido, 
necesitan nuestros oficiales el alto e moral de su misión y de 
la disciplina moral.» 

Nuestros oficiales necesitan ese constante estímulo moral a que 
acabo de referirme, que, es justo reconocerlo, en los últimos años 
les ha sido reconocido, no solamente por nuestros últimos gobernan- 
tes, sino también por el concepto público en general. Esos oficiales, 
señor Presidente, que han hecho un verdadero sacrificio de su interés 
personal, por el amor a su carrera, en épocas en que las jerarquías 
militares estuvieron a menudo obscurecidas por la intervención polí- 
tica de los comités y las postergaciones irritantes. En épocas en que 


estos oficiales volvían de la guerra de 1904 y entraban a la Univer- 


sidad para estudiar profesiones liberales ante la hostilidad de sus su- 
periores gerárquicos que ocupaban altos puestos en la Administración, 
porque creyeron que por el hecho de hacerse de carreras civiles iban a 
abandonar su uniforme, nos demuestra su gran vocación y su gran 
amor protesional, continuando en el ejercicio de la carrera militar, 
aún mismo después de haber obtenido sus diplomas universitarios que 
pudieron haberles resultado mucho más lucrativos en la lucha por la 
vida. A esos oficiales hay que estimularlos de todas maneras, porque 
ellos hacen alto honor al Ejército nacional. Cuando hubo de rectifi- 
carse nuestra frontera con el Brasil, tueron ellos los que se sacrifi- 
caron en un trabajo rudo, y frente a distinguidos e ilustrados oficia- 
les brasileños, hicieron un papel brillantísimo, llevando a feliz término 
una ardua tarea. 

Pobre espectáculo hubiera dado nuestro país si frente a esos 
ilustrados oficiales del Brasil no hubieran existido los meritorios y 
hasta diré abnegados oficiales universitarios. 
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Los gobiernos departamentales 


Por considerar que el capítulo de enmiendas que está en discu- 
sión constituye uno de los aspectos fundamentales de la reforma, he 
de exponer algunos de los fundamentos de mi voto favorable al in- 
forme de la Comisión, al mismo tiempo que me propongo contestar 
ciertas afirmaciones que adujera en la sesión anterior el señor consti- 
tuyente doctor Secco Illa. 

Desde luego, señor Presidente, conceptúo que de esta Asamblea 
no surgirá la organización ideal de los gobiernos departamentales. 
Imperfecta debe resultar, como ya se ha dicho en debates anteriores, 
en esta parte, y aún en su conjunto, esta obra y ese esfuerzo que tren- 
te al relativismo de los hechos, que trente a la hostilidad de las ten- 
dencias y de los intereses encontrados, se esforzó por desentrañar una 
fórmula de conciliación que satisficiera, por lo menos, la aspiración 


- fundamental de una democracia, si llega a concitar en torno suyo el 


mayor número de las voluntades y. de los sufragios en el acto de su 
ratificación. : 

Pero si bien es cierto que desde el punto de vista de la existencia 
comunal, libre y autonómica, este proyecto deja mucho que desear, él 
satisface, en cambio, una vieja aspiración, sobre todo, de nuestras 
poblaciones del interior, ahogadas hasta ahora por un centralismo 
metropolitano cada día más absorbente. 

El señor constituyente Secco Illa, — algunas de cuyas aseve- 
raciones me propongo contestar en este momento, — afirmaba que 


la Constitución del año 1830 ofrecía un amplio programa de auto- 


nomía departamental, y que por lo tanto, era innecesario y acaso 


perjudicial el proyecto de la Comisión de Reforma. 


Yo me propongo demostrar, señor Presidente, que este proyecto 
ofrece una amplísima base para la obtención de la autonomía depar- 


Discurso pronunciado en la sesión del 2 de Agosto de 1917 de la Asamblea Nacional 
Constituyente. 
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tamental; pero antes me esforzaré por demostrar también que nuestro 
viejo Código Político de 1830 no la ofrecía en absoluto, y que, por 
el contrario, fué siempre óbice para la acción libre y desenvuelta de 
los municipios. 

Entre otras Constituciones americanas, nuestra Constitución no 
consagra en una forma clara la autonomía municipal ni departamen- 
tal. Producto del ambiente moral de una época y de fenómenos so- 
ciales variados, no era siempre en contraposición con las hermosas 
conquistas que hoy preconizamos, humano exigirle otra contectura 
jurídica que la exigua que llegó a poseer a pesar de los esfuerzos de 
Santiago Vázquez y de Ellauri, en el sentido de hacerlo mejor en 
lo que se refiere a la organización comunal. 

Por el contrario: la Constitución del año 1830, ha sido motivo 
constante o ha dado pábulo a las interpretaciones más erróneas a 
ese respecto, y consagra en forma imprecisa y vaga una porción de 
principios que algunos han esgrimido como fundamentos para planear 
teóricamente la libertad administrativa y política de nuestros 
municipios. 

Así, dice nuestro viejo Código que <las Juntas Económi- 
co-Administrativas debían ser compuestas por vecinos con propie- 
dades raíces en sus respectivos distritos, los cuales cargos serían 
«puramente concejiles». Estas Juntas se reunirán dos veces por año, 
por el tiempo que cada una acordara, y su principal objeto — conti- 
núa la Constitución — era promover la agricultura, velar por la 
conservación de los derechos individuales y proponer a la Legisla- 
tura y al Gobierno todas las mejoras que juzgara necesarias.» 

Como se ve, señor Presidente, son imprecisos y ambiguos los 
términos de nuestra Constitución al respecto; y se puede afirmar, sin 
exageración, que nuestros constituyentes, al sancionar esta parte 
de nuestro viejo estatuto, no tuvieron una visión clara de la autono- 
mía departamental: por el contrario, le abrieron las puertas al cen- 
tralismo, hasta el punto de autorizar al Poder Ejecutivo para pro- 
yectar su propia reglamentación. 

Muchos años pasaron, — y esto precisamente corrobora mi afir- 
mación, — y el Poder Ejecutivo asumía la dirección exclusiva de las 
municipalidades. Después de la promulgación de la Constitución de 
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1830, no existía reglamentación ni ley orgánica, y ni los gobiernos 
ni las Asambleas legislativas atinaban a dar una reglamentación defi- 
nida, de recuerdo con esos oscuros preceptos. Se sucedían las 
reglamentaciones y leyes orgánicas de toda índole, y durante se- 
senta y tantos años todas iban cayendo sistemáticamente en el 
vacío, porque los gobiernos o los parlamentos encontraban que 
ellas no se ajustaban al verdadero texto o al espíritu inmanifiesto de 
la Constitución. 

- Así, por ejemplo, yo he podido, revisando antecedentes legis- 
lativos, encontrar proyectos de reglamentaciones y leyes orgánicas 
desde 1836, — me refiero a la presentada por el señor diputado 
García en aquella fecha; en 1858, presentado por el senador Errás- 
quin; en 1869, por el señor Herrera y Obes, y en 1874, por el señor 
Chucarro; el general Pérez presentó otro proyecto de organización 
municipal en 1877; Carlos María Ramírez, en 1889 y Martín Aguirre 
en 1891. Recién en el año 1889 el doctor Carlos María de Pena, a 
quien en la sesión anterior me parece que aludió el señor Secco Illa, 
cuando recordaba que un profesor de Derecho Administrativo decía 
que nuestro municipio «podía sostener con ventaja un decoroso pa- 
rangón con los más adelantados municipios de las naciones euro- 
peas»; aquel catedrático distinguido, después de abordar la obra 
de la organización de nuestros municipios en una forma dete- 
nida, llegó a la conclusión de que su intento era imposible, 


-y que de acuerdo con los preceptos constitucionales de 1830 no 


era posible obtener la utonomía municipal ni siquiera la de- 
partamental, y en su memoria, presentada a la Junta Económico- 
Administrativa que presidía en aquella época, declaraba lo siguiente 
que voy a leer con la venia de la Honorable Asamblea: «Para resol- 
ver el problema de la organización municipal o para iniciar los en- 
sayos de vida local autonómica puede empezarse desde luego por un 
régimen que contenga substancialmente algunas de las bases que han 
de ser más tarde establecidas en la Constitución reformada», y luego 
agregaba: «Podemos afirmar con plena conciencia que la lentitud 
en el arreglo y ejecución de importantes servicios y obras, proviene 
principalmente de la carencia de facultades propias para resolver 
materias de trascendencia en la administración local.» 
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Era, pues, necesario establecer esta autonomía en una forma 


precisa, ya que, al contrario de lo que afirmaba el señor constituyente 
doctor Secco Illa, la Constitución del año 1830 no solamente no la 


propiciaba, sino que, por el contrario, la dificultaba. Cualquier re-' 


forma que se ha intentado durante todo el lapso de nuestra vida insti- 


tucional, cualquier reforma que tendiera a la dilatación de laS facul- 


tades comunales, aún las reglamentaciones y organizaciones internas 
en sus relaciones con la administración central y ante los numerosos 
conflictos de atribuciones que se han suscitado siempre y se suscitan 
a diario entre los Poderes, en el pasado, y después de la creación 
de las Intendencias, entre éstas y las Juntas, para ninguno de estos 
conflictos la Constitución del año 1830 ha dado claramente la 
pauta, ni ha permitido entrever la forma en que deben solucionarse 
las cuestiones. 

En 1907 el Gobierno del doctor Williman envió a la Asamblea 
General un mensaje adjuntando un proyecto de ley por el que se 
creaban las Intendencias Municipales. 

Se discutió largamente en nuestro Parlamento la constituciona- 
lidad de esta ley de Intendencias, y se apeló, por parte de unos y de 


otros, a tratadistas famosos y a jurisconsultos nacionales, respecto a 


estas mismas interpretaciones. 

En realidad, nuestras Juntas Económico - Administrativas, antes 
de la creación de la ley de Intendencias, eran una cabeza sin brazos, 
porque les faltaba la autoridad ejecutante. Pero lo cierto fué, señor 
Presidente, que como resultado del derroche de tanta doctrina se con- 
sagró la institución del Intendente que nada tiene que ver con 
la autonomía departamental, — autoridad emanada directamen- 
te del Presidente de la República, para cuyo nombramiento nada tie- 
nen que ver ni los pueblos ni las localidades donde este funcionario 
ha de desempeñar su cometido. | 

Lo que es indudable es que antes y después de la creación de la 
ley de Intendencias se estaba violando la Constitución de la Repú- 
blica; y yo creo que se violaba, señor Presidente, porque ella, en este 
punto, como en otros muchos, está hecha de tal manera que es nece- 
sario violarla. | 

Otro punto que el doctor Secco Illa, lo mismo que el señor cons- 
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tituyente doctor Rosalío Rodríguez, se propusieron demostrar que era 


inconveniente en el proyecto de enmiendas que estamos considerando, 


es la institución de las Asambleas Representativas. 
El primero de los distinguidos colegas a que he aludido afirmaba 


que esta organización que se da en el proyecto, sobre todo lo que 


se refiere a estos dos organismos fundamentales, de la Asamblea Re- 
presentativa y el Concejo Municipal, son más bien propios de un Es- 
tado o acaso de los Estados de una federación, que de un organismo 
municipal. Yo creo que es un error del ilustrado colega. 

Las Asambleas Representativas vendrán a ser los Consejos De- 
liberantes, y los Concejos Municipales el Departamento Ejecutivo, 
con la diferencia de que en vez de ser unipersonales serán colegiados. 

Para hacer la defensa de este instituto pluripersonal, habría que 
repetir todo el alegato colegialista, que, con más o menos calor, se- 


gún los defensores, se ha sostenido en esta Asamblea con motivo 


de la organización del Poder Ejecutivo; pero no se necesitaría mucho 
esfuerzo para justificar la creación de estos organismos, de los Con- 
sejos Ejecutivos Municipales, en una forma colegiada, puesto que 
aquí se repitió, en la oportunidad a que me he referido, que el incon- 
veniente fundamental que había para la organización pluripersonal 
del Poder Ejecutivo lo constituía el rol puramente político que suele 
tener este Poder. 

Tratándose de los Concejos Municipales no se puede hacer esta 
objeción, puesto que estos Concejos tendrán un carácter puramente 
administrativo, y teniendo un carácter puramente administrativo no 
hay absolutamente ningún inconveniente para tal organización, consi- 
derándola aún con un criterio netamente anticolegialista. 

Hace algunos años en la República Argentina se inició una cam- 
paña intensísima en favor de la descentralización administrativa. 

Las poblaciones del interior, sobre todo las poblaciones de .la 
Provincia de Buenos Aires, ahogadas por un centralismo atrofiante, 


- Clamaban por las autonomías. 


Con este motivo se hizo una propaganda clamorosa alrededor 
de esta conquista; y leyendo yo una obra del doctor Juan Vicente 


López, uno de los propagandistas más vehementes de esa campaña, 


este publicista pedía también, como un desiderátum para la solución 
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que se planteaba, que los Intendentes argentinos, sobre todo en las 
provincias, fueran sustituidos por Concejos Municipales. Pr 

Decía con ese motivo este ilustre argentino: “La arquitectura 
municipal es el verdadero tipo de la República, porque es el gobierno 
colectivo de un Cuerpo Ejecutivo, y no el unipersonal de un hombre- 
gobierno. | 

«Esta estructura de un organismo unipersonal es evidente mo- 
nárquica, aún tratándose de instituciones municipales.» 


En cuanto a las Asambleas Representativas, en mi sentir, señor - 


Presidente, ello constituye uno|de los beneficios mayores del proyecto. 
Especie de legislaturas regionales, estas Asambleas no diferirán de los 
Concejos Municipales norteamericanos de los buenos tiempos, una 
vez que la ley los organice como es debido. Allí estarán representa- 
das todas las opiniones del lugar y hasta ellas llegarán el eco de todas 
las necesidades, aún de las secciones más apartadas, porque es de 
suponer que el legislador, al reglamentar este capítulo de la Consti- 
tución, ha de tomar las secciones de los Departamentos para los fines 
electorales en la misma forma que se toman actualmente los Depar- 
tamentos de la República, organización ésta que al decir de León 
Morgan, ilustre comentarista de la ley francesa de 1884, consti- 
tuye el secreto del éxito de aquella institución municipal. De modo 
que se formarán verdaderas Asambleas representativas, conclaves nu- 
merosos de vecinos que asumirán la verdadera representación de- 
partamental. 

Los reclamos, las ideas, que actualmente permanecen inmanifies- 
tas, entonces tendrán su voz en esas Asambleas, tanto como las ini- 
ciativas fecundas de modestos ciudadanos que actualmente permane- 
cen en la sombra. 

Pero se ha hecho otro argumento, señor Presidente, en contra 
de los Concejos Departamentales, — ahora vuelvo a ellos; — 


se dice que ellos serán muy costosos y que constituirán una 
a 


carga intolerable para el erario público. Es cierto. Estos orga- 
nismos serán costosos; pero si se crean organismos costosos, 
se crea simultáneamente, también, en todos los Departamentos de 
la República, el gran motor de su riqueza y de su prosperidad. Si 
hemos de darle a la campaña amplias atribuciones administrativas 
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lógico es que se les retribuya a los depositarios de la confianza pú- 


blica, y a los admiinstradores de esa fortuna. 


En un mensaje que remitiera a la Asamblea el Presidente Willi- 


man, referente a las retribuciones a los miembros de las Juntas Eco- 
- nómico-Administrativas, mensaje firmado por el Ministro doctor Al- 
varo Guillot, decía: «Creer que se puede imponer el desempeño con- 


tinuado de funciones de administración durante tres años a los miem- 


bros de las Juntas Económico-Administrativas sin remuneración algu- 
na, choca con todas las disposiciones de la Constitución relativas a 
los cargos públicos.» Y si esto se afirmaba refiriéndose a los miem- 
bros de las Juntas Económico-Administrativas, ¿qué no decir, señor 
Presidente, de los Consejeros Municipales, que no van a compartir 


como éstos, con ninguna autoridad extraña, la responsabilidad que 
ha de conferirles la futura Constitución de la República? Yo creo, 
por último, que si dentro del espíritu del proyecto que estamos discu- 
tiendo, no llegara a surgir, como sospecha el: doctor Rodríguez, el 
sentido de una verdadera autonomía municipal, la ley la completará, 
y esta vez con la base de estos claros preceptos. 

Creo que, en primer término, la fuente inagotable de la fortuna 
rural tendrá su gran laboratorio en estos gobiernos municipales; se 
destruirá entonces el viejo y rancio centralismo que ha ahogado 
durante tantos años a nuestra vida municipal, centralismo que gene- 


- ralmente se basaba en un preconcepto: de que los hombres de nues- 
tra campaña no estaban habilitados para la administración de los 
intereses regionales. Cuando nuestros municipios tengan una admi- 


nistración libre, un electorado fuerte y sano y amplias atribuciones 
constitucionales, entonces se derribará ese preconcepto, señor Presi- 
dente, y de todas las esteras de la actividad localista surgirán los 
elementos y los materiales necesarios para su progreso y engran- 
decimiento. 

He terminado. — (Aplausos en la sala y en la barra). 
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EL ROL HISTORICO DE LOS MUNICIPIOS 


La autonomía departamental, por sí sola, hubiera merecido la 
reforma de nuestro código político de 1830. Es un clamor colectivo, 


perdurable a través de los ochenta y seis años de nuestra existencia 
constitucional, el que ha de cristalizar esa reforma. Ella colma los 


esfuerzos más respetables de la acción campesina, los anhelos de to- 
da la campaña, desde los núcleos más compactos de población, desde 
las ciudades más prósperas hasta las regiones más apartadas, para 
las cuales se muestra todavía perezoso el impulso de la civilización 
rural. Ella satisface las más sanas energías y alienta toda la 
esperanza de los hombres y de los pueblos de tierra adentro, que 
ahora contemplan la probabilidad cercana y auspiciosa de quebrar 
ese infecundo centralismo montevideano, que todo lo absorbe y todo 
lo enerva, quebrando en sus mismas raíces tantas iniciativas, tantos 
propósitos de mejoramiento local, y en una palabra toda la acción 
autonómica de los departamentos. 

Para aquilatar en toda su magnitud la reforma proyectada, 
tanto desde el punto de vista nacional, como desde el punto de 
vista científico, social y administrativo, basta con hojear la historia 
de la civilización universal; basta con observar el papel preponderan- 
te que han ¡jugado los municipios en la organización política de los 
pueblos, a tal punto que ha llegado a erigirse en axioma la vieja afir- 
mación yankee: «es tan difícil un buen Gobierno, sin municipalidades 
libres, como una casa sin cimientos -y un árbol sin raíces.» 

Sistemáticamente ha existido el paralelismo entre las libertades 
públicas y los municipios autónomos, y con la misma fatalidad, 
el despotismo, el retroceso administrativo y la decadencia so- 
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cial, han corrido parejas con la absorción centralista de las prerroga- 


tivas locales. La historia toda corrobora este aserto. 

El Imperio Romano ascendía o se deprimía en la órbita de su 
evolución histórica, según menguaba o se robustecía el organismo de 
- sus gobiernos municipales. Cuando los Magistrados, que de acuerdo 
con la ley Julia, dictada por el emperador César, eran los funciona- 
rios encargados de la Administración Municipal, conservaron intactas 
sus atribuciones y derechos de acuerdo con el sentir colectivo, enton- 
ces, Roma acrecentaba sus energías y vigorizaba triunfalmente su 
existencia; pero cuando la acción del Magistrado fué absorbida por 
la autoridad creciente de los Pretores, y se estableció una política 
absolutista de centralización y predominio, ello mismo se volvió con- 
tra el Estado, llegando a constituir una de las causas determinantes 
de la caída del Imperio. 

Frente a las costumbres reaccionarias de éste, en elocuente 
contraste, se encontraba la espléndida organización de las tribus ger- 
mánicas que siempre respetuosas de la institución municipal, engran- ' 
decían día a día, el radio de su acción administrativa, a tal punto que 
ellas poseían sus propiedades comunales y sus rentas autónomas. De 
aquí aquellas brillantes comunas de Westphalia y de Frisia, que fue- 
ron en la época medioeval modelo de organización y de prosperidad 
comunales y factor principal de la grandeza de la antigua Alemania. 

En la Edad Media, al tiempo que se eclipsaban las instituciones 
libres y junto con ellas la soberana voluntad de los pueblos, las Mu- 
nicipalidades, por elocuente coincidencia, obscurecían su acción y 
abandonaban sus prerrogativas. Ante el despotismo del señor feudal 
sucumbe la comuna, que él mismo domina y por virtud de su crudo 
tutelaje, nombra y despoja a capricho; dispone de sus rentas sin res- 
ponsabilidad, impone el fraude en los actos eleccionarios. | 

Llega, pues, el señor feudal, se desmorona el gobierno de los 
municipios, y sobre sus ruínas, se extienden las tinieblas seculares 
de la Edad Media. Rayos de luz, sin embargo, debían rasgar el am- 
biente sombrío con el transcurso de los tiempos, y esos rayos de luz 
surgiendo, como siempre, de los principios autonómicos. Con la alian- 
za de los propios hombres de la nobleza, la Bretaña salva con Juan 
sin Tierra la Comuna, e impone la Carta Magna. La Revolución Fran- 
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cesa proclama como uno de sus mejores postulados la libertad loca- 


lista y el gobierno propio. Triunfante, suplanta a los intendentes del 
Rey, por el Consejo Municipal, cuerpo deliberante, y el Directorio 


con acción ejecutiva en el gobierno de los ochenta departamentos 
que acaba de crear. El grito de libertad se confundía con el clamor 


autonómico, esto es indudable; y si posteriormente en distintas alter- 
nativas disminuía o se acrecentaba aquella autonomía, ello siempre 
se puso al diapasón de los progresos civiles y las libertades irance- 


sas. Antes y después de la gran Revolución las agitaciones populares 


en idéntico sentido se manifestaban en diversos Estados; se torma- 


ban Códigos Comunales, a impulsos de esos movimientos continua= 


dos, lo mismo que en la Inglaterra y en la Alemania, en las repúblicas 
italianas. 

Es que en nuestra Sud América, sin ir tan lejos, tenemos 
el ejemplo de lo que valen; todo lo que se anhelan y todo lo que sig- 
nifican estas conquistas. Si densas eran las sombras que envolvieron 
el ciclo histórico de la Edad Media, no menos espesas fueron las que 
cubrieron como una capa de plomo, a la América central, la domi- 
nación de los virreyes. El coloniaje significó ni más ni menos que la 
Edad Media de la América del Sur. ¿Y qué rol desempeñaron en los 
distintos virreinatos los cabildos municipales? Los cabildos munici- 
pales fueron la base moral de las libertades públicas. Fueron 
aquel rayo de luz a que me refería hace un instante, capaz de rasgar 
las tinieblas más opacas. Los cabildos ensancharon el radio de sus 
derechos a medida que se iba vigorizando la soberanía del pueblo, 
a medida que se iba formando la conciencia popular. Por eso fueron 
tan temidos por los opresores, tan perseguidos por los mandones de 
las monarquías y fué por ellos que se concretó y se hizo carne el verbo 
de la Revolución americana. Los cabildos engendraron la libertad del 
continente, y la autonomía de los municipios ha de ser la segura cus- 
todia en el futuro y el cimiento de progreso indefinido. 

Pero Sud América también debía contemplar la sucesión de tan- 
tas alternativas contradictorias en lo que toca a esa necesidad prima- 
ria. Al espasmo de su libertad, sucedió el período caótico de sus orí- 
genes nacionales; luego, la lucha áspera y sangrienta de su organi- 
zación política. Todavía sangra en la cuesta de esa organización. al 
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grante negación. Se borraba con el codo lo que se había escrito con 
la mano, para repetirse después el mismo procedimiento. El gobierno 
- municipal fué un principio americano permanente y nunca cristaliza- 
| 0 do en la relidad democrática de sus costumbres. Más aún, ha sido un 
: : -principio puesto sistemáticamente al frente de sus constituciones es- 
-Critas, y sistemáticamente desconocido o violado en la práctica admi- 
—mistrativa y gubernamental. Sin la formación del juicio público y la 
Conciencia nacional en germen todavía, el organismo político de sus 
Repúblicas, con una estructura económica y social embrionaria y con 
costumbres atávicas y el rezago moral de la Colonia, los países ame- 
== ricanos no pudieron improvisar los hábitos y las normas de la civili- 
zación. Y no pudo ser de otro modo. Abruma nuestra imagi- 
nación el recuerdo de la lucha, del proceso de siglos que ha necesi- 
tado Europa para darse las constituciones que rigen a sus Estados. 
Me Constituciones las de las repúblicas de Sud América, imitadas o 
calcadas en la constitución norte americana ¿cómo se explica que 
precisamente en esta parte de la descentralización administrativa no 
haya sido imitada aquella magnífica organización política? Es esto 
lo que hace observar a un ilustre argentino «como en Sud América 
no está arraigada la institución del Gobierno Municipal que es el ci- 
miento del gobierno político, éste se resentirá siempre de la falta de 
cimiento como ha sucedido a todos los gobiernos políticos, sin go- 
bierno municipal, entre ellos la Francia; mientras que los edificados 
E : br aquellos cimientos, como Estados Unidos, Inglaterra, Alemania, 
Bélgica y Suíza, quedaron siempre firmes sin ser demolidos por el 
huracán revolucionario.» 
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I1 


LA DESCENTRALIZACION RENTISTICA EN NUESTROS MUNICIPIOS 


Fuera de la estera de la acción oficial y del radio indefinido de | 


las reclamaciones populares, los hombres más espectables del país 
han abordado muchas veces el problema y han planeado algo de lo 


posible dentro de nuestro marco constitucional. La campaña en favor 


de la descentralización de las rentas como un paso previo a una más 


amplia independencia administrativa ha sido el clamor constante de 
la campaña sin distinción de clases sociales ni de banderías políticas. 
Pues bien, ya que me he referido incidentalmente a este punto, debo 
recordar que en el proyecto se establece franca y terminante la 
autonomía de las rentas locales; antes bien, nunca en las' diversas 
iniciativas de descentralización rentística se había pensado en una tan 
amplia solución. Revisemos algunos antecedentes concretos sobre esta 
faz del problema. | 

Hace más de cincuenta años que las rentas departamentales son 
absorbidas casi totalmente por el tesoro central, y digo casi total- 
mente porque es reducido el provento que se destina a las adminis- 
traciones locales, y esto desde poco tiempo a esta parte. Exceptuando 
el 1 por 1000 cuota de la contribución inmobiliaria que se entrega 
desde hace algunos años a las arcas de los municipios, recién bajo la 
iniciativa del actual gobierno se le ha agregado el impuesto de abasto, 
por virtud de la ley de Enero de este año, conjuntamente con los de 
alumbrado, salubridad y serenos a percibirse con la contribución in- 
mobiliaria y patentes de giro, destinando por su artículo 7.%, el 30 % 
para la construcción de edificios para las policías. 

Antes de este principio de descentralización espontánea por parte 


del poder central y desde el año 1865, la absorción era absoluta y ello. 


ha sido, a no dudarlo, la causa determinante del abandono de las ta- 


reas edicilias por parte de los muchos vecinos habilitados para desem- 


peñarlas, por su competencia y honorabilidad. Y por eso mismo es que 
con anterioridad a aquella fecha y a pesar de que aún se encontraba 


el país en el período primario de su organización, las Juntas adquirie=- 
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ron una importancia mucho mayor y la acción municipal aunque redu- 
-cida era más estimulante y activa. En la época aquella las municipali- 
- dades podían aspirar a ser verdaderos motores de progreso regional 
- porque tenían medios materiales para planear los servicios y obras 
públicas en la medida de sus propios recursos, a tal punto que uno no 
a Ese explica en mérito a qué móvil se subvirtió el estado de cosas exis- 
Amtente.. si no fué en el propósito retrógrado de imponer la parálisis de 
la vida departamental. 

Aparte de las iniciativas individuales de descentralización de ren- 
tas exteriorizadas en la propaganda oral y escrita, por medio de con- 
ferencias, artículos, folletos y el constante reclamo de la prensa rural 
este problema se ha planteado también concretamente en actos pú- 
-blicos. Primero en la Convención del Ateneo de 1900, de cuyas labo- 
.riosas sesiones surgió el proyecto de ley orgánica a que me he refe- 
rido; luego el congreso nacional de descentralización de rentas lleva- 
- do a cabo en Montevideo en 18 de Julio de 1915, ambas asambleas 
integradas por representantes conspicuos de la industria rural, de la 
prensa, de los municipios, de los hacendados por una parte; y por 
otra, de intelectualidades descollantes: legisladores, catedráticos, etc., 
quienes tuvieron el propósito fundamental de encauzar por rutas más 
amplias y equitativas las corrientes fiscales del país. 

Este último congreso dejó expresada la aspiración ideal de los 
hombres de campaña con referencia a la descentralización. Entre 
aclamaciones unánimes fué aprobado el proyecto del congreso; con 
su realización hubieron de quedar colmados los anhelos localistas 
más fervientes y todas las organizaciones rurales, y toda la prensa 
del interior por intermedio de sus representantes al congreso y por el 
órgano de sus periódicos proclamaron, sin excepción, las excelencias 
del proyecto como el desideratum de los intereses locales. 

DL El propio diario iniciador de aquel congreso, «El Siglo», enton- 
ces dirigido por el ilustrado Dr. Eduardo Acevedo, nos da la razón 
- cuando deslinda la parte quimérica y la parte factible de la cuestión, 
en uno de sus artículos anteriores a la instalación de aquella asam- 
blea, cuando dice: «Pero además no es nuestra intención sostener 
que de inmediato y bruscamente deben restarse a las entradas de la 
nación los cinco millones que de un modo aproximativo reditúan los 
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impuestos mencionados. Esta reforma, a nuestro entender, debe rea- 


lizarse gradualmente en una serie determinada de años de modo que 
sea contemplada la actual situación del tesoro, que se permita al 
Estado ir, poco a poco, tomando las disposiciones necesarias para 
afrontar la nueva organización rentística y en fin, que se de también 


tiempo a los gobiernos municipales de prepararse para desempeñar 
debidamente sus nuevos cometidos. Podría, por ejemplo, establecerse 
que la reforma se completara en cuatro o cinco años, atribuyéndose 
gradualmente en cada uno de ellos una mayor parte de rentas a las 
municipalidades. Que esos años sean cuatro, cinco o más, no es lo 
esencial; lo que principalmente interesa es que la realización de la 
reforma se emprenda de inmediato; por muy tímidamente que se la 
aborde sus resultados han de ser trascendentales.» ; 

Y gradual debe ser la obra de la descentralización si se considera 
que hoy por hoy, se da el caso de departamentos que no cubrirían con 
sus recursos sus propias obligaciones. 

Como se ve, no se pedía entonces sino que se abordara tímida- 
mente el problema, tal era la situación de ánimo y la modestia de 
los reclamos y al presente ¿qué motivos existen para Oponerse a un 
plan como el que nos ocupa concreto, liberal, progresivo, prác- 
tico, por 'el que en el término de tres o cuatro años se des= 
tina a cada departamento la totalidad del producido de los impuestos 
de abasto, alumbrado, guías, giros, papel sellado, timbres; la parte 
que corresponde al presente sobre la propiedad inmueble, más del 
50 %o de los aumentos futuros, y además todos los impuestos que re- 
suelva crear la Asamblea Departamental que representará a cada uno 
de los departamentos de la República? 

El proyecto de autonomía departamental prevé, pues, en forma 
bastante amplia y racional, la descentralización de las rentas ¡uris- 
diccionales. Conceptuamos que la parte financiera del proyecto es tan 
importante como la que se refiere a su organización administrativa 
y política, y es así que con él cristalizamos plenamente una vieja an- 
siedad común. La fuente inagotable de la fortuna rural tendrá su 
gran laboratorio en los gobiernos departamentales. 
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LOS MUNICIPIOS, ESCUELAS DE CIVISMO Y ADMINISTRACION 
/ 


Los gobiernos municipales serán una escuela de civismo, pero 
también serán una escuela administrativa. La caduca politiquería per- 
sonalista y estéril, no tendrá ambiente y la finalidad de cada ciuda- 
dano ha de ser como un fuerte acicate que ha de intervenir en la 
cosa pública con miras más altas, más independientes y desintere- 
sadas, ya que en sus manos ha de poner el pueblo sus intereses di- 
rectamente y sin permitir que decline su responsabilidad ante ningún 
hombre, ni ante ninguna autoridad omnipotente como no sea la impo- 
sición soberana de la Constitución y las leyes. 


La afirmación del escritor argentino Quesada «no hay hombres 
públicos preparados para la administración municipal; la mayoría de 
los que ocupan esas posiciones entre nosotros cifran su éxito en el 
desquicio administrativo y en los favores que en medio de ese des- 
quicio pueden hacer sus parciales», sólo es aplicable a épocas pasadas 
y a hombres y funcionarios sin el sentido de su responsabilidad, por 
haberse formado en planos políticos, legalmente desorganizados y 
moralmente prostituídos. No basta la moralidad personal de los ciu- 
dadanos que intervienen en los negocios públicos, es necesario su 
complemento y su consagración en las instituciones tutelares y libres. 
Tal los gobiernos departamentales. Gobiernos, como escribiera Toc- 
queville «donde reside la fuerza y la vitalidad de los pueblos libres, 
porque las instituciones comunales son a la libertad lo que las escue- 
las primarias para la ciencia; ellas las ponen al alcance del pueblo, 
le inspiran al gusto de su manejo y lo habitúan a su servicio.» 


Se nos brinda la rara oportunidad de esta brillante conquista 
y nunca tan abonada la tierra para tan espléndido fruto. Ya hemos 
recordado el sacrificio, el esfuerzo sangriento que ha costado a tantos 
pueblos su conquista; pensemos en la admirable facilidad con que 
abordaremos después la tarea de la organización y reglamentación 
definitiva de aquel gobierno en nuestro país, donde de región a re- 
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gión está caracterizado por la absoluta identidad de sus costumbres, Big 
de su idioma, etnología, civilización. ta 
De modo que en definitiva, es el pueblo quien ha de elegir a los 
administradores de sus intereses. No vacilamos en parangonar este 0 
género de institución municipal en su estructura a las más adelan= IN 
tadas de las similares europeas. o A 
Contenga este proyecto un sentida más oO menos ciente de! pa 
la autonomía municipal; sea autonomía comunal o gobierno depar- Pa 
tamental de acuerdo con el distingo sutilizado que se ha querido hacer se » 
es el caso que él contempla concretamente una vieja exigencia nacio- 
nal y asegura el manejo libérrimo de los departamentos. al 
Preferimos ese sistema de gobierno departamental como autori- 
dad ejecutiva de los municipios, al intendente francés, al burgomaes-. 
tre belga, al' alcalde español, al síndico italiano, al intendente argen- 
tino, al prefecto brasileño, sencillamente porque nuestro sistema no 
es como el de ellos unipersonal. Hace algunos años se inició fuera 
de la metrópoli argentina en las poblaciones del interior una agita- 
da propaganda en favor de los principios descentralistas. El pueblo 
de Belgrano con tal motivo encomendó al doctor José Francisco Ló- 
pez la redacción de un manifiesto que luego se divulgó profusamente 
en el país. El doctor López supo interpretar las aspiraciones patrió- 
ticas de sus comitentes y después de tentar el análisis histórico y 
político de la cuestión proclamaba entusiastamente el gobierno cole- 
giado para la buena administración de los municipios argentinos. 
«La omnipotencia personal — decía — es a la vez la omnipo- 
tencia administrativa. En los pueblos donde está organizado el po- 
der real y efectivo de la comunidad, por medio de sus asambleas po- 
pulares periódicas, corporaciones de ciudadanos y municipalidades 
libres, y el poder gubernativo no se haya municipalizado en un solo | 
hombre sino el cuerpo ejecutivo elegido por el pueblo, única fuente | 
de gobierno libre; se ofrece un espectáculo interesante de armonía, 
de libertad y de paz, que todos los ciudadanos se sienten soberanos 
de cada uno de ellos, sin conocer la enfermedad del medio al hombre.» 
Yo conceptúo que no podemos en este instante desarrollar una 
defensa más equilibrada y oportuna que la que nos brinda el escritor 
argentino. 
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Iv 
DISTINTAS ORGANIZACIONES MUNICIPALES 


Pero, fuera de esta faz capital del asunto el proyecto colegialista 


¿no admite, acaso, el parangón con las mejores organizaciones muni- 


cipales del mundo? Revisemos la ley francesa vigente del 5 de Abril 
de 1884 y veamos si entre sus 180 artículos se encuentran disposicio- 
nes que resistan a un paralelo favorable a nuestra tesis. 

El intendente francés tiene fuera de duda, facultades excesivas, 


por una parte, y por otra tampoco puede asegurar su estabilidad 


frente a la autoridad de los poderes centrales. Por el artículo 90 de 
la ley, además de estar habilitado con su autoridad personal para 
la dirección de las comunas, ejerce su control sobre el consejo re- 
presentativo de donde emana; de confeccionar el presupuesto y orde- 
nanzas, dirigir los trabajos municipales; administrar las rentas y vi- 
gilar la contabilidad comunal; representar a la comuna ante la justi- 
cia. Por el artículo 91 tiene la superintendencia de la administración 
superior; por el artículo 55 ejerce en una forma casi dictatorial la pre- 
sidencia de la asamblea cuando sesiona el consejo y nombra por úl- 


timo los empleados subalternos de la administración municipal. Esto 


en lo que dice a sus facultades. — Notemos, ahora, el grado de esta- 
bilidad de que son dueños el conseio y el intendente. Por virtud del 


artículo 145 el presupuesto propuesto por el intendente y votado por 


el consejo es arreglado por el prefecto de policía, y por medio de un 
simple decreto cuando se trata de una localidad que tenga por lo 
menos tres millones de rentas; por el artículo 148 el presidente de 


la república o el prefecto pueden aumentarlo o disminuírlo cuando lo 
crean conveniente; por el artículo 66 el prefecto en consejo de prefec- 
| tura puede anular en ciertos casos las deliberaciones del consejo mu- 
- nicipal. El artículo 68 autoriza, asimismo al prefecto a suspender al 
Se intendente por el término de un mes, suspensión que puede ser au- 
O mentada a tres meses por el ministro del Interior, pudiendo a su vez 
ser revocada por el Presidente de la República: la misma disposición 
- imperial de la ley del 5 de Mayo de 1855. El intendente puede ser 
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destituído por un año, por el Presidente de la República, previa sus. 0 5% 
explicaciones al Consejo de Estado. En las ocasiones graves, el Pre- E 


sidente de la República está autorizado por la ley para disolver el 
Consejo Municipal. Por el artículo 137 el establecimiento y organiza- 


ción de los impuestos votados por los Consejos Municipales tanto 


como las reglas relativas a su percepción son autorizadas por decre- 
tos del presidente de la república. El Prefecto del Sena tanto como su 
colega el Prefecto de Policía es nombrado directamente por el Presi-. 
dente de la república. 


He aquí a grandes rasgos, la organización municipal francesa. 


Pero aún mismo en Francia se clama diariamente a favor de la auto- 
nomía que les falta, a tal punto que a iniciativa del Consejo Muni- 
cipal de París, Mr. Lacroix, redactó hace poco, — nos lo recuerda 
López Campaña en su opúsculo, — un vasto plan de reorganización 
del municipio actual. 

Las municipalidades inglesas no deben tomarse como término 
de comparación, porque lo que ha hecho admirable su mecanismo no 
son exclusivamente las disposiciones escritas, sino el espíritu legalis- 
ta y metódico de aquel pueblo y el sentido incomparable que poseen 
sus funcionarios de la administración de la cosa pública. 

En la ley inglesa de 1894 se instituyen los Consejos Municipales, 
pero sea bajo el régimen de los condados, ya sea bajo el de parro- 
quia, el intendente, el lord mayor, como su propio rey, reina pero no 
gobierna y no asume ni remotamente las prerrogativas de su colega 
francés; se limita a presidir el consejo y a emitir su Eolo de acuerdo 
con las más amplias deliberaciones. ' 

Es que el pueblo ingiés, como ya lo he dicho, tiene por tempera- 
mento el sentido del gobierno municipal que hiciera opinar a Macau- 
lay que entre las causas que hicieron a Inglaterra una monarquía li- 
mitada, se encuentra precisamente el carácter y la severidad de sus 
administraciones comunales. Esa buena práctica de los ingleses ha 


transformado al gobierno de sus comunas en verdaderos colegiados 


en la acepción que nosotros damos al término, ya que el consejo mu- 
nicipal inglés es un cuerpo ejecutivo y deliberante al mismo tiempo. 

La administración <omunal española con sus ayuntamientos, 
sus alcaldes, y tenientes alcaldes, tiene una gran analogía con la que 


sa 
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rige en Francia. El gobernador tiene las mismas atribuciones que el 


prefecto francés en lo que se refiere a su intervención en las cosas 
comunales. El alcalde de Madrid es designado directamente por el go- 
bierno aunque no pertenezca al Consejo Municipal. 

El Municipio italiano con su «consiglio», su «jiunta» y su «sin- 
daco» no se diferencia en mayor grado de las organizaciones últimas. 


El sindaco como el burgomaestre belga es nombrado la generalidad 


de las veces por el rey directamente y sus atribuciones llegan a me- 
nudo a consagrarlo, una especie de gobernador civil de la provincia. 
Desde el principio del siglo pasado Alemania posee un régimen 


municipal con consejos representativos, consejeros ejecutivos y bur- 


gomaestre, este último propuesto por el Consejo al Emperador, quien 
puede votar por dos veces a los candidatos, y cuando se proclame 
un tercero que no es de su agrado entonces lo nombra por cuenta 
propia. Aquí la legislación no es uniforme, pues se establecen dife- 
rentes sistemas para cada comuna. El Consejo Municipal de Berlín, 
— Magistrath, — por ejemplo, es electo tan sólo por el contribuvente 
según su capacidad contributiva; se forman tres grupos de electores 
entre los cuales se establece en el escrutinio una determinada pro- 
porcionalidad de acuerdo con aquella capacidad electiva. Sin embar- 
go, a pesar de estos rezagos de la antigua opresión prusiana, existen 
allí sabias disposiciones que otorgan grandes liberalidades para la 
administración de los intereses locales e inversión de los recursos 
propios. 

En Estados Unidos se presenta el mismo caso que en Alemania 
en lo que respecta a la diversidad de organizaciones municipales de 
un estado a otro. En Wáshington, en el distrito de Columbia, el go- 
bierno municipal está prácticamente dirigido por comités congresio- 
nales. Antes de que se creara esa comisión para el gobierno de Wás- 
hington, había un gobernador nombrado por el presidente, y dos ra- 
mas de la legislatura de la ciudad elegidas por el pueblo. Este último 
es el procedimiento general en la mayor parte de los estados amerl- 
canos y a pesar de tener un origen eminentemente popular el trata- 
dista yankee Conckling prefiere su elección por la vía indirecta del 
consejo municipal. En general, el caso de Norte América no es 


oportuno traerlo a colación porque allá el gobierno municipal ha 
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iracasado casi exclusivamente debido a la venalidad de sus elecciones 
comunales, a tal punto de que actualmente las poblaciones yankees 
reniegan de esa autonomía y piden un intendente monarca es: su 
tan sólo de la voluntad presidencial. Mo: 

En lo que toca a las administraciones municipales de los países. As 
de la América del Sud; Argentina, Brasil, Chile, sobre todo, el paran= 
gón con nuestro proyecto sería absurdo. Ellos se encuentran en AA Ad 
grado de eminente interioridad aún respecto de los ejemplos SUrone 
que citamos. du pi 

La Argentina con su organización diversificada de la Capital a a. 


las Provincias, en Buenos Aires con un Intendente dependiendo di- A 
rectamente del P. Ejecutivo, como los nuestros: con sus municipali- NS EA 


dades de provincia motivo de escándalos casi diarios; con su provin== 
cia de Buenos Aires dotada de un intendente emanado del goberna= 
dor y con atribuciones contradictorias y variables por constantes y 
sucesivas disposiciones legales, nos demuestra elocuentemente, la ur- 
gencia que tiene para esos países un régimen racional y avanzado 
de los municipios. En continuos conflictos sus consejos deliberantes 
con la autoridad ejecutiva del intendente, se entorpece la acción ad- 
ministrativa y el progreso local, provocando en las poblaciones ese 
desdén absoluto por los intereses de la comuna, que denotaba un es- 
critor argentino subrayando el hecho de que ciertos ediles resultan 
tales en determinada elección por la voluntad insignificante de ciento 
cuarenta sufragios! 

Impresión más o menos análoga nos ofrece la autoridad muni- 
cipal del Brasil. 
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CONSEJO Y ASAMBLEA 


Conclaves numerosos de vecinos, las asambleas representati- 
vas estarán compuestas por un representante por determinado nú= 
mero de habitantes; la representación departamental aportará 0% 
ampliamente al debate todas las ideas, las protestas, las inicia= 
tivas, la deliberación y el voto coincidentes con el interés lo- 
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ales. NO ya los liceos que por una oo cda inserta 
els proyecto dependerán directamente de las autoridades depar- 
1 ntales, lo que dará a estas instituciones un impulso ennobblece- 
Y amplio, sino otras varias dependencias públicas hoy centrali- 
¿ 5 en absoluto podrian ed bien entrar dentro del radio de las 


Ri 


| o ver consagrados en la nueva - Constitución. de la República 


| El comercio, la prensa, la instrucción primaria, la enseñanza in- 
Al istrial y agrícola, la asistencia pública y la vialidad rural serán mo- 
1 las por un impulso gigantesco. El comercio saldrá de su miserable 
istencia vegetativa cuando la riqueza pública y regional se recon- 
tre y fecundice en la propia región, y surjan los estímulos y las 
npensas al esfuerzo propio. La instrucción pública rural, bien po- 
án confirmarlo los ilustrados miembros de la Comisión Departa- 
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mental de Instrucción Primaria que me escuchan, no tiene actualmen- ' 

te estímulo alguno ni facultades a pesar de su origen, por motivo e, 
una excesiva centralización que hasta ejerce una superintendencia ab- 1% 
sorbente al punto de obligar, como hace cincuenta años, a la reali- 
zación de todos los concursos en la sede de Montevideo. Yo creo ent 1 
una palabra que la campaña contra el analfabetismo y la ignorancia e: $ 


más eficaz es el establecimiento de los gobiernos municipales. 
En esos y otros muchos sentidos, ampliando funciones e incor- 


porando organismos autónomos al municipio es fácil imaginar la 


grandeza del porvenir rural. Para su consecución, no existiendo va= 


llas de orden administrativo sólo se opondría en los primeros tiempos 
obstáculos económicos derivados de los reducidos tesoros departa- 
mentales. Pero ello sería, repito, en los primeros tiempos de la orga- 
nización hasta tanto se vigorizara el nuevo engranaje y se tonificara 
el espíritu regional y en una palabra, la confianza, el prestigio y 
el éxito de la nueva institución tuviera su fatal consecuencia favora- 
ble en lo financiero tanto como en lo moral y en lo político. 

¿No han de merecer, acaso, su recompensa material los obreros 
de esa máquina complicada, y para cuyo funcionamiento se pondrán 
a prueba las aptitudes y la responsabilidad de los funcionarios? 

Revisemos los presupuestos locales de la mayor parte -de los 
países y hemos de ver qué desproporción relativa guardan con nues- 
tros presupuestos departamentales, en contraste elocuente con el in- 


gente presupuesto de la capital. Si hemos de dar a la campaña gran- 


des atribuciones políticas y pensamos depositar en sus arcas las 
rentas que le pertenecen démosle también su merecido a los buenos 
depositarios de la confianza pública y a los celosos administradores 
de aquellas rentas. ; 

Y no solamente deben ser rentados, sino que deben estar bien 
rentados. Y para apoyar nuestro aserto, recurriremos a la opinión de 
Conkling, que dice en su obra «El gobierno municipal»: «Sólo hay 
dos clases de empleados públicos a las que es sabio dar crecida re- 


tribución — y son los jueces, — porque no pagarles liberalmente 


podría tentarles a vender sus decisiones. Podemos añadir a esta cla- 
se de servicios públicos bien pagados, el Alcalde municipal, especial- 


mente donde tiene poder absoluto para nombrar. Así el alcalde de 09 
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Filadelfia, gana un sueldo de $ 12.000 anuales y el de Nueva 
York, $ 10.000. Muchos de los cargos en los municipios son rentados, 
y en algunos, como en Alemania, apesar de ser tan sólo cuerpos deli- 
po -—berantes. En otros lugares, como en París, están retribuídos de he- 
cho, aunque no de derecho, pues existe para los concejales una re- 
- tribución para gastos etc., de 8.000 pesos anuales, casi el sueldo de 
los diputados franceses. Lo mismo ocurre en el Brasil donde los con- 
A y sejeros votan el sueldo de 6 contos anuales, además de las asignacio- 
mes del Presidente del Consejo y del Prefecto municipal que se elevan 
a. ocho y veinticuatro contos, respectivamente, Tareas agobiantes las 
tareas municipales para los que se necesitan tanta idoneidad, como 
Bo do carácter, trabajo y honradez; condiciones y características que ins- 
- piraron una obra al Barón Hausmann, el famoso Prefecto del Sena 
bajo Napoleón, tareas así exigen una discreta retribución, si no se 
quiere que ocurra lo que nos narra Plinio respecto a los municipios 
romanos de la antigiiedad, donde el «Magistrado o Intendente era 
rehusado por dos cosas: la apatía política, enfermedad de la época; y 
la falta de remuneración, — continúa diciendo, — razón por la cual 
los emperadores Marcos y Verus, dieron un rescripto para que se 
dispensase de ser elegidos Magistrado municipal a los decuriones 
pobres.» 
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desde la os ca año 30 hasta Y PEI de 1917, y ji 
el lapso intermediario de nuestra existencia nacional constituida, a 
dientes defensores y obstinados adversarios. Aquilatando los distin- 
tos estados de evolución y retroceso de nuestra institución armada 
a través del tiempo, no tanto desde el punto de vista táctico o cien 
tífico, como en su aspecto psicológico y cultural en la más vasta lati- 
tud de este vocablo, — y esto observado desde la eminencia moral Ea 
de: nuestra época, tienen una lógica explicación muchos de aquellos - 
amores por el principio de la compatibilidad que parecieron inconce- 
bibles, y muchos de aquellos ataques violentos que parecen también 
inexplicables en los días que transcurren. Y corrobora esta asevera- cs 
ción la forma tan distinta como fué recibido por ambas constituyen- ma 
tes, siendo así que mientras en la de 1830 al tiempo que se miden con 
las mejores armas del patriotismo, la sinceridad y el talento los dos 
campeones de las opuestas teorías, Santiago Vázquez y José Ellauri,. 
arrastrando junto con sus convicciones un cúmulo respetable de in- 
tereses y valores personales encumbradísimos, de ambiciones, desa- pe 
lientos y protestas; en la de 1917, Juan Antonio Buero presenta su 
proyecto de enmienda y resulta consagrado casi unánimemente por 
la Asamblea, sin que nadie señale, como no sea cierta oposición sis- 
temática, o cierto empecinamiento sectario, ni el más remoto peligro 
para las instituciones patrias que el pueblo -se apresta a ratificar, sin 
que provoque ningúrl conflicto de intereses apreciables, ningún re- 
proche del civilismo puro, antes al contrario, es ungido del aplauso 
espontáneo que aparejan las reparaciones perentorias y justas. De 

El fenómeno es perfectamente explicable, sin embargo. 

Santiago Vásquez con un criterio práctico de oportunidad, y 


A propósito de la enmienda constitucional concediendo a los militares el derecha) 
de ingresar al parlamento. TI > 
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ictoriosos y ÓN los campamentos de nuestra gran DATA, 
d los querían y pedían intervenir en las deliberaciones de las asam- 
-bleas legislativas de la nación que crearan con sus espadas próceres 
sus bravíos corazones; ellos eran, por otra parte, los caballeros de 


Buela aurora de la nacionalidad y toro fs tanto como su 100 
a o de vencedores. Era Rivera, era ad era OO era 


cos augusta con un PEGtoto que terminaba así: «nuestros sa- 
-Crificios, nuestros trabajos por la independencia del país, todo lo ve- 
mos humillado; y nuestra obra que se cantó como heroica, que fué 
E grande para la patria, que fué digna de los soldados de la libertad, 
toda es sacrificada a una teoría. 
Desde el punto de vista Ada circunstancial, aparecía co- 
| mo la injusta exclusión de aquellos hombres, algunos de los cuales 
integraron más tarde la pléyade ilustrada e invicta que salvó la civi- 
lización y el honor ríoplatenses en la Defensa de Montevideo. 
A la luz de la legislación comparada era una doctrina no menos 
equivocada y exótica, dado que el principio se hallaba incorporado 
a la mayor parte de las constituciones y las leyes de los países prin- 
-cipales del mundo civilizado. 
Los constituyentes que sostuvieron con Ellauri el principio abso- 
de luto de la no compatibilidad, luchando contra las desventajas del 
momento, quizás sin presentirlo en toda la nitidez de sus concien- 
cias, tuvieron la milagrosa visión del porvenir. El ingreso de los mili- 
tares al parlamento instituido en la constitución de 1830 hubiera re- 
sultado una calamidad, acaso la calamidad mayor de cuantas gene- 
-raron en el período largo y sangriento de nuestra anarquía política. 
- Ala milicia abnegada y austera de los libertadores debía suce- 
der. como la lógica O de un ciego. determinismo social, la 
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sus desmanes al día siguiente de sancionado nuestro Código con el 
motín lavallejista del año 32 y sus instintos torpes y OSCUrOS, se agi- 
tan en las sombras más densas, más AO siempre al acecho de 
cen del LON histórico de nuestra organización nacional. e 

Por eso A que los adversarios de la o eN 
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ciones LaS menos no lo fué, ciertamente, la del Hot | 
de la llanura, o el cacique al acecho del gobierno y que por una trás ] , 39) 
gica ironía llegó a cruzar su pecho con la banda de Joaquín Suárez de 
y de Lorenzo Batlle. ! 
¿Qué podía esperarse de la actuación legislativa de los milita- 
res ante el espectáculo que ofreciera el ejército durante varios lus- Do 
tros, y cuya reacción regeneradora no pudieron provocar, ni los ho- 3 
nestos, condenados amenudo a la sombra, ni los capaces, excluidos - 
sistemáticamente por la estulticia triunfante? ¿Qué aplicación útil y 
razonable iba a tener entonces entre nosotros el principio de la | 
compatibilidad? | 
De tal modo hubo de pensar sin duda, el doctor Juan Penta 
Castro cuando al año siguiente de promulgada la ley santista de 
1885 autorizando la entrada al parlamento de los generales de la 
nación, bregaba por su derogación desde el propio parlamento, con De) 
hermosa gallardía moral; y es posible que el doctor Justino Jiménez y 
de Aréchaga haya tenido presente idénticos peligros, cuando desde EN 
su «Poder Legislativo» combatió el ingreso de los militares a las 
cámaras, con toda la energía de su palabra y de su pensamiento. 
Bien es cierto que el doctor Aréchaga cargando las tintas de su ale- 
gato anti-militarista no tuvo en cuenta, en aquellos instantes, las 
perspectivas de futuro y el concepto moderno de la institución 
armada. | ño 
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¿EN oa y exponiendo con fluidez las ideas. Como siempre ha salvado con 


su incisiva dialéctica parlamentaria la resistencia del fondo y la ele- 


Analiza la función social del ejército en una democracia repre- 
—sentativa, — «garantía del orden, instrumento de la soberanía na- 
cional»; — examina y exalta la rigurosa intervención legislativa en 

los asuntos militares, a diferencia del principio imperialista que loca- 

liza en un hombre la dirección militar, y en contraposición también 
con las republiquetas caudillescas, donde por arriba de la constitu- 
ción escrita se yergue la figura del general analfabeto o del motinero 
victorioso. 
Ae | «La nación en armas» se le proclama, pero frente al problema que 
nos ocupa debió tenerse y se tuvo la realidad en vista, antes que su 
estado de organización y sus adelantos técnicos, aquello que Sar- 
miento llamara la «civilización militar», empresa casi fantástica de 
pedagogía y disciplina moral, emprendida por su inaudita voluntad 
entre las montoneras argentinas. Crea el colegio para el ejército, la 
E escuela naval y el arsenal de Zárate; oficial, opone a la jactancia 
“4 gauchesca las costumbres europeas entre los soldados, aún a trueque 
Si del ridículo consiguiente; se empeña en lo que él llamara la «civiliza- 
ción del caballo», que considerado como precioso auxiliar de guerra 
: era entonces el instrumento pasivo de la horda; se obsede en sus 
planes famosos de colonización militar; escruta todos los secretos de 
la estrategia y la ciencia de la guerra, pero el más encumbrado de 
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AS La educación del alo “no es técnica tan sólo. ES pe 
vica. El ejército de la to una ena AS E A 


mismo concepto de s sú misión. Por su educación mien por st 
la de honor y de civismo, puede ingresar al parlamento. de su EE 
y ésta es la hora en que se le ha debido reconocer ese derech 

Sabrá elevarse a la altura de esta nueva responsabilidad yy 
lando con su conducta futura, la Ea de las restriccione 
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